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A LA MEMORIA DE MI PADRE 



DEDICO ESTE TRABAJO. 



EL AUTOR. 

Parts, Abril del 1890. 



A LA COMISIÓN EXAMINADORA 



Honorable Comisión, 



Competidos por los estatutos de la Universidad á presen- 
lar á vuestro examen una memoria de prueba para optar el 
grado de Licenciado en la Facultad de Leyes y Ciencias Po- 
líticas, hemos querido exponer con este objeto los múltiples 
defectos de que adolece nuestro Código de Comercio, indi- 
cando, al mismo tiempo, los medios que nos han parecido 
adecuados para subsanarlos. 

Si el presente trabajo no fuese más que el fruto de nues- 
tros propios y exclusivos esfuerzos, bien ve la Honorable 
Comisión que él, por ese solo hecho, carecería de todo mé- 
rito intrínseco capaz de interesar su atención. 

Sabemos que, como dice M. Courcelle , no hay nada 
más difícil que hacer buenas leyes ó enmendarlas con acierto. 
Sabemos, igualmente, que esta dificultad se hace harto más 
grave para nosotros, que, apenas salidos de las aulas, care- 
cemos de estudios profundos acerca de legislación general y 
de la experiencia que se adquiere en el examen de las dificul- 
tades nacidas en la aplicación constante de las leyes que se 
pretende criticar; circunstancias sin las cuales n se puede 
llegar eficazmente al conocimiento de sus defectos. Sin em- 
bargo, ello no nos ha arredrado, porque en este trabajo no 
se trata de hacer leyes ni de enmei|darlas, como que no so- 
mos legisladores, sino simplemente de anotar y probar de- 
fectos, cuya existencia podrá aceptarse ó negarse, y de indi- 
car medios de corregirlos, cuya bondad podrá discutirse ; y 
porque en este empeño casi siempre hemos podido consul- 
tas las opiniones de hombres dedicados especialmente al es- 
tudio de la legislación mercantil y poseedores de la experien- 
cia á que nos hemos referido. 

Asi, podemos anunciar que los conocimientos y la ya lar- 
ga práctica del concienzudo profesor del ramo en la Univer- 
sidad, señor Amunátegui, han sido nuestro principal y más 
seguro guía en la pesada tarea que hemos debido imponer- 
nos para dar término á una empresa que, lo confesamos, 
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tafvez sólo hace honor á nuestra osadía. No menos impor- 
tante ha sido la ayuda que en la primera parte de esta Revi- 
s/ó/z nos han prestado las obras- de otros dos distinguidos 
jurisconsultos nacionales, los señores Alfonso y ligarte y 
Zenteno. 

Por otra parte, anhelosos de cumplir nuestra obligación 
lo mejor que nos fuera posible, hemos prestado á las opinio- 
nes de las comentadores franceses la atención que merecen 
tan poderosos auxiliares de todo aquel que se ocupa en cues- 
tiones legales. 

Estamos muy lejos, además, de pretender hacer una obra 
perfecta ó sobresaliente, siquiera; en esta Memoria debe 
verse, más bien, sólo un ensayo destinado á servir de base 
á un futuro y proyectado trabajo de más largo aliento. 

La revisión de un Código, aun dándole las modestas pro- 
porciones que nosotros damos á la presente, no es obra que 
pueda desempeñarse acertadamente en el tiempo que las 
tareas de estudiante dejan disponible en el período de uno 
ó dos años. Así lo hemos comprendido, y por eso nos con- 
tentamos con señalar solamente los defectos más capitales del 
Código de Comercio, y aquellos que por su sencillez y evi- 
dencia están fácilmente á nuestro alcance. 

Los defectos del Código nombrado son numerosos y de 
variado carácter : 

a) Consigna una misma disposición dos ó más veces ; 

b) Repite prescripciones generales del Código Civil, sin 
acordarse del carácter de ley especial ó de excepción que 
tiene respecto de éste ; 

c) Desciende en ocasiones á detalles que sólo estarían 
bien en un reglamento ejecutivo ; 

d) Es no pocas veces oscuro y defectuoso en su redacción ; 
é) Y finalmente, suele establecer sistemas jurídicos con- 
trarios á los adelantos del Derecho mercantil moderno. 

Contra esa serie de defectos se dirigen nuestros esfuerzos. 

Con el desarrollo de tal tema, hemos creído poder llenar 
el trámite arriba indicado y realizar una obra útil para nos- 
otros en todo caso, como provechoso estudio, y en lo que 
nuestras débiles fuerzas lo permiten, para los que se ocupan 
en el perfeccionamiento de nuestras leyes. 

Maximiliano Ibáñez. 

SaDtiago, Marzo do 1889. 
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TÍTULO PRELIMINAR 



DISPOSIGIONBS 6BNBRALES 



Artículo 1. 

El Código de Comercio rige las obligaciones de los comer- 
ciantes que se refíeran á operaciones mercantiles, las que con- 
traigan personas no comerciantes para asegurar el cumpli- 
miento de obligaciones comerciales, y las que resulten de 
contratos exclusivamente mercantiles. 

Cuando escuchábamos las primeras lecciones de Código de 
Comercio, nos penetramos de los defectos de que adolecía el 
presente artículo, y nos llegamos é sorprender de que la dis- 
posición que le sirve de encabezamiento, circunstancia que 
nos hacía creer fuese la más trascendental y perfecta de cuan- 
tas lo componen, pudiera ser blanco de tantas críticas. Supi- 
mos, entonces, que este artículo ;io llenaba ningún fin prác- 
tico, en razón de la evidencia ó del carácter meramente doc- 
trinal de sus preceptos, y que la enumeración que contiene^ si 
no fuese absolumente inoficiosa, sería en todo caso incompleta. 
Después, cuando hubimos de ensanchar nuestros conoci- 
mientos, y posteriormente, cuando hubimos elegido el tema 
que ahora desarrollamos, nos llegó el turno de hacer un más 
tenido estudio de esos defectos; y él, desgraciadamente, 
s afianzó una vez más en nuestra primera convicción. 

1 
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amen atento de ules defectos, y la dificultad de reem- 
;l articulo primero por otro que llenara debidamente el 
^ue el legislador se había propuesto al establecerlo, 
o llegar á la conelusióu de que lo más acertado era 
rio. 

seria el momento de desarrollar los fundamentos de 
ve conclusión. Hemos intentado hacerlo valiéndonos 
tras propias fuerzas; pero nos hemos encontrado con 
la teníamos que decir que no estuviese ya dicho, pu- 
y reunido, con acierto cien veces superior al que nos- 
abriamos podido alcanzar, en el comentario á este 

de la obra nacional del distinguido jurisconsulto é 
o magistrado señor Alfonso, titulada Comentaño del 
reliminar y del titulo primero del Código de Comerao. 
i forma á esa crítica, no tendría otro resultado que el de 

en no escasa parte su valor, sin aumentar en nada el 
tro trabajo. Cambiar el lenguaje de lo que otros han 

sin tener siquiera el mérito de juntar y dar forma á 
es dispersas, nos ha parecido ingrata y aun poco deli- 
rea. Por eso, y en vista de la extensión considerable 
crítica, que, no siendo susceptible de abreviación, no 
isideramos autorizados para reproducir en extenso, nos 
os á enviar al lector á la obra citada y á rogarle que 
ire esas observaciones como parte integrante de esta 



s casos que no estén especialmente resueltos por este 
, se aplicarán las disposiciones del Código Civil. 

imera vista pudiera parecer inoíiciosa la disposición de 
iculo, dado el carácter de ley especial ó de excepción 
ne el Código de Comercio respecto del Civil. Sin em- 
la latitud y transcendental importancia del precepto 
o en ella son tan reconocidas que bien valía !a pena 
carie un articulo. 

)tra parte, de hacerlo así no se seguía ningún inconve- 
sino que, al contrario, el plan raetódicodel Código ga 
on ello considerablemente en perfección. En electo 
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nos indica el simple buen sentido que las disposiciones del 
Código, por el solo hecho de figurar en ól y sin que el articulo 
1."* tuviese para qué decírnoslo parcialmente, deben aplicarse 
preferentemente á los negocios mercantiles; el artículo 4.** nos 
dice que en el silencio de la ley son aplicables á los mismos 
negocios las costumbres mercantiles fjue reúnan ciertas 
condiciones : nada más lógico, entonces, quo se estableciera 
el otro miembro que completa la designación de las tres fuen- 
tes de donde nacen ó en que están contenidas las reglas que 
constituyen el Derecho mercantil. El método exigía rigorosa- 
mente, pues, la disposición del presente artículo. 

Sin embargo, habiendo aconsejado la supresión del ar- 
tículo 1.**, necesitamos indicar que la colocación como articulo 
inicial del Código no corresponde al que nos ocupa. El carác- 
ter del artículo 3.**, que lo hace considerar como la síntesis 
del Código, su importancia trascendental y hasta el ejemplo 
de otras legislaciones están reclamando para él, con la fuerza 
de la evidencia, esa honrosa colocación. El artículo 2.** ten- 
dría lógica cabida, con el mismo número que hoy lleva, des- 
pués del artículo 3.° Este último nos dice : éstas son las ma- 
terias que rige el presente Código; el actual artículo 2.° nos 
diría en seguida : en los casos que no 'estén especialmente 
previstos por este Código, se aplicarán las disposiciones del 
Civil; y finalmente el actual artículo 4.**, que vendría inme- 
diatamente después, nos diría : en el silencio de ambos Códi- 
gos, las costumbres mercantiles deberán observarse como ley. 
Como se ve, el mero resumen del sentido y alcance de esos 
tres artículos basta para probar que la colocación indicada es 
la que mejor consultaría el método, la lógica y hasta la filo- 
sofía del título preliminar. 

Terminamos, pues, proponiendo, en caso de suprimirse el 
artículo 1.°, que el 2.° sea colocado, con el número que hoy 
tiene, después del 3.** (primero según nuestra hipótesis). 

Art. 3, 

Son actos de comercio, ya de parte de ambos contratantes, 
ya de parte de uno de ellos : 
1.° La compra y permuta de cosas muebles, hecha con áni- 
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■las, permutarlas ó arrendarlas en 
tinta, j la venta, permuta ó arrenda 

;o, no son actos de comercio la coi 
tstinados á complementar acceaorii 
icipales de una industria no comer 
pra de un establecimiento de come 
ndamiento de cosas muebles hech 

isión ó mandato comercial. 
presas de fábricas, manufacturas, i 
I, fondas, cafées y otros establee: 

presas de transporte por tierra, ric 

[presas de provisiones ó suminísti 

. las agencias de negocios y los ma 

ipresas de espectáculos públicos, : 

de policía que corresponda tomai 

r&. 

apresas de seguros terrestres á 

aseguran mercaderías trasportada 

de letras de cambio ó libranzas i 
y las remesas de dinero de una p 

id de un contrato de cambio. 

sraciones de banco, las de cambio 

Braciones de bolsa. 

presas de construcción, carena, coi 

parejos y vituallas. 

iciac iones de armadores. 

lediciones, transportes, depósitos ó 

lamentos, préstamos á la gruesa, s 
icernientes al comercio marítimo. 
chos que ¡H'oducen obligaciones t 
'ragios y salvamentos, 
ivenciones relativas á los salarios 
ales y tripulación, 
itratos de los corredores marítimo 
le mar para el servicio de las navt 



ho por dos distinguidos autores 
nso y ligarte Zenteno, que la enur 
Hercio contenida eu este artículo 
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El primero coloca entre los actos de comercio no comprendi- 
dos en esa enumeración y que sin embargo están regidos por 
el Código de Comercio, los contratos de sociedades anónimas, 
de comandita simple y por acciones, de cuentas en participa- 
ción y de cuentas corrientes. 

Que tales contratos no han sido comprendidos no necesita 
demostrarse. Que han debido serlo lo prueba, como lo indica 
el autor citado, el hecho de tener el artículo S.'* por único 
objeto determinar exactamente todos los actos que caen bajo 
el imperio de la ley mercantil, para evitar, en lo posible, los 
conflictos que pudieran suscitarse sobre si un acto debe ser 
regido por ella ó por la ley común. Indícalo así, también, el 
hecho de haberse ocupado el Código expresa y detallada- 
mente de esos actos en varios de sus títulos, de la misma 
manera que lo hace respecto de los demás actos enumerados 
en el mismo artículo. 

Si se examina cada uno de los contratos á que nos referi- 
mos, se encontrará en todos ellos motivos especiales que 
aconsejaban su inclusión expresa en la nomenclatura de los 
actos de comercio. Las sociedades comerciales forman una 
parte importantísima del presente Código, especialmente las 
anónimas y en comandita, que tienen casi siempre carácter 
mercantil; y el artículo 2064 del Código Civil, que somete á 
las reglas de las sociedades comerciales anónimas todas las 
sociedades civiles del mismo carácter, elevaba su inclusión al 
grado de necesaria. De las cuentas corrientes y de las en par- 
ticipación, puede decirse también otro tanto. 

Es cierto que los contratos mencionados pueden, á veces, 
estar comprendidos en la actual enumeración del artículo 3.*^; 
pero ello ocurrirá sólo accidental é indirectamente ; así, las 
cuentas corrientes podrán estarlo en las operaciones de ban- 
co, cuando intervenga ^n ellas una de esas instituciones, y 
las sociedades podrán también estar comprendidas, cuando las 
empresas á que se refiere el presente artículo sean constitui- 
das por sociedades. 

El señor ligarte Zenteno, además de la cuenta corriente, 
de la que ya hemos hablado, enumera como actos de comer- 
cio no comprendidos en el artículo 3.** la fianza, la cesión de 
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epósito y el préstamo. Todos estos contra 
edén llegar á constituir actos de comercio 
á por accidente,- pues su carácter es ordi 
Su inclusión especial en el artículo 3." r 
ene ninguna necesidad, ni aun de método, 
fo , suprimido el artículo 1 ." del Código, serí 
uir on el articulo 3.° las obligaciones acce 
n el fin de asegurar el cumplimienlo de uní 
intil, para evitar las dudas que en el caso c 
iscitarse en cuanto á la ley que debería reí 
demás, también y á pesar de todo, para 
enumeración del artículo 3." y satisfacer 
ipósito, consignar en él un inciso general 
Dtros actos á que el Código ha dado accid 
icter mercantil en diversos títulos, 
ecuencia de las observaciones que precedei 
planado en razón de referirse á puntos tn 
(tensamente por autores nacionales, propo 
ación al articulo 3." de los siguientes núme 
mtratos de sociedades comerciales anónima: 
de cuentas en participación. 
itralo de cuenta corriente. 
bligaciones accesorias contraidas para asegí 
de otra obligación mercantil, 
demás actos á que este Código atribuye accio 
■s títulos el carácter de taies. (i) 

10 enlra en nuestro propdsilo analizar lae criticas 
lídigo y que nosotros no pserociaamoB, permitaset 
le algunas que ha provocado el pi-essn(e artículo, 
ral, en alencidn á 9U capilal importancia. 
}r la urgumcnlaciúQ vigorosa que dos autoras áh 

que espcHiuenlados magisli'adog, los señores Alí 
no, han hecho en contra de lu duplicidad de carácl 

un mismo acto, que establece francamente el inc, 
lo, cuando dice : « Son actos de c<>mercÍo, ya de [ 
antes, ya de parte de uno de etloi, " estuvimos leu 

débilísimo concurso á la abolicliín de eea duplicid 
, el desconocimiento de una verdad jurídica de gra 
dvía osa reforma, nos hizo ir á buscar en los com 
a diaipaoiún de nuestros esorüpulos, poro en elt 

coutlrmaciúa ; ensanche de esas dudas. 
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Nos ocuparemos ahora en las objeciones á que se prestan 
ios diferentes números del presente articulo, individualmente 
considerados. 

Son actos de cfJmercio : 

2.° La compra de un establecimiento de comercio. 

La redacción de este número creemos, de acuerdo con el 
Sr. Ugarte Zenteno, que ha excluido claramente de los actos 
de comercio la venta de un establecimiento mercantil, porque 
si asi no fuese no habría guardado sobre ella absoluto si- 
lencio, no obstante mencionar expresamente la compra de un 
establecimiento de la misma clase : incluido unius est exclu- 
sio alterim. 

Tal exclusión, si es que se ha tenido el ánimo de hacerla. 

Es sabido que dentro del sistema sancionado por el inc. 1.*, y á vir- 
tud de un conocido y antiguo principio de derecho, un mismo contrato 
será regido por la ley común 6 por la mercantil, según que el acto deba 
calificarse de civil 6 de comercial respecto del demandado. Ahora 
bieo, dicen los autores citados, es insostenible un estado de cosas en 
que la determinación de la competencia Judicial y la ley que debe apli- 
carse á un mismo contrato pende de la contingeocia incierta de cuál de 
los dos contratantes se ve obligado á demandar; sucederá que las solu- 
ciones que deben darse á una misma cuestión pueden ser abiertamente 
contradictorias, de manera que lo que demandando A. sería justo, seria 
injusto si demanda B. ; hay necesidad de entrar en cada caso en la 
distinción dificilísima de la naturaleza del acto respecto de cada una de 
las partes, origen de infinitos pleitos é incidentes; el favor y protección 
que se ha creído prestar al comercio con una legislación especial, agre- 
gan, queda así reducido ala nada, etc. En consecuencia, los autores nombra- 
dos querrían- que todo acto mercantil respecto de una sola de las partes 
y civil respecto de la otra, fuera sometido á la ley comercial exclusiva- 
mente. 

Las observaciones apuntadas, aunque exactas en parte, son suscepti- 
bles de muchas atenuaciones. Es preciso no suponer que los individuos 
que contratan, comerciantes ó nó, son ignorantes y faltos de la pruden- 
cia y previsión más vulgares, haita el punto de olvidarse por completo 
de que la eficacia de las obligaciones que contrae el uno respecto del 
otro pende muchas veces de que ellas estén ó nó garantidas con las for- 
malidades prescritas por la ley á que respectivamente estén sometidos al 
tiempo de contratar, según la naturaleza que para cada cual tiene el 
acto. 

La ignorancia de la ley sabemos que á nadie favorece, y si hay indivi- 
duos que incurriendo en ella se perjudican, ellos no deben preocupar- 
nos. El que contrata con un individuo que ejecuta un acto que se presen- 
ta con los caracteres de mercantil, debe saber y tomar en consideración 
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rarse del todo injustificada. Si se ha declarado 
rcio !a compra de un eslableci miento comercial, 
o para juzgar con distinto criterio su venta, que 
no será sino la terminación de los negocios de 
ite, es decir, la última de sus operaciones. Por 
no hace ofra cosa que vender por un precio alza- 
muebles que había comprado con el ánimo de lu- 
indo por separado. La naturaleza mercantil de la 
jodido desaparecer por el hecho de venderse to- 
) por partes las especies. Si se examina bien el 
ion, hay que convenir en que, salvo casos excep- 



caso de demandarlo, se asilará, si puado y le c 
rescripciones del Cddígo de Comercio, y deberá por con- 

todas Jas preeauciooes que estime necesarias. De la mis. 
nomerciante que contrata con un individuo que ejecuta un 

civil, debe tenerlo presente y precaverse contra su mala 
nducirlo á fóvorecerse dentro de las prcseripciones de la 
i siempre más exigente en materia de solemnidades. 
) más importante que oponer á los ataques que se hacen á 
e carácter de los coniralos ¿acaso, decimos nosotros, la 

los pleitos, la menor tarea t)e los jueces y U venlaja de 
38 pueden considerarse motivos suflcienles para borrar li- 
ase lllosiíílca de un Cúdigo eatero? ¿acaso es cosa de poco 
rar que un acto que se reconoce como civil es mercantil, 
u Comercio, dictado en atención á las exigencias especiales 
[■cantiles, debe también aplicarse á otros aclos que no son 
Ds de reclamar esas exigencias, reclaman otras muy diver- 
1 esas objeciones para decir al que ejecuta un acto civil : 
le usted no pertenece al gremio de loa comerciantes; pero 

á usted con arreglo á las leyes que se han dictado para auc 

atoa entraña dificultades en la pra ti:?a y es perjudic a! al 

a y sométase mal de su grado y aunque usted tambn^n se 

as leyes mercan tile''' 

1 a nos parecen incontestables estas piegunlaa 

te Homclor á la ley mercant 1 los actos que tengan este 

lo de uno do los contritantes sin distinguir quien es el 
to es quién debe cumplir la obligacidn es restringir en 
erdadcramonle enormes el imperio de la ley civil común, 
10 de I educirla ila condiciun de secundaria respecto déla 

bslanle sor éila una excepci n de la primera bien pocos 
los tontralos en que una de las pii les =i |uiera no ejecuta 



pues y dtüiiendo como ol pode 


nos menoí de hacerlo 




en la tarca de api car 


imos que materializando las cosas 


pueda sosteners» que 


el doble carácter de los actos j su 


sometimiento integro a 
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cionalísimos, concurrirán en él todas las circunstancias que se 
han mirado como excenciales al carácter mercantil. Y tan es 
así, que si el número 2.** no hubiese hablado tampoco de la 
compra de establecimientos de comercio, nadie negará que 
tanto ella como la venta de los mismos tendrían, según el Có- 
digo, carácter evidentemente mercantil. En efecto, en tal caso 
habría que atenerse á la regla más general del número I.**, y 
demostrado que en la compra ó venta de un. establecimiento 
comercial hay, por una parte, « compra de cosas muebles, he- 
cha con el ánimo de venderlas en la misma forma ó en otra 
distinta » y por la otra, « la venta de estas mismas cosas », 
evidenciada quedaría su inclusión entre los actos de comercio. 

la ley mercantil tiene algunas razones de conyeniencia en su abono, (dí 
hablamos de hacer imperar la ley común, porque ello valdría tanto como 
suprimir el Código de Comercio) ; pero estamos convencidos de que ella 
sería gravemente anti-fllosóflca y, sobre lodo, gravemente injusta. 

Por las razones precedentes, sin pronunciarnos resueltamente sobre 
la doctrina legal sentada por el artículo 3.« en su primer inciso, no ad- 
mitimos la reforma que sostienen los autores citados. 

Se ha sostenido (*) con ardor también, á propósito de los números 1.* 
y 3.** del presente artículo, la conveniencia que habría en modificar el Có- 
digo en el sentido de dar cabida entre los actos de comercio á los que, 
teniendo este carácter bajo de ciertos respectos (el ánimo de lucrar), re- 
caen sobre bienes raíces. 

Reconociendo que, en realidad de verdad, no son pocos los actos rela- 
tivos á bienes raíces en quo concurren todas aquellas circunstancias 
que han servido para calificar de mercantiles muchos de los que se refie- 
ren á bienes muebles, creemos, sin embargo, que el Código ha hecho muy 
bien en eicluirlps del imperio de sus disposiciones. 

Para pensar así nos fundamos en que, si se observa el alcance filosó- 
fico de la palabra mercantil^ se ve c;ue ella no puede alcanzar á los 

i bienes raíces sino violentando mucho su significado: quien dice mercan- 

til dice mercaderías y quien dice mercaderías dice cosas muebles. De con- 

l siguiente incluir entre las cosas que pueden ser objeto del comercio á los 

bienes inmuebles, nos parece un tanto contrario á la propia índole de la 
especialidad que ha sido la causa eficiente y que es la base y materia del 
Código que criticamos. 

I Para comprender ciertos contratos relativos á inmuebles entre los actos 

[ de comercio, sería menester dar á esta palabra una latitud análoga á la 

; que tiene cuando se dice comercio humana^ latitud que, abarcando todo el 

dominio del Derecho privado, no cabe dentro de una de sus partes, que 

I no es siquiera la más considerable de ellas. 

1 Por otra parte, excluir del número de los actos mercantiles álos que se 



{*y Alfonso. Comentarios al Título Preliminar, etc. 
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Se creerá, después de leer la observación que acabamos de 
hacer, que la lógica nos llevaría á sostener la supresión del 
número 2.<* y nó la agregación á él de la venta de un estable- 
cimiento comercial. No lo pensamos así, aunque reconocemos 
que adoptando el último de los caminos indicados se atribuiría 
á esos actos, en casos raros, un carácter que no tendrían ; 
porque preferimos sacrificar esos casos excepcionales] á caer 
en la sutileza de distinciones difíciles de establecer, y en que 
las opiniones andarían muy divididas. 

Por las consideraciones que preceden, convendría sustituir 
el número 2.* por el siguiente: 

2.** La compra ó venta de un establecimiento de comercio. 

Son actos de comercio : 

3.^ £1 arrendamiento de cosas muebles hecho con ánimo de 
subarrendarlas. 

Como lo indica con mucha razón el señor Ugarte Zenteno, la 
disposición de este número no era extrictamente necesaria, 
porque si mercantil es, según el número 1.°, la comprado co- 
sas muebles hecha con el ánimo de arrenclarlas,no debía ser 

refieren á bienes raíces no importa la prohibición de ejecutarlos, ni en 
vuelvemalde ningún género. Loque ese hecho significa, es simplemente que 
estos actos á que se pretende dar carácter mercantil, estarán sometidos al- 
derecho común y á las trabas, precauciones y lentitud que éste impone, 
que en manera alguna alcanzan á ser obstáculo insuperable y remora 
peligrosa al ejercicio y desarrollo de la actividad humana en esa rama 
especial de los negocios, en la especulación sobre bienes inmuebles. 

Al contrario, arrancar del dominio del Código Civil algunos de los 
actos relativos á bienes raíces para adaptarlos á la índole del Código de 
Comercio, sería romper la harmonía y anular, en parte, el precavido 
y bien pensado sistema con que el mismo legislador juzgó prudente sal- 
vaguardiar la más importante de las propiedades, la raíz. Y se compren- 
de fácilmente que someter al imperio de la ley mercantil los actos á que 
nos venimos refiriendo, con las mismas solemnidades y precauciones del 
Código Civil, de manera que la propiedad inmueble quedara al abrigo de 
la vorágine de las especulaciones comerciales, sería del todo inútil: la 
diferencia con lo que hoy sucede pasaría poco más allá de tener el juz- 
gado de comercio la competencia que en esos asuntos corresponde hoy 
día al civil ; diferencia que no vale nada después de establecido el ar- 
tículo 37 de la ley de 15 de octubre de 1875. 

Por eso es que rechazamos la reforma en que nos hemos ocupado y 
que muchos sostienen como indispensable. 



r 
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dudoso el mismo carácter en el arrendamiento celebrado con 
idéntico fin. 

Sin embargo, si la inclusión especial y espresa de ese caso 
no era extrictamente indispensable, era, por lo menos, útil y 
conveniente, para evitar las dudas que él pudiera originar; sin 
que ello quiera decir que reclamaba el establecimiento de un 
número separado. Al contrario, su estrecha analogía con el 
caso de la compra de cosas muebles con ánimo de arrendar- 
las, á que se refiere el número 1.°, exigía que el arrenda- 
miento con ánimo de subarrendar estuviese también incluido 
en ese número. 

Opinamos, pues, por la supresión del número 3.", introdu- 
ciendo en el 1.° las modificaciones que se notan en seguida : 

1.** «La compra, permuta y arrendamiento de cosas mue- 
bles, hecha con ánimo de venderlas, permutarlas, arrendarlas 
ó subarrendarlas en la misma forma etc.» 

Son actos de comercio : 

4.° La comisión ó mandato comercial. 

Basta leer el artículo 234 del Código, que establece la co- 
misión como una de las especies del mandato, para convencerse 
de que el presente número ó es inexacto, en cuanto sus pala- 
bras parecen significar que esos contratos son cosas idénticas, 
ó es redundante, en cuanto nombra también á la comisión. 

Sería, pues, conveniente que el presente número dijera so- 
lamente : 

4.** El mandato comercial 



y 



Son actos de comercio : 

5.® Las empresas de fábricas, manufacturas, almacenes, tien- 
das, bazares, fondas, cafées y otros establecimientos seme- 
jantes. 

Este número sugiere diversas observaciones. La primera 
de ellas es motivada por haber mezclado en un mismo nú- 
mero elementos cuya diversidad de naturateza y falta de ana- 
logía aparecen con toda evidencia. No se divisa, en efecto, 
qué relación haya entre las empresas de fábricas y manufactu- 
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limacenes, tiendas, bazares, etc. Por esa razón, con- 
parar tales operaciones. 

3er observada tambiéa, como lo hacen los señores 
ligarle y Zenteno, la redundancia que se nota en el 
limero en lo relativo á los almacenes, tiendas, ba- 
, que teniendo por único objeto la compra de cosas 
on ánimo de venderlas, y el expendio ó venta efec- 
as, en la misma forma ó en otra semejante, están 
3 comprendidos en el número 1.", que regla esa es- 
letos. 

mos, pues, que haría falta considerable omitir ta 
ón especial y expresa de esos establecimientos. Sin 
como el defecto apuntado sólo es un exceso de cla- 
viene á hacer incontrovertible el carácter mercantil 
)sas operaciones de no escasa importancia, y como 
ación de esos establecimientos puede reputarse con- 
tara evitar las dudas que pudieran suscitarse acerca 
istablecimientos semejantes, en que los caracteres 
s en el número 1." no aparecen tan claros, talvez 
erible conservar la enumeración expresa de esas 

3nle número presenta, además, U ocasión de abogar 
itución de una disposición del Proyecto, suprimida 
nal acuerdo, á nuestro juicio, por la comisión re- 

írimos al número 9." del artículo 7.» del Proyecto, 
a entre los actos de comercio las empresas de cons- 
; terrestres. 

ndo en el espíritu mismo del Código los motivos que 
iber determinado la supresión indicada, puede esta- 
omo probable que no fué otro que el de no reputar- 
tiles esas empresas, por el hecho de tener que eje- 
is construcciones sobre bienes inmuebles, que el 
cluyó del comercio. 

implamos la cuestión bajo el punto de vista del pro- 
ue encarga la construcción, indudablemente no ha- 
le comercio, por cuanto esas obras son para él sólo 
de acrecer ó incrementar su propiedad raíz ; de la 
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ra que el agricultor ejecuta ua aclo meramente 
contrata por un precio alzado la plantación de 
BU fundo. El ánimo de especulación no existe, 
llámente respecto del propietario (1). 
io que ejecuta un empresario que se obliga por 
lado á dar concluida una obra de construcción, 
laderas, tejas, ladrillos y, en general, todos los 
le en ella entran; que arrienda los servicios de 
que deben emplearse en ella ; que se hace res- 
;u resultado, afectándole el fracaso que le pueda 
el exceso en los gastos, es, decimos, un acto 
lercio. El carácter civil que lleva envuelto el in- 
i afectar al propietario, pero en nada al contra- 
tciones jurídicas de este último se reflerea todas 
les, susceptibles por tanto de ser el, objeto de un 

ibe, siquiera, que el empresario pueda ser movi- 
iterés que el de especular. Su papel principal es 
r cosas muebles con el ánimo de venderlas en 
imejante; de la misma manera que el fabricante 

compra el hierro, el bronce, etc. y arrienda el 
is operarios, elementos principales de su indus- 
ide transiormados y constituyendo un solo todo, 
irse que el empresario de construcciones ejecuta 
por cuanto arrienda sus servicios profesionales 
;a dirección de la obra, de la misma manera que 

civil el ingeniero, el abogado y el médico que 
lyos. Pero, dadas las circunstancias que concu- 
ntrato que suponemos que él celebra, esa obje- 
)do inaplicable. El talento industrial viene á ser 
a secundaria, como lo es en el dueño director de 

otra empresa mercantil. Otra cosa sucedería si 
I se limitara á dirigir la construcción, á confec- 
anos y á hacerlos ejecutar por cuenta del que 
?a; pero en tal caso bien se comprende que ya 
I empresario de construcciones terrestres; se tra- 

. — Court de Droít Commereíal, lomo I, aura. 36. 
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mente de un ingeniero, de un arquitecto, de un di- 
lonstruccione^. 

ideraciones expuestas han inducido á muchos á creer 
empresas están incluidas en el artículo 3,", fun- 
n que las empresas de fábricas enumeradas en el 
" deben estimarse comprensivas de las construc- 
restres; en que también pueden considerarse com- 
en el número 1,°, en "cuanto éste reputa mercantil 
de cosas muebles hecha con ánimo de vender- 
nisma forma ó en otra semejante; y finalmente, en 
iresión del número 9." del artículo 7." del Pro- 
fué hecha con el objeto de evitar la redundancia 
iba de mencionar actos que ya lo estaban en otros 

svanecer la fuerza de tales razones, agregaremos 
! que atribuímos un significado diametralmente 
a supresión del número 9.° citado : creemos que 
ó á efecto con el propósito de negar francamente 
mercantil á las empresas de construcciones terres- 
í no fuera, se habría suprimido también el núme- 
) que respecta á las construcciones marítimas, que 
ógica deberían estimarse comprendidas en los nú- 

ado, así, que las empresas de construcciones ter- 
un precio alzado importan la ejecución de actos de 
aspecto del empresario, y demostrado también que el 
les ha dado tal carácter, puede establecerse que 
uniente incluirlas expresamente, en el articulo 3:°, 
itos de comercio. Hemos dicho por vn precio aha- 
de otra manera se comprenderían muchos casos en 
ácter mercantil no existe, ó es por lo' menos muy 

rma tendría oportuna cabida en el número de que 
IOS, por la analogía estrecha que existe entre las 
abriles y manufactureras y las de construcción, 
ado y dando una forma concreta á las precedentes 
íes, propondríamos la división del número 5." en 
forma que sigue : 
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I."" Las empresas fabriles y manufactureras y las de construc-' 
dones terrestres por un precio alzado. 

2.'' Los almacenes, tiendas, cafées, hoteles y otros establecí^ 
rhientos semejantes. 

Son actos de comercio : 

6.° Las empresas de transporte por tierra, ríos ó canales na- 
vegables. 

La disposición del artículo 166, que, definiendo el transporte 
mercantil, comprende al que se hace por lagos, y la del ar- 
tículo 236, que extiende á él la comisión, nos están manifes- 
tando que en el presente número no se ha mencionado esa 
especie de transporte sólo por olvido. 

Al contrario, la inclusión del transporte por canales nave- 
gables es enteramente inoficiosa, desde que no existen en 
nuestí"© país ni, dada su constitución topográfica, es posible 
esperar su construcción (1). • 

Llevando á efecto estas modificaciones, el número 6.** diría : 

6.** Las empresas de transporte por tierra^ ríos ó lagos nave- 
gables. 

Son actos de comercio : 

1.^ Las empresas de depósito de mercaderías, provisiones ó 
suministros, las agencias de negocios y los martillos. 

Habiéndose suprimido del proyecto las reglas relativas á 
los agentes de negocios, sería lógico suprimir también la par- 
te de este número que se refiere á ellos. Además, los actos á 
que podría aplicarse esa denominación estén claramente com- 
prendidos en las reglas dadas en general para el mandato 
mercantil y en particular para los corredores y comisionistas. 

La supresión de la frase que se refiere á las empresas de 
provisiones ó suministros no haría tampoco falta alguna, por 
estar ellas claramente comprendidas en el número 5.**, que 
agrega : « y otros establecimientos semejantes ». Los estable 
cimientos de provisiones y suministros no son otra cQsa que 
una especialidad de los almacenes : aquellos en que se venden 
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(1) Alfonfio. — Comentario del Título preliminar y del Titulo primerv 
del Código de Comercio. 
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artículos alimenticios. No parece posible, pues, imaginar 
mayor semejanza que la que existe entre los mencionados 
establecimientos y los que se han nombrado en el número 
5.**. Si la frase « y otros establecimientos semejantes » com- 
prende algunos que no sean los enumerados, indudablemente 
los que motivan estas observaciones serán de los primeros 
y más claramente incluidos en ella. 

De todas maneras, si [se juzgó necesario referirse expresa- 
mente á ellos, no era por cierto el número 7.°, ni ningún 
otro que no fuese el 5.**, el oportuno para hacerlo. 

Propondríamos, en consecuencia, que el actual número 7.° 
fuera sustituido por el siguiente : 

7.*» Las empresas de depósito de mercaderías y los martillos. 

Son actos de comercio : 

8.® Las empresas de espectáculos públicos, sin perjuicio de 
las medidas de policía que corresponda tomar á la autoridad 
administrativa. 

Apoyado en numerosas consideraciones deducidas del texto 
del presente número, combinado con el de los otros en que se 
emplea la palabra empresa, sostiene el señor Alfonso que de- 
ben estimarse comprendidos en él todos los actos motivados 
por las empresas de espectáculos públicos, ya se refieran al 
empresario, ya á los artistas que á él arriendan sus servicios. 

Aunque reconocemos no poca fuerza á la argumentación 
citada, creemos, de acuerdo con los señores Anumátegui (don 
Manuel) y Ugarte Zenteno y siguiendo la doctrina de Par- 
dessus (1), que, atendido el origen evidentemente francés de 
nuestro Código, en esta parte como en muchas otras, no es 
aventurado suponer que el Legislador al consignar el pre 
senté número en los términos que lo ha hecho, sólo haya que 
rido comprender los actos originados por las susodichas 
empresas en cuanto se refieran al empresario ó empresarios 
(tomen ó no parte en los espectáculos) que pagan un sueldo fijo 
á los artistaSj perciben las ganancias y sufren las pérdidas 
ocasionadas por su especulación. 

(1) Cours de Droit Commercial, Párrafo X, número 45, tomo I. 
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Para pensar así, nos apoyamos en la naturaleza misma de 
las cosas. Se hace muy difícil, en efecto, suponer que el Le- 
gislador haya incurrido en un error tan craso como sería el 
de considerar mercantil el acto que ejecutan los artistas arren- 
dando las dotes de su espíritu. Los actos que en razón de su 
profesión ejecuta el músico, el cantor lírico, el artista dramá- 
tico, de igual modo que el abogado, el médico, el pintor y 
todos los demás individuos que ejercen artes liberales, en que 
entra como parte principal el trabajo intelectual, ocupan, po- 
demos decir, el polo opuesto al del comercio. Y la verdad de 
esta aserción es tan evidente y conocida, que no necesita ser 
esplanada. Si tales actos pudieran calificarse de mercantiles 
porque ellos proporcionan una entrada pecuniaria, bien se ve 
que, consecuentes con esta doctrina, deberíamos arribar á la 
conclusión de que sólo los actos á título gratuito tienen carác- 
ter meramente civil. 

Juzgamos incontrovertible, pues, que á los actos motivados 
por una empresa de espectáculos públicos sólo puede atri- 
buírseles carácter comercial, sin caer en el absurdo, respecto 
del empresario ; pero de ninguna manera respecto de los ar- 
tistas que á él alquilan sus servicios, quiénes constituyen en 
este caso, á nuestro juicio, la otra parte que según el enca- 
bezamiento del presente artículo puede ejecutar acto civil. 
Mucho menos todavía podría decirse que ejecutan acto de 
comercio los particulares que, buscando su entretenimiento, 
arriendan local en la sala de espectáculos. 

Por las razones expuestas, creemos que los espectáculos 
dados por un grupo de artistas que se reparten las utilidades 
entre todos y sufren las pérdidas están fuera de los límites 
del comercio. Pero debemos observar que este caso es suma- 
mente improbable, porque siempre habrán de figurar en ellas 
individuos de segundo orden, á quienes se paga sueldo fijo 
por sus semcios. Habría llegado, entonces/ el caso de los 
empresarios : lo serían los artistas principales que sin asig- 
narse sueldos unen sus esfuerzos y se reparten las utihdades 
ó pérdidas, respecto de los músicos, coristas, etc. 

Pero, cualquiera que sea la solución que en el terreno del 
Derecho positivo deba darse á la cuestión que hemos analiza- 

2 
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do, qiieda demostrada la existencia en el presente número de 
un defecto de consideración, cual es el de dar la apreciación 
de los actos á que se refiere margen é controversias numero- 
sas, que no terminarán sino con su reforma. 

El sentido en que ella debe llevarse é electo no puede olre- 
eer dudas : todos están de acuerdo en que el individuo que 
arrienda los servicios de cierto número de artistas (cantores, 
músicoB» coristas, etc.), y con elíos procura la diversión del 
público, mediante una retribución, esto es, con el ánimo de 
lucrar ó especular valiéndose de elementos ajenos, ejecuta un 
acto mercantil perfectamente definido. Por las razones que 
indicamos más arriba, es también evidente que esos indivi- 
duos, que hemos llamado en general artistas, ejecutan un acto 
del todo extraño al comercio. 

En consecuencia, propondríamos para el número 8." la si- 
guiente redacción : 

8.' Las empresas de espectáculos públicos , respecto del empre- 
sasario, sin perjuicio... etc. 

Son actos de comercio : 

9.° Las empresas de seguros terrestres á prima, inclusas 
aquéllas que aseguran mercaderías transportadas por canales 
ó ríos. 

En mérito de las razones que expusimos al criticar el nú- 
mero 6.°, creemos que al presente debería agregai-se el se- 
guro de mercaderías transportadas por lagos navegables, y 
suprimir el por canales de la misma naturaleza. 

Diría entonces : 

9.' Las empresas de seguros terrestres á prima, incluso aque- 
llas que aseguran mercaderías transportadas por ríos ó lagos na- 
vegables. 

Son actos de comercio : 

10.» El giro de letras de cambio ó libranzas entre toda clase 
de personas, y las remesas de dinero de una plaza á otra, hechas 
en virtud de un contrato de cambio. 

Este número contiene una contradicción con el artículo 767, 
En efecto, él atribuye carácter mercantil al giro de libran- 
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zas entre toda clase de penonas, y en todo caso, asimilán- 
dolas por completo á las letras de cambio. Ha dado á 
ellas la calidad de contrato exclusivamente mercantil, no obs- 
tante que el artículo citado sujeta á las prescripciones del 
Código Civil las libranzas que no procedan de operaciones 
comerciales. 

El presente número debió, pues, haber dicho necesaria- 
mente : El giro de letras de cambio entre toda clase de per- 
sonas, el de libranzas procedentes de operaciones comercióle» y 
las remesas de dinero de una plaza á otra, hechas á virtud de 
un contrato de cambio. 

Pero aun esta redacción habría dejado mucho que desear. 
De la mera lectura del número 10 se desprende claramente, 
que lo que el legislador ha querido es comprender en 'él y dar 
carácter exclusivamente mercantil al contrato do cambio, sin 
preocuparse especialmente de las diversas maneras como él 
se realiza. Si tal fué su propósito, bien se ve que estuvo lejos 
de llenarlo debidamente, ya que, desdeñando la mención 
comprensiva del género para adoptar la enumeración restric- 
tiva de las especies, se olvidó de las cartas-órdenes de cré- 
dito y de los pagarés á domicilio, olvido que constituye un 
verdadero defecto en el artículo 3.*^ 

En mérito de estas breves observaciones, que se encuen- 
tran ampliamente desarrolladas en la obra del señor Alfonso, 
y de las que tendrán oportuna cabida cuando aboguemos por 
la supresión del título De las Libranzas, etc., en la parte que 
á ellas se refiere, propondríamos que el número 10 del ar- 
tículo S.'* fuera sustituido por el siguiente : 

10.° Las operaciones de cambio entre toda clase de personas. 

Son actos de comercio : 

11.° Las operaciones de banco, las de cambio i corre tage. 

La inclusión de la palabra cambio en el presente número, 
cualquiera que sea la acepción que haya querido dársele, im- 
porta otro defecto en el artículo 3.**. 

Si con ella se quiso comprender las demás operaciones de 
íambio no mencionadas en el inciso anterior, lo que no pare- 
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ce probable en vista de los tévmir 
que revelan el propósito de referii 
cambio, se habría incurrido en e 
tintos incisos operaciones de idéi 
son especies de un mismo género. 
. Si o n I a misma palabra 3 e prel 
lernacional, como lo sostiene el st 
bien hecho una distinción sin fun< 
cambio Ínter nacional, bajo los re 
ha podido ser considerado por la 
ñere en nada del cambio deñnido 
digo, cuyas especies han sido ó 1 
su totalidad en el número precedif 
enteramente imposible distinguir 
entre el cambio internacional y 
cambio; al contrario, todas éstas 
existencia de aquél. 

Finalmente, si con la palabra ca 
so significar el cambio manual, el 
en tal caso debió agregarse ese ci 
y controversias y para no incurrir 
artículo (el 620) el alcance técni^ 
aparecer, sin embargo, en otro í 
significado enteramente diverso. 

El señor Alfonso no cree que í 
que el Código ha querido dar á la 
pesar he esta opinión y en mérito 
rechazar las anteriores, creemos t 



No nos hace gran fuerza la ob: 
no ha podido referirse al cambio n 
ba mencionarlo especialmente, ya 
hiadas son de las que no circulan, 
una simple permuta, y si son cir 
venta. Esto podrá ser tan cierto i 
mente hablando; pero es el hecho 
en los primeros tiempos fué el orif 
derosos motores del comercio y de 
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bancos, conserva no escasa importancia histórica, tradicional 
y de nombre, de la cual no fué fácil al Legislador despren- 
derse por completo, para dejarlo sometido á las reglas comu- 
nes de la compra venta y permuta de cosas muebles. 

No» consideramos atendible tampoco el que el Código no 
pudo referirse al cambio manual porque está comprendido en 
las operaciones de banco : él podrá constituir una operación 
de banco, y ordinariamente así sucederá ; pero puede tam- 
bién acontecer y, en efecto, acontece en los grandes centros 
comerciales que este cambio de monedas es el giro mercantil 
único de individuos aislados que apenas cuentan unos cuantos 
pesos de capital; lo que indudablemente está lejos de consti- 
tuir una operación de banco, en la actual acepción de esta pa- 
labra. 

Estas razones nos inducen á pensar que el Legislador no 
debió consignar en el número 11 la palabra cambio ^ ó si lo 
hacía, debió acompañarla del calificativo manual. Apartándo- 
nos del terreno positivo de la cuestión, para entrar en el abs- 
tracto de la conveniencia, y estándonos más á lo presente que 
á lo pasado, juzgaríamos más lógico, de acuerdo ya con el 
señor Alfonso, suprimir dicha palabra. . 

Aún habremos de observar otro defecto en el presente núme- 
ro. Siendo el corretaje una de las especies del mandato, como 
lo preceptúa expresamente el artículo 234, no tenía objeto 
volver á referirse á él después de haberjo hecho ya de la más 
evidente manera el número 4.**, que menciona en general el 
mandato comercial. 

Con las dos supresiones indicadas, diría el número H : 

11.° Las operaciones de banco. 

Son actos de comercio : 
12.** Las operaciones de bolsa. 

Si, como es de presumirlo, se conservó en el presente nú- 
mero la frase « operaciones de bolsa » con el significado que 
" éstas atribuían diversas disposiciones del proyecto que fue- 
n suprimidas, su inclusión entre los actos de comercio ca-r 
jería de razón de ser. El artículo 16 del proyecto, definiendo 
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lo que debía entenderse por bolsa en el comercio, decía : « La 
reunión de los agentes de cambio, corredores, capitanes de 
buque y demás comerciantes, autorizada é inspeccionada por 
el presidente de la República y establecida con el fin de apro- 
ximar entre sí á los que se dedican al tráfico y giro mercantil 
y facilitarles la realización de sus negocios. » Ahora bien, si 
tal es el alcance de la palabra bolsa, se comprende sin mayor 
esfuerzo que las operaciones de quQ nos ocupamos no necesi- 
taban absolutamente de ser enumeradas entre los actos de 
comercio, ya que los negocios que en esos establecimientos 
se verifiquen (suponiendo su existencia), estarán siempre y 
necesariamente comprendidos en los otros miembros de la 
enumeración del presente artículo a Lo estará una compra 
venta celebrada entre individuos . asistentes á la bolsa y que 
reúna las condiciones exigidas por el número I.** del artí- 
culo 3.0; lo estará el traspaso, cesión ó endoso de un efecto 
de comercio ; en menos palabras, lo estai»á cualquiera opera- 
ción que allí pueda verificarse, si reúne los caracteres de acto 
mercantil ; que si no los reúne, no vemos por qué se conver- 
tiría en acto comercial el que por su naturaleza no lo es : la 
mercantilidad de los actos, en efecto, nace de ellos mismos, de 
su condición intrínseca y nó del hecho de celebrarse en ^ste ó 
aquel lugar, ni aun de la calidad ó profesión de los contratantes 
El número 12 no servirá, pues, para calificar de mercantil ó 
civil acto alguno, único objeto con que en el artículo 3.° puede 
figurar una disposición. 

Si á la palabra bolsa hubiera de darse el sentido que co- 
munmente se le da eii otras legislaciones, esto es, el de un 
establecimiento á cuyo cargo están individuos revestidos de 
carácter oficial y que tienen por especial y privilegiado objeto 
la negociación de efectos públicos, como los bonos de las deu- 
das del Estado, la disposición del número 12 no aparecería 
más fundada, ya que en Chile no existen instituciones ni aun 
semejantes, ni es dado esperar que lleguen á crearse, atendi- 
das nuestras costumbres mercantiles y, sobre todo, la saluda- 
ble corriente que se abre paso en favor de la libertad del co- 
mercio y en contra de la ingerencia que hasta hoy conserv 
el Ejecutivo en algunas de sus ramas. 
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Finalmente, si hubiéramos de interpretar el alcance de la 
misma palabra por la luz que pueden darnos nuestras escasas 
costumbres mercantiles, también resultaría inconducente el 
presente número. Lo que en Santiago y Valparaíso se conoce 
con el nombre de bolsa, no es otra cosa que la oficina de un 
corredor, más ó menos acreditado, donde se reúnen diaria- 
mente cierta clase de comerciantes y los demás corredores, 
con el objeto de aceptar ó proponer transacciones propias ó por 
cuenta ajena, mediante la intervención del corredor dueño de 
la oñcina ó sin ella. Como se ve, el Código habría caído enton- 
ces en la mismisima correduría, ó bien serían aplicables, por 
otra parte, las observaciones que nos sugirió la hipótesis 
según la cual el número 12 habría conservado á la palabra 
indicada el sentido que le daba el proyecto. 

A todo lo expuesto debemos agregar que, en buena lógica, 
no es posible que el Código incluya entre los actos de comer- 
cio aquellos á que dan lugar instituciones á que él sólo da 
nombre, sin que en parte alguna determine en qué consis- 
ten; salvo que circunstancias especiales lo hagan dejarlas- 
sometidas expresamente á leyes también especiales, cosa que 
no acontece en el presente caso. 

Con lo dicho creemos haber fundado suñcientemente la su- 
presión del número 12 del articulo 3.°, que terminamos pro- 
poniendo. 
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CIUÍÍ DE LOS COMERCIANTES Y DEL 
ISTRO DEL COMERCIO. 

nalizar los artículos del presente tilulo 
observaciones, debemos ocuparnos de 
pregarle. 

a, eo su articulo 30 del titulo correspon- 
eración de las pei'sonas á quienes debía 
o del comercio. El Legislador suprimió 
mérito de razones que no conocemos y 
Icaazan. 

iña toda enumeración, á saber, la exclu- 
3y no ha tenido en vista y sobre las cua- 
consiguiente, pronunciarse, no era un 
i tal supresión, como quiera que ella no 
a. Es verdad que podría decírsenos que 
' vía de ejemplo abren las puertas de ia 
luda; pero, consecuentes co ntal doclri- 
inclusión de que todas las enumeraciones 
uera del alcance del Legislador, ya que 
rá de participar de alguno de los dos pe- 
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puntados. Sin embargo, no se negará que 
ider algunos casos imprevistos y no comp 
los previstos, no cabe trepidación. 
Ira parte, esos peligros son muy insignillca 
ación de que tratamos ; materia dilucidada p' 
otras legislaciones y por las controversias > 
iltos, no debía ofrecer secretos á la intelij 
si ador medianamente ilustrado, 
opósito de dejar á las leyes especiales la li 
:er tales prohibiciones en cada caso y en lo 
[■ia de que se ocupan, no nos parece un mol 
jr consideración, aunque tal vez fué el que 
a supresión del articulo 30 del proyecto. E 
lictar tales leyes, es muy difícil que esté co 
3n el vacío que el Código de Comercio le dej' 
e llenar; y la experiencia asi nos lo demuesl 
que la prohibición de comerciar es perfectan 
specto de los funcionarios del orden judicial, 
■aleza misma de las funciones inlierentes al ■ 
le desempeñan es hasta cierto punto incomp 
rcio. Sin embargo, la ley que diez años despi 
Código vino i reglar la organizacióji y ati 
ribunales, no contiene precepto alguno en q 
aga mención de osas prohibiciones. Otro tan 
tendrá que seguir pasando con las demás le 

lecida, pues, como lo está en general, la justi 
ia incontrovertible de las prohibiciones con1 
lio 30 del proyecto, los motivos analizados e 
ñcar la aludida eliminación. Si á lo anterio 
; inconvenientes que han resultado de ella, 
■ado la utilidad de restituir ese artículo, 
indose prescindido de consignar las inhabi 
ejercicio del comercio que se han juzgado in 
onvenientes, se ha dejado en el Código un " 
misma ley puede llenar. Como prohibiciot 
ellas ser impuestas expresamente para qu€ 
alor, y no habiéndolo sido, habráse de toleri 
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cicio del comercio á todas aquellas personas á quienes, por di- 
versas consideraciones, debería estar vedado ; lo que puede 
entrañar serios peligros y traer graves consecuencias. 

Esa supresión, además, no fué consultada en varios artículos 
del Código que están redactados en la inteligencia de existir el 
artículo 30 del proyecto. Esta imprevisión ha producido en 
esos artículos defectos de no escasa magnitud. Uno de ellos es 
el de consignar una inexactitud, hablando de prohibiciones que 
no existen. Otro, y más grave, es el de haber dado margen á la 
opinión de que, cuando esos artículos (19, 55, 612, 1342) ha- 
blan de prohiciones de comerciar ó de personas á quienes está 
prohibido el ejercicio del comercio, se han referido á los inca- 
paces, absoluta ó relativamente, comprendidos en el artículo 
447 del Código Civil. 

Y lo más raro y grave es que ese error, originado exclusi- 
vamente por haber suprimido la enumeración del artículo 30 
del proyecto, que debería ser rechazado ante la sola pre- 
sencia del absurdo que envuelve, sin necesidad de ir á buscar 
argumentos en su contra en los artículos del Código que lo 
contradicen claramente (55, 1342 y otros), es sustentado por 
hombres ilustrados en las cuestiones mercantiles por largo es- 
tudio, y fecunda experiencia. Es el señor Ugarte y Zenteno 
quién, en su obra De loa de actos comercio, etc., página 191, 
nos dice: t Mas las personas á quienes prohibe la ley el comer- 
cio y á las cuales alude el artículol9 son, en primer lugar, los 
menores de edad no habilitados, las mujeres casadas, los que 
por prodigalidad, demencia ú otros motivos se hallen someti- 
dos á interdicción, y las demás personas mencionadas en el 
articulo 1447 del Código. » 

De manera que, según la doctrina expuesta, los contratos 
celebrados por menores, denrentes, ó mujeres casadas y de- 
másáncapaces de contraer obligaciones, « no producen acción 
contra el contratante capaz, pero confieren á éste (;al contra- 
tante capaz!) derecho para demandar, á su elección, la nulidad ó 
cumplimiento de ellos, á menos que se pruebe que han proce- 
dido de mala fé » (artículo 19). La insinuación sola de seme- 
jantes teorías manifiesta la gravedad de las consecuencias 
producidas por la supresión del artículo 30 del proyecto, y la 
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icia que hay de restituirlo, á fin de hacer saber que es á 
habilitados que en él se enumeran, á quienes se refieren 
ticulos del Código que hoy día se pretende aplicar á los 
ices de contraer obligaciones, no sólo comerciales sino 
siquiera otra especie. 

as consideraciones nos inducen á pensar que convendría 
jorar en el Código, antes del articulo 19, el mencionado 
lo del proyeclo, con pequeñas modificaciones. Por ra- 
que á nadie se escapan, extenderíamos el número 5." 
individuos de la policía de seguridad, suprimiríamos el 
ro 8.% y el 9." lo limitaríamos sólo á los fallidos culpables 
dulentos. 

Art. 9. 

menores comerciantes habilitados de edad pueden hi- 
ir sus bienes inmuebles para asegurar el cumplimiento 
: obligaciones mercantiles que contrai 
iden también venderlos en los casos y con las soleranida- 
iie prescriben los artículos 393 j 394 del Código Civil. 

redacción del inciso 1." de este artículo quedaría más 
agregando la palabra ¡ibremente después de hipotecar ; 
e, aun cuando no se concebiría el objeto de esta dispo- 
L sí ella no tuviese el significado de conferir al menor 
ultad de hipotecar sus bienes inmuebles sin sujetarse á . 
stricciones yjrescritas por el Código Civil, no es menos 
■ que, en rigor de verdad, la redacción de este inciso no 
utraria á la empleada por ese Código ; ya que según él 
a decirse sin inconveniente que « los menores habilitados 
;n hipotecar sus bienes inmuebles para asegurar el cum- 
3nto de las obhgaciones que contraigan ■; lo que si que 
ello necesitarán sujetarse á ciertas solemnidades esp&- 

verdad que el inciso 2." fija de una manera todavía más 
nte el alcance del 1.°; pero nosotros debemos prescindir 
porque vamos á aconsejar su supresión, 
inciso 2." de ¡este articulo contiene una de las tantas 
s del Código Civil é que el de Comercio consideró 
o reierirse especialmente. 
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Se comprende que el Código de Comercio adoptara tal ca- 
mino cuando de las modificaciones que ha necesitado intro- 
ducir en una disposición de la ley común, pudiera nacer la 
duda sobre la vigencia ó derogación d(^ otra ; pero cuando no 
concurre esta circunstancia, sino que por el contrario, como 
en el caso presente, la innovación respecto de uno de dos 
casos, el de hipotecación, manifiesta evidentemente que el 
otro, el de enajenación, quedaba sujeto á las reglas ya esta- 
blecidas por el Código Civil, no se comprende la repetición 
de tales reglas, atendida la naturaleza de ley especial ó de 
excepción que tiene este Código respecto del Civil y, más que 
eso todavía, las disposiciones expresas del primero que man- 
dan aplicar las de la ley común « en todos aquellos casos que 
no estén especialmente resueltos por este Código. » 

El inciso 2.° carece, pues, de todo objeto. 

Pero no es el apuntado el único defecto del inciso 2.° El Le- 
gislador no escapó del peligro que ofrecen estas referencias 
parciales al Código Civil, sobre todo cuando son h«^chas de una 
manera indeterminada. Como lo dice el inciso 1.** de este artí- 
culo, él se reñere á los menores comerciantes habilitados de 
edad. Justo era, entonces, que al referirse á las solemnidades 
que ellos necesitan para vender sus bienes inmuebles, se hu- 
biesen citado las disposiciones del Código Civil en que esas 
solemnidades se contienen. Pero el Legislador, refiriéndose 
al artículo 393 y 394 no hizo tal, pues estas disposiciones, 
sólo se refieren á los menores bajo guarda ó patria potestad, 
caso enteramente distinto del de los habilitados. La .disposi- 
ción que correspondía citar es, como se sabe, la del. artículo 
303 del Código Civil. Sin embargo, el inciso 2.° se olvidó de 
que estaba hablando- de los menores habilitados y nó de los 
que estáa bajo potestad ajena, ó bien consideró iguales los 
requisitos del artículo 393 con los del 303. 

Suponer que este inciso quiso innovar en lo relativo á las 
solemnidades de que venimos hablando y exigir para la auto- 
rización judicial, á más del conocimiento de causa establecido 
por el artículo 303, la justificación de necesidad ó utilidad ma- 
nifiesta en la enajenación, es, como lo indica el señor Alfonso, 
enteramente improbable, si se considera que el inciso 1.** ma- 
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niflesta claramenle su pi-opósit 

las faculladea del menor habí 

La verdad de la anterior hipóte 

mejor que pudiera darse de li 

ciso 2.'. 

En consecuencia, terminamo 

1.° Que en el inciso 1.° se ¿ 

gar de hipotecar. 

2." La supresión del inciso 



La mujer casada mayor de v 
ticinco puede igualmente comEr 

L" Que el marido mayor de 
competente. Si el marido fuere 
torización deberá ser aprobada 

2." Que el decreto aprobatoric 
la forma prescrita por la ley, 

(1) Permítasenos rebatir aquí ta se 
que citamos tan á menudo, Don Jos^ 
senté artículo por haber conservado i 
hibllitados las mismas restricciones < 
respecto de los menores en general 
inmuebles. Eea crítica, en efecto, cae 
del inciso mismo, que nosotros pro 

Movido por ese espíritu de libertad 
obra, el señor Alfonso dice: i¿Es fui 
de los menores? CreemoB que con cedí* 
lia sido lógico negarles la de vender, 
tiene dcnecho de pedir que ei bien bj 
dido en pública subasta para que con 
teca dará tugar muchaa veces a una e 
perfectamente posible que el conierci 
efecto la venta de un inmueble, burle 
de la hipoteca. » 

No consideramos exacto ni fundad< 
puedan concebirse separadas, la í^cul 
vender de igual manera. Nadie deja 
es también grave, en cuanto imporl 
al mismo tiempo, lodos deben estar < 
muy inferior á la que ofrece la enajei 
no [legará á tener este último carácl 
todas las circunstancias) sino despu< 
y de haberse agotado todos sus biei 

No se puede equiparar una enagen 
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te arlículo es un poco confusa. El i-egis- 
jue habla el número 2.° no se refiei-e á to- 
pareceria indicarlo su colocación, no e^ 

lenlo de excitaciún, f sia Irsba de ningún» eapt- 
■• para llevarla á ereclo es meaeater que se hayí 
de an largo trariBuurso de tiempo y venciendo 
pues, un argumento eo contra del sietema del 
or que quiera enajenar no tendrá más que hipo- 
libiciíJn que ae le ha ímpueelo. 
, la bondad de las lefRS, ba dlcbo alguien, pende 
mplirlas que de au valor inlrinseco. Pucas dis- 
Biguen substraerse á los subterfugios con que la 
por más precavidas que sean las sanciones que 
in establecido. Y en el prasenlo caso no creemos 
ido descuidado, ya. que para llegar á hacer ilu- 
oajenar exige qué los menores, ordinariamente 
'B casos aislados) tengan el dañado propósito de 
lio perjuicio, y que este prop<Jsito se mantenga 
I obstáculos. 

rse en otro terreno ¿el carácter de lasopsracio- 
la en este caso una disposición especial distinta 

e era el punto que importaba dilucidar, el dis- 
idn impugnamos, nos dice que • obligar al me- 
do de edad á que acuda a la justicia y obtenga 
i una propiedad inmueble, es compelerlo á valerse 

)o extraños á las operaciones del comercio » 

excusar la festinación de los trámites y formali- 
e los actos mercantiles con la rapidez que ellos 
sn esta caso. Se sabe que la aulorizaciún para 
¡ante un pracedimicnto de jurisdjciún voluntaria, 
fl y sumariante. Esa es la rapidez que puede exí- 

demás no es proceder ligero, sino anular sin 
que el mismo Legislador considera necesario es- 
tas personas; porque el be cbo de ser comercian- 
la la prudencia y capacidad que el Código Civil 

Alfonso otra observación en contra de la prohi- 
isla á los menores habilitadoE comerciantes, que 
en cuenta por el mero hecbo de ser formulada 
analizado, en vista de la latitud que exige, sinu 
argo grave é inmerecido contra el sistema mismo 
en esta importante materia de las obligaciones y 

á, dice, el marido mayor de veintiún a,ños y me- 
lé autorizar expresa ó tácitamente á su mujer, 
ejerza el comercio, y esta autorización obliga á 

1 actos de la mujer los bienes de su marido, los 
y los suyot propios, de cualquiera aaturaleta que 
¡enes raíces de ambos cónyuges, y los de la so- 



REVISIÓN DEL CÓDItiO DE CUHBIICIO. 
liLo que haya necesidad de llenar siempre, sino sólo 
I marido sea menor, 
pues, conteniente dar al presente articulo una forma 

^ugal, quedarán así aféelos á las resultas del giro mercantil 
r, y podran ser vendidos, sin que prooed» requisilo alguno, 
nplimieuto de laa obligaciones que contraiga. > Después agre- 
perece elemental é íuconcnso que sí un varían casado, mayor 
I años y menor de veinticinco, al ejercer el comercio, no puado 
bienes raíces sino con las formalidades legales, no debía serte 
autorizando á su mujer mayor ds edad para ser comerciante, 
e una facultad de qua él no dispone legalmenle. ■ 
lalabras trascritas, se deduce que su autor considera que el 
infringido !as reglas de la lúgica en dos respectos : facnltan- 
I venta do los bienes raíces del marido mayor de vcmliuD 
lor de veinticmco que ha autorizado á su mujer para eLejer- 
□mercio; y facultando también para vender sin esas solemui- 
bienes raíces de la mujer casada mayor de edad que comercia 
íaciáa de su f&arido mayor de veintiún años y menor de vein- 

probar que el Código no ha otorgado la facullafl indicada ea 
de los dos casos expuestos. En primer lugar, es duiloso qua 
le cualquiera naturaleza que sean » ae refiera, no sd)o á los 
la mujer, sino también á los del marido, si se tiene presente 
culo 15 consigna esa frase inmediatamente después de nom- 
enes propios de la mujer; de manera que ella puede perfecta- 
explicalíva súlo de estos últimos y nó de todos los !:^enes 
aerados. 

go, queremos dar por sentado que el Legislador ee reQriü co- 
:Dte á los bienes, de cualquiera naturaleza que sean, del mari- 
□ciedad y de la mujer. ¿Acaso, respondemos entonces, cuando 
1 comerciante major de veintiún años y menor de veinticinco 
también á la responsabilidad de sus actos sus propios bie- 
ilquiera naturaleza que sean? ¿Por qué razún U simple frase 
ira naturaleza que sean, subrayada por el señor Alfonso, bas- 
sí sola para establecer que obligar los bienes de un menor 
de edad á la responsabilidad de sus actos ú de los de su mu- 
,B concederle la taoullad de venderlos, para pagar, sin las so- 
I particularmente requeridas por la ley para la validez de la 
:llos so,n raíces? 

le conclusión, es preciso notarlo bien, importa sostener que 
lo contra un menor menor habilitado cocílcre á éste, por el 
lacerse cxigíble, el derecbo de enagenar sus bienes raines pri- 
y sin autorización judicial; á hablando más exactamente, que 
por el simple becho de usar de la facultad de obligarse que 
onflere por el beneficia de habilitación de edad, deja de ser 
lilitado y adquiere Iodos los derechos de los mayores de vein- 
DS libre administradores de sus bienes. No otra cosa importa 
de que la frase aludida del artículo 15 derogó las solemnidades 

lo edad, preceptuó terminantemente el inc. i." del artículo 9. 
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que expresara claramente que, si el marido es mayor, sólo se 
exige su autorización y nada más, y que si es menor, se nece- 
sitan, además de ella, otros dos requisitos :!.•, aprobación ju- 

Si el Legislador estimó (y así lo prescribió, como Teñimos de decirlo) 
que aun el hecho de estar grabados hipotecariamente los bienes raíces 
de esos menores, no era un obstáculo para exigir la autorización judi- 
cial y la pública subasta para poder vender esos bienes ¿es posible pen- 
sar que por el simple hecho de obligar á la responsabilidad de los actos 
de la mujer los bienes de su marido menor de veinticinco años, de cual'- 
quiera naturaleza que sean, autorizó su venta sin el cumplimiento de 
aquellas solemnidades? ¿Cómo una acción que nace de un derecho me- 
ramente personal atropellaría precauciones que la ley civil y mercantil 
mantienen firmes ante la acción que nace de un derecho real apenas dis- 
tinguible de la nuda propiedad, como es el de hipoteca? 

Es forzoso, pues, convenir en que el artículo 15 ha querido ordenar sim- 
plemente que el marido que autoriza á su mujer responde también del 
cumplimiento de las obligaciones que éste contraiga; en otros términos, 
que él no podrá excepcionarse contra las exigencias de los acreedores de su 
mujer, con que se trata de obligaciones de ella que en nada le conciernen. 

En cuanto al segundo caso, el de la venta de los bienes raíces de la 
mujer casada mayor de edad, apenas comprendemos cómo se escapó al 
señor Alfonso que, aun cuando el artículo 15 tuviese el alcance que él 
le da, la facultad de vender libremente la tendría la mujer directa y per- 
sonalmente á virtud del inc. 1." del artículo 17, que se la conflere expre- 
samente, y no por delegación ó transferencia del marido. En este caso, 
desaparece, pues, toda cuestión. 

Pero queda aún el caso de la mujer casada mayor de \eintiun años y 
menor de veinticinco, qne el señor Alfonso silenció, no obstante ser el 
que ofrecía más campo á sus observaciones. Lo dicho respecto de la fa- 
cultad de vender los bienes raíces del marido habilitado es aplicable 
punto por punto, á la mujer comerciante mayor de veintiún años y me- 
nor de veinticinco. La situación jurídica de ambos es, en efecto, la mis- 
ma en cuanto á las solemnidades que la ley ex! je para la venta de sus 
bienes. 

En este iHtimo caso, sólo hay una observación nueva que agregar. Si 
la frase « y (obliga) los suyos propios de cualquiera naturaleza que sean » sig- 
nificara que la mujer casada mayor de veintiún años y menor de veinti- 
cinco puede vender libremente sus bienes, cuando el artículo 146 del Có- 
digo Civil nos dice, en su inc. 3.', que la mujer que contrata autorizada 
por el juez obliga sus bienes propios (de cualquiera naturaleza que sean, 
desde que el Código no distingue), deberíamos entender, también, que el 
artículo 144 había dejado de ser aplicable, y que podrá la mujer enajenar 
sus bienes raíces por sí sola, sin autorización judicial dada con previa 
justificación de la necesidad ó utilidad manifiesta de la venta. 

Por último, basta para comprender el verdadero alcance del artículo 15 

en lo que se refiere á la mujer casada, observar que su propósito no ha 

sido otro que el de establecer una excepción al principio contenido en el 

.Hículo 1751 del Código Civil, que dice que « Toda deuda contraída por 

1 mujer cun mandato general ó especial, ó con autorización expresa ó 

icita del marido^ es, respecto de terceros, deuda del marido y, por con- 
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dicial; 2.**, registro y publicación del decreto aprobatorio. 

Podría decirse, por ejemplo : 

La mujer casada mayor de veintiún años y menor de veinti- 
cinco puede igualmente comerciar con la autorización de su ma- 
rido mayor de edad. 

Si su marido fuere menor de veintiún años, la autorización 
necesitará ser aprobada por la justicia ordinaria^ y publicado y 
registrado el decreto aprobatorio en la forma prescrita por la ley. 

Art. 17. 

La mujer casada mayor de edad que fuere comerciante 
puede hipotecar y vender libremente sus bienes inmuebles. 

Si fuere mayor de veintiún años y menor de veinticinco, po- 
drá también hipotecar y vender, observando en la venta lo 
dispuesto en los artículos 393 y 394 del Código Civil. 

El inciso 1.° de este artículo, que confiere á la mujer 
casada, mayor de edad y comerciante, la facultad de hipote- 
car y vender libremente sus bienes immuebles, es evidente 
que tiene la limitación de que la hipoteca ó venta se refieran 
á operaciones mercantiles; porque, de otra manera, se habría 
modificado, en materias civiles, las disposiciones del Código 

siguiente, de la sociedad conyugal; y el acreedor no podrá perseguir el 
pago de esta deuda sobre los bienes propios de la mujer ^ sino sólo sobre los 
bienes de la sociedad y sobre los bienes propios del marido «. 

No existe, pues, la inconsecuencia que el señor Alfonso cree ver entre 
el artículo de que nos ocupamos y el que lleva el número 15. Este no 
permite al marido, autorizando á su mujer, otorgarle facultad alguna 
que personalmente le haya sido negada por el artículo 9; y por consi- 
guiente, no hay razón alguna en pretender conferir al menor comercian- 
te habilitado la facultad de enagenar libremente sus bienes raíces con el 
propósito de evitar esa falta de armonía que se supone entre los dos 
artículos nombrados. 

Harto hizo el Legislador concediendo, en el inciso l.*> del artículo 9.% á 
los menores habilitados la facultad de hipotecar libremente sus bienes 
raíces, en atención á consideraciones especiales dignas de todo respeto: 
la facultad de comerciar que les confiere habría sido ilusoria si se les 
hubiera cerrado las puertas del crédito. Pero, llenado este objeto, no 
tenía el Código para qué agravar los peligros que ofrece la hipotecación 
libre de los bienes raíces, concediendo también á los menores la de ena- 
jenarlos de igual modo: se comprende que un agricultor cultive su fundo 
sin tener mucho crédito; que un comerciante explote sin él un almacén, 
no se concibe: se explica, sin embargo, que ambos ejerzan sus respectí 
vas industrias sin tener facultad de enajenar libremente y cuando leb 
agrade sus bienes raices. 
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Civil que sujetan esos actos á serias formalidades, tarea que 
sería del todo extraña é inconciliable con el propio y especial 
fin del Código de Comercio * 

No estaría demás, en consecuencia, agregar al inciso 1.® la 
siguiente frase : en lo relativo á los negocios de su giro, 

Art. 18. 

El menor comerciant^e y la mujer divorciada ó separada de 
bienes pueden comparecer en juicio por si solos en todas las 
cuestiones relativas á su comercio. 

La mujer no divorciada ni separada de bienes no puede estar 
en juicio sin la autorización escrita de su marido ó de la justi- 
cia ordinaria en subsidio. 

Como lo indica el señor Alfonso, la autorización del marido, 
que se exige en el inciso 2.° del presente artículo para que la 
mujer pueda comparecer enjuicio, no tiene en su abono con- 
sideración alguna. 

Un solo argumento podría hacerse en favor de esa limita- 
ción de las facultades déla mujer casada. El consiste en decir 
que, habiendo la ley común establecido igual regla, debía con- 
servarse en el Código de Comercio, buena ó mala, si un mo- 
tivo especial á las materias en que él se ocupa no aconsejaba 
adoptar otra distinta. 

Argumento condicional el que precede, es fácil destruirlo 
demostrando la inexistencia de la condición. En efecto, si es 
posible y aún conveniente que se exija tal autorización en lorf 
negocios meramente civiles, en que este trámite no retraerá 
á los terceros de contratar con la mujer, atendida la mayor 
lentitud que ellos permiten, no sucede 4o mismo en los asun- 
tos mercantiles, en los que es preciso dar todo genero de faci- 
^ lidades al cobro de las obhgaciones contraídas, á menos que 
poderosas razones lo impidan. Los demás comerciantes se 
retraerán con justicia de contratar con una persona de quien 
no pueden demandar el cumplimiento de sus obligaciones sin 
que ella sea autorizada, para parecer al juicio, por otra per- 
"ona naturalmente interesada en no prestar su consentimiento. 

Estas observaciones adquieren doble fuerza si se considera 

le la mujer casada comerciante, por la naturaleza de su 
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giro, tendrá que celebrar numerosos contratos, que, como 
consecuencia, ocasionarán también numerosas gestiones judi- 
ciales ; do manera que exigir para cada una de esas gestiones 
la autorización previa del marido, es poner un óbice serio i 
las operaciones mercantiles. Al contrario, ese inconveniente 
tiene muy poca importancia en los asuntos civiles, por ser en 
éstos muy reducido el número de litigios que la mujer casa- 
da tendré necesidad de seguir y, por consiguiente, de autori- 
zaciones que obtener. 

No debe olvidarse tampoco que la importancia y gravedad 
que revisten ordinariamente las cuestiones civiles, como que 
lo más frecuente es que recaigan sobre la propiedad raíz ó 
sobre derechos reales ó universales, hacia lógica y conve- 
niente la referida tulela del marido ; mientras que sucede io 
contrario en las cuestiones en que la mujer puede verse com- 
prometida en razón de su giro comercial, ya que ellas recaen 
sobre bienes muebles y, en la gran mayoría de casos, sobre 
las operaciones menudas jr cuotidianas de su comercio. 

En el Código Civil fué consecuente el Legislador, al im 
poner á la mujer la prohibición de contratar y especialmente 
la de parecer en juicio por si sola, porqije él no ha tenido 
para qué considerarla en otro carácter jurídico que el muy 
subalterno y casi nulo que allí tiene : el marido es ahí el todo, 
la mujer, al contrario, puede decirse que ha perdido su per- 
sonalidad. Entre tanto, en el Código de Comercio no podía 
prescindirse de considerar á la mujer mercadera en lo que 
verdaderamente es : una persona que ejecuta numerosos ac- 
tos, y los dirige y determina en tal ó cual sentido con entera 
independencia de toda otra. En el Código de Comercio, pode- 
mos decir que revive la personalidad de. la mujer casada, le- 
galmente nula en el Civil ; y es por eso que la autorización 
del marido que exige el artículo 18 tiene en materia comercia! 
el carárter absurdo de precaución represiva, que no tiene en 
materia civil, en razón de la participación efectiva y absor- 
bente que de hecho tiene el marido en los actos de la mujer, 
en todo tiempo y no sólo una vez llegados los conflictos que 
de ellos se han seguido. 

Si á lo anterior se agrega que con la exigencia que coro 
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batimos no se llena ninguna necesidad, ni se resguarda inte- 
rés alguno de la mujer casada, que ha sido el ánimo del Có- 
digo, se convendrá en que esa restricción no producirá beiie- 
ficios en ningún caso y si graves perjuicios para la mujer 
casada, y también para los que con ella contratan. 

De las observaciones que preceden se desprende 'que sería 
conveniente derogar el inciso 2.*> del presente artículo y re- 
dactar el 1.** de hianera que comprenda á la mujer casada no 
divorciada ni separada de bienes. 

El artículo 18 podría quedar en esta forma : 

El menor comerciante y la mujer casada, esté ó no divorciada 
ó separada de bienes, pueden comparecer en juicio por sí solos 
en las ctiestiones relativas á su comercio. 

Rechazando nuestro modo de ver, se llegaría á la necesi- 
dad de suprimir el inciso 2.°, pues actualmente sólo es una 
repetición ociosa del inciso 1.'' del artículo 136 del Código 
Civil. 

TÍTULO II 

DE LAS OBLIGACIONES DE LOS COMERCIANTES 

§ 1. — De la inscripción de documentos. 

El párrafo 1 de este título, consecuente con su epígrafe, 
nos habla sólo de la inscripción de documentos, silenciando 
por coinpleto lo que se refiere á la publicación de los 
mismos. 

Tal silencio, sin embargo, es enteramente infundado, por- 
que, aun cuando después el Código determina en los títulos 
respectivos la forma en que debe hacerse la publicación de 
algunos de los documentos enumerados en el artículo 22, ha 
dejado, sin embargo, un vacío respecto de la mayor parte 
de ellos y de otros que no están comprendidos en el artículo 
citado y cuya pubUcacíón ordena más tarde. 

No podría decirse que el Legislador quiso dejar esta mate- 
ria sometida á lo que dispusiera el reglamento del registro de 

)mercio autorizado en el artículo 21, porque la forma y 

)mpo en que deben hacerse las pubUcaciones, aparte de ser 
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materia de ley y nó de reglamento, . no pudo considerarse 
comprendida en las reglas y formalidades relativas á la orga- 
nización del registro, ni en la forma y solemnidad de las ins- 
cripciones. 

El inciso 2.° del artículo 12, que, refiriéndose á la autori- 
zación para comerciar conferida á la mujer por el marido 
menor de veintiún años y á su aprobación judicial, exige « que 
el decreto aprobatorio sea registrado y publicado en la forma 
prescrita por la ley, el inciso 2.** del artículo 339, que, reflrién" 
dose al poder de que deben ser investidos las factores, dice : 
« El poder será registrado y publicado en la forma prescrita 
en el párrafo 1, título 2, libro I; el inciso 2.® del artículo 344, 
que á propósito de la autorización conferida á los factores 
para girar, aceptar ó endosar letras, recaudar y recibir di- 
nero, etc., repite exactamente la disposición trascrita del in- 
ciso 2.° del artículo 339; y otras disposiciones análogas, escu- 
san de toda demostración acerca de la necesidad de consignar 
en el párrafo 1 del presente título las reglas generales que, 
haciendo efectiva la obligación de publicar los documentos de 
comercio cuya inscripción se ordena en el artículo 22 y en los 
demás á que heinos hecho referencia, determinen, y eso es 
lo principal, la forma y tiempo de las publicaciones. 

Las disposiciones que hemos citado manifiestan, además, 
con todos los caracteres de la evidencia, que si el Legislador 
no proveyó á esa necesidad, fué sólo por un olvido del todo 
involuntario. No es posible, en efecto, que se ordenen publi- 
caciones y, más todavía, que se diga que se harán en la for- 
ma determinada por la ley, y que ésta, sin embargo, guarde 
sobre ellas absoluto silencio ; porque ello equivale á no haber 
establecido semejantes mandatos. 

En esta virtud propondríamos las siguientes reformas : 

1.* Sustituir el epígrafe del párrafo 1 del título II, por el 
siguiente : De la inscripción y publicación de documentos. 

2.* La agregación al mismo párrafo, antes del artículo 24, 
de un artículo que diría, más ó menos : 

Los estrados á que se refiere el articulo 22 serán fijados du-- 
rante treinta días en la secretada del juzgado respectivo y publi 
cadospor diez veces en un periódico del departamento^ ó en caí 
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teles fijados en tres de los parages más públicos, si no lo hu- 
biere; salvo las modificaciones establecidas por otros artículos de 
este Código. 

Art. 22. 

En el registro del comercio se tomará razón en extracto y 
por orden de números y fechas de los siguientes documentos : 

1.° De las capitulaciones matrimoniales, inventarios solem- 
nes, testamentos, actos de partición, sentencias de adjudica- 
ción, escrituras públicas de donación, venta, permuta, ú otras 
de igual autenticidad que impongan al marido alguna respon- 
sabilidad á favor de la mujer ; 

2.<* De las sentencias de divorcio ó separación de bienes y de 
las liquidaciones practicadas para determinar las especies ó 
cantidades que el marido deba entregar á su mujer divorciada 
ó separada de bienes ;' 

3.<* De los documentos justificativos de los haberes del hijo ó 
pupilo que está bajo la potestad del padre ó guardador; 

4.<> De las escrituras de sociedad, sea ésta colectiva, en co- 
mandita ó anónima, y de las en que los socios nombraren 
gerente de la sociedad en liquidación; 

5.<* De los poderes que los comerciantes otorgaren á sus fac- 
tores ó dependientes para la administración de sus negocios. 

En la precedente enumeración de los documentos que deben 
inscribirse en el registro del comercio se omitieron varios 
de los títulos cuya inscripción se ordena individualmente en 
otros artículos del Código. Entre ellos podemos citar el decreto 
aprobatorio de la autorización para comerciar que el marido 
menor confiere á la mujer mayor de 21 años y menor de 25 
(art. 12), las escrituras de préstamos á la gruesa (art. 1173), 
otros actos del comercio marítimo y, en general, todos aque- 
llos que no estando incluidos en el artículo 22 lo están en el 
reglamento de 1866. 

Reconocemos que algunos de los títulos que deben inscri- 
birse en el registro conviene que lo sean á virtud de dispo- 
siciones consignadas en las secciones del Código en que de 
ellos se trata, á fin de consultar así el mejor desarrollo de su 
plan metódico y de evitar repeticiones ; pero ya que el Códi- 
go entró á enumerarlos en un solo artículo, debió compren- 
derlos todos, aunque sólo fuese referencialmente. 

Esta necesidad es tanto mayor, si se considera que en mu- 
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chos de los documentos excluidos no se proveyó á la forma 
de su publicación, de manera que, incluidos en el artículo 22, 
estarían sometidos á la regla general del artículo que con ese 
objeto hemos propuesto más arriba. 

Convendría, pues, agregar al fin del artículo 22 otro nú- 
mero, que podría redactarse en estos términos : 

6.® De los demás cuya inscripción exija especialmente este 
Código, 

§ 2. — De la contabilidad mercantil. 

Si bien no hay motivo para quejarse de la organización ge- 
neral dada por el Código á la contabilidad mercantil, merece 
con justicia el grave cargo de haberse apartado del proyecto 
primitivo y de la práctica de casi todas las legislaciones, no 
adoptando ninguna medida seria á fin de impedir los fraudes 
de los comerciantes en el manejo de los libros que les impuso 
la obligación de llevar. 

El artículo 60 del Proyeclo tuvo buen cuidado de^exigir que 
los libros principales de los comerciantes (el libro diario, 
mayor y de balances) fueran rubricados, en cada una de sus 
hojas, por uno de los miembros del tribunal de comercio y 
por el secretario, y que en la primera se pusiera, por los mis- 
mos funcionarios, una nota que indicara el número total de 
ellas y la persona á quien pertenece el libro. 

No pretendemos establecer que el medio ideado por el Pro- 
yecto fuera el mejor y más cómodo de cuantos podía adop- 
tarse ; pero estamos seguros de que era de absoluta necesi- 
dad tomar alguna medida que impidiera á los comerciantes de 
mala fe rehacer sus Hbros á voluntad y en cualquier momento. 
Se conoce el mérito probatorio de gran significado que los 
libros de los comerciantes tienen. Se sabe igualmente que la 
calificación de las quiebras descansa casi exclusivamente en 
ellos ¿Como dejar, entonces, al comerciante, abierta la puerta 
del fraude y del abuso y hacerle facilísimo confeccionar á su 
sabor nuevo libros, en el momento que le parezca más opor- 
tuno? Porque si, como está actualmente establecido, los libros 
sólo deben contener asientos, notas, partidas y en general 
escrituras puestas por el comerciante mismo, no se ve la me- 
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ñor dificultad para que él, en el instante que lo necesite, des- 
truya los verdaderos y haga otros, conservando sólo las fechas 
y adulterando ó suprimiendo á su antojo todas ó alguna de sus 
partidas. 

Y ese no es un peligro banal forjado por nosotros. Varios 
autores hacen mención de él y Rogrón, en sus Breves notas á 
los Códigos francesesy esplicando el motivo del artículo 10 del 
Código de Comercio, que establece Ia rúbrica por ciertos fun- 
cionarios (ie los libros principales del comerciante, nos dice 
que tal requisito se ha exigido « á fin de que los comerciantes, 
en el caso de caer en quiebra, no puedan fabricar otros 
registros y escapar así á las inducciones que resultarían de 
los verdaderos. » 

El peligro que hemos apuntado está lejos de ser atenuado, 
siquiera, por las prohibiciones contenidas en el artículo 31 
del Código, porque todas ellas tienen su eficacia basada en la 
identidad de los libros que ha llevado el comerciante y que 
presenta al examen judicial. 

Sin embargo, la rubricación por un solo Tuncionario de to- 
dos las hojas de los libros de la contabilidad mercantil, será 
casi imposible en las poblaciones de alguna importancia 
comercial pues ella absorvería por muchos días y tal vez 
meses la tarea de ese funcionario, impossibilitándolo duran- 
te ese tiempo para el ejercicio de las obligaciones propias y 
permanentes ¡ie su cargo, á menos de crear un empleado pú- 
blico especial con ese solo objeto ; y este inconvepiento fué 
lo que tal vez indujo al Legislador á suprimir la tal rúbrica 
de los libros. 

Para obviar esas dificultades, nosotros juzgaríamos con- 
veniente atribuir la facultad aludida no sólo al juez de co- 
mercio ó á su secretario, sino, en general, á los secretarios 
de los juzgados de letras, y fijaríamos en el respectivo aran- 
cel un derecho moderado exigible por ese trabajo. De esta 
manera en los grandes centros comerciales, únicos que lo exi- 
gen, se dividiría tan pesada tarea entre varios individuos. 

Gomo consecuencia de estas observaciones, nos atrevemos 
i proponer que se agregue al párrafo 2.** del presente título, 
1 artículo que sigue, que podría colocarse después del 25 : 
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Los liftros indicados en los tres primer 
precedente serán rubricadon en cada m 
secretarios de los juzgados de letras á 
mentó ; y en la primera se pondrá una i 
por el mismo funcionario, que indique t 
persona á quien pertenece el libro. 
' Al fin de cada año los comereiiintes de 
el secretario del juzgado de comercio, coi 
el ultimo asiento de libro diario. 

Art. 42. . 

Lo9 tribunales no pueden ordenar d 
de parte, la manifestación y reconocii 
libros, salvo en los casos de sucesión 
de bienes, liquidación de las sociedades 
les y quiebras. 

La última frase de) presente artículo 
del juez para ordenar de oficio, ó á petic 
ción general de los libros de las socied 
clónales, al caso en que ellas se encue 
ea quiebra, es abiertamente contraria i 
cias y también á los artículos 408 y 4 
digo. Tal restricción es inconveniente, 
razón alguna para privar á uno ó á todi 
cho de examinai" los libros y cuentas 
pertenecen, salvo el caso escepcional 
bra; sino que, por el contrario, tal ü 
periosaraenle la necessidad de prov 
fiscalización de las operaciones social 
también al artículo 403, que hablando d 
tivas, dice que « Los administradores e 
los libros que debo tener todo comer 
prescripciones de este Código, á exh 
los socios que lo requiera ; y otro lanti 
artículo 462, que reliriéndose á las soi 
mite á los accionistas examinar ios libre 
teríores al seííalado para la reunión de 
en la época y forma que la permitan 1< 
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artículos han oonferido á los socios la facultad de ¡ns¡)eccionar 
los libros en casos distintos, no comprendidos en el art. 42, es 
claro que por el mismo hecho ha impuesto al juez la obliga- 
ción de decretar en iguales circunstancias su exhibición, si 
quien los lleva se negare á ello. 

Para evitar esa contradicción propondríamos, interpretando 
el espíritu manifiesto del Código, que el artículo 42 se refi- 
riera sólo á las exhibiciones solicitadas por tetrei^os intere- 
sados y nó, en general, á ésas y á las pedidas por los socios 
y comuneros, como sucede actualmente. 

Diría así, más ó menos : » 

Los tribunales no pueden ordenar la manifestación y recono- 
cimiento general de los libros, de oficio ni i petición de los que 
contratan con el dueño de ellos, salvo en los casos de sucesión 
universal, liquidación de las sociedades legales ó convencionales 
y quiebras. 

g 3. — De la correspondencia. 

Cualquiera que lea el número 2.° del artículo 1333, que 
considera culpable la quiebra del comerciante que no haya 
conservado las cartas que se le hubiesen dirigido con relación 
á sus negocios, creería que el Código en alguna parte ha im- 
puesto la obligación que sanciona con tan grave pena. Sin 
embargo, nada de eso ha sucedido. 

La comisión revisora, al suprimir la disposición del Pro- 
yecto que consultaba la obligación aludida, se olvidó, sin duda, 
de hacer lo mismo con el número 2.° del artículo citado y con 
la parte que á ella se refiere del inciso 1.° del artículo 47. 

Pero nosotros no estamos por esas supresiones, sino más 
bien porque se agregue al presente párrafo una disposición 
que contenga la dicha obHgación. 

La conservación de las cartas originales no sólo no en- 
traña ningún inconveniente, sino que es una buena garantía 
contra los comerciantes de mala fe, á la vez que un comple- 
mento necesario de la obligación que les impone el artículo 45 
de copiar las que ellos dirigen : el vínculo que se crea me- 
diante la carta que un comerciante escribe á otro se comple- 
menta con la contestación de este último. 
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La comisión revisora talvez creyó innecesaria la conserva- 
ción de las cartas en sus originales mismos, en vista de que 
ellas quedaban copiadas en el libro del que las esóribe ; pero 
éste era muy débil fundamento : 1.®, porque no vale lo mismo 
un original que su copia, que puede alterarse maliciosamente 
con un propósito preconcebido ; y 2.®, porque puede perderse, 
ó darse por perdido, el libro copiador del que las ha dirigido. 

Por lo espuesto, se comprenderá la utilidad que habría en 
agregar á este párrafo, como inciso del artículo 46, una dispo- 
sición como la siguiente : 

Deberán también conservar en el mismo orden los originales 
de las cartas que recibieren con relación á su giro. 

TÍTULO III 

DB LOS CORREDORES 

Las modificaciones que deberían introducirse en este título 
son de dos clases : las primeras tenderían á variar por com- 
pleto el sistema legal en él establecido ; las segundas, á sal- 
var los defectos de que adolecen no pocos de las artículos que 
lo componen, acéptese ó nó esa variación. 

Creemos que, dado el adelanto á que ha llegado la legisla- 
ción mercantil moderna, el sistema de los corredores ofi- 
ciales es ya insostenible, y que debe cesar la preferencia de 
que hasta aquí ha gozado, para ceder su lugar á otro que se 
conforme más con la demarcación de las funciones del Estado 
y del individuo, que el Derecho Público y la Economía Política 
han conseguido establecer sobre bases inamovibles, y con 
los principios de la libertad industrial, que han sido su conse- 
cuencia. 

La institución de los intermediarios del comercio en calidad 
de oficiales públicos, es cierto, como lo indica el eminente 
Pardessús al defender tal sistema, que cuenta con el presti- 
gio que le da un vida de siete siglos. Sin jembargo, veamos 
sin tan antigua institución merece aún ser conservada. 

Los corredores, se dice, por la naturaleza de los funciones 
que desempeñan, se encuentran en situación de conocer me- 
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jor que otro alguno las fluctuaciones de las valores en las 
mercaderías ó efectos de comercio, y, valiéndose de esto cono- 
cimiento, pueden hacer pingües negocios en perjuicio 
directo de los particulares que á ellos conflan la realización 
de una ó más de sus operaciones. En la necesidad de preca- 
ver á estos últimos de tan graves peligros, se agi*ega, ha 
sido indispensable conferir el ejercicio de la correduría á ver- 
daderos oficiales públicos, nombrados y vigilados de cerca por 
la autoridad. 

A nuestro juicio, el raciocinio que precede es enteramente 
infundado y perjudicial é ineficaz el sistema que defiende. 

La existencia del peligro de que los particulares sean es- 
plotados en su buena fe por las corredores no puede ser ne- 
gada en absoluto. La posibilidad de ello es evidente y talvez 
en mayor escala que en la generalidad de las transacciones 
de la vida civil y mercantil. Pero de ahí á establecer que el 
remedio más apropiado y eficaz para combatir esos males, es 
la entromisión del Estado en los actos privativos del indivi- 
duo, hay una distancia enorme. 

No es eficaz ese sistema, porque el hecho de que el corre- 
dor sea nombrado por el Presidente de la República no basta 
para dar como buena la elección, ni para asegurar que él no 
abusará de su cargo, de la misma manera que podría hacerlo 
uno simplemente profesional. Al contrario, todo hace presumir 
que los que ejercen la autoridad, por la naturaleza misma de 
sus funciones, están en peor condición que nadie para aqui- 
latar las buenas ó malas cualidades de los que deben desem- 
peñar tal profesión. 

Sostener que la fianza por la modesta suma de mil á cinco 
mil pesos, que deben rendir los corredores oficiales, es una 
garantía suficiente en favor de los particulares (aunque reco- 
nocemos que actualmente es la mayor que ofrece el sistema 
que combatimos), es manifestar que los peligros que se ha tra- 
tado de evitar no existen. 

Más claro es todavía que la institución de los corredores 
oficiales no es un medio apropiado para impedir los abusos 
que pueden cometer, y que, aun siendo eficaz, debería recha- 
zarse de plano. Él, en efecto, exige la ingerencia en los ne- 
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gocios particulares de una entidad, el Estado, del lodo 
estraña á ellos, ingerencia que desnaturaliza sus funciones y 
que crea privilegios y favores abiertamente contrarios al 
libre ejercicio de las industrias y de las profesiones. 

Aunque no somos partidarios de la anulación del Estado, 
no concebimos cómo hoy se puede aún sostener teorías que 
hacen ala autoridad tutora obligada de los asociados, infli- 
giendo á éstos el agravio de suponerlos ignorantes, incapaces 
é imprudentes; esas teorías fueron el fruto de tiempos ya har- 
to lejanos, los del Estado providencia. 

Será preciso, pues, repetir aquí una vez más que es una 
aberración social, económica y jurídica pretender sustituir á 
la acuciosa vigilencia del interés individual, la de una entidad 
invisible, cuya atención estará siempre absorvida de lleno por 
las tareas de otro carácter, graves, numerosas y trascenden- 
tales que le son propias. Si no queremos retroceder mucho 
en la escala de los adelantos modernos, dejemos al Estado 
las cosas públicas y al individuo las privadas. 

Si cada vez que divisamos la posibilidad de que ^un indi- 
viduo sea engañado, hubiéramos de señalarle la ayuda de la 
autoridad, concluiríamos indudablemente por reglamentar y 
someter á su intervención todos los actos de la vida civil; 
porque, desgraciadamente, muy pocos de ellos escapan al 
peligro indicado, que tiene su base en la imperfección humana. 

Ahora, decimos nosotros ¿por qué despreciar respecto de 
la correduría los mil medios que el desarrollo de la juris- 
prudencia ha puesto en la mano de los lejisladores para 
poner coto á la mala fé en todo género de estipulaciones y, on 
cuanto ello es necesario, para precaver á los que no estén ó 
no deban estar bajo ajena potestad ? ¿Acaso no son aplica- 
bles á las personas que pueden contratar con los corredores 
las disposiciones del Código Civil que, á fin de precaverlas 
de engaños, establecieron la incapacidad absoluta ó relativa 
de muchas personas, las sometieron á la autoridad de otras y 
las rodearon de cien garantías más? ¿Acaso los corredores 
no están sometidos, como todo individuo, á la responsabili- 
dad de los daños causados por su abuso, culpa ó fraude ; á 
la severa pena con que el Código respectivo castiga éste 
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Último;^ finalmente, á la sanción social que haría caer sobre '\ 

el corredor inescrupuloso todo el peso de la desconfianza 
pública, arrastrándolo inevitablemente á la pérdida de su pro. | 

fesión y á su ruina ? 

Se sabe, por otra parte, que los individuos que con los co- ! 

rredores se entienden ordinariamente no son los mas quedos, 
y que tampoco pertenecen á la clase pobre é ignorante, cir- 
cunstancias que disminuyen considerablemente los peligros de 
engaño que se hacen valer. 

Pero si el Legislador estimó que las precauciones comunes 
eran pocas aún, en su mano estaba tomar otras especiales, del 
todo seguras, sin caer en los gravísimos defectos del camino 
que eligió. Nada habría costado, por ejemplo, imponer severas 
penas al corredor que infringiere la prohibición de comerciar 
por cuenta propia ó que fuere convencido de fraude en el 
ejercicio de su profesión; tal sería la inhabilitación absoluta 
y perpetua para ejercer la correduría, y aun el comercio. 

No concluiremos sin aducir todavía, en contra de la insti- 
tución de la correduría oficial, un último y poderoso argu- 
mento. No existen los corredores oficiales y fuera de uno ó 
dos casos, cuyo fracaso corrobora las deducciones que vamos 
á hacer, puede afirmarse que no han existido en nuestro país 
desde la profhulgación del Código, sin que por ello se haya 
sentido ni se sienta perturbación alguna en el comercio, á 
causa de los decantados y temidos abusos de la correduría 
simplemente profesional. 

El hecho apuntado prueba : primero, que los corredores ofi- 
ciales son innecesarios al comercio, porque si así no fuese 
éste les habría dado vida, estando, como están, instituidos 
en el Código ; y segundo, que bastan y son más convenientes 
al comercio les corredores simplemeníe profesionales, como 
lo prueba el hecho de haberse servido de ellos únicamente, 
á pesar de que, según la inteligencia que unánimemente se ha 
dado al artículo 57, no están sujetos á traba ni precaución 
alguna que no sean las comunes á toda clase de convenciones, 
y sin que, aun en tan anómalas condiciones, haya sido el co- 
mercio víctima de los abusos tan temidos por los partidarios 
de la correduría oficial. 
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¡mporlaiile también observar, por último, que en los paí- 
D que el comercio ha alcanzado el más alto desarrollo no 
n instituido los corredores oficiales, ó se reacciona i-ápi- 
nle en su contra, esceptuando sólo la Francia; lo que 
lestra, con la elocuencia de los hechos y con la autoridad 
experiencia, que ofrece más inconvenientes que ventajas. 
n las obsei-vaciones generales expuestas, creemos haber 
ido suficientemente la conveniencia de abolir los corre- 
i con el carácter de ofisiales públicos, conservando úni- 
nte la correduría profesional, reglamentada convenien- 
nte. 
redacción del Ululo que desearíamos ver sustituido al 
il no entra en nuestro propósito. Nos limitaremos á ob- 
ir que, suprimidas las disposiciones de los artículos 48, 
O, 51, 52, 53, 54, 59 y 84, y hechas en los restantes del 
I III las modificaciones que luego indicaremos, no faltaría 
más que una que otra disposición que fijara, con arreglo 
txpuesto y de una manera clara, el carácter y funciones 
s corredores, é impusiera más severa sanción á las in- 
iones ó fraudes que cometieren. 

título De los corredores ofrece todavía otro defecto que, 
I el ya indicado, podríamos llamar general y de sistema, 
llanto no es exclusivo á ninguno de sus articules y en 
to, por su gravedad, afecta al método, á la lilosofia y al 
itu mismo de la institución jurídica que forma su objeto, 
eferimos á la confusión que se ha establecido del carácter 
iciones propias de los corredores con el carácter y fun- 
is propias de los comisionistas, 

mo se sabe, el Proyecto establecía en el título corres- 
iente á éste una mezcla confusa de disposiciones que 
aplicables unas á los corredores exclusivamente y otras 
agentes de cambio ú otras especies de comisionistas. La' * 
iión revisora, con muy buen acuerdo, suprimió los arti- 
que se referían á estos últimos y procuró conservar sólo 
ue fueran aplicables á los corredores. 

1 embargo, en este propósito no anduvo feliz, porque dejó 
stentes algunas disposiciones propias de los comisionis- 
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tas y agentes de cambio, que desnaturalizan y provocan la 
duda sobre las Junciones de los corredores. 

Se extrañará, talvez, que pretendamos establecer una mar- 
cada línea de separación entre los corredores y los comisio- 
nistas. Es verdad que los defectos que nacieron de la supre- 
sión incompleta de tas disposiciones que en el Proyecto se 
contenían promiscuamente respecto de esas dos clases de 
giro, pueden llevar lógicamente á establecer que corredor y 
comisionista es, para el Código, la misma cosa. Pero, dentro 
de una sana doctrina, es preciso convenir en que existen 
entre ellos diferencias de consideración ; ile manera que una 
regla dictada como buena respecto de unos puede ser per- 
judicial é ilógica respecto de los otros. 

Aun cuando el último inciso del artículo 284 establezca que 
la correduría es una de las especies del mandato, y aun cuan- 
do ella tenga por objeto actos ejecutados en provecho ajeno, 
creemos que un corredor, propia y estrictamente, no puede re- 
- cibir el nombre de mandatario. Sus funciones propias no son las 
de representar á una de las partes contratantes respecto de la 
otra ; porque en tal caso habría sido inútil, é indigno de un 
legislador serio, dar nombres y reglas difer entes á cosas exac- 
tamente iguales. La tarea de los corredores, tal como nosotros 
los comprendemos y como parecería desprenderse de la de- 
finición que de ellos da el artículo 48, no puede ser otra que 
la de buscar, acercar y poner al habla á los comerciantes que 
deseen contratar ; ó sea, ayudar á ambos en ese propósito, 
interponiendo sus buenos oficios. Saliendo de esta esfera de 
acción, se convertirán en comisionistas, y dejarán de serles 
aplicables las reglas del presente título. 

Un comerciante que desea vender su establecimiento mer- 
cantil, por ejemplo, podrá valerse para ello de un corredor ó 
de un comisionista : hará lo primero si va donde un indivi- 
duo que se ocupe de esta clase de encargos y solicita de él 
que busque, entre los muchos comerciantes con quienes tiene 
diario contacto, uno que quiera comprar un establecimiento 
como el suyo y que, una vez encontrado, lo ponga al habla con 
■H, facilite su avenimiento y dé testimonio del contrato. Al 
ontrario, se valdrá de un comisionista si al mismo individuo 
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no sólo le hace los encargos precedentes, sino que además lo 
faculta para perfeccionar á su propio nombre el contrato de 
venta, firmando, si es necesario, la escritura correspondiente. 

En el primer caso , vendedor y comprador contratan di- 
recta y personalmente ; mientras que en el segundo contrataría 
de esa manera sólo el comprador, y el vendedor lo haría re- 
presentado por un mandatario, que en el lenguage mercantil 
no concebimos que pudiera tener otro nombre que el de 
comisionista para vender. En el uno podría decirse con toda 
precisión y exactitud que un individuo ha dispensado su me- 
diación asalariada á dos comerciantes y les ha facilitado la 
conclusión de su contrato (art. 48) ; en el otro sería menester 
para ello violentar mucho el significado de esas palabras. 
Representar á uno de dos contratantes, llevando su voz y su 
interés y no la voz y el interés del otro, porque son cosas in- 
compatibles, no es por cierto prestar á ambos su mediación, 
esto es, estar en el medio, entre los dos, sin acercarse al 
lado de uno más que al del otro ; ni tampoco facilitarles la 
conclusión de su contrato, sino concluirlo efectivamente como 
personero de uno de ellos, empleando el lenguaje de las siete 
Partidas. f 

El corredor sirve de intermediario á los comerciantes ea 
cuanto aprovecha las facilidades que le presta su misma ocu- 
pación habitual, buscando á petición del que ofrece al que 
pide y vice-vérsa, y acercándolos y facilitándoles así la con- 
clusión de sus negocios. Como dice muy bien Pardessus, ex- 
plicando la naturaleza de los corredores, ellos son instituidos 
para recibir las proposiciones del que quiere vender, comprar, 
asegurar, etc., y transmitirlas al que quiere comprar, ven- 
der, hacerse asegurar, etc. ; y una vez hecho el trato, las par- 
tes interesadas lo ejecutan. Por el sólo hecho de ejecutar el 
contrato, ellos se convierten en comisionistas. 

Y si la doctrina que sostenemos no fuese la única verdade- 
ra ¿cómo se concebiría que los libros de quien contrata re- 
presentando á un individuo hicieran fe por sí solos, no úni- 
camente á favor y en contra de su representado, sino también 

lavor y en contra del otro contratante (art. 60.) Como se ve 
si los corredores son mandatarios, es forzoso afirmar que 1 
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son de los dos contratantes, cosa que repugna á la naturaleza 
del contrato. Su carácter, en nuestro sentir, se acerca más al 
de los amigables componedores que al de un verdadero man- 
datario. 

Léase el artículo 71, que exonera al corredor de la obliga- 
ción de responder de la autenticidad de la última fírma de 
los documeiitos que negociare, cuando el corredor ha inter- 
venido como simple intermediario ; léase, todavía, el inc. 2.*» del 
artículo 75, que establece que « si el corredor obrare como co- 
misionistay quedará sujeto a todas las obligaciones y podrá 
ejecutar todos los derehos que nazcan del contrato, » y se verá 
que el mismo Legislador no pudo menos que percibir clara 
mente que corredor y comisionista son cosas enteramente di- 
versas. Y siendo ello así, no concebimos por qué extraña 
aberración al ocuparse de ía correduría le aplicó también re- 
glas de la comisión, que detalló particular y cuidadosamente 
en otro título, legislando así dos veces sobre una misma ma- 
teria, con grave daño para la claridad en la observancia y apli- 
cación de la ley y con completo desconocimiento del método 
y de los más elementales preceptos que deben ser observados 
en la confección de las buenas leyes. Esa confusa mezcla 
ha dado por resultado la institución de corredores tan ori- 
ginales que, por ser á veces comisionistas y á veces simples 
intermediarios, ó ambas cosas juntas^ en último análisis 
ni son corredores ó intermediarios, ni son tampoco comisio- 
nistas. 

Ea conclusión, pues, si no se quería limitar la acción de los 
corredores exclusivamente á la correduría ¿por qué no se con- 
signó en el presente título sólo las prescripciones propias de 
ella y se les reservó, cosa que no necesitaba expresarse, el 
derecho de ejercer la comisión, en cuyo caso se sujetarían á 
las reglas dadas en el título respectivo ? Es indispensable, 
pues, para extirpar los serios inconvenientes que hemos se- 
ñalado, proceder á la selección de las disposiciones del pre- 
sente título, á fin de dejar en él las que se avengan con el ca- 
rácter y con la definición misma de los corredores, y de dero- 
gar ó transladar al lugar que convenga las restantes. En la 
crítica que pasamos á hacer de algunos artículos, llenaremos 
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en parte esa tarea, cu^a oportunidad y procedencia son perfec- 
tas aun dentro del régimen oficial de los corredores. 

Art. 55. 

No pueden ser corredores : 

1.** Los que tienen prohibición de comerciar; 

2.° Los menores de veinticinco años, aunque sean habilita- 
dos de edad, y las mujeres ; 

3.** Los que han sido destituidos de este cargo ; 

4.** Los que hubieren sido condenados á pena aflictiva ó 
infamante. 

No existiendo hoy día ninguna pena , infamante ^ no tiene 
razón de ser el empleo de esta palabra en el número 4.° de 
este articulo ; y convendría suprimirla. 

A propósito de este artículo debemos observar, además, 
que, aceptada la supresión de los corredores oficiales, las pro- 
hibiciones delnúmQ^ro2.^ y 3.° no deberían conservarse, pues 
ellas han nacido sola y exclusivamente de ese carácter. Su- 
primido el número 2.**, los menores habilitados se regirían por 
las reglas generales dadas para ellos en el título I del presente 
libro del Código. 

Art. 56. 

Los corredores están obligados : 

1.° Á responder de la identidad de las personas que contra- 
taren por su intermedio y á asegurarse de su capacidad legal. 

Interviniendo en contratos celebrados por personas incapa- 
ces, responderán de los perjuicios que resultaren directamente 
de la incapacidad. 

3.° A llevar un registro encuadernado y foliado, en el cual 
asentarán día á día, por el orden de fechas, en numeración pro- 
gresiva, sin raspaduras, intef lineaciones , notas marginales, 
abreviaturas ó cifras, todas las compraventas, seguros, présta- 
mos á la gruesa, ñetamentos, y en general todas las operacio- 
nes ejecutadas por su mediación. 

No pudiendo hacer por sí mismos los asientos, les será per- 
mitido ejecutarlos, bajo su responsabilidad, por medio de ün 
dependiente, y á condición de rubricarlos al margen. 

4.** A llevar un libro manual en el cual consignarán los nom- 
bres y domicilios de los contratantes, la materia del contrato y 
las condiciones con que se hubiere celebrado. 

Los asientos se harán en el acto de ajustarse las opera- 
ciones. 

Siempre que negociaren letras de cambio, deberán asentar 



í- 



v-f 



I» ♦, 



LIB. I. TÍT. III. — DE LOS CORREDORES. 53 

sus fechas, términos y vencimientos, las plazas sobre que estén 
giradas, los nombres del librador, endosantes y pagador, los 
del último cedente y tomador, y el cambio convenido entre 

éstos. 

Como lo hemos dicho, la segunda parte de las observa- 
ciones hechas en general al título III ^s aplicables á mu- 
chas de sus disposiciones ; veamos ahora cómo es que el 
número 1.** del artículo que nos ocupa adolce del defecto de 
confundir la correduría con la comisión y que entra, por 
consiguiente, en el número de esas disposiciones. 

En efecto, si según las conclusiones á que hemos arribado, 
el corredor es un simple intermediario que pone en relación 
á dos contratantes y les facilita la celebración de su contrato 
mediante sus buenos oficios, si él no asume la representación 
de ninguno de ellos ¿cómo puede imponérsele la obligación 
de cerciorarse de la capacidad de ambos y de responder al 
uno de los perjuicios que le resulten de no tener el otro esa 
capacidad? Obligación es esa que el Código Civil no creyó 
equitativo imponer aun al verdadero mandatario, á menos 
que él así lo estipule expresamente ó que ella nazca de su 
propia culpa. Y, por otra parte ¿cuál es la remuneración que 
por tan dificultosa tarea y por tan grave responsabilidad se la 
asigna? 

Sin embargo, el dolo y la culpa lata estarán siempre fuera 
de las reglas normales : el corredor que sirve de mediador y 
facilita la ejecución de un contrato entre personas cuya inca- 
pacidad conoce, ó no puede menos que conocer, no podría 
dejar de ser responsable de los perjuicios que él causó y que 
pudo evitar. Las observaciones precedentes dejan de ser en- 
tonces aplicables y una excepción se hace necesaria. 

Creemos, pues, que debería sustituirse el número 1.® del 
artículo 56 por el siguiente : 

I."" A responder de la identidad de las personas que contratan 
por su intermedio. 

Interviniendo en contratos celebrados por personas incapaces, 
responderán de los perjuicios que resultaren directamente de la 
incapacidad^ si se probare ó presumiese fundadamente que lo 
hizo á sabiendas de ella. 
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La disposición del inciso 3.° del número 4." 
lógica colocación en el número 3." 

En efecto, la anotación detallada que eu él i 
pecto de la negociación de leLras de cambio, 
importancia, que fuese hecha en el registro y ni 
cuyo carácter es tan secundario, como auxilia 
primero. Si la expresión de esos detalles se ort 
de que pudieran más tarde ser lácílmente acre 
dudable que ese propósito sólo se consiguió m 
mente valiéndose del libro manual. 

Si no se consideraron suficientes, respecto d 
cambio, las especificaciones que ordena el ni 
quiso dedicar á ellas otras más, debieron exigir 
registro y, por consiguiente, contenei'se en el i 

Opinamos, pues, que el inciso 3." del núme 
pasar á ser inciso 2,° del número 3.° 

Se prohibe á los corredores ejecutar operacic 
cío por su cuenta ó tomar interés en ellas, bajo 
ó ajeno, directa ó indirectamente; y también des 
comercio el oficio de cajero, tenedor de libros 
cualquiera que sea la denonínaciún que llevaren 

El presente articulo encierra indudablemen 
garantías más acertadas que podían tornarse co 
que se temo en los corredores. 

Desgraciadamente, según la opinión más cor 
inteligencia práctica que se ha dado á esta di 
es imperativa sólo respecto de los corredores 
respecto de los simplemente profesionales del 
razón de ello es que, para el Código, no son c 
los primeros, como lo manifiesta bien clarám 
ción del artículo Í8 y el contexto general del j 
No faltaría una que otra razón que dar en apoy 
contraria; pero nosotros no llenaríamos ningú 
pándenos de ello. 

La conveniencia de hacer extensiva tan sabi; 
toda clase de corredores es tan evidente y reco 
necesita demostración ; ella nace no sólo de los 
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cios que irrogarían á los particulares que á ellos confieran sus 
negocios, aceptándolos por su cuenta por el mínimum del pre- 
cio ó beneficio señalado, sino también de que la naturaleza 
misma de su carácter de intermediarios desaparece junto con 
ser ellos una de las partes en las transaciones mercantiles. 
Dando por aceptada esa conveniencia y para el caso de ser 
rechazada la supresión de los corredores oficiales, indicaría- 
mos la agregación de la frase, oficiales ó noy después de la pa- 
labra corredores del presente artículo. ^ 

Pero no es la deficiencia indicada la única (jue contiene el 
artículo 47. Establecida la prohibición de comerciar respecto 
de los corredores, era de toda necesidad asegurar su obser- 
vancia con una sanción proporcionada á la importancia de los 
males y á la gravedad de los peligros á que ella pretende poner 
remedio, que la experiencia ha demostrado, desgraciadamen- 
te, estar muy lejos de ser quiméricos. La facultad de suspen- 
der ó destituir discrecionalmente á los corredores que infrin- 
gieren esa prohibición concedida á los juzgados de comercio, 
por el art. 59, aparte de no ser aplicable^ sino á los corredores 
oficiales, es del todo insuficiente, por ser imposible y remota 
su aplicación. A fin de llenar el vacío indicado sería conve- 
niente imponer la sanción que contie'ne el inciso siguiente, que 
proponemos agregar al art. 57 : 

El corredor que infringiere la prohibición del inciso preceden- 
te queda obligado á la indemnización de daños y perjuicios en 
favor de las personas que le hubieren encomendado negocios de 
la misma naturaleza qu£ el que motiva la infracción. La senten- 
cia que declare haber lu^ar á dichos perjuicios^ produce inhabi- 
litación perpetua para el ejercicio de la correduría. 

Art. 64. 
Las quiebras de los corredores se presumen fraudulentas. 

La disposición del presente artículo es, como se ve, solo 
una de las reglas que sirven para clasificar el carácter de las 
quiebras. Su más lógica y metódica colocación es, por con- 
siguiente, en la parte del Código en que de ello se trata espe- 
ialmente, á saber, el párrafo 2.** título I, del libro IV. 

Convendría, pues, borrar del presente título el artículo 64, 
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consultando su contenido en el artículo 1336 en la forma que, 
á su tiempo, tendremos ocasión de indicar. 

Art. 67. 

Los corredores encargados de comprar ó vender efectos pú- 
blicos cjuedan personalmente obligados á pagar el precio de la 
compra ó hacer la entrega de los efectos vendidos, y en caso 
alguno se les admitirá la excepción de falta de provisión. 

Art. 68. 

Bajo la denominación de efectos públicos se comprenden : 

l.°Los titulo» de créditos contra el Estado reconocidos como 
negociables ; 

2.® Los de establecimientos públicos y empresas particulares 
autorizadas para crearlos y hacerlos circular; 

3.® Los-emitidos por los gobiernos extranjeros, siempre que 
su negociación no se encuentre prohibida. 

Art. 69. 

El que ha empleado un corredor para comprar ó vender efec- 
tos públicos solo tiene acción contra el corredor que ha em- 
pleado. 

Art. 70. 

El corredor no puede compensar las sumas que recibiere 
para comprar efectos públicos, ni el precio que se le entregare 
de los vendidos por él, con las cantidades que le deba su cliente, 
comprador ó vendedor. 

Art. 71. 

El corredor es responsable de la autenticidad de la última 
firma de los documentos qiíe negociare. 

Cesa esta responsabilidad cuando los interesados han tratado 
directamente entre si y el corredor ha intervenido en la nego- 
ciación como simple intermediario. 

Art. 72. 

Es también responsable de la legitimidad de los efectos pú- 
blicos al portador, negociados por su mediación. Pero si los 
documentos no tienen signos externos y visibles por los que 
pueda establecerse su identidad, no es responsable. 

He ahí seis artículos del presente título que son otras tan- 
tas disposiciones que contrarían abiertamente el carácter jurí- 
dico de la correduría, y á las cuales, por consiguiente, deben 
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aplicarse de lleno las observaciones que, á propósito del de- 
fecto que importan y con el propósito de evitar repeticiones, 
desarrollamos en la crítica general hecha al presente título. 

En efecto ¿quién podrá decir que el individuo que queda 
personal (art. 67) y exclusivamenle (art. 69) obligado á pagar 
el precio ó^ entregar los efectos públicos en cuya negocia- 
ción ha intervenido y á responder de la autenticidad de la 
última firma puesta en ellos (71, inc. 1.**) es un mero inter- 
mediario que ha facilitado (á los comerciantes que contratan) 
la conclusión de un negocio ? 

Nosotros no criticamos las disposiciones trascritas, intrínsi- 
camente consideradas ; al contrario, i)ajo ese aspecto, ellas no 
pueden ser mes fundadas y hasta, podríamos decir, sabias ; 
porque siendo los efectos públicos, al portador y transferibles, 
en consecuencia, por la mera tradición manual, era necessario 
hacer responsable de ellos en todo sentido, á cualquiera que 
tiene la posesión de ellos y los negocia, aun cuando su verda- 
dero dueño sea otro. Lo que criticamos es que á la negocia- 
ción de efectos públicos por cuenta de otro no se le dé su ver- 
dadero nombre, comisión para vender ó comprar, sino uno que 
es la negación misma de esa operación, correduría. 

Pero el Legislador no tuvo la energía suficiente para dar 
una solución fi'anca á las dudas que probablemente le suscitó 
él carácter de la negociación de efectos públicos; y no creemos 
estar lejos de la verdad aseverando que esas dudas fueron la 
verdadera causa de la confusión que se nota en todo el títu- 
lo III. Se creyó que esa negociación debía revestir siempre un 
mismo carácter y producir los mismos derechos y obligacio- 
nes entre el cedente y el cesionario y entre éstos y el indivi- 
duo que hubiese intervenido en el contrato; y se juzgó tam- 
bién que, dada la naturaleza de los efectos públicos, convenía 
que no quedaran fuera del alcance y de la vigilancia de la au- 
toridad. En consecuencia, se encomendó su negociación á los 
corredores, que son oficiales públicos, y por mal que se adop- 
tara con su carácter jurídico, se les impuso las obligaciones 
que se contienen en los artículos que criticamos. 

Sin embargo, no es difícil comprender que un individuo 
puede intervenir en la negociación de los efectos públicos. 
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como en todos los de comercio, de c 
tes. Puede suceder que su tarea se 
denle e! cesionario que necesita y vi 
acuerdo de una y olra parte, á dar fe 
concurren, á nuestro juicio, todas laí 
tituyen la carreduria r se trata de u 
la ley « para prestar su mediación aí 
tes y facilitarles la conclusión de su 
si es asi ¿qué cosa más lógica que i 
sujetarlo á las obligaciones de la coi 

Pero puede suceder también que 
parte más importante en la celebracic 
pío, si toma posesión del titulo del 
negociarlo sin que éste tenga parlici 
que constituye la cesión ó entrega. I 
funciones del corredor, del mero inl 
recido paradar lugar á una verdader, 
mos manifestado más atrás. 

Y si la operación reúne todos los i 
mercantil ¿por qué separarla de tod 
hacerla entrar en el marco de otro ci 
de éste, sino con las mismas de aque 

Hemos analizado en otra parte los i 
fusión, y no volveremos sobre ellos, 
inútil insistir en que el hecho de se 
públicos, no es en manera alguna un 
diera autorizar la desmembración ir 

No se divisa, pues, inconveniente i 
da la negociación de efectos público; 
otro á las reglas de la comisión. Co 
ellas encierran las suficientes; que 
Estado que requieran precauciones 
más lógico que dejar á las leyes que 
introducir las modificaciones que seai 
á la forma y efecto de su negociación 
cia de aquéllas. 

En mérito de estas breves observi 
orbitraría y absurda la colocación en 
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311 tener cabida en otra par- 
tulo IV del libro U del Có- 
ara comprar y para vender; 
jemplo. 

translación con las ligeras 
tepción hecha del inciso 2.' 
orrado del Código, sin con- 
er una disposición que es in- 
lundante é innecesaria re:i- 



IV 

'ULEROS 

OS de la Jurisprudencia mo- 
edores como oficiales públi- 
y sujetos a su tutela, con 
3 cargos al Código por haber 
go sistema respecto de los 

is consideraciones generales 
istrar los graves defectos del 
gros que se alegan, y tam- 
jar á las industrias y al co- 
3 á la sombra de la libertad 

f siquiera, en contra de esas 

aber existido su constitución 

3 conservarse al presente en 

pero respecto de los marli- 

itrario, su carácter oficial es 

estro Código; de manera que 

luo (1C101.1.U0 4UC i,uiii.ciic j lua jflales que entraña no tienen 

aún la excusa de haber sido tomados de otras legislaciones 

más antiguas y adelantadas. 

(i) Til. lll. — ító ios corredores. Ténganse esas observaoionef como 
larte iutegraals de Ib crilioa al présenle litulo 
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Si la institución de los martilieros oficiales importara, como 
lo sostienen muchos, la prohibición impuesta, á las particula- 
res de vender por sí mismos y al mejor postor sus especies, ó 
de acudir á otro particular (martiliero profesional) con igual 
objeto, el presente titulo habría pasado los límites de io sim- 
plemente defectuoso para llegar á lo ityusto y arbitrario. No 
se concibe, no diremos una razón, pero ni siquiera un palia- 
tivo del grande agravio que en ese caso se habría heho á la 
libertad de industrias y profesiones, garantida por nuestra 
Constitución ; y más que eso todavía, al derecho de propiedad, 
base de la prosperidad de todas las sociedades. 

I Cómo se explicaría que yo, que tengo derecho á enajenar 
por cualquier título oneroso una mesa que me pertenece, que 
puedo darla, que puedo aún quemai'la, no tuviera el de ven- 
derla por mi mismo ó comisionando para ello á otro cual- 
quiera, nada más que por estar en concurrencia muchos com- 
pradores al mismo tiempo? Felizmente es una cosa ya resuelta 
que el Código no llevó hasta ese extremo los defectos de este 
título. Las consideraciones expuestas, apoyadas en el texto 
de la Constitución, y el principio de que en materias civiles se 
puede bacer todo aquello que la ley no prohibe, han hecho 
arribar á esa conclusión. 

Pero, creyendo que las corredores oficiales no llenan nin- 
guna necesidad del comercio, sino que al contrario, suponen 
la sanción de numerosos inconvenientes y de graves defectos, 
como queda demostrado más atrás, opinamos, no sólo por el 
establecimiento expreso de los martilieros privados, en con- 
currencia con aquéllos, sino por la supresión radical de ellos 
y la conservación de los últimos únicamente, limiEaiido este 
título á una simple reglamentación de esa profesión y de las 
casas de martillo. 

Esa reforma exigiría la supresión de los artículos del pre- 
sente titulo que se refieren exclusivamente á ese carácter 
oficial (81, 82, 83 y 84), pequeñas modificaciones en las res- 
tantes y la agregación de una que otra disposición nueva, 
reclamadas por la misma libertad en que quedaría la profe- 
sión de martiliero. 
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DE LOS CONTRATOS 7 OBLIGACIONES 
MERCANTILES EN GENERAL 



TITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES. 

Art. 96. * 

Las prescripciones del Código Civil relativas á las obligacio- 
nes y contratos en general son aplicables á los negocios mer- 
cantiles, salvas las modificaciones que establece este Código. 

Basta leer el artículo 2 del Código, para convencerse de la 
completa inutilidad del presente. 

Si el artículo 2 declaró aplicables á los negocios mercantiles, 
de una manera general, todas las prescripciones del Código 
Civil que no estuvieren modificadas por el de Comercio, no 
había para qué expresar que igual cosa sucede con las pres- 
cripciones relativas á las obligaciones y contratos en general ; 
tanto más, cuánto que, aun cuando el Código de Comercio 
no contuviese la disposición del artículo 2, ello se deduciría 
de la naturaleza de ley especial que éste Código tiene respec- 
to de aquél. 

Convendría, pues, suprimir el presente artículo, por ser 
edundante é inoficioso. 
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lulación de los plazos de días, meses y años, se 
is reglas que contienen los artículos 48 y 49 del 
á no ser que la ley ó la convención dispongan 



;s que acabamos de dar maniñeslan también la 
i artículo HO. 

a pretenderse que este artículo es útil como acia- 
duda que podría suscilai'se acerca de si los arli- 
,del Código Civil se aplican también á los plazos 
! las convenciones y no sólo á los establecidos 
ecretos. 

I^ico parece que es sostener la afirmativa en esa 
aún cuando la solución que debiera dársele fuese 
creeríamos siempre que el artículo 110 debe suprí- 
e no es del resorte de este Código hacer aclara- 
licaciones á la ley común. Toda disposición del 
que la naturaleza especial del comercio no acon- 
ir, debe ser respetada, buena ó mala. Y por cierto 
ivisa motivo para que la manera de contar los 
nente civiles y ios de obligaciones comerciales 

do debería, por consiguiente, suprimirse, dejando 
a por él prevista sometida á los artículos citados 



Art. 113. 

ictos concernientes á la ejecución de los dontratos 
1 paia extranjero y cumplideros en Chile, son re- 
ley chilena, en conformidad á lo que se prescribe 
inal del articulo 16 del Código Civil, 
ega y pago, la moneda en que éste debe hacerse, 
de toda especie, los recibos y su forma, las res- 
38 que imponen la falta de cumplimiento 6 el cum- 
perfecto ó tardio, y cualquiera otro acto relativo á 
ición del contrato, deberán arreglarse á las di spo- 
ts leyes de la República, á menos que los contra- 
'en acordado otra cosa. 
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El inciso primero de este artículo no hace, como se vé, otra 
CQsa que repetir en parte y referirse en el resto al articulo 16 
del Código Civil ; lo que, según lo expuesto al criticar el artí- 
culo 96, es del todo inoficioso. 

Otro tanto puede decirse del inciso segundo, que explica la 
misma disposición, valiéndose de algunos ejemplos, lo que tam- ^ 

bien era inútil dada la generalidad y exactitud de ella. 

La derogación del presente articulo no haría, en consecuen- 
cia, falta de ningún género. 

Art. 126. 

No hay rescisión por causa de lesión enorme en los contra- 
tos mercantiles. 

El Legislador, problamente, creyó necesario establecer la 
prohibición del presente artículo á fin de que no pudiera ale- 
garse la lesión enorme como causal de rescisión. Si así lo 
pensó, sufrió, sin duda, una equivocación. 

Se sabe que el Código Civil no ha establecido la rescición 
por lesión enorme como acción general aplicable á todos los 
contratos, sino que, por el contrario, la estableció única y ex- 
clusivamente para dos casos especialísimos : la compraventa 
de bienes raíces (art. 1888 y 1891) ó la permuta de los mis- 
mos (1900), y las sentencias de adjudicación en los actos de 
partición (1348). Ahora bién,si los actos de comercio, todos 
y no sólo la compraventa, no pueden recaer sobre bienes in- 
muebles, y si las particiones están también fuera de sus lími- 
tes, era evidente que ni aún el más temerario osaría alegar la 
acción rescisoria por lesión enorme en ninguna obligación 
mercantil. El artículo 1891 del Código Civil, que niega lugar 
á la rescisión por lesión enorme en la venta de bienes mue- 
bles, era suficiente atajo á tal pretensión. 

El artículo 126 es, pues, del todo redundante y convendría 
borrarlo del Código: 

El presente artículo y principalmente el siguiente, en que 

Art. 128. 

La prueba de testigos es admisible en negocios mercantiles, 
cualquiera que sea la cantidad que importe la obligación que 
se trate de probar, salvo los casos en que la ley exija escri- 
tura pública. 
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luego nos ocuparemos, contiene uno de los más graves y tras- 
cendentales defectos sancionados por el Código de Comercio. 

El carácter general de esas dispocisiones y la gravedad de 
los males que envuelven, deberían llevarnos á dar una gran 
latitud á esta crítica, si no creyéramos que con ello saldríamos 
del campo que nos pertenece. 

Sería necesario cambiar radical y profundamente la propia 
naturaleza humana, y suponerla limpia de sus miserias y fla- 
quezas, para llegar á explicarse los preceptos de los artículos 
128 y 129. Por más optimista que haya sido el espíritu con 
que el Legislador miró la moralidad é integridad de los hom- 
bres, jamás pudo llegar á depositar en la prueba de testigos 
una tan ilimitada confianza. 

Mientras todas las legislaciones, incluso la nuestra, se daban 
la mano para restringir los límites de esa prueba, el Código de 
Comercio le quitaba todas sus vallas y le abría todos los ho- 
rizontes. 

Es en vano que nos afanemos en descubrir motivos fundados 
de semejante conducta. ¿Cómo pudo pasar desapercibido para 
el Legislador ese cúmulo enorme de peligros que ofrece sin- 
tasa ni Hmitación la prueba testimonial, esa trampa de la verdad 
y de la buena fe? ¿Quién no sabe que con testigos ^e puede 
probar siempre y á ínfimo precio lo que se quiera? ¿Quién 
ignora que en Chile, como en todas partes, existen gremios de 
viles traficantes que hacen del perjurio su ocupación habitual? 

Decir que el número y rapidez de las operaciones mercan- 
tiles impedía que se les hiciera constar por escrito y que era 
indispensable allanar al comercio esas trabas, es desentenderse 
por completo de todo raciocinio. 

Como lo observa Fardessús (1), el que las declaraciones de 
testigos recaigan sobre obligaciones comerciales y no mera- 
mente civiles no atenúa en nada los peligros de falsedad que 
envuelve la prueba testimonial. Y aquí debemos ceder la pa- 
labra á un distinguido autor nacional (2) que concienzudamente 
desarrolla la observación anterior en las siguientes líneas : 

(1) Caurs de Droit CommerciaL 

(2) El señor Ugarte ZenteDo. Los actot de comercio en íh relación con 
la Competencia de Jurisdiceián. 
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c Podrá objetarse que la variedad y rapidez de las tran- 
sacciones comerciales, veriñcadas á veces en un día, en una 
hora, en un momento, impiden escribirlas. Si se obligara á 
reducirlas todas á escrito, sin distinción de cuantías, es verdad 
que sería muy poderoso el argumento ; pero desde que se les 
dejara un espacio considerable, dentro del cual cupieran todas 
las de poca importancia, la dificultad se desvanecería comple- 
tamente. 

» La ley civil ha fijado como límite para las obligaciones 
verbales la cantidad de doscientos pesos, y pregunto yo ¿qué 
comerciante al menudeo vende en una sola vez y á una misma 
persona esa cantidad? Si llega á venderla ¿qué dificultad le 
impediría en este caso, algo raro, hacer firmar á su deudor un 
pagaré, que por lo común se tiene prepai'ado de antemano con 
la suma, el nombre del deudor y parte de la fecha en blanco? 

» Doscientos pesos en el comercio por menor es una canti- 
dad de mucha consideración, que difícilmente se venderá al 
fíado en un solo momento y á una misma persona ; y me he 
referido al comercio por menor, porque en los almacenes (por 
mayor, debió agregar) se acostumbra hacer firmar pagarées 
por cantidades aun más pequeñas. 

» Y sería igualmente preciso que la venta se hiciera en una 
sola vez, porque una serie de diversas transacciones, aunque 
en 6u totalidad asciendan á miles de pesos, admiten la prueba 
testimonial en el derecho civil, pudiendo todas ellas justificarse 
por este medio con tal que separadamente no excedan de dos- 
cientos pesos." 

» Es también de notar que el Código Civil (art. 1711) ha 
establecido dos excepciones á la regla que rechaza la prueba 
testimonial sobre obHgaciones mayores de doscientos pesos : 
la primera es cuando hay un principio de prueba por escrito, 
y la segunda cuando ha sido imposible escriturar el acto ú 
obligación. 

" » La admisión de la prueba testimonial en las causas de 
comercio, en los términos en que ha sido ordenada, que, sea 
dicho de paso, es un privilegio infructuoso por ser rarísimo 
el caso en que una transacción mercantil se verifica ante tes- 
tigos hábiles, puede, en general, mirarse como una excepción 

5 
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laceplable, que sin ventaja alguna ha venido á 
rmonía dos recientes cuerpos de leyes. » 

todavía al razonamiento precedente la conve- 
cesidad, podemos decir aún, de igualar en la ley 

mercantil el trámite de prueba, para hacer des- 
ás grave de los inconvenientes que ofrece la 

carácter de los actos, que no pudo menos que 
3 Código, según lo hemos manifestado en los co- 
ste trabajo, y se concluirá que, si mala era la 
1 articulo 228 del Proyecto, que conferia al Juez 
admitir ó de rechazar la prueba testimonial, se- 
istancias, la disposición actual, que ¡o obligó á 
vo que la ley exija escritura pública, carece de 
ecuado. 

sólo. El articulo 128 declarando admisible la 
itigos, cualquiera que sea la cantidad que im- 
íción que se trata de probar, menos en los casos 
exija escritura pública, anuló, lalvez sin quererlo, 
i prescripciones en que el mismo Código exigid 
z de ciertos actos que ellos consten por escnto. Si 
rOstigos suple á la escritura privada, es evidente 
ado lo mismo no obligar á extender esta última. 
ISO, pues, el articulo 128 debió decir :... salvo 
[ue la ley exija escritura pública ó privada. 
sideraciones que preceden, opinamos por la su- 
resente articulo, dejando la admisibilidad de la 
tigos sometida á las reglas generales del Código 

Art. 129. 

3 de«omerc¡o podrán, atendidas las circunstan- 
sa, admitir prueba testimonial aun cuando altera 
¡ontenido de las escrituras públicas. 

)los con que hemos puesto de relieve los de- 

ículo anterior habrían de ser recargados para 

presente. 

sluerzos, puede llegarse á concebir que el Legis- 

ido por una falsa concepción de loa negocios 
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mercantiles, haya declarado admisible la prueba testimonial, 
sin hacer hincapié en sus peligros, á falta de otra más per- 
fecta y menos dañosa; pero esa explicación es imposible 
respecto de la facultad que en el artículo 129 concede á los 
jueces para admitir la misma prueba aun cuando altere ó adi- 
cione el contenido de las escrituras públicas. 

Aquí no se puede decir ya que la rapidez de las opera- 
ciones mercantiles reclamaba semejante disposición; porque 
si en ese sentido la prueba de testigos tiene alguna influen- 
cia, indudablemente será en el de hacer más difícil y engo- 
rrosa la solución de los litigios. 

Ninguna legislación medianamente avanzada contiene un 
precepto como el que criticamos. Ni podía ser de otra manera, 
porque ¿cómo hacer doblegarse y ceder la más solemne, per 
íecta y segura de las pruebas que hasta hoy han conseguido 
idear legisladores y jurisconsultos, la de las escrituras públi- 
cas, ante la más deleznable y peligrosa de todas ellas, la de 
testigos? 

Y no vale observar "que habiendo dejado al juez la facultad 
de admitir ó rechazar la prueba testimonial en contra de las 
escrituras públicas, según su prudencia y discreción, éste no 
dará lugar á ella sino en muy contados y calificados casos; 
porque los jueces, como hombres que son, están sujetos á 
errores, que la apreciación de cada caso, en su diversidad de 
caracteres y circunstancias, hará fáciles, y espuestos á ceder 
á exigencias agenas al interés de la justicia. La confianza que 
la ley debe depositar en sus ministros, no puede jamás llegar 
hasta entregar en sus manos la suerte y la fortuna de los in- 
dividuos. 

Creemos, pues, que la supresión de este artículo es una 
reforma reclamada imperiosamente por la conveniencia y la 
equidad. 
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TITULO II 

DB LA COUPRAVEN 

Art. 141. 

En el caso de compra de mercaderías ) 
ofrezca, el comprador, en el acto de ser 
dedor, podrá ó llevarla á efecto ó desistii 
dias sin que el vendedor requiera al ci 
quedará sin efecto. 

Pero 91 el vendedor hubiere entregad 
comprador deberá pagar el precio que a 
de la entrega. 

La doctrina contenida en el presente s 
tuosa, á más de no responder á ningii 
mercio. 

En efecto, en él se llama compraventa 
é que no puede darse tal denominación, 
siquiera un contrato ; porque, según loa 
de jurisprudencia, sabemos que no puec 
si no ha recaído el consentimiento de I 
el precio, ni puede existir contrato algu 
nos esté obligado uno de los supuesto 
caso que contemplamos, el consentimier 
recaído en el precio, porque según el 
arbitrio de cualquiera de las partes acep 
se supone será determinado más tarde : 
dedor es dueño de requerir ó nó al qi 
. comprador, para que dé el precio que c 
último de ellos es dueño de aceptar ó 
Es decir, estén en la misma situación qi 
discuten las bases de un contrato á qu) 

No hay, pues, en el caso del artículo : 
ningún otro contrato, ya que para qut 
algún vínculo legal entre los individuos 
nester que más tarde se veríñque el req 
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sino proposición) del vendedor y la aceptación del comprador. 
El contrato nacería sólo en este último instante. 

Pero podría objetársenos que el Código Civil autoriza com- 
praventas del mismo género en los artículos 1809 y 1886, Al 
primero de éstos no puede hacerse semejante cargo, porque 
en él se estatuye únicamente que el precio podrá ser determi* 
nado por un tercero, de manera que, convenidos los contra- 
tantes en ese arbitrio para fijar el precio , ambos quedarán 
desde luego obligados á respetar lo que el tercero diga, pro- 
duciéndose desde ese momento, por consiguiente, la perfec- 
ción del contrato. Otro tanto pasa con el caso del artículo 1886, 
porque él supone que los contratantes han convenido en la 
cosa y en un precio determinado, esto es, en las dos condi- 
ciones esenciales de toda compraventa ; lo que üo impide que 
se estipule la condición resolutoria del contrato, en caso de 
presentarse otra persona que ofrezca mejor precio y el com- 
prador no se allane á mejorarlo en los mismos términos. El 
vendedor queda obligado desde el principio á la venta, por el 
precio estipulado ó por el que otro ofrezca más tarde, y el 
comprador por el primero de ellos. 

Por concurrir las mismas circunstancias que en el caso del 
artículo 141 del Código de Comercio, es que el Código Civil 
no dio valor alguno á la compraventa en que se deja la deter- 
minación del precio al arbitrio de uno de los contratantes 
(1809, inciso 2.«). 

La extipulación autorizada en el artículo 141 no merecía 
tampoco ser conservada como un contrato innominado. Ella 
sólo se concibe en un caso : un individuo que desea adquirir 
una cosa perteneciente á un amigo suyo y que no tiene volun- 
tad para admitírsela regalada, ni por menor precio que el justo, 
precisado por las circunstancias, le dirá : te daré por la cosa 
lo que otro te ofrezca. Lo que se ha calificado de compraven- 
ta, no es, pues, otra cosa que un medio de fijar precio entre 
amigos íntimos y en casos en que ha desaparecido por com- 
pleto el ánimo de lucro ó especulación, y por consiguiente, el 
carácter mercantil del acto. 

No hacemos, de consiguiente, al artículo 141 el cargo de 
autorizar una estipulación ilícita, sino el de llamar compra- 
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ue no es ni ese ni otro contrato, y el de eslable- 
;aso un precepto enteramente inútil ; porque, sin 

hubiese dicho una palabra, la estipulación cele- 
fin indicado habría producido idéntico efecto, que 
le la facultad de ofrecer en venta la cosa de que 
señalándole precio. 

irvaciones nos mueven á proponer la derroga- 
lente artículo. 

Art. 142. 

, deterioro ó mejora de la cosa, después de perfec- 
ntrato, son de cuenta del comprador, salvo el caso 
ón en contrario, ó de que la pérdida ó deterioro 
lo por fraude ó culpa del vendedor ó por vicio in- 
>sa vendida. 

lio no hace más que repetir lo que ya estaba or- 

1 misma manera por la ley comúa. 

dida, deterioro ó mejora de la cosa vendida son 
el comprador, lo preceptúa terminantemente el 
I del Código Civil, que creyó justo establecer en 
ando aún no se ha entregado la cosa, una excep- 
la de que t las cosas perecen para su dueño ». 
Qo se aplica en el caso de estipulación en con- 
'idente á virtud de la iacultad que tiene toda per- 
aara celebrar cualquiera estipulación que no esté 
ir la ley, y del articulo 1545, que declara que 
Lto legalmente celebrado es una ley para los con- 

én se exceptúa de la regla general el caso de pér- 
ioro ocurrido por fraude ó culpa del vendedor, 
i tampoco decirse, porque así lo preceptúan va- 
:Íones generales del Código Civil (1547, 1548, 
!814, etc.). 

decimos de la excepción motivada por vicio in- 
osa vendida (art. 1861 y 1862). 

cual se desprende que el Código de Comercio no 
signar entre sus disposiciones la del artículo 142, 
s del Código Civil deben observarse en lo que no 
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estén modificadas por el presente, á virtud del artículo 2.* y 
de la naturaleza de ley especial ó de excepción que éste tiene 
respecto de aquél. 
Debe, pues, suprimirse el artículo 142. 

Art. 143. 

Aunque la pérdida ó deterioro sobrevinientes á la perfección 
del contrato provengan de caso fortuito, serán de cargo del 
vendedor : 

l.<* Cuando el objeto vendido no sea un cuerpo cierto y deter- 
minado, con marcas, números ó cualesquiera otras señales que 
establezcan su identidad y lo diferencien de otro de la misma 
especie ; 

2.** Si teniendo el comprador, por la convención, el uso ó la 
ley, la facultad de examinar y probar la cosa, pereciere ésta ó 
se deteriorare antes que el comprador manifieste quedar con- 
tento con ella ; 

3.° Cuando las mercaderías, debiendo ser entregadas por 
peso, número ó medida, perecieren ó se deterioraren antes de 
pesarse, contarse ó medirse, á no ser que fueren compradas á 
la vista y por un precio alzado, ó que el comprador hubiere in- 
currido en mora de concurrir al peso, numeración ó medida. 

Esta regla se aplicará también á la venta alternativa de dos 
ó más cosas fungibles que deban ser entregadas por número, 
peso ó medida ; 

4.® Siempre que la venta se hubiere verificado á condición 
de no entregarse la cosa hasta vencido un plazo determinado, 
ó hasta que se encuentre en estado de ser entregada con arre- 
glo á las estipulaciones del contrato ; 

5.<> Si estando dispuesto el comprador á recibir la cosa, el 
vendedor incurriere en mora de entregarla, á no ser que hu- 
biera debido perecer igualmente en poder del comprador si 
éste la hubiera recibido ; 

6.° Si en las obligaciones alternativas pereciere fortuitamente 
una de las cosas vendidas. 

Pereciendo las dos, y una de ellas por hecho del vendedor, 
éste deberá el precio corriente de la última que pereció, siem- 
pre que le corresponda la elección. 

Si la elección no perteneciere al vendedor, y una de las cosas 
hubiere perecido por caso fortuito, el comprador deberá con- 
tentarse con la que exista; más si hubiere perecido por culpa 
del vendedor, podrá exigir la entrega de la existente ó el pre- 
cio de la pérdida. 

El número l.<* de este artículo no consigna nada de nuevo ni 
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de especial al comercio. Al contrari 
el derecho común, que ha sancionad 
cipio -de quo < el género no perece 
1821, etc.) 

El número 2." no se ha apartado i 
denado por elCódigro Civil en su arl 

El número S.", en su mayor part 
que el Código nombrado contiene e 
y 1510, todas los cuales no hacen i¡ 
que pudiera oírecer la delerminació 
cuándo hay género ; esto es, la aplic 
cho que hemos trascrito en parte. 

Puede ser que el número 3."eonte 
con lo prescrito en el Código Civil, 
mos otra que merezca ser notada qi 
una parte indeterminada de las eos 
peso, cuenta ó medida : según el ( 
pérdida, deterioro ó mejora pertene 
cesarlo que se haya ajustado el pi 
medido dicha parte; mientras que s 
cío basta que hayan sido comprado; 
alzado. En menos palabras, este ú 
regla que el primero da para la 
vendei'se á peso, cuenta, Ó medida, 
que no pueden confundirse con otra 
como todo el trigo contenido en ci( 
una parte de la misma cosa y aunqi 
el resto, con tal que haya sido cor 
precio alzado. 

El número 4." repite sin modiñc 
excepción del articulo 1820 del Cóc 
otros que equiparan ciertas obligaci 
dición suspensiva. 

Otro tanto decimos del número 5 

El inciso 1." del número 6," no r 
pérdida fuera fortuita, porque ya la 
cial del artículo. El hecho de conté 
fortuita, por otra parte, parecería d 
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da no es de cargo del vendedor, y ello 
ás no debió hablar de oblígapíones alter- 
la sólo de compraventa de cosas altérna- 
le todo esto, el inciso i.° del número 6.' 
cción inútil del arliculo 1503 del Código 

i 2." del mismo número, sólo difiere de lo 
I 2." del artículo 150í de ese Código en 
ara el precio do la cosa que pereció úl- 
3 él elija. El inciso 3.° establece en el 
los artículos 1503 y 1501, inciso 2.' del 
s más oscuro é incurre en el defecto de 
inteligencia de no poder sor más de dos 
Itemativamentc, delecto que existe tam- 

ndiendo de los otros defectos que hemos 
Btablecer que todos los números del pre- 
ten sin variación alguna las prcscripcio- 
ó las modifican hgeramente, casi simpre 
3ue el artículo 143 no ha debido hacer lo 
Irado en la crítica que hemos hecho al ar- 
itros. Se sabe, en efecto, que las dispo- 
Civil rigen en materias mercantiles aun 
reduzca en este Código, á menos que las 
te ó establezca otras contrarias á ellas. 
■poco debió hacer al Código Civil las mo- 
.os anotado, no sólo porque, analizadas 
infundadas y no obedecen á ninguna ne- 
, sino porque ellas importan la alleración 
entales en que jamás será dado entrar á 
1 del comercio. De esa clase son las re- 
ivil da para determinar la capacidad de 
ros requisitos esenciales á la validez de 
itimiento, causa y objeto lícito ; del mis- 
;n la determinación de é quién pertenece 
ó mejora de las cosas á que se refieren 
icadas. 
isos principios, debieron ser respetados 
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Gódigo de Comepcio, porque sn papel no es el de en- 

los defectos del Derecho común, sino el de modificarlo 
ito asi lo exijan las necesidades especiales de la mate- 
jue se ocupa. El Gódigo de Comercio, como toda ley 
pción, legislando sobre las materias generales que for- 
i bases del Derecho, entra en un campo extraño, que 
•a dado locar, y en el que seguramente producirá des- 
)5 y contradicciones. 

,ra cosa ha sucedido con las modificaciones que el ar- 
43 introdujo en el Código Civil. La determinación de 
)na á quien incumbe la pérdida, deterioro ó mejora de 
is era en él una consecuencia de principios y axiomas 
cho respetados por todas las legislaciones y por todos 
jconsultos ; de manera que cualquiera alteración hecha 
i debía importar la ruptura de la armonía y concierto 
ios axiomas y las soluciones que sólo fueron sus inme- 
ífectos. 

Qgamos que el sistema de sucesión establecido por el 
Civil fuese reputado unánimemnnte como pernicioso y 
lómico iqué se diría de una diposición del Código de 
io que, teniendo presente eso, dijera: «los coniercian- 
rán disponer libremente de todos sus bienes é favor de 
?ra persona»? 

do las mismas razones que sirven de base á una dis- 
1 de la ley general concurren en la ley especial, no es 

pues, establecer escepciones á ella, 
¡nsecuencia, si lógicamente no pudo el Código de Co- 
modificar el Código Civil, en la materia de que trata el 

143, y si tampoco necesitó reproducir sus preceptos, 
culo en cada una de sus partes ó es infundado y per- 

ó es innecesario y redundante ; motivos que son sufi- 
para aconsejar su derogación. 

Art. 144. 

jcionado el contrato, el vendedor debe entregar las 
índidaa en el plazo y lugar convenidos, 
lando señalado el plazo, el vendedor deberá tener laa 
jrias vendidas á disposición del comprador dentro de 
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las_ veinticuatro horas siguientes á la celebración del contrai 
Á falta de designación de lugar para la entrega, se hará 
el lugar donde existían las mercaderías al tiempo de perÍE 
clonarse la compraventa. 

El iuciso 1.° del presente articulo reproduce exactamei 
una parle del inciso 1." del articulo Í826 del Código Ci\ 
que dice ; « El vendedor es obligado á ciilrcgar la cosa vem 
da inmediatamente después del contrato ó é la época prefija 
en él. »Por las razones que hornos dado tantas veces debe f 
primirse este inciso. 

El inciso 2." modifica ligeramente la disposición del inci 
transcrito del articulo citado, en cuanto fija para la entre 
del precio un plazo de veinticuatro horas, contado desde 
celebración del contrato, mientras que allí se fija, con idé 
tico objeto, el momento de la perfección del mismo. No va 
la pena tal modificación, ni se divisa qué necesidad ó conv 
niencia pudo creerse llenar con el establecimiento de tan i 
significante diferencia. 

Opinamos, pues, del mismo modo, por la supresión dol i 
ciso 2." Pero si se quisiera conservarlo, no habría para é 
ningún inconveniente ; formaría, entonces, por sí solo el arl 
culo 144, pues el inciso 3." debe también suprimirse en razi 
de establecer lo mismo que el 1." del articulo 1588 del Códi| 
Civil, á saber: «Si no se ha estipulado lugar para el pago 
se trata de un cuerpo cierto, se hará el pago en el lug 
en que dicho cuerpo existía al tiempo de constituirse la ob 
gación. B 

Art, 145. 

Si las mercaderías vendidas no hubieren sido individualii 
das, el vendedor cumplirá su obligación entregándolas sanaf 
de regular calidad. 

Es igual, en el fondo, al artículo 1509 del Código Civil, qi 
dice: «En la obligación de género, el acreedor no puede p 
dir determinadamente ningún Individuo, y el deudor quei 
libre de ella, entregando cualquier individuo del género, c 
tal que sea de una calidad á lo menos mediana. ■ 

Su derogación no haría, pues, falta alguna. 
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Art. 147, 

m el tiempo medio entre la fecha del contrato y el mo- 
I de la entrega hubieren decaldo las facultades del com- 
r, el vendedor no estará obligado á entregar la cosa ven- 
aun cuando haya dado plazo para el pago del precio, si 
rindiere lianza qu« le dé una seguridad satisfactoria. 

nciso i." del artículo 1826 del Código Civil, reñriéodo- 
. entrega de la cosa vendida, dice : t Pero si después del 
ito hubiese menguado considerablemente la fortuna del 
■ador, de modo que el vendedor se halle en peligro ia- 
ite de perder el precio, no se podrá exigir ia entreg^a 
le se haya estipulado plazo para el pago del precio, sino 
ido, ó asegurando el pago.» 

valíala pena tomarse el trabajo de establecer en el Co- 
lé Comercio una nueva disposición, con el único objeto 
gir menor inminencia en el peligro de insolvencia que 
za al vendedor para resistirse á entregar la cosa ven- 
ía preTerible suprimir el presente artículo. 
Art. 150. 

ntras que el comprador no retire y traslade las mercade- 
íl vendedor es responsable de au custodia y conservación 
el dolo y culpa lata. 

este articulo se modifican ligeramente las reglas del 
o Civil contenidas en los artículos 1547, 1548, 1549 y 1527. 
iin esas disposiciones y otras más, el vendedor tiene ía 
ción de conservar y custodiar la cosa vendida hasta su 
ra so pena de responder aún de la culpa leve, á menos 

comprador se constituya en mora de recibir, pues en- 
i el vendedor, además de desprenderse del cuidado or- 
de la cosa, respondiendo sólo del dolo y de la culpa 
iene derecho k exigir el alquiler del local en que tenga 
i especies {artículo 1827). 

liparar la condición del comprador que no se constituye 
ra de recibir con la del que incurre en ella, tan acerta- 
ite deslindadas por el Código Civil, es lo único que ha 
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hecho el artículo 150 ; tarea harto ingrata é injusta, por cier- 
to, como lo será siempre la de igualar la condición del ino- 
cente con la del culpable. 

La garantía que se ha creído encontrar, de esa manera, en 
favor del comercio, impidiendo que los compradores, por sim- 
ple desidia, mantengan ocupados los almacenes ú otros es- 
tablecimientos semejantes con las mercaderías compradas, está 
lejos, por otra parte, de ser más eficaz que el camino adop- 
tado por el Código Civil, como podrá comprobarse examinan- 
do las disposiciones de ambos Códigos. 

Esta circunstancia y la ínfima importancia de la modifica- 
ción introducida por el artículo 150, nos hacen pensar que se- 
ría mejor suprimirlo. 

Art. 153. 

Rehusando el comprador, sin justa causa, la recepción de las 
mercaderías compradas, el vendedor podrá solicitar la resci- 
sión de la venta con indemnización de perjuicios, ó el pago del 
precio con los intereses legales, poniendo las mercaderías á 
disposición del juzgado de comercio para que ordene su depó- 
sito y venta en martillo por cuenta del comprador. 

El vendedor podrá igualmente solicitar el depósito siempre 
que el comprador retardare la recepción de las mercaderías ; y 
en este caso serán de cargo del último los gastos de traslación 
de las mercaderías al depósito y de su conservación en él. 

Una vez por todas criticaremos la impropiedad en que éste 
y otros artículos del Código incurren, llamando rescisión á la 
resolución. 

El significado jurídico de esas palabras es, como todos lo 
saben, bien distinto. La primera se refiere á la anulación de 
un contrato á virtud de un vicio concomitante á la época de su 
celebración, mientras que la resolución es producida por una 
causa posterior ó superviniente ala misma época. 

Un ejemplo de la primera sería la incapacidad relativa por 
menor edad de uno de los contratantes, y de la segunda, el 
no cumplimiento por una de las partes de lo extipulado en el 
contrato, que es el caso del artículo 153. 

Como lo observa el Sr. Fábres, (1) la rescisión es siempre 

(1) Examen critico-juridico de la nulidad y de la rescisión 
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causada por un vicio ó defecto, siei 
la ley, y hasta tal punto que no pU' 
mo acto ó contrato, al derecho cor 
que da origen el vicio ó defecto. La 
siempre es causada por un vició ó 
ta sanción, y puede ser materia i 
válidas. 

El mismo distinguido juriscons 
pronunciada judicialmente da acc 
terceros poseedores (artículos 168' 
algunas excepciones (1432, 94, 18 
ción tenemos las reglas de los art 

Ambas tienen de común la cali 
trato ; pero los derechos y obligaeii 
y prestaciones de todo género nacei 
contratantes, varían considerablen 
sirve de fundamento á la disoluciói 
la ley los haya señalado especialme 

Teniendo, pues, las voces citadaí 
determinado y deslindado por la lej 
miscua de ellas es un defecto no de 
el Código de Comercio, obscurecier 
terminología técnica de nuestro dei 

Pero el más grave inconveniente 
dablemente la duda que se crea al , 
que deberá atribuir á lo que el Cód 
cisión y que en el hecho es resollido 
visto, están lejos de ser los mismos. 
inocente y los cargos que le hacemí 

Por estas razones, en éste, como 
Código que después anotaremos, c 
su propio nombre, diciendo rescisió', 
cien donde concurran también las c 
tituyen. 

Como lo hemos dicho, en el artíc 
Ilición, pues la negativa del compra 
rías, que es causa de la terminación 
que tiene lugar después de perfeeci' 
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n del comprador, y dándose éste 
á. pagar el precio en el lugar y 

igar señalados para el pago del 
hacerlo en el lugar y tiempo de 
jue ésta se efectúe sino pagando 



ncisos, repite casi lexlualmente 
el artículo 1872 del Código, que 
pse en el lugar y tiempo eslipu- 
de la entrega, no habiendo esti- 

I primer inciso «y dándose é§te 
:a novedad contenida en el pre- 
útil, porque si el comprador no 
1 entregada, e» evidente que ten- 
I á pagar el precio, entre tanto 
que el comprador ó el vendedor 
i la ley. 
i artículo. 

r. 157. 

*e en conjunto una determinada 
ístá obligado á recibir una pop- 
! que ae lo entregará posterior* 

'tare las entregas parciales, la 
a en cuanto á las porciones reci- 
ño le entregue las restantes. 
odrá compeler al vendedor á que 
ito ó á que le indemnice los per- 
niento imperfecto. 

er servido de base para conferir 
e se expresan en el artículo 152, 
edor en la imposibilidad de en- 
I culpa, no pueden ser sino los 
ira conferir los derechos expre- 
ente artículo, en el caso de que 
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esa imposibilidad se refiera ún 
mercaderías y no al todo, como 

La situación jurídica del coinf 
á las mercaderías vendidas y no 
una parte solamente ¡ de manera 
el primer caso se le concede el t 
do por peritos,' de las mercaderi 
ga en el segundo. 

Por estas breves consideracio 
ierible dar al inciso 3." del pt 
guíente ; 

£n este caso el comprador podt 
recibidas, [hacer vso de ¡os den 
lo 152. 

Cuando las mercaderías fueret 
cubierta que impidan su recono 
ciere una formal y expresa reseí 
las, podrá reclamar en los tres 
trcga las faltas de cantidad ó de 
en el primer caso que los cabo: 
intactos, y en el segundo que ías 
■ especie que no han podido ocurrí 
tuíto, y que no habrían podido . 
que aparecieran vestigios del fra 

El presente articulo incurrió 
dría salvar. En electo, en el casi 
al vendedor por las faltas de car 
didas, se establece que deberá a< 
piezas contenidas en los fardos ( 
encuentran intactos. Sin embarg 
todas las mercaderías enfardada 
de piezas suceptibles de tener c 
tocados; por manera, que era 
caso de las mercaderías de otra 

Para completar el artículo, ba 
frase, ....oacreditaado que los ce 
te: ó contenido de los bultos. 
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mos al crilicar la ¡nclusióo de 
6." del articulo 3, sosteDemos 
rrafe del presente lítulo y, de 
el artículo 166. 

IC7. 
3Z del arrendamiento de serri- 

munátegui, este es uq artículo 
anda, prohibe ni permite. Sabe- 
be participar de alguno de esos 
'a es inútil, por carecer de toda 
dará tanto que exista como que 

la disposición del artículo 167 ' 
s casos silenciados por el Códi- 
[•án aplicarse al transporte mer- 
del arrendamiento de servicios 
sucede en el transporte mera- 

ilcance, creemos, sin embargo, 
} establecerse, porque esa an- 
orte mercantil se desprende con ■ 
3el título V, y en particular de 
' otros). 

o de ti'flnsporte perfectamente 
í es fácil imaginar, siquiera, ca- 
laramente comprendidos en las 
ira cuya resolución fuera neoe- 
;enerales del depósito. 
la niguna necesidad del precep- 
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I y abstracto que consigna el presente articulo y la 
icia que habria en suprimirlo. 

Art. 1C9. 

lorCe es rescindible, á voluntad del cargador, antes ó 
e comenzado el viaje. 

-imer caso el cargador pagai-á al porteador la mitad, 
guilde la totalidad del porte estipulado. 

ones abso lulamente análogas á las que expusimos al 
articulo 153, convendría decir on el presente: «El 
t es revocable-....., a en lugar de rescmdibie. 

Art. 170. 
iién rescindiblo de parte de ambos contratantes por 
^niencia de un suceso que impida emprender el viaje, 
lida de los efectos, declaración de guerra, prohibi- 
imerciar, interceptación de caminos por tropas ene- 
tros acontecimientos análogos. 

quiera do, estos casos la rescisión se verifica sin in- 
ón, y cada una de las partes sufre las pérdidas de sus 
' los perjuicios que le cause la rescisión. 

al motivo, convendría decir en este articulo vesoÍH- 
lución, en lugar de rescindible y rescisión. 

Art. 171. 

losiciones del presente titulo son obligatorias á toda 
orteadorcs, cualquiera que sea la denominación que 
ito se les aplique, inclusas las personas que se obli- 
inalmente á conducir pasajeros ó mercaderías, 

mero 6." del artículo 3 llamó acto de comercio sólo 
presas de Irimporte por tierra, ríos ó canales nave- 
10 es posible sostener que en el presente artículo se 
ido dar carácter mercantil á ios actos de las personas 
gan ocasionalmenle á conducir personas o mercade- 
ue lo ocasional y aislado es inconciliable aun con el 
3 más lato de la palabra einprem, que por lo menos 
ner el ejercicio de una industria, aun cuando sea de 
dividuo. Decii", pqr ejemplo, que el cultivador que, 
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después de haber conducido sus granos ó frutos á la ciudad, 
regresa trayendo de allá mercaderías por cuenta de otro, me 
diante una retribución, (1) ejecuta un acto (Comprendido en el 
número de los que pertenecen á las empresas de transporte^ 
es no sólo violentar sino contrariar abiertamente el significado 
evidfnte de esta última frase, empleada por el citado número 
del artículo 3. 

Esto en cuanto á la parte positiva de la cuestión, que en 
cuanto á su aspecto teórico ofrece menos dudas, por estar re- 
suelto, según la opinión de jurisconsultos nacionales (sonoros 
Araunátegui y Ugarte Zenteno), y extranjeros (Pardessus, Nou- 
gier y muchos otros), que el transporte ocasional y aislado es 
un simple arrandamiento de servicios, á que no son aplicables 
las cualidades esenciales de los actos de comercio, no obstan- 
te existir el propósito de obtener un beneficio pecunario; de 
la misma manera que no ejecuta acto de comercio el agri- 
cultor que vende sus productos. 

No creemos que el propósito del presente artículo haya sido 
el de atribuir carácter mercantil al transporte ocasional ; opi- 
nión en que marchamos de acuerdo con el serlor Ugarte Zen- 
teno, que dice: «Está muy lejos del texto y de, la mente de 
este artículo (el 171), el incluir en la nomenclatura de los ac- 
tos de comercio el transporte que haga accidentalmente el 
agricultor á que aluden Nougier y Pardessus. Lo que única- 
mente dice este artículo es que el individuo que transporte 
ocasionalmente personas ó mercaderías queda sometido á las 
disposiciones del título V, de que hace parte el artículo copia- 
do. De manera que las reglas' á que el contrato de transporte 
debe en este caso ajustarse, son las mismas que debe obser- 
var un empresario de transportes. Más, por lo que respecta á 
la calidad del acto y á la jurisdición llamada á decidir la 
contienda que él suscite, hay entre uno y otro caso la substan-. 
cial diferencia de ser civil el primero y mercantil el segundo. » 

Pero la verdad de esta opinión y las razones que antes di- 
mos, hacen digno de crítica el presente artículo. El Código 
de Comercio no puede, sin contrariar su objeto y el propósito 

(i) Pardessus, Cours de Droit Commercial. 
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á que debe su existencia, extender sus disposiciones, pocas 
ó muchns, á los actos que reconoce como civiles. 

Si su materia la constituyen única y exclusivamente los ac- 
tos del comercio, mal puede establecer reglas que se refieran 
á actos de distinta naturaleza. Lo contrario es entrar á legis- 
lar en materias puramente civiles y modificar en cuanto á 
ellas el Código que las rige, lo que es del todo inadmisible, 
por más sabia y conveniente que sea la modificación. Ella, en 
todo caso, seria del resorte de una ley complementaria del 
Código Civil, pero nó de la que sólo puede contener las mo- 
dificaciones que la ley común reclama para ser adoptada á las 
exigencias especiales del comercio. 

Si el presente artículo no puede establecer que el transpor- 
te ocasional es acto de comercio, porque á ello se opone la 
verdad de las cosas y una disposición anterior, ni considerán- 
dolo civil, someterlo á sus reglas, es evidente que debe su- 
primirse la frase « inclusas las personas que se obliguen 

ocasionalmente á conducir pasajeros ó mercaderías» (1). 

Art. 182. 

No verificándose la entrega de los efectos en el tiempo y pa- 
raje convenidos, podrá el porteador solicitar la rescisión del 
contrato y el pago de la mitad del porte estipulado ; pero si 
prefiriese llevar á cabo la conducción, el cargador deberá pa- 
garle el aumento de costos que le ocasionare el retardo de la 
entrega. 

Debe también decirse la resolución y no la rescisión. 

Art. 184. 

Las mercaderías se trasportan á riesgo y ventura del carga- 
dor, del consignatario ó de la persona que invistiere el carác- 
ter de propietario de ellas ; y por consiguiente serán de su 
cuenta las pérdidas y averías que sufran durante la conducción 
por caso fortuito ó vicio propio de las mismas mercaderías, 
salvo en estos casos : 

l.*> Si un hecho ó culpa del porteador hubiere contribuido al 
advenimiento del caso fortuito ; 

2.® Si él porteador no hubiere empleado toda la diligencia y 



(1) Véase parle final de la crítica al artículo 324. 
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pericia necesarias para cortar ó atenuar los efectos del acci- 
dente que hubiere causado la pérdida ó averia; 

3.® Si en la carga, conducción y conservación de las merca- 
derías no hubiere puesto lu diligencia y cuidado que acostum- 
bran los porteadores inteligentes y precavidos. 

En este articulo no se ha hecho otra cosa que aplicar á un 
caso especial las reglas generales del Código Civil relativas á 
las obligaciones que producen los contratos y particularmente 
el de transporte, y á la determinación de la persona que su- 
fre la pérdida ó deterioro de las cosas. 

En efecto, el inciso que le sirve de encabezamiento no es 
sino la reproducción del principio de derecho que dice que 
« las cosas perecen para su dueño m (res peri dominas); prin- 
cipio que el Código Civil sanciona en varios de sus artículos 
(1670, 1550, 1590, 2015, 2016, etc.) 

Los tres números del articulo 184, que constituyen otras 
tantas excepciones perfectamente bien fundadas del principio 
citado, estaban también comprendidos en el Código Civil : el 
número 1.®, en el inciso 2,^ del artículo 1547; el número 2.®, 
en el inciso 2." del artículo 2016; y el número 3.**, en el inciso 
l.°del artículo 1547, en el 1549 y otros. 

Si se compara, pues, el texto del artículo 184 con el de las 
disposiciones citadas del Código Civil, se verá que en todas 
sus partas él es una simple reproducción de estas últimas. Si 
alguna diferencia existe, será muy insignificante. Estas circuns- 
tancias, según lo que hemos expuesto más atrás, bastan para 
aconsejar su opresión. 

Art. 190. 

El cargador tiene preferencia sobre todos los acreedores del 
porteador para ser pagado del importe de las indemnizaciones 
á que tenga derecho por causa de retardo, pérdidas, faltas ó 
averías, con el valor de las bestias, carruajes, barcas, apare- 
jos y demás instrumentos principales ó accesorios del tras- 

■ • ' 

El cargador tiene preferencia sobre todos los acreedores del 
porteador, dice el presente artículo. La frase subrayada pare- 
ce que se deslizó involuntariamente al Legislador, porque ella 
está en abierta contradicción con lo dispuesto en el inciso 3.<* 
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1521 dei presente Código, que ordena considerar 
gio del cargador como do segunda clase, preflrien- 
■ consiguiente, todos los créditos comprendidos en 
;lase, que se enumeran en e! articulo 2472 del Có- 

lebe prevalecer la disposición del articulo 1521, en 
u' ella la que trata especialmente de la graduación 
lOndfi a los créditos, mientras que la del articulo 190 
ido Cíie punto incidontalmcntc y sin inlención de le- 
! él; pero á pesar de ello, sería muy conveniente 
larecer esa contradicción, 

amentos que hacen más lógico sacrificar la frase 
3 artículo son tan obvios que no han menester do 
)n. (arl. 289). 

ido en él esa reforma, diría: 
tor tiene derecho á ser pagado del importe de lax in- 
xes qae le deba el porteador por causa de retardo, 
iverias con el valor de las bestias, carruajes, barcas, 
'^más inst-umentos principales ó accesorios del trans- 
orden de preferencia que se le señala en el titulo 
/noción de acreedores ». 

Art. 192. 

ido plazo prefijado para cargar las mercaderías, el 
leberá recibirlas j conducirías en el primer viaje 
ida al lugar á que fueren destinadas. 

5ulo está limitado por la naturaleza misma de las 
vidente que él no deberá aplicarse en el caso de 
■esario de transportes con quien se ha contratado 
stumbre de hacer viajes, en periodos más ó menos 
igar del destino de las mercaderías. De otra mane- 
ad imaginar el caso en que «el primer viaje que 
el porteador, no se llevará á electo jamás, quedan- 
( á su arbitrio burlar ó cumplir el contrato, 
id de esperar el primer viaje no debe, pues, en- 
nferida sino al porteador que tenga establecido un 
:ular de transportes. 
ia decir en lugar del articulo 192 ; 
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No habiendo plazo prefijado para cargar las mercaderías^ el 
porteador que habitualmente emprende viajes periódicos al lugar 
del destino de ellas, deberá recibirlas y conducirlas en el prime- 
ro que emprenda. 

Art. 195. 

Si después de comenzado el viaje sobreviniere un obstáculo 
de fuerza mayor, el porteador podrá rescindir el contrato ó 
continuar el viaje, tan pronto como se haya removido el obstá- 
culo, por otra ruta ó por la designada. 

Elegida la rescisión, podrá depQsitar la carga en el lugar 
más próximo al de su destino ó retornarla al de su proceden- 
cia, cobrándose el porte á prorrata del camino que se hubiere 
andado, tanto de ida como de vuelta, no pudiendo pasar en 
ningún caso del porte íntegro. 

Si la ruta que tomare fuere más larga y dispendiosa que la 
designada, el porteador tendrá derecho á un aumento de porto ; 
pero si después de allanado el obstáculo continuare el viaje 
por la ruta convenida, no podrá exigir indemnización alguna 
por el retardo sufrido. 

El inciso 1."* del presente artículo es manifiestamente iló- 
gico. Justo es que el porteador pueda resolver el contrato de 
trasporte ó continuar el viaje por otra ruta si después de 
comenzado éste sobreviene un obstáculo de fuerza mayor ; 
pero ninguna de esas facultades tiene razón de ser una vez 
allanado ese inconveniente. Por este hecho ha dejado de existir 
la fuerza mayor, las cosas vuelven á su estado normal y des- 
aparece la razón legal de la facultad alternativa que concede 
el presente artículo, y el porteador debe, en consecuencia, 
cumplir el contrato como si tal obstáculo no se hubiese pre- 
sentado. No debería, por tanto,- serle permitido ni resolver 
el contrato, ni tampoco elegir otra ruta, pues el cambio de la 
señalada, aunque aparentemente inocente, puede ocasionar 
serios perjuicios al cargador. 

Tanto el inciso 1.° como el 2.° incurren, además, en el de- 
fecto de llamar rescisión á la resolución. 

Para subsanar los defectos apuntados, propondríamos que 
en el inciso 2.*" se sustituyera la palabra resolución á rescisión 
y que el inciso 1.° dijera : 

Si después de comenzado el viaje sobreviniere un obstáculo 






88 REVISIÓN DEL CÓDIGU DE COMERCIO. 

de fuerza mayor, el porteador podrá resolver el coníraío 6 con- 
tinuar el viaje por otra ruta. 

No hay necesidad de prever el caso de allanarse el obstá- 
culo, porque, como lo hemos dicho, ello equivale á que él no 
se hubiese presentado, pasando la ejecución del trasporte á 
ser perfectamente regular. 

Art. 207. 

El porteador responde de la culpa leve en el cumplimiento 
de las obligaciones que le impane el trasporte. 

Se presumo que la pérdida, avería ó retardo ocurren por 
culpa del porteador. 

El inciso 1." es redundante, no sólo porque lo que dispone 
estaba ya preceptuado en general en el inciso i." del artí- 
culo 1547 del Código Civil, sino porque igual disposición con- 
tiene, en sustancia, el artículo 199 del Código de Comercio, 
que establece que » el porteador es obligado á la custodia y 
conservación de las mercaderías en la misma forma que el 
depositario asalariado », que, según el Código Civil, responde 
en el cumplimiento de tales obligaciones hasta de la culpa 
leve (art. 2219 y 2222). 

El inciso 2." es también la aplicación á un caso particular 
del precepto general del inciso 3.° del artículo 1547 del Có- 
digo Civil, que establece que « La prueba de la diligencia ó 
cuidado incumbe al que ha debido emplearlo » ; y « la prueba 
del caso fortuito al que lo alega, i 

En conformidad á las razones que hemos dado tantas veces, 
debería, pues, suprimirse el presente articulo. 

Art. 208. 

Ocurriendo diferencias entre al porteador y el consignatario 
acerca del estado de las mercaderías, nombrarán judicial ó 
extrajudicial mente uno ó más peritos que las reconozcan y 
oertiftquen el resultado do su operación. 

Si el parecer del perito ó peritos no pusiere término á la 
diferencia, las mercaderías serán depositadas en el lugar que 
designe el juzgado de comercio, y los interesados usarán de 
su derecho como mejor les convenga. 
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No encontramos ventaja alguna en el nombramiento de estos 
peritos sui generis que establece el articulo 208. 

Se concebiría que se hubiese establecido que las diferen- 
cias entre el porteador y el consignatario acerca del estado de 
las mercaderías fueran materia de arbitraje forzado ; pero 
establecer que en ese caso porteador y consignaterio, aunque 
su enemistad é intransigencia haya llegado á los últimos lími- 
tes, tengan la obligación de nombrar, antes de demandar, 
peritos que, inspeccionando las cosas, interpongan sus buenos 
oficios para procurarles un avenimiento, si bien es algo nuevo 
y original, esté lejos de contar en su «poyo con una sola con- 
sideración. 

Examinados los mismos peritos con respecto al carácter 
informativo, que también les atribuye en su espíritu el artí- 
culo 208, á fin de que ilustren el criterio del juez una vez pro- 
ducido el juicio, su nombramiento sería del todo estemporá- 
neo, ya que tendría lugar antes de existir la controversia 
judicial y, por consiguiente, cuando no hay aún seguridad de 
que ella se efectúe. Una vez trabada la litis, habría llegado el 
momento oportuno para nombrarlos, si ello es necesario ; y en 
la mano del juez estaría hacerlo, de oficio ó á petición de las 
partes, según las leyes generales de procedimiento, que no 
había pai'a qué modificar, puesto que llenaban también el pro- 
pósito manifestado en el presente artículo de facilitar al juez 
el conocimiento exacto del estado de las mercaderías, en caso 
de no poderlos inspeccionar personalmente. 

La obligación impuesta al porteador y consignatario de 
nombrar los tales peritos antes de entrar en juicio, no importa 
otra cosa, como se comprende, que forzarlas á incurrir en 
gastos y pérdidas de tiempo, de que no habrán de sacar pro- 
vecho alguno. Si las circunstancias les permiten llegar á un 
acuerdo, él se efectuará sin que necesiten acudir al nombra- 
miento de peritos, amigables componedores, y, en todo caso, 
era á las partes á quienes debía incumbir apreciar la conve- 
niencia de hacer ese nombramiento. 

Por estas consideraciones, creemos que sería lógico supri- 
tnir este artículo, dejando el caso por él previsto sometido é 
as reglas generales de procedimiento. 



^ REVISIÓN DEL CÓDIGO DE COHEAGIU. 



) los efectos que el porteador conduzca, goza de privtle- 
a ser pagado, con preferencia á lodos los demás acree- 
ue el propietario tenga, del porte y gastos que hubiere 

privilegio se trasmite de un porteador á otro hasta el 
que verifique la entrega. 

n el inciso 1." del artículo 1521, que se refiere al nú- 
,' del articulo 2474 del Código Civil, el privilegio de 
7.a el porteador sobre los efectos que conduzca, para 
:ado del porte, gastos é indemnizaciones a que haya 
!s sólo de segunda clase. El articulo 212, al establecer 
; preferencia es sobre todos los acreedores del propie- 
! dichos efectos, incurre, pues, en una abierta contra- 
con la disposición citada. 

hecho y las consideraciones que expusimos en el caso 
) á éste del artículo 190, haria fundada la redacción 
so 1.* del presente artículo en la forma siguiente : 
t los efectos que el porteador conduzca, goza de privile- 
i ser pagado del porte y gastos que kubiere hecho, con la 
neta indicada en el t(tuÍo * De la graduación de acree- 



Art. 214. 

isponsabilidad del porteador por pérdidas, desfalcos y 
, se extingue : 

)r la recepción de las mercaderías y el pago del porte 
s, salvo que cualquiera de estos actos fuere ejecutado 
competente reserva. 

lije del original do las cartas de porte prueba la recep- 
las mercaderías y el pago del porte y gastos. 



n el señor Amunátegui, era preferible al sistema es- 
lo actualmente en el artículo 174 del Código,- el que 
otorgamieuto de la carta de porte, contenía el artí- 
3 del Proyecto, por cuanto él permitía, además de la 
ición de la existencia y condiciones del contrato y de 
!ga de las mercaderías al porteador, un tercer objeto ó 




r. — DEL TRANSPORTE POR TIERRA, ETC. St 
e de la escríLura principal por el duplicado 
ienle testimonio de la recepción de las mer- 
nsignatario y de haberse pagado el porte y 

}erm¡limos disentir de tan aulorizoda opÍ- 
cemos el beneficio apuntado ; pero nos pa- 
ido del inconveniente que tal sistema ofrecía, 
nte indujo á su modificación. 
te exacto que, debiendo scrllrmados ios dos 
otorgamiento ordenó el articulo 174, por am- 
D iguales en todo lo demás, el canje de ellos 
por si mismo nada probaré y que será falto 
ido ; de la misma manera que el canje ó 
oncda por otra del misino cuño no deja ras- 
;redite el becho de baherse realizado. Mien- 
;ablezca una diferencia entre los dos ejem- 
de porte, será, pues, enteramente inaplicable 
inciso a.^delnúmerol.'del presente articulo. 
cto que el sistema ideado por el articulo 283 
ardaba perfecta consecuencia con el inciso 
aunque idénticas en el fondo, la escritura 
jileado de ella que ól establccia, tenían la 
de ser la primera ñrmada por el cargador y 
il porteador, aparte de la referencia que la 
de la otra. Al canje de esas escrituras po- 
3 lógicamente algún significado, porque él 
,ado en cualquier instante de un modo fe- 

o y al lado de esas ventajas, el artículo del 
;1 gravísimo inconveniente de obligar al por- 
!• la escritura firmada por el cargador y al 
firmada por el porteador; esto es, posible- 
títulos justificativos de las reciprocas obliga- 
último y el cargador : cada parte se queda- 
ura firmada por ella misma; inconveniente 
(r para comprender su gravedad, y que el Le- 
menos que tratar de salvar, aunque es ver- 
terlo con mayores ventajas. 
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)o espuesto se desprende que el Legislador no pudo 
;rvar el sistema de! proyecto, ni debió tampoco adoptar 
tablecido actualmente. Pero le quedaban aún dos cami- 
lue seguir : ó bien. suprimir lo del canje del original de 
irtas de porte, estableciendo en su lugar la entrega de 
arrespondientes recibos, ó bien dejar subsistente la dis- 
lión del inciso 2." del número 1." citado, consultando en 
ríginales de la carta de porte otra diferencia que no sea 
I ir cada ejemplar ñrmado por cada uno de los conlra- 
s¡ tal seria, por ejemplo, la de llevar una la denomina- 
expresa de caria principal y la otra la de duplicado. 
primero de esos caminos nos parece más natural y me- 
leligroso. Por eso optamos por él y proponemos, en con- 
íncia, que el inciso 2." del número 1." del presente arti- 
diga así : 

recibo de las mercaderías otorgado por el consignatario , 
'ita también el pago del porte y gastos^ salvo que en él se 
•.se lo contrario. 

Art. 216, 

consignatario, además <Je las obligaciones que son corré- 
is á los derechos del porteador, tiene las siguientes : 
La de otorgar al porteador recibo de las mercaderías que 
le entregare, siempre que, por no haberse extendido carta 
<rte ó por haberse extraviado, no pueda realizarse el canje 
le habla el número 1." del articulo 214 ; 
La de pagar el porte j gastos^ inmediatamente después de 
ido el término que señala el articulo 211. 

gün el tenor literal del inciso 1." de este artículo, podría 
iderse que el consigDalario tiene las obligaciones de tal 
!l solo hecho de celebrarse el contrato de trasporte. Sin 
irgo, no hay necesidad de probar que esas obligaciones 
acen sino á virtud de su aceptación, que se maniñesta 
a recepción que hace de las mercaderías. Antes de ese 
ento el contrato de trasporte no ha podido producir obli- 
ines sino entre el cargador y el porteador, quiénes de 
ano y por sí solos no han podido ligar al consignatario, 
i la sazón es un tercero ajeno al contrato. Si la exactitud 
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I es un mérito en la ley, debe consultarse la circuns- 
idicada en el inciso 1." del articulo S16. 
iorma propuesta en el número 1." del articulo 214 re- 
i también la variación correspondiente en la 1." de las 
ontenidas en el,presente artículo. 
3 modilicaciones podtían consultarse redactando el 
gl6 en la forma siguiente : 

ixignatario que acepta las mereaderias porteadas, ade- 
as obUgacianes que son eotrelativas de los derechos del 
T, tiene las siguientes ■■ 

: de otorgar al porteador recibo de las mercaderías que 
itregare, en conformidad á lo dispuesto en la parte se- 
el número 1." del artículo 214. 



TITULO VI 
DEL MANDATO COMERCIAL 

Art. 233. 

indato comercial ea un contrato por el cual una 
encarga la ejecución de uno ó m&s negocios licítoa 

)rcio á otra, que se obliga á administrarlos gratuita- 
mediante una retribución y ¿ dar cuenta de su de- 

y. 

materia comercial hay una verdad bien determinada 
de toda controversia, es la de que el ánimo de lucrar 
iualidad esencial á la existencia del carácter mercantil 
cto. No hay, pues, necesidad de entrar á demostrar 
^be acto de comercio allí donde hay donación de es- 
I prestación de favores. 

lecido este hecho con su sola enunciación, no se 
ide cuáles fueron las razones que indujeron al Legis- 
Bstablecer en el presente articulo una excepción á ese 
3, diciendo que el mandatario comercial puede admi- 
jratuitamente ó mediante una retribución los negocios 
le encomendaren. Sin embargo, buscando esas razo- 
es aventurado suponer que el motivo que indujo á 
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lecer la anomalía indicada fué el de que se creyera que 
calificación del contrato no había para que atender á la 
ateza de la operación ejecutada por el mandatario, sino 
y exclusivamente á la ejecutada por el mandante, de una 
pa análoga á lo que sucede con las obligaciones acceso- 
^UG siguen la suerte do la principal, 

no es difícil demostrar que el hecho de que la opera- 
sncomendada sea comercial respecto del mandante y 
aspecto de éste y del tercer contratante, no basta para 
.ecer la mcrcantilidad respecto del mandatario. 
jongamos que un individuo comerciante en granos al 
deo encarga la compra de los que necesita para mante- 
lU provisión á un amigo, que se compromete é hacerlo 
la condición de que por ello no recibirá retribución algu- 
'A carácter mercantil del acto es evidente respecto del 
ante y lo será también respecto del vendedor de losgra- 
ii es otro comerciante en ellos. Pero ¿en qué manera el 
¡ular que suponemos hace de comisionista ejecutaría 
én acto de comercio? Si el hecho de ser la operación co- 
al respecta del mandante le comunicara el mismo carác- 
fspecto del mandatario, por vía de afinidad, serla absur- 
iber establecido que los actos pueden ser de comercio 
le parte de ambos contratantes, ya de parte de uno de 

1 (art. 3, inc. i.') 

■a ser lógico, sería necesario declarar igualmente que el 
illor que vende los productos de su fundo á una em- 
de provisiones ejecuta también acto de comercio. Y si 
>licidad del carácter de los actos establecida Irancainante 
I Código, sin perjuicio de que por ello se le hagan car- 
averos, excluye toda posibihdad de dar á un acto la na- 
■za mercantil respecto del mandatario poi'que ella no 
i dudas respecto del mandante, no vemos dónde puede 
buscar apoyo para sostener que el mandato gratuito pue- 
' comercial con relación al primero, 
o, suponiendo que la remuneración no sea una condi- 
lecosaria á la mercantilidad del mandato, por lo menos 
slenedores de tal doctrina no negaran que los casos de 
ato mercantil gratuito serán tan raros y excepcionales 
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que, lejos de autorizar su incorporación entre los actos de co- 
mercio, son el mejor fundamento de su exclusión. 

En mérito de estas breves observaciones, convendría supri- 
mir de la definición del presente artículo las palabras t gra- 
tuitamente ó > ; y trasladar el artículo 239 al párrafo 1 del pre- 
sente título, entre los artículos 233 y 234, redactado en la 
forma siguiente : 

El mandato comercial es por su naturaleza asalariado. 

Art. 242. 

La renuncia no pone término á la comisión toda vez que 
cause al comitente un perjuicio irreparable, sea porque no 
pueda proveer por si mismo á las necesidades del negocio co- 
metido, sea por la dificultad de dar un sustituto al comisionista. 

Este articulo no difiere, en el fondo, de lo dispuesto por el 
Código Civil en los artículos 2124, inciso 3.**, y 2167. Como lo 
hemos demostrado tantas veces, estas repeticiones son del 
todo inútiles y vale mucho más evitarlas. 

En consecuencia, convendría derogar el presente artículo. 

Art. 243. 

El comisionista puede ó no aceptar á su arbitrio el encargo 
que se le hace ; pero rehusándolo quedará obligado bajo res- 
ponsabilidad de daños y perjuicios : 

1.° Á dar aviso al comitente de su repulsa en primera opor- 
tunidad ; 

2." A tomar, mientras no llegue el aviso al comitente, las 
medidas conservativas que la naturaleza del negocio requiera, 
como son las conducentes á impedir la pérdida ó deterioro de 
las mercaderías consignadas, la caducidad de un titulo, una 
prescripción ó cualquier otro daño inminente. 

En el inciso inicial del presente artículo no se cuidó, como 
habría sido de desear y como lo hace el artículo 2125 del Có- 
digo Civil, de expresar que las obligaciones y responsabilida- 
des que se imponen en seguida se refieren sólo á los comi- 
sionistas de profesión y nó á los individuos particulares que 
no acostumbran desempeñar comisiones ; de manera que, com- 
prendiendo la palabra comisionista, empleada asi lisa y llana- 
mente, á unos y otros, pudiera creerse que el artículo también 



1 
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í á los últimos, lo que seria evideatemeate injusto 
). No sería propio hacer caer el peso de tales obli- 
obre un agricultor ó sobre un empleado público á 
iviera la humorada de escribirle conftriéndole una 
no obstante ser ésta una operación enteramente 
ita contraria á sus ocupaciones. Habría ventaja en 
encabezamiento del presente articulo de la siguien- 

ina que habitualmente desempeña la fundones de 
3 y que rehuse el encargo que se le hace, quedará 
jo responsabilidad de daños y perjuicios : 



ionista es responsable de la custodia y conservacián 
;oa sobre que versa la comisión, cualquiera que sea 
in que se le hayan entregado. 

3 el Código Civil establecido esta disposición de 
a general al tratar del efecto de las obligaciones y 
ar al ocuparse del mandato (art. 2129, inc. i."), y 
]e las razones expuestas con motivo de casos análo- 
I suprimirse sin inconveniente el presente articulo. 

Art. 248. . 
oro ó pérdida de las mercaderías e^cistentes en poder 
mista no es de su responsabilidad, sí ocurriere por 
X) ó por vicio inherente á las mismas mercaderías. 
do el deterioro ó pérdida por culpa del comisio- 
rá éste indemnizar cumplidamente á su comitente 
3 daños y perjuicios que le sobrevengan. 
isma responsabilidad quedará sometido el com.isio- 
do el deterioro ó la pérdida causada por un caso 
lor vicio propio de la cosa fuere consecuencia de su 



ito decimos del presente artículo. Lo preceptuado 
i incisos no significa nada de nuevo ni especial al 
al contrario, ellos son la reproducción de princi- 
pales del Código Civil, cuya apUcación á los asun- 
itiles no podía ofrecer la menor duda. Con igual ló- 
1 llegarse á la incorporación en el Código de Co- 
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ulo del Código Gívü no ác creyó 

I y de claridad en la exposición con 
s repeticiones, no nos parecen aplica- 
presente y lo5 muchos otros á que 
nes del todo análogas. Comprende- 
ridad en la exposición exija que cter- 
le Comercio reproduzcan en parte las 
Civil que ellas mismas tratan de líini- 
jro no nos explicamos el estableci- 
DS cuales, por más que se medite, no 
ularidad al comercio se ha querido 
i disposiciones tuvieran el mérito de 
redacción de este Código, ¿\ estaría 
m las numerosas dudas y conlrover- 
empre á causa de las palabras ó fra- 
lecir una misma cosa emplean ambos 

los casos que pudieran ser resueltos 
cienes del artículo 248, determínese 
en seguida la que habría de dársele 
ivil, imaginando inexistente este ar- 
ará á igual resultado. Para conven- 
ler los artículos 15í7, 1670, 1672 y 
lombrado. 
uiente, suprimir el articulo 248. 

Art. 251. 

biendo recibido fondos para evacuar 
I para 'emplearlos en un negocio pro- 
I el interés legal del dinero desde el 
do d 8U poder dichos fondos, y deberá 
perjuicios resultantes de la falta de 



;n la inconsecuencia de señalar una 
l¡culo,281, siendo que el comisionista 
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en el caso por él previsto incur 
mucho más grave. 

Si por la mora en pagar el sald 
condena al comisionista á pagar lo 
explica que al que substrae fondo 
godo propio, cometiendo así el di 
se le condene sólo á pagar el inte 
es siempre menor que el corrienti 

Lo lógico, pues, habría sido sel 
en el caso del articulo 251, y los 
Pero, como suprimiendo los dos 
dría la desaparición de la incensé 
larse más bien por este camino, s 
tirpar los inconvenientes que ofre 
de Comercio las mismas prescrif 
los cuales no es el menor el de df 
bleT)erfección que las distingue. 

Si se examina, en efecto, el ii 
verá que no difiere, en su parte 
artículo 2156 del Código Civil, : 
pena de la infracción los interesef 
como este último ; esto os, precis 
cueneia que pretendemos estirpí 
zación de perjuicios, la redundan 
porque, sin que se estableciera et 
nista estaría obligado á ella, á vir 
tículo 245 del mismo Código, y ei 
midad al Código Civil. 

El inciso 2." también es inútil, 1 
bado el abuso de confianza, hab 
penas qoe le señala el Código Peí 
lar al comisionista la sanción de 
quiebra como fallido fraudulento, 
calificación de las quiebras; y, i 
artículo 1334 contiene el mismo p 

De manera, pues, que con la su 
se obtendrían dos ventajas: 1.', 
1 que hoy está con el 



r 
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menor que éste á una falta más grave ; 2.*, evitar la repetición 
inútil de varias prescripciones del Código Civil, del Penal y 
del de Comercio mismo. 

Lo que digamos ó propósito del artículo 281 completará las 
observaciones precedentes. 

Art. 252. 

Se prohibe al comisionista dar en prenda de sus propias obli- 
gaciones las mercaderías que con cualquier objeto tuviere en 
consignación. 

Si contraviniendo á esta prohibición- las entregare á su acree- 
dor, el comitente no podrá reivindicarlas sino pagando la deuda 
garantida hasta la cantidad concurrente al valor de las merca- 
derías, salvo si probare que el acreedor, al recibirlas, tuvo 
conocimiento de que no pertenecían al comisionista. 

Por el mero hecho de la constitución de la prenda el comi- 
sionista comete un abuso de conñanza, y será castigado con 
arreglo al Código Penal. 

El inciso 1.** del presente artículo es del todo inútil. La 
prohibición que establece, en efecto, además de contenerse 
en las reglas generales de la comisión, que no permiten al 
comisionista celebrar sobre las cosas que para el desempeño 
de ella se le entregan otros actos que los que constituyen su 
encargo, estaba prevista por la ley común, que prohibe ce- 
lebrar contratos sobre cosas ajenas sin el consentimiento de 
su dueño, y mucho menos de aquellos que importan la cons- 
titución de derechos reales en ellas. 

El artículo 2387 del Código Civil cuidó, además, de prohi- 
bir expresa y especialmente la constitución del derecho de 
prenda sobre una cosa á todo aquél que no tenga la facultad 
de enajenarla, á todo aquél que no sea su dueño. 

El inciso 2.°, apartándose de la habitual timidez del Código, 
modifica francamente los artículos 2390 y 2391 del Código 
Civil; y es de sentir que esa modificación adolezca de serios 
defectos. El hecho de contratar el comisionista casi siempre 
á su propio nombre y sin dar á conocer su comitente, no es 
razón bastante para hacer recaer sobre éste las consecuencias 
de los abusos y aun de los delitos de aquél. 

Es cosa verdaderamente absurda declarar válida y perfecta 
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ida constituida sobre cosa ajena, sin el penniso y, pode- 
!cir, contra la voluntad de su dueño ; porque eso y no 
isa significa el prohibir al comitente la reivindicación do 
as de su propiedad dadas en prenda por el comisionista 
arantir sus propias obligaciones, á menos que pague ia , 
hasta la concurrencia de la cantidad garantida. 

comisionista no tiene cómo constituir otra prenda so- 
)ecies propias, después de la reivindicación de las del 
nte, ó cómo cumplir la obligación contraída, nada más 

que aceptar el perjuicio del acreedor prendario. Éste 
ido indagar bien, antes de aceptar la prenda de ciertas 
á quién pertenecen ; y si no lo hace, suya será la culpa y 
lebieran ser también las consecuencias. 
xo el acreedor prendario haya contratado de buena fe, 
,a para ampararlo hasta el punto de echar los perjui- 
e él. podría sufrir, sobre los hombros del propietario 
íosas ha dado otro en prenda sin su permiso ó contra su 
id, que no tiene relación jurídica alguna con el primero 
s intereses y buena fe merecían en todo caso igual ó 
respeto de parte del Legislador. No comprendemos có- 
voluntad de dos personas puede imponer tan graves 
liones á un tercero que ninguna participación ha teni- 
a constitución de ellas, y que más bien puede consi- 
t como un individuo injustamente atacado en su pro- 

sso, no es exajerado decir que la disposición del inciso 
njusta, y que sanciona una violación flagrante del de- 
le propiedad, defecto de que adolecerá toda disposición 
aparte de los articules 2390 y 2391 del Código Civil, 
en ellos el Legislador hizo cuanto estaba en su mano 
tn favor del acreedor prendario de buena fe, sin violar 
s derechos y sin facultarlo para enriquecerse en perjui- 

10. 

o no conduciría á nada insertar nuevamente en este Co- 
as disposiciones, desde que rigen sin necesidad de ha- 
irribamos á la conclusión de que el inciso 2." debe su- 
■e. 
ciso 3." no necesitaba decir que el empleo en negocios 
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(le cosas que se han recibido á virLud de un contrato 
iauza, es abuso de confianza, ni mucho menos que 
ito será castigado con arreglo al Código Penal. 
I, pues, que los tres incisos do que consta el artículo 
r un motivo ó por otro, no merecen ser conservados 

consecuencia, convendría derogarlo totalmente. 



e cargo del comisionista los préstamos, anticipaciones 
i al Hado, siempre que proi;ediere sin aulorización de 
tente; y en tal caso podrá éste exigir que se le entrc- 
contado las cantidades prestadas, anticipadas ó nadas, 
de cuenta del comisionista los contratos celebrados. 

esente artículo prohibe al comisionista las ventas á pla- 
fiado, sin embargo de que el artículo 307 las autoriza 
y terminantemente, cuando dice: «El comisionista 
ender á los plazos de uso general en la plaza, á no ser 
.0 prohiban sus instrucciones.» La contradicción entre 
irüculos no puede ser, como se ve, más abierta ni más 

pues, absoluta necesidad de enmendar alguna de las 
josiciones. Que debe serlo la del artículo SíiS, casi no 
i ser demostrado. Se sabe, en erecto, que el comercio 
ncipalmente de las transaciones á plaao, y la circuns- 
e contratarse mediante la intervención de \m mánda- 
lo personalmente, no es, por cierto, suficiente motivo 
itrariar la índole, usos y costumbres del comercio, que 
leí respeto y consideración que les debe todo Legisla- 
)nen amenudo resistencias insuperables ala aplicación 
í- 

conveniente, por tanto, suprimir del presente artículo 
ís « y ventas al fiado o y a ó fiadas ». 

Art. 2C8. 

lislonista deberá sujetarse [extri clamen te en el desem- 
la comisión á laa órdenes ó instrucciones que hubiere 
de su comitente, 
si creyere quo cumpliéndolas á la letra debe resultar 
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grave á su comitente, será do su deber suspender la 
1 y darle aviso en primera oportunidad. 
igün caso podrá obrar contra las disposiciones expre- 
iras de su comitente. 

tres incisos del presente articulo, no establecen nada 

) ni de especial al comercio. Al contrario, es lo mis- 

i se arribaría aplicando, según los casos, los artículos 

34, 2148, 2149, 2150 y 2122 del Código Civil. Nin- 

;ón de método exigía tampoco su inserción en el pre- 

ilo. 

)resión del articulo 268 no haría, pues, falta alguna. 

Art. 271. 

Iiibe al comisionista, salvo el caso de autorización for- 
er contratos por cuentade dos comifentesópor cuenta 
ajena, siempre que para celebrarlos tenga que repre- 
tereses incompatibles. 
I podrá : 

iraprar ó vender por cuenta de un comitente mercade- 
tenga ó que esté encargado de vender por cuenta de 
itente. 

>mprar para si mercaderías de sus comitentes, ó ad- 
ra ellos efectos que le pertenezcan, 

lar del art. 57 aplaudimos la prohibición de negociar 
la propia que él impone á los corredores y propusi- 
¡r aun más severa la sanción establecida en garantía 
jOS mismos motivos allí expuestos sirven para propo- 
sanción respecto de los comisionistas que compren 
lercaderías de sus comitentes, ó adquieran para ellos 
ue les pertenezcan. Aun más, esas razones de copve- 
' hasta de moralidad, tienen todavía mayor fuerza 
ie de los comisionistas, porque la latitud de sus facul- 
harto más basta que la que tienen los corredores en 
ación de los contratos ; y de consiguiente aumenta en 
. proporción la facilidad de ocultar el interés personal 
líos tomen. Para no insistir más en la verdadera ur- 
je se siente de poner atajo á los peligros indicados, 
mos que ellos se hao manifestado en la práctica en 
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proporciones tales que es ya opinión formada, aunque injusta 
y exajerada, que no hay corredores ni comisionistas honrados 
y que no aprovechen de la situación ventajosa que les da la 
nrturaleza de sus tareas, para explotar á los particulares que 
á ellos acuden. 

Por estos motivos, propondríamos hacer extensiva al núme- 
ro 2.*» del presente articulo, la sanción que propusimos al ci- 
tado art. 57. Ello se conseguiría agregando al presente artí- 
culo un inciso que diría : 

La disposición del inciso último del art. 57 es aplicable al co- 
misionista que por medios directos ó indirectos infringiere la 
prohibición contenida en el núm. S.** precedente, 

Art. 281. 

El comisionista abonará á su comitente intereses corrientes, 
aunque no preceda interpelación, si fuere moroso en rendir su 
cuenta ó remitir el saldo en la forma especificada en el artí- 
culo 279. 

Al criticar el artículo 251, con el cual tiene el 281 extrechí- 
sima relación, dijimos que ambos deberían suprimirse del Có- 
digo. 

Concretando lo que entonces insinuamos acerca del artículo 
281, debemos agregar que es una disposición que modifica sin 
motivo' alguno el inciso 2.° del artículo 2156 del Código Civil, 
y sin otro resultado que el de establecer la inconsecuencia de 
imponer al comisionista moroso en rendir la cuenta de su 
encargo la obligación de abonar intereses corrientes, olvi- 
^dándose de que el artículo 251 le impone como sanción de 
una falta incomparablemente más grave, cual es la subs- 
tracción de fondos para aplicarlos ó sus propios negocios, el 
pago de los intereses legales, que son siempre más bajos 
que aquellos. Sería lógico, pues, salvar esa inconsecuencia, 
substituyendo el pago de intereses legales al de los cor- 
rientes; pero como en tal caso el artículo 281 sería redun- 
dante, por quedar exactamente igual al inciso 2.° del artículo 
citado del Código Civil, es preciso convenir que lo mejor sería 
suprimirlo. 
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Art. 284. 



El comisionista tiene derecho para retei 
consignadas hasta el preferente y efectivo 
paciones, intereses, costos y salario, com 
eunstancias : 

I," Que las mercaderías le hayar» sido re: 

2.» Que liayan sido entregadas real ó vi 
sionista. 

El inciso inicial del presente artículo 
cuanto pudiera dar margen á la creencia 
de retención importa un privilegio para p 
caderías retenidas preferentemente á tod 

En casos normales el derecho de reteñí 
otros lo entendemos, importa en realidad í 
cosas retenidas, pudiendo hasta pedir su 
dueño, de ellas no paga las deudas á que Is 
de la misma manera que sucede respecto 
en prenda. Pero en el caso anormal de co 
el alcance de ese derecho no puede meno 
clones de consideración. 

Según la doctrina corriente, en la prel 
viles preferirán siempre á los acreedores 
tención los de la primera clase, enumer 
2472, que se encuentren en el caso del ar 
digo Civil. Así sucede en los concursos cii 
ceder en las quiebras, porque lo contrari 
acreedor con derecho de retención de mej 
aci'eedor prendario, que tiene privilegio 
el inciso inicial del artículo 1521, pudien 
culo 2396 del Código Civil), preferir á él 1 
primera. 

Semejante consecuencia sería del lodo : 
lo más que podría pretenderse en favor de 
ción, que sólo es una especie de prenda tac 
pararlo á la prenda verdadera, que nace 
expreso de los contratatantes. 
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}sas, puede agregarse también que 
íl derecho de retención de preferen- 

I acreedor, de cualquiera clase que 
ue contra los principios generales 
e base al orden de prelación esta- 
, orden que el de Comercio repro- 
>mo no podía menos de hacerlo. 
I cambiar la redacción del inciso 
I en términos que no autoricen ni la 
10 lo heiüos considerado, 
stancias enumeradas en el articulo 
audable propósito de evitar que un 
íí de sus obligaciones las especies 
ndo con relación á ellas una comÍ- 
3 cuando los acreedores reclamaran 

de esos efectos, éste pudiera favo- 
3 diciendo que los retiene en segu- 
tra este último; lo que seria difícil 
1 de una plaza á otra. 

exigencia del- envío entre plazas 
trvaciones que destruyen por com- 
)ropósito pudiera darle, y que auto- 
a segunda critica al artículo 2tii. En 
imente exactos los peligros que con 

no bastaba á probar su coovenien- 
esidad. 

íntico caso y ante ios mismos peli- 
sa precaución; de manera que, no 

existencia de razones especiales á 
o mei'cantil, debería ser reohaza- 
:r civil ó mercantil el mandato, no 
oligros, ni cambia los motivos que 
¡dir sus efectos, queda demostrado 
iijetos ellos única y exclusivamente 
dez del deudor, punto sobre el cual 
iferencias. 

ista la limitación que importa el exi- 
ho de retención, que las mercaderías 
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a sido remitidas de una plaza á otra, que habría debido 
onvertida en regla y no en excepción. Con ella, muy pocos 
L los casos en que los comisionistas puedan gozar de ese 
iho, como que sólo en el menor número de ellos recaen 
¡ervicios sobre efectos enviados de una plaza á otra. Si 
16 de atenernos, pues, á lo que sucede ordinaria y más 
entemente, esa condición importa en realidad para los 
sionistas Ifl privación de un derecho perfectamente jus- 
Drao es el de retención, no obstante que su concesión 
ituye precisamente el único objeto del presente articulo, 
ría, por tanto, de desear se suprimiera la circunstancia 
ionada. 

mo consecuencia de las precedentes observaciones, re- 
ríamos en lugar del artículo 284 el siguiente; 
irá el comisionista retener para la seguridad de sus anlici 
lies, intereses, costos y salarios, los efectos que se le hayan 
jado real ó virtualmente por cuenta de su comitente, 
caso de quiebra, sus derechos de prelación sobre esos efee- 
rán los mismos que tiene el acreedor prendario sobre la 



^u lo que dejamos dicho respecto del artículo preceden- 
te debería ser suprimido. 

Art. 287. 

'.& asimismo el comisionista, para ser pagado proferente- 
s ¿ los demás acreedores de! comitente, del derecho de 
er el producto de las mercaderías consignadas, sea cual 
la forma en que exista al tiempo de la quiebra del comi- 

i observaciones que nos sugirió el inciso inicial del arlí- 
284 habrían tenido en el presente su más oportuna cabi- 
orque en él sí que.se establece francamente que el dóre- 
le retención, para el Código de Comercio, es un privilegio 
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superior á la prenda y superior á los créditos de la pri 
clase, que enumera el artículo 2472 del Código Civil. Sir 
bargo, la precedencia en la colocación del 28i nos obl 
consignarlas allí, y no habremos de repetirlas. Podría ) 
garse otras aún, pero las dejamos para el artículo 289. 

Nos limitaremos á redactar el articulo que, en conforn 
á las observaciones hechas, debería reemplazar al presi 

Los derechos que el articulo 284 con/iere al comisionista 
los efectos del comitente, se extienden á los producios qu 
ellos hubiese obtenido, sea cual fuere la forma en que ea 
al tiempo de la quiebra del comitente. 

Art. 288. 

El comisionista que recibiere mercaderías expedidas dt 
plaza á otra en prenda de un préstamo ó anticipación, g( 
del derecho de retención, con tal que la factura conten 
declaración de la suma prestada ó anticipada, y la espc 
naturaleza de los efectos remitidos. 



No habiendo expedición de una plaza á otra, el comisic 
solo gozará del derecho de prenda sobre las mercadería 
se le hubieren entregado real ó virtualmente. 

He ahí dos artículos á que jamás se encontrará satísfac 
explicación. 

El artículo 284 y 288 establecen que el comisionista gi 
del derecho de retención sobre las mercaderías que le h 
sido consignadas ó dadas en prenda de un préstamo ó a 
pación, con tal que le hayan sido remitidas ó expedidas di 
plaza á otra ; }¡ ea seguida viene ol articulo 289, que, ci 
propósito de completar esas disposiciones, previendo el 
coDtrario, agrega : 

No habiendo expedición de una pkza á otra, el eomisio 
sólo gnará del derecho de prenda sobre las mercaderías 
se le hayan entregado real ó virtualmente. » 

Varias explicaciones se han pretendido dar á fin de s 
il absurdo que envuelven las palabras sólo gozará del de 
deprenda; pues ellas significan claramente que el Legis 
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quiso hacer del derecho de retención un derecho excepcional y 
privilegiadísimo, al lado del cual deben parecer pequeños é 
insignificantes el del acreedor prendario y el de los acreedores 
de la 1.* clase, de que habla el articulo 1472 del Código Civil. 
Pero esas explicaciones no merecen ni ser discutidas si se las 
pone al frente de los términos claros del presente artículo, de 
los en que está concebido el inciso inicial del artículo 284 y, 
sobre todo, de los verdaderamente incontestables del artículo 
287. Creemos, pues, que no se trata de simples equivocacio- 
nes ú olvidos del Legislador, sino de la confirmación delibe- 
rada de un absurdo jurídico. 

En el artículo 284 manifestamos que es del todo inaceptable 
que el derecho de retención, que sólo es una especie de pren- 
da tácita establecida por la ley, sea de mejor condición que la 
prenda verdadera y expresa. Sin embargo, no otra cosa signi- 
fican los términos del presente artículo, según los cuales el 
comisionista, que, con arreglo al artículo 288, goza del dere- 
cho de retención habiendo remisión de los efectos de una 
plaza á otra, sólo gozará del derecho de prenda no habiendo 
esa expedición. 

Ahora ¿cuáles son las ventajasen que el primero excede al 
segundo derecho, según el Código de Comercio? Los artícu- 
los 284 y 287 nos lo dicen bien claramente. Sabemos que el 
derecho do prenda, en el caso de quiebra, establece á favor 
del acreedor y sobre la cosa dada en prenda el privilegio de 
ser pagado con preferencia á todo otro acreedor que no sea 
de los de la 1.* clase que se encuentren en la situación del 
artículo 2476 del Código Civil. 

Mientras tanto ¿ qué establece el inciso inicial del artículo 
284 respecto del derecho de retención ? Establece que « el co- 
misionista tiene derecho para retener las mercaderías consig- 
nadas hasta el preferente y efectivo pago de sus anticipacio- 
nes, intereses, etc. » Y si tiene el derecho de retenerlos, hasta 
el preferente y efectivo pago, es evidente que no estará obli- 
gado á entregarlas á nadie antes de ese pago, y que por con- 
siguiente, un acreedor de la 1.* clase no podrá exigirle que se 
desprenda de ellas para pagarse él. Para entender esa dispo- 
sición de otra manera» sería menester que este mismo ar- 
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ticulo no hubiese empleado tos términos hasta el pref 
efectivo pago en toda la generalidad de su significado 
haciéndolo, hubiese establesido separadamente su Iin 
y no lo ha hecho. La ley no ha dicho en parle alguna 
preferencia y efectividad del pago debe entenderse sii 
cío de otras preferencias de mejor condición. 

Pero el artículo 287 corla toda duda. Dice : • Goza a 
el comisionista, para ser pagado preferentemente á k 
acreedores del comitente, del derecho de retener el 
lo », etc. i Quiénes son los demá$ acreedores del comitt 
dos menos el mismo comisionista, porque de otra mi 
serían los demás, sino tales y cuáles, ó los demás men 
ó aquéllos. 

De manera, pues, que según el Código de Comerci 
recho de retención importa el de pagarse con las mer 
retenidas con preferencia á lodo otro acreedor, incluí 
la 1.* clase. He ahí las ventajas del derecho de reler 
bre el de prenda, y he ahí la explicación clara de 
« sólo gozará del derecho de prenda a, que emplea el 
que criticamos. 

Se dirá que eso es absurdo; asi lo consideramos 
también,- pero no hay más que aceptarlo, de buen ó i 
do, en vista de los artículos 28Í, 287 y 289. Y en a 
esta conclusión podrían citarse todavía varias disp( 
del Código consignadas en el libro de las quiebn 
ello es innecesario después de lo dicho. 

Lo que corresponde hacer, no es sostener la inexist 
absurdo apuntado, sino procurar hacerlo desapan 
Código. Y que es absurdo hacer de mejor condición : 
dor con derecho de retención que al acreedor prendaí 
á los de la primera clase, queda demostrado con su 
posición. Tal preferencia desnaturaliza por completi 
la ley común quiso llamar derecho de retención. Ese 
no sería ya propio aplicado en el sentido que ha quer 
el Código de Comercio. En esc sentido deberla toi 
nombre, el de exlraprivilegio, por ejemplo; porque r 
darse el simple nombre de privilegio al derecho que 
cede á una persona, sin ser dueño de las cosas sobn 
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cae, y que sin embargo es absolutamente igual a la acción 
reivindicatoria que la ley reconoce al propietario de especies 
que están en poder del deudor concursado ó fallido (art. 2466 
del Código Civil). 

Semejante favor es también nugatorio de las bases filosófi- 
cas que la ley común, después de maduro y atento examen de 
cada clase de créditos, adoptó para fijar la graduación ú orden 
de preferencia de ellas. 

Saldríamos de los límites de este trabajo si extendiéramos 
más las precedentes observaciones, como sería necesario para 
concluir de demostrar cuánto de pernicioso y de injusto ten- 
dría la conservación de ese régimen, que atropella inconscien- 
temente las bases fundamentales de la prelación de créditos. 
Por eso, damos con lo dicho por fundada la abrogación de 
la teoría del Código en el respecto que nos ha ocupado. 

Este sería el momento de precisar los términos en que, con- 
forme con la restitución del derecho de retención á sus lími- 
tes naturales y jurídicos, debería quedar el artículo 289; 
pero la reforma que propusimos al artículo 284 establece una 
misma regla para el caso de haber expedición de mercaderías 
de una plaza á otra que para el de no haberla, y sabemos que 
sólo esa diferencia da vida al artículo 289. En cuanto al artí- 
culo 288, bastaría suprimir de su actual redacción la frase 
« expedidas de una plaza á otra. » 

Art. 291. 

El comisionista encargado de comprar deberá observar extric- 
tamente las instrucciones que tenga en cuanto á la especie, 
calidad, cantidad, precio y demás circunstancias de las merca- 
derías que su comitente le pidiere. 

Este artículo debería suprimirse por ser una repetición del 
inciso 1.^ del artículo 268, que estando colocado en el párrafo 
de las Disposiciones comunes á toda clase de comisionistas, es 
también extensivo á los comisionistas para comprar. 

La supresión del artículo 268, que hemos propuesto en su 
lugar oportuno, no haría más necesaria la presente disposi- 
ción, por contener un precepto que ya había sido ordenado 
claramente y de una manera más general y comprensiva en 
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I Código Civil, que dice : « El mandatario 
tente á los términos del mandato, fuera de 
s leyes le autoricen para obrar de otro mo- 
lió 2134 y 2150, inciso 1.°, del mismo Có- 

á lo expuesto en casos análogos, conven- 
r este articulo. 



! mercaderías compradas y recibidas por el 
lecc al comitente, sin perjuicio de la obliga- 
'imero en el articulo 24C. 

quivale á decir: a el oomisionista es man- 
) que nadie considerará necesario después 
artículos 235 y 236. Establecer en una ley 
)resente Código, que el dominio de las co- 
• un comisionista (mandatario) pertenece al 
ite), no sólo es incurrir en una redundancia 
n suponer crasa ignorancia en las personas 
tria ó aplicarla. 

disposiciones tan elementales como la del 
ólo se concibe en la ley común, que no pue- 
de las verdades más claras y evidentes, 
recisamente su base. Por eso, el Código Ci- 
ulo 1448: « Lo que una persona ejecuta á 
itando facultada por ella ó por la ley para 
luce respecto del representado iguales efec- 
cpntratado él mismo.» Por eso, el articulo 
idigo dijo también: c Elmandato es un con- 
ersona confía la gesHón de uno ó más ne- 
86 hace cargo de ellos por cuenta y riesgo 
lo mismo, dijo todavía en el inciso 2." del ■ 
3 den entregar y recibir á nombre del dueño 
i representantes legales, » y en el 4." y úl- 
n hecha por ó á un mandatario debidamen- 
entiende hecha por ó al respectivo man- 

ue precede y teniendo presente que las dis- 
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iiciones del Código Civil se aplican á las materias mercan- 
is, en lo que no hayan sid,o modificadas por el de Comercio, 
necesilamos agregar nada más para fundar la supresión de 
e arlícuío. 

Akt. 305. 

!n cuanto al precio, lugar, época, modo y demás circunstan- 
,s de la venta encomendada, el comisionista se conformará 
orosamento á sus instrucciones. 

Para fundar la conveniencia de derogar el presente arlícu- 
nos remitimos en absoluto á lo dicho respecto al 291. 

Art. 306. 

f'endicndo á precios más subidos que los designados en las 
tracciones, facturas ó correspondencia, el comisionista de- 
■á abonarlos integramente á su comitente, salvo que por un 
ivenio especial se hiciere la venta á provecho común. 
>i vendiere á precios más bajos que los señalados, el comi- 
nista será responsable de la diferencia. 

íste articulo contiene la misma disposición del artículo 
i7 del Código Civil, aplicada á un caso particular del man- 
,0 : la comisión para vender. 

ja única novedad que en él encontramos, es el haber agre- 
lo; «salvo que por un convenio especial se hiciere la venta 
■rovecho común, t Pero esta salvedad de la estipulación en 
itrario era también absolutamente innecesaria, pues siendo 
sha por personas capaces y no contra ley ó derecho ajeno, 
í habria de ser respetada, aunque no la hubiese autorizado 
)resamente el Legislador. 

'or razones que se conocen, el presente articulo debería, 
33, ser suprimido. 

Art. 318. 
'omisionista de trasportes es aquel que, en su propio nombre 
o por cuenta ajena, trata con un porteador la conducción de 
rcaderias de un lugar á otro. 

3¡n el articulo 254 dispone el Código que «el comisionista 
ede obrar en nombre propio ó a nombre de sus comitentes.» 
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A cualquiera parecerá chocante, de consiguiente, que el 
cuto 318 nos diga después que «Comisionista de transpc 
es aquel que, en su propio nombre, pero por cuenta ajena, I 
con un porteador la conducción de mercaderías de un lug 
otro.» 

Si hemos de atenernos al tenor literal y claro del text 
la última de esas disposiciones, ao se podrá negar que a 
que trata con un porteador, á nombre de su comitente, y « 
SM propio nombre, la conducción de mercaderías de un li 
á otro, no es comisionista de transportes según el Código 

Sin embargo, semejante conclusión, aunque fundada y 
rectamente legal, es contraria al espíritu manifiesto de mu 
otras disposiciones del presente título, y á las doctrinas 
versalmente admitidas y respetadas sobre la esencia y n 
raleza del contrato de mandato. 

No es posible imaginar, siquiera, qué fundamentos pu 
ran inducir á declarar que un contrato en que son evide 
todas las cualidades exigidas para darle un nombre, no < 
llevarlo sin embargo. Si mandato «es un contrato en que 
persona confia la gestión de uno ó más negocios á otra, qi 
hace cargo de ellos por cuenta y riesgo de la primera (ar 
lo 2116 del Código Civil)>; si comisión se llama al man 
comercial, «cuando versa sobre una ó más operaciones r 
cantiles individualmente determinadas» (235); y si «el c< 
sionista puede obrar en nombre propio ó á nombre de íits 
mitentes » (254) ¿ cómo puede establecerse, sin caer en un 
surdo y en una contradicción palpitante, que el individuo 
contrata con un porteador la conducción de ciertas merci 
rías diciéndole que lo hace á nombre de Pedro, no es ck 
sionista ? Y ¿ qué es entonces ? preguntaríamos nosotros. 

Y si es comisionista y como tal celebra contratos de tri 
portes ¿seré comisionista para comprar, comisionista ] 
vender, comisionista para ejecutar operaciones de banco 
será comisionista de transporte por tierra, lagos, ríos ó c 
les navegables (art. 236),? 

La definición del articulo 318 manifiesta, pues, que el 
gisiador, al darla, olvidó y desconoció por conipleto la mal 
misma definida. 
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Como se verá más adelante (1), '. 
nen los términos verdaderamente 
sin que ella atenúe en lo más mín 
que el Legislador confundió los C( 
eie particular, sui géneris, de poi 
transportes. 

El articulo 818 contiene tambíé 
sólo el transporte de mercaderías, 
razones que puede tener una peí 
que por ella trate la conducción d( 
ner igualmente para valerse de oti 
Hete de asiento ; mandato que ordi 
respecto del mandatario, sin hace: 
de transporte para operarios, co 
acto de comercio respecto del mai 

Las precedentes observaciones 
desarrollo al hablar del articulo 31 
las modiñcaciones al articulo 318m 
redacción r 

Comisimisla (/e transportes es at 
en su propio nomi)re ó en el de su i 
teador ia eonducdón de personas ó 
otro. 

Akt. 33- 

Las disposicionea contenidas en 
Dbliga,torias á loa comisionistas d( 
tas en una operación particular y < 
verifiquen por sí mismos ia condui 

La disposición del artículo 324, 
los comisionistas de transportes I. 
título V se estatuyeron respecto 
nuestro juicio, incompatible con li 
contrato de mandato, del cual la c 

t El mandato es un contrato en 
gestión de -uno ó más negocios á 1 

{() Véase crítica al arlicolo 824. 
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igo de la primera. » (Código Civil, ar- 
ve, las cualidades esenciales del inan- 
Har á otra persona un negocio propio ; 
largo de él por cuenta y riesgo de la que 

idividuo que necesita transportar sus 
I efecto un contrato con otro, que, con 
ones contenidas en el titulo V del pre- 
3, queda obligado respecto del primero 
ías en el tiempo y lugar convenidos, á 
de personas inteligentes, á emprender 
el plazo y por el camino que señale el 
la custodia y conservación de las es- 
ectamente al consignatario de su entre- 
de ellas en caso de pérdida ó averia 
i responder de la culpa leve en el cum- 
íenles obligaciones ¿ dónde esta la ges- 
gv ée la persona que contrató como 
lesto comisionista? ^En qué negocios 
■ á aquél respecto de un tercero ? 
tderá ordinariamente, el supuesto co- 
lir las obligaciones que se impuso por 
IOS hablado, celebra un segundo con un 
o de transportes, no se divisa' tampoco 
nista ó mandatario, pues ese contrato 
o de las mercaderías respecto del se- 
presario, ní á éstos respecto de aquél. 
Lie á virtud del contrato primitivo y de 
lente articulo respondo directamente al 
niento del transporte, como si no exis- 
al subporteador ó subempresario, como 
ivo cargador, á virtud del contrato pos- 

ite ó consignante es c el que por cuenta 
t la conducción * ¿ cómo se explica que 
nsportes, que, en cumplimiento de su 
sonducción de mercaderías y que tiene 
nto, las obligaciones de cargador res- 
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del porteador, cómo se concibe, 
in respecto del propielario de las 
es de porteador y que responda d 
«nos téiminos que éste y de la r 
amos? ¿Por qué extraña anon 
lo en el carácter de tal, puede llf 
;iones que á ambas partes impom 
1 celebrado en representación de 
ue él no produzca vinculo alguno t 
sxtremo, que no puede menos de i 
;able y contrario á la naturalezs 
bargo una ficción : él resulta, poi 
i5, que obliga personal y exclusiv 
obra en su propio nombre, y del 
cter de cargador; y, por la otra, 

impone las mismas obligaciones 
•inese que el Código hubiese dich 
lep tiene las mismas obligaciones • 
los efectos de semejante disposic 
B criticamos, y se comprenderá n 
' fundamento de las observacione: 
ticulo 824 agrega: ....aun cuando 
tas) no verifiquen por si mismos la 
lEs posible que suceda lo contrai 
n la conducción, como lo supone i 
;ual quiera que tenga una idea, \¡ 
el mandato y especialmente la ce 
is con igual razón seria comisioni 
or y viceversa; del arrendador, el 
odos los contratos. El tal comisión 
pariencias; sería porteador por di 

la obligación de conducir, comú 
is según el presente artículo, y p 
10, personalmente. De manera, pi 
la denominación de comisionistas 
[oás perfecto y jenuino del porteat 
jrecedentes observaciones están m 
mos al criticar la deñnición de 
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orles, que el Legislador, al dictar las disposiciones 
aenl.ales del présenle párrafo, tuvo siempre delante 

ojos á los asentistas ó contratistas de transporte, y ol- 
or completo respetar en él la naturaleza de los actos que 
jrafe indicaban constituir su objeto. A ellos si que le son 
Dles las. disposiciones del articulo 318 y 324. 
afecto, se dá el nombre de asentistas á ciertos individuos 
mlraen la obligación de conducir mercaderías de un 
i otro mediante un precio convenido, y que, no teniendo 
3 propios de trasporte, se valen de un porteador ó em- 
io de transportes, á quién pagan por igual servicio un 

menor que el que ellos han cobrado al propietario de 
rcaderias. 

lies son sus funciones, se comprende que sólo traten á 
pió nombre y que se obliguen personalmente, respecto 
eño de las mercadurías, al cumplimiento del contrato de 
isporte.Yse comprende así, porque ellos no son comí- 
as (mandatarios), sino verdaderos empresarios de ti-ans- 

que han contraído la obligación de conducir, no impor- 
absolutamente á la esencia del contrato de trasporte el 
de no ejecutarlo por sí mismos, ni por medio de vehí- 
)ropios y empleando sus dependientes asalariados, 
juí viene en nuestro apoyo la respetable opinión de 
isus (1). € Las obligaciones de transporte, dice ese autor, 

del número j de las que el obligado deba, á menos de 
áusula expresa, no ejecutar sino por si mismo. Sucede 
do que una persona se encarga de hacer conducir, al 
lesignado, objetos para cuyo transporte es necesario que 
iplee sub^mpresarios (sous-entrepreneurs) & quienes él 

envía, los que, á su vez, los dirijen hacia otro lugar, 
n seguida, hasta su destino. Si? da alguttas veces impro 
líe íí estas personas el nomhre de comisionistas de tras- 
■ pero, en realidad, ellos no son sino empresarios. » 
is palabras trascritas, se encuentra también plenamente 
ada la existencia de ios asentistas. El comercio necesi- 



■s de dreil eainmercial. Tomo I, Capítulo V, n 
s 575 y 57a. 
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taba de la institución de individuos que tomaran sobre sí y 
totalmente la responsabilidad del trasporte de mercaderías que 
exigen la intervención personal de varios porteadores ó em- 
presarios, por no haber uno que lo ejecute por sí solo en toda 
la distancia que ellas deben recorrer, sino en partes que su- 
madas den el trayecto total. Al propietario de las mercaderías 
sería casi imposible entenderse con cada uno de esos portea- 
dores parciales : tendría que seguir y acompañar los objetos 
del trasporte y que tomarse repetidas veces la molestias que 
impone la celebración del contrato de trasporte, aparte de que 
se le haría muy difícil llegar á hacer efectivas las responsabi- 
lidades de tantos individuos separadamente obligados. 

Era, pues, indispensable en ciertos casos la intervención de 
individuos que» por un precio alzado, cargaran exclusivamente 
con las molestias y responsabilidades del trasporte, aunque 
no fuera ejecutado por ellos mismos, Pero en manera alguna 
era menester dar á tales contratantes la denominación de co- 
misionütaSy mucho menos quitándosela á los que únicamente 
podían recibirla, aquellos que como mandatarios de otra per- 
sona, en su propio nombre ó en el de su mandante, tratan con 
un porteador la conducción de mercaderías de un lugar á otro. 

Dar el nombre de comisionista de trasporte á un individuo 
nada más que por el hecho de que, en lugar de ejecutar perso- 
nalmente la conducción, la encarga bajo su responsabilidad á 
otro ú otros porteadores, es, punto por punto, igual á llamar 
comisionista para comprar al individuo que habiendo vendido 
diez mil hectolitros de trigo, sin tenerlos, los compra á un ter- 
cero por menor precio, ó por uno mayor, si es necesario, para 
entregarlos en el plazo que para ello se le dio. 

Y bien ; establecida la necesidad de los asentistas y la im~ 
posibilidad jurídica de aplicarles la denominación y las reglas^ 
de los comisionistas propiamente tales, confundiéndolos en ua 
solo todo ¿ era siquiera necesaria su institución como indivi- 
duos diferentes y separables de los empresarios de traspor- 
tes ? Absolutamente nó, contestamos, por las razones que ya 
hemos dado, corroboradas por las palabras de Pardessus, tras- 
critas poco antes. 

Sus funciones, ajenas por completo ala comisión, son al 
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mfis que las de lodo porteador ó empresario. 
especio el contrato que ellos celebran podrá 
como mandato; pero bajo de todos los res- 
3s lo será como trasporte: en virtud de él se 
rto precio, á conducir de un lugar á otro, por 
igos 6 ríos liavegables, i>asajeros 6 mercade- 
entregar éstas á la persona á quien vayao 
ición de trasporíe, inc. 1.° del art. 166). 
íMi, confundiendo comisionistas con empresa- 
como pudo el Legislador eslender á los pri- 
íión del articulo 324, anulando la esencia del 
cual legislaba. 

s ahora, como consecuencia de las prece- 
mes, proponer la supresión del articulo 324 ; 
la á efecto, podría ofrecer dudas la vigencia 
íes del título V Del transporte, etc., respecto 
mpresarios de transporte que el Código llamó 
idriamos, para evitar ese peligro, que en el 
r de la frase « inclusas las personas que se 
Imenle á conducir personas ó mercaderías » 
hemos sostetenido en su lugar, se pusiera la 
> los individuos que xe obligan á transportar per- 
ias 3/ que no lo hagan por si mismos ni por 
asalariados, sino tratando la conducción con 
empremrio de trasportes. 

Art. 332. 

os ÍÉÍctores ó dependientas ni á sus principa- 
causa legal los contratos que hubieren cele- 
n término fijo, y el que lo hiciere ó diere mo- 
1 deberá indemnizar al otro los perjuicios que 



is qué hemos expuesto á propósito del arti- 
■5 que en éste debe decirse resolver en lugar 
solución en lugar de i'escisiiin. Igual sustitu- 
arse á efecto en el encabezamiento de los artí- 
siguientes. 
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Akt. 338. 

Puede ser factor toda persona que t 
ción de sus bienes. 

Sin embargo, pueden serio el hijo d( 
cipado y la mujer casada que hubieri 
años, siendo autorizados expresamenl 
ó marido para contratar con el comité 

Siendo la disposición del presente i 
tores y á los dependientes de coraerc 
carse en el párrafo anterior, en lugar 
insertarla separadamente en los pái 
una de esas clases de mandato comer 
gándole después de factor la espresió 
pues, trasladarse al párrafo 7, De íím 
los factores y dependientes de conten 

. Art. 339. 

Los factores deben ser investidos di 
gado por el propietario del estableci 
ción se les encomiende. 

El poder será registrado y publica 
en el párrafo 1, titulo II, libro I. 

Actualmente este artículo es defe 
porque ei registro del poder de los fa 
estaba ya ordenado en el número 5." d 
é la publicación, no se prescribe nin 
se refiere. 

Establecida en ese párrafo de una i 
propusimos, la forma y tiempo de la p 
dría objeto repetir aquí nuevamente ■ 

Debe, pues, suprimirse el inciso 2.' 



En razón de lo que acabamos de 
culo 388, el presente debería ser bori 
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Art. 344. 

La autorización para girar, aceptar ó endosar letras de cam- 
bio, firmar documentos de cargo ó descargo, recaudar y reci- 
bir dinero, será conferida ai dependiente por escritura pública, 
con especificación de los actos y negociaciones á que se extienda 
el encargo. 

El poder será registrado y publicado en la forma establecida 
en el párrafo 1, título II, libro I. 

El inciso 2.° del presente articulo sugiere las mismas obser- 
vaciones que el inciso 2.° del articulo 339. 

Art. 345, 

Los contratos que celebre el dependiente con las personas á 
quienes su comitente le haya dado á conocer por circulares 
como autorizado para ejecutar algunas operaciones de su trá- 
fico, obligan al principal, siempre que los contratos se circuns- 
criban á las negociaciones encomendadas al dependiente. 

Serán también de la responsabilidad del principal las obliga- 
ciones que el dependiente contraiga por cartas, siempre que 
haya sido autorizado para firmar la correspondencia del mismo 
principal, y se haya anunciado la autorización por circulares. 

Entre este artículo y el anterior se nota cierta contradicción. 

En efecto, el articulo 344 exige que la autorización conferida 
al dependiente para ejecutar ciertos contratos, lo sea por es- 
critura pública, y el artículo 345 declara obligatorios para el 
principal los contratos que celebre el dependiente con las per- 
sonas á quienes él lo haya dado á conocer por circulares como 
autorizado para ejecutar algunas operaciones de su tráfico, sin 
hacer excepción de los contratos para los cuales exigió escri- 
tura pública. 

Como se vé, estas disposiciones se tocan ; porque si para 
que el dependiente celebre válidamente determinados contra- 
tos, se exige que se le haya autorizado por escritura pública, 
es evidente que después no puede declararse que basta el 
empleo de circulares en que se le haya dado á conocer como 
autorizado para celebrarlos. 

La explicación que tiene esa contradicción aparente es la de 
que el artículo 345 no se refiere sino á los contratos no com- 
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prendidos en el inciso 1.® del artículo 344. Aunque tal expli- 
cación parece perfectamente fundada, sería mejor consignarla 
expresamente y evitar así toda duda. 

Bastaría agregai'después de la frase inicial « los contratos », 
esta otra : no comprendidos en el inciso 1.° del articulo anterior. 



'i: 
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DE LA SOCIEDAD 
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Art. 365. 

La razón social es la fórmula enunciativa de los nombres de 
todos los socios ó de alguno de ellos, con la agregación de 
estas palabras : y compañía. 

Hay en este artículo un defecto que, aunque pequeño, sería 
conveniente subsanar. 

La coma (,) que está colocada después de la frase « ó de 
alguno de ellos » da al artículo un sentido gramatical que con 
toda seguridad no se quiso darle. Según ese sentido, las pala- 
bras « y compañía » serían necesarias aun cuando en la razón 
social se exprese el nombre de todos los socios, lo que, signifi- 
caría que existen otros socios más, no existiendo en realidad. 

El inconveniente de la redacción desaparecía suprimiendo 
esa coma y colocándola después de la palabra socios. 

Art. 369. 

» 

La razón social no es un accesorio del establecimiento social 

ó fabril que constituye «el objeto de las operaciones sociales, y 

por consiguiente no es trasmisible con él. 

En este artículo se incurrió en una impropiedad jurídica 
diciendo trasmisible, palabra que no puede aplicarse sino á la 
traslación del dominio de una cosa por causa de muerte, en 
lugar de transferiblCy que se aplica á la traslación del dominio 
por causa entre-vivos. 

El sentido del artículo 369 exige la última de estas expre- 
siones, y sería conveniente hacer la sustitución correspon- 
diente. 
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Art. 397. 

No necesitan poder especial los administradores para ven- 
der los inmuebles sociales, siempre que tal acto se halle com- 
prendido en el número de las operaciones que constituyen el 
giro ordinario de la sociedad, ni para tomar en mutuo las can- 
tidades extrictamente necesarias para poner en movimiento los 
negocios de su cargo, hacer las reparaciones indispensables en 
los inmuebles sociales, alzar las hipotecas que los graven ó 
satisfacer otras necesidades urgentes. 

El presente artículo contiene un defecto grave y sustancial. 

En efecto, se sabe que el artículo 3.® del Código, por buenas 
ó malas razones (buenas, á nuestro juicio) (1), excluyó franca- 
mente de la nomenclatura de los actos de comercio los que 
versan sobre bienes inmuebles ; y no podrá menos de parecer 
chocante que el artículo 397 se presente después hablando de 
enagenaciones de inmuebles que constituyan el giro ordinario 
de la sociedad. 

No habiendo definido el Código de Comercio las sociedades 
comerciales, debemos atenernos, como él lo quiso, para deter- 
minar sus cualidades esenciales, á la definición que de ellas 
da el artículo 2059 del Código Civil. « Son sociedades comer- 
ciales^ dice, las que se forman para negocios que la ley cali- 
fica de actos de comercio. » El mismo artículo agrega : « Las 
otras son sociedades civiles. » Ahora bien : si la enajenación 
de bienes raíces y en general todo los actos relativos á esa 
clase de bienes están excluidos del número de las actos de 
comercio ¿ cómo podría sostenerse que es sociedad mercantil 
aquella cuyo giro ordinario lo constituye la enajenación de 
bienes raíces? ¿Cómo podría ser comercial una sociedad que 
se forma para negocios que la ley no califica de acto de co- 
mercio? 

Se podría decir que este artículo se refiere á enajenaciones 
de bienes inmuebles que son del giro odinario de la sociedad, 
pero en calidad de accesorio de otro giro principal que recae 
sobre bienes muebles. Pero ni aún así es aceptable la teoría 
de ese artículo, porque la enajenación de bienes raíces, no sólo 



(1) Véase pág. 9, segunda parte de la nota al art. S. 



REVISIÓN DEL CÓDIGO DE COMERCIO, 
n ñn accesorio, sino aun como una operación aislada y 
lonstítuirá siempre un acto exiriclamente civil, á vir- 

principio de derecho que así lo quiere, sancionado po- 
lente por el citado ai-t. 3, cuando dice que son actos de 
io : c La compra y permuta de cosas muebles, hecha 
Ánimo, etc. y la venta pei-mula ó arrendamiento de estax 

cosas. » 

no necesita decirse que la calificación de los actos 
les ó mercantiles nace de su naturaleza y cualidades 
(cas, y en manera alguna del carécter ó profesión de 
Dua natural ó jurídica que lo ejecuta, y que, en conse- 
1, el hecho de ser comercial la sociedad que acciden- 
te enajena un bien raiz está muy distante de ser mo- 
iciente para reputar comercial ese acto. De otramane- 
eriamos arríbar ala misma conclusión respecto de 
las contratos y sostener, por ejemplo, que el arrien- 
xplotación de un fundo podría también ser un giro 
'io ó secundario de un comerciante ó de una sociedad 
¡al, y constituir de esa manera una operación de comer- 
letida á las prescripciones del presente Código, 
blecida, pues, la cahdad civil de los actos sobre in- 
s á que se refiere el artículo 397, sin que nadie pueda 
•la en duda, puede afirmarse que no era dado al Código 
ercio legislar sobre ellos, y que era de toda necesidad 
•maneciesen sometidos al exclusivo imperio de la ley 

as precedentes consideraciones, que no desarrollamos 
rque damos por probadas ó incontrovertibles las bases 
jue ellas descansan, es que creemos que el presente 
) bajo ningún pretesto pudo hablar de la enajenación, 
1 hipoteca, ni de ningún otro acto relativo á bienes ral- 
las sociedades, dentro de su constitución legal, pueden 
r esos actos, habrán de someterse irremediablemente en 
é ellos á las prescripciones del Código Civil. Cuanto se 
;a en contrario será anti-fllosófico y saldrá de los límites 
Lamente bien demarcados en este caso}, dentro de los 
tiene que mantenerse una legislación especial como la 
1 ercio. 
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A fin (1(3 salvar el defecto apuntado, propondríamos en n 
plazo del articulo 397 el siguiente : 

Los aúministrdores no necesitan poder especial para k 
en mutuo las cantidades extrictamente necesarias para pont 
movimiento los negocios de su cargo, ó satisfacer otras ne 
dades vrgentes del giro de la sociedad. 

I 8. — Z)e /di túcUdade» anónímat. 

El presente párrafo, como se sabe, sanciona sin restric 
nes el sistema de sociedades sometidas en su constiliicii 
funcionamiento á la intervención y vigilancia de la autorii 

Pardessus se hace el eco del sistema aludido cuando d 
« Pero como las sociedades anónimas difieren de las otrai 
ciedades en cuanto no es necesario que haya asociados ob 
dos indelinidamente por todas las deudas sociales ; come 
obligaciones sociales no producen solidaridad contra cada 
ciado; como estos asociados, aun cuando se mezclen en h 
ministraciún, no pueden perder mas allá de sus aportes, ; 
embargo ellos conservan la posibilidad de tomar parte en t< 
los beneficios, se ha previsto los irritantes resultados que ; 
los acreedores podían tener esos establecimientos, sea p( 
fraude ó la imprudencia que habría presidido su organizac 
sea por las consecuencias de una mala administración, 
este motivo, en casi todos los países, no se permite la for 
ción de sociedades de esta especie, sino cop la autoriza 
del poder legislativo, ó á lo menos con la del gobierno » ( 
■ No desconocemos la existencia, ni negamos en absolut 
importancia de los motivos que provocan el anterior ra 
cinio; pero la consecuencia que de ellos se saca nos pai 
del todo inaceptable, en cuanto ella importa el sostenimii 
de un régimen defectuoso, que no puede alcanzar el fin 
persigue; y que es, además, anli-económico y contrari 
cambio radical que en los últimos tiempos y como fruto d 
democracia, han esperimentado en número y alcance las 
antes eran atribuciones propias y legítimas de los gobien 
Aceptada poi' todos la existencia de aquellos peligi'os ; 

(!) Cours de droít commeretal. — Tom. II, núm. 1040, pág. 288. 
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conveniencia de ponerles valla, el desacuerdo comienza en 
cuanto á su gravedad, para hacerse muy agudo en lo relativo 
al medio escogitado á fin de evitarlos ó de atenuarlos. 

Al hablar de los corredores manifestamos cuanto de ilusorio 
tienen los peHgros que se atribuye á la libertad civil, y llama- 
mos la atención hacia las exquisitas precauciones de que la 
rodeó una ley más sabia y de más moderno espíritu, no obs- 
tante ser más antigua que el presente Código. No repetiremos 
aquí esas y otras observaciones generales que hicimos en con 
tra de la intervención gubernativa en los negocios del indivi- 
duo, (1) aunque constituyen la parte más importante de la pre- 
sente crítica ; nos limitaremos á hacer las consideraciones que 
son especialmente aplicables al tutelaje administrativo res- 
pecto de las sociedades anónimas. 

No está al alcance del Presidente de la República ni de sus 
subalternos la averiguación de qué sociedades ofrecen peli- 
gros ú ocasionan daño á los particulares. El Presidente de la 
República, en razón de los numerosos y valiosísimos intereses 
de opuesta índole que le están confiados, no puede, racional- 
mente hablando, ocuparse en examinar mil detalles sin cuyo 
conocimiento se hace imposible el ejercicio de las facultades 
que se le han conferido á fin de atenuar los peligros á que 
nos hemos referido; y tanto más cuanto que machos de ellos, 
por su propia naturaleza, habrán de escapar á la más suspicaz 
vigilancia. 

Una entidad colectiva, numerosa, irresponsable y con un 
interés sumamente lejano y remoto, no es, por cierto, la llama- 
da á tomar conocimiento exacto de las minuciosas circustlan- 
cias que, reunidas y comparadas cuidadosamente, podrían 
servir de base para calificar la bondad ó malicia de una so- 
ciedad. 

Esas dificultades suben de punto, si se tiene presente que 
los miembros de una sociedad anónima, creada ó proyectada, 
por torpes que sean, la revestirán de ropaje tanto más hala- 
güeño é inocente cuanto mayores sean los fraudes secretos 
que se cometan ó que se preparan; y el Estado, guardián de 

(1) Título l\L— De los corredores. 
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fácilmeDle el veneno, engañado por 

Más tarde los abusos serán des- 
marán contra ellos y la intervención 
rá esperar; pero, desgraciadamente 
r consumado y sin remedio el mal. 
itúridad en la constitución, régimen, 
des anónimas, legos de prevenir el 
rticulares, conñados en la misma in- 
defecto propio de nuestra raza), se 
ar la seriedad y la seguridad que 
capitales ofrecen esas sociedades, y 
ellas ligeros de corazón. 
ion se encuentra eficazmente corro- 
I en la práctica ha producido el re- 
íos, donde quiera que se haya esta- 
mo lo observaba el señor Amunáte- 

sociedades anónimas á tal sistema, 

consideración provocados por ellas; 
sancionado ese régimen, fueron tan- 
estafas cometidas á su sombra, que 
[ue les dio vida. AI poco tiempo des- 
is. En Chile, antes de dictado el pre- 
agió más aún el sistema establecido 
3gia las sociedades anónimas, tam- 
le consideración motivados por ellas; 
ie (1870 á 1872), era ya frecuente el 
ades anónimas con Unes imaginarios, 
minas, existentes sólo ea el pensa- 

especuladores, desprovistos de otro 
iiecerse á costa de los incautos con- 
;ilancia del Estado, 
/enientes apuntados los únicos que 
itivo y autoritario de las sociedades 
laciones y formalidades que él en- 
á su establecimiento y desarrollo, 
i, del comercio y de la libre circula- 
mente producen muy poco. Se sabe, 
.s empresas industriales que no pue- 
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tr acometidas sino mediante el esfuerzo combinado del 
1 de numerosos individuos. Impidiendo ó diñcultando la 
ción de ellos, se les esteriliza y se contraría el pequeño 
), que ha menester de colocaciones que no demanden 

ni impongan responsabilidades que sobrepasen su 

a obviar los inconvenientes que hemos señalado como 
18 á la intervención directa del Estado en las sociedades 
ñas, se recurrió, en lo relativo á la ñscalización perma- 
de las establecidas, á la institución de delogados de la 
dad, á qne se dio el nombre de comisarios. No nos 
Iremos á manifestar que ellos, lejos de prestar algún 
io y de ser una garantía en favor de los particulares, 
an sido el ílel reflejo de los defectos que entraña el ve- 
sistema de que son representantes genuinos. Diremos, 
3 hasta ahora han ganado sin prestar servicio alguno y 
lido haciendo violencia á su delicadeza, la retribución 

1 ley absurdamente obliga á pagarles á las mismas ins- 
mes cuyo regular funcionamiento y seriedad de opera- 
> estén encargados de flcalinar. 

b1 interés individual, acucioso y precavido de por sí, y 
merosas y bien pensadas garantías tomadas por el Gódi- 
íil en lavor de todos los CJSntratantes, cualquiera que sea 
'ácter, no eran aún suficientes obstáculos contra el abuso 
sociedades anónimas, fácil era haber elegido nuevas 
jciones, como la responsabilidad solidaria de los socios 
istradores, en ciertos casos, una amplia publicación, se- 
sanciones impuestas al dolo, etc., sin caer en una tan 
la de defectos, tan ineficaz y tan ajena al objeto con que 
istableció. El Código no se olvidó de ellas, y las llevó en 
e una ocasión más allá desús racionales límites. Sin em- 
, esas precauciones ño le satisficieron; ó más bien, con- 
á su lado la intei'vención oficial porque no pudo mante- 
impasible ante las protestas que, como fenómeno curioso 
lor de intereses adquiridos, se producen cada vez que se 
ide arrancar un girón á las antiguas preocupaciones. En 
' de ellas dejaron los hombres de ser propiedad de otros, 
) el interés en el mutuo del dinero abrió las 
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del crédito y centuplicó las fuerzas productivas y el 
ir de la sociedad. 

rioso observaí', por otra parte, que mientras nuestro 
I Público supone emancipados y mayores de edad á los 
IOS de más de veintiún años, y los autoriza para pro- 
remenle á los intereses de la Nación, ya sea activa ó 
lente , el Código de Comercio supone por otro lado, sin 
', la ignorancia y la incapacidad de esos mismos indi- 
para proveer á sus propios y personales intereses, y 
ecuencia los somete á la tutela administrativa, á fin de 
alernalmente que los unos se engañen á los otros, 
amen de lo que lia pasado en otras naciones corrobora 
ente nuestras observaciones. En Francia, por ejemplo, 
len que sujetaba las sociedades anónimas á la autori- 
)révia y á la vigilancia del Gobierno, ofrecía tantos in- 
entes que hubo de reaccionarse radicalmente contra 
irimera ley que obedeció á ese propósito fué la de 23 
i de 1863, que supi-imió la autorización previa para las 
des cuyo capital no pasara de 20 millones de francos, 
semplazaba la vigilancia del Estado por una reglamen- 
egal, relativa á su constitución y funcionamiento, del 
áloga á la establecida para las sociedades en coman- 
i segunda ley que se dictó en idénlico sentido, fué la 
e Julio de 1869, que, derogando los artículos 42, 43, 
I 46 del Código de Comercio, suprimió, sin Umitaciiin 
la autorización previa necesaria á la constitución de 
lias sociedades, 

)ga comprobación podríamos hacer respecto de la legis- 
omereial de la Inglaterra, de la Italia, de los Estados 
, etc. ; pero creemos que para nuestro objeto es bas- 
citación de lo que paulatina y deliberadamente se ha 
a cabo en la legislación de Francia, la nación más res- 
en esta materia, y también la más favorecedora de la 
ación del Estado en los negocios particulares, 
mos, pues, que si el mismo Pardessus hubiese escrito 
líente obra unos cuantos años más tarde, no habría con- 
) en ella el párrafo que transcribimos como encabeza- 
de la presente crítica. 
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mérito de estas observaciones, querríamos ver á las socie- 
; anónimas libres del permiso del Presidente de la Repli- 
que hoy necesitan para constituirse, libres de la inspe- 
irritante de los famosos comisarios, libres, en íln, de 
alang;e de trabas y limitaciones que ostenta el párrafo 
Titicamos á despecho de la libertad de asociación y de 
trias. Deberían, pues, derogarse los artículos 427, 428, 
[30, 431, 432, 433, 434, 435, 436, 437, 438, <i39y459. Des- 
de lo dicho, es inútil que entremos en el análisis pwti- 
de cada uno de ellos. Apuntaremos, sin embargo, antes 
iuparnos de las modificaciones de otro carácter que re- 
m algunos artículos del presente párrafo, ciertos defec- 
3 que adolecen los mencionados, aun dentro del sistema 
.ado por el Código. 

Art. 428. 

se dará curso á ninguna solicitud para la formación de 
ompañía, si no fuere firmada por un número de susurip- 

que llene la torcera parte al menos de las acciones en 
;e divida el capital, y acompañada de un testimonio feha- 
5 de la escritura y estatutos sociales aprobados en junta 
-al de sascriptores. 

.el presente artículo se incurre en la redundancia de ha- 
de € un testimonio fehaciente de la escritura y estatutos 
les »; como si lo estatutos de una sociedad no formaran 
iariamente parle do la escritura social. 
ría también más lógico exigir una copia autorizada de la 
tura social, en lugar de un testimonio fehaciente de ella, 
!3 una expresión vaga é indeterminada y que puede oca- 
ir dudas sobre su alcance, 
dría terminarse el artículo 428 diciendo : 
y acompañada de una copia autorizada de la escritura 
1. 

Art. 432. 

las compañías de seguros de objetos particulares la auto- 
ióti fijará el máximum del valor de cada póliza, si no estu- 
! determinado en la escritura, teniendo en consideración 
pital social y la naturaleza y extensión de los riesgos. 
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Por más fundada que se creyera la intervención gubern 
en las sociedades anónimas, no era posible, en manera al( 

llevarla, como lo hace el presente artículo, á sus últím< 
mi tes. 

El mal que quiso evitar el articulo 432 estaba salvadi 
la naturaleza misma de las cosas : nadie más interesado i 
extender pólizas de un valor desproporcionado con la cu 
de! capital social de la compañía de seguros que ella mi 
porque ello equivale á Jugar á una misma carta su vi 
muerte. Diariamente vemos esta obsen*ación corroborada 
práctica ; los grandes riesgos son siempre asegurados po 
rias compañías, pues una sola se niega á tomarlos totaln 
sobre sí, aun cuando pueda harcerlo dentro de sus facult 

Este articulo, aun en el estado actual de cosas, no 1 
pues, necesidad alguna, y convendría suprimirlo. 

Art. 433. 

La autorización contendrá siempre la condición de 1 
efectiva, dentro del plazo que ella señale, la cuota del I 
social que el Presidente de ta República juzgue necesaria 
que la sociedad comience sus operaciones y pueda colocí 
acciones con que haya de completarse el capital social. 

Contendrá también la fijación de la cuota de los bene. 
sociales que deba destinarse para la formación del font 
reserva, toda vez que no haya sido hecha en los estatuí 
que ta cuota designada sea insuñcíente á juicio del Presi( 
de la República. 

El valor de las acciones de industria y privilegio n 
tomará en cuenta para determinar la cuota de que hab 
inciso primero de esto articulo. 

El sentido gramatical del inciso 1.° del presente art 
parecería indicar que la sociedad puede principiar sus o¡ 
ciones con tal de haber hecho efectiva, dentro del plazo i 
lado, la cuota del fondo social determinada por el Presi< 
de la Repúbhca. Entre tanto, el artículo 436 nos dice que 
bien es necesario que hayan sido colocadas total me nt 
acciones de la sociedad. 

Ya que el inciso 2.°, consecuente con el sistema adoj 
1 por el Código, confinó al Presidente de la P 
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la facultad de fijar la nuola periódica que, sacada de los 
ficios sociales, debe destinarse á fondo de reserva, era 
ién indispensable que le hubiese conferido la de fijar un 
mum á dicho fondo, pues ni seria posible que esa fija- 
quedara al arbitrio de los socios, porque podrían deler- 
r una cantidad tan pequeña que hiciera ilusorio el objeto 
)ndo de reserva, ni sería posible, tampoco, que eUa se si- 
'a haciendo indeñnidamente, aun cuando hubiese ileg^ado 
1 cantidad superior al fondo social. 

mando, pues, las cosas tales como están, propondríamos 
■\ inciso 1." y 2,° del artículo 433 se redactaran de la ina- 
st fíente : 

autorización contendrá la condición de que, dentro del plazo 
'.la señale, se haga efectiva la cuota del fondo social que el 
iente de la República juzgue necesaria para que la sociedad 
nce sus operaciones, y que se coloquen dentro del mismo 
no, todas las acciones que formen el capital social, 
itendrá también la fijación del fondo de reserva y el tanto 
ento del capital social que para formarlo deba deducirse 
beneficios, toda vez que no haya sido determinado por los 
■tos ó que la cuota sea insuficiente ajuicio del Presidente 
República. 

■ificada la abolición de la tutela administrativa sobre las 
lades anónimas, debería establecerse en reemplazo del 
1." una disposición que prohibiera el comienzo de las 
cienes sociales antes de haberse hecho efectiva la cuarta 
(por ejemplo) del fondo social y de haberse suscripto 
las acciones ; y en lugar del inciso 2.", otra que fijara en 
intidad igual al dos por ciento (por ejemplo) del capital 
, la cuota de los beneficios sociales destinados á fon- 
reserva, hasta enterar una suma igual á la tercera parte 

Llél. 

Art. 436. 

'residente de la República podrá nombrar un comisario 
íile las operaciones de los administradores y le dé cuenta 
nejecución ó infracción de los estatutos, 
residente de la República designará la remuneración del 
irio, la cual será pagada por la sociedad. 
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La supresión de los comisarios de las sociedades anónimas 
no sólo es una consecuencia de la abolición del régimen de 
autoridad á que hoy se encuentran sometidas, sino que aun 
dentro de él se impone con toda la fuerza de la evidencia. 

Es del dominio público que ellos, sin excepciones, lejos de 
haber llenado alguna necesidad ó de haber prestado algún 
servicio al interés de los particulares, han demostrado que su 
tarea es perjudicial. 

Y tan es así, que no creemos equivocarnos aseveraildo que 
jamás, en uso de las facultades que les concede el presente 
artículo, han llegado á informar al Presidente de la República 
de la inejecución ó infracción de los estatutos de la sociedad 
para la cual han sido nombrados. Ni cómo habían de hacerlo 
en contra de la misma mano de que reciben anualmente, por 
no hacer nada, una renta no escasa. 

No tememos afirmar, aún, que las tales comisarías ante la 
sociedades anónimas han sido, y serán mientras no se las su- 
prima, objeto de. mal disimulada granjeria. Es doloroso de- 
cirlo, pero es el hecho que hasta hoy y de ordinario se han 
conferido esos cargos, nó con el propósito de vigilar por su 
intermedio el regular fucionamiento de la sociedades anóni- 
mas, sino con el de premiar con su remuneración malos ser- 
vicios, ó con el de acrecer indirectamente sueldos púbhcos, á 
veces exiguos, y otras demasiado abundantes. 

Estas consideraciones y muchas otras qu^ podrían agregar* 
se, han producido desde hace tiempo en el ánimo de no pocos 
miembros del Congreso el deseo de derogar el presente artí- 
culo, y así lo han demostrado en proyectos de ley presentados 
con ese objeto. Nosotros reproducimos aquí igual deseo. 
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Art. 440. 

Dentro de los treinta días siguientes á la fecha en que se 
expida la autorización, el decreto que la concede y la escritur- 
y estatutos sociales serán inscritos en el registro de comercio 
correspondiente al domicilio de la sociedad, y fijados y publicaa 
dos íntegramente en los lugares, en la forma y por el tiempo 
que designa el artículo 355. Los expresados decretos, escritura 
y estatutos serán también publicados en el periódico oficial y 
Boletín de las Leyes. 
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rituras en que se reformen ó modifiquen el contrato 
is, ó se acuerde la continuación de la sociedad des- 
espirado el plazo estipulado, j el decreto que las 
serán también inscritos, publicados y fijados en los 
prevenidos. 

. asimismo sujetas á las formalidades de la inscrip- 
:ión y publicación las escrituras de disolución antici- 
>i sociedad. 

lida la intervención del Presidente de la República 
íiedades anónimas, habría que preecindir de la publi- 
nscripeión del decreto aprobotorto. Habría también 
r otra fecha inicial del plazo concedido para proceder 
ipcióii y publicación de la escritura y estatutos so- 
iinalmeote, debería omitirse la publicación en el pe- 
flcial y en el Boletín de las Leyes, porque ella nace 
mente del hecho de tomar parte el Poder Ejecutivo 
stitución de las sociedades, 
íulo 440, podría decir entonces : 
del plazo prefijado en el artículo 354 y para los efec- 
ña\a el articulo 355, se entregarán en ta secretaria del 
e comercio del departamento en que se establezca el 
social una copia autorizada é íntegra de la escritura 

rituras en que se reforme el contrato ó en que se acuer- 
tinuaeión de la sociedad después del plazo estipulado, 
üución anticipada, serán también inscritos, fijados y 
! en los términos y forma prevenidos. 

Art. 441. » 
úóa de la escritura social ó la de cualquiera de las 
Ldes establecidas en los artículos 427 y 440, produce 

ionistas que directa ó indirectamente tomaren parte 
ninistración de la sociedad que no hubiere cumplido 
nnidades, serán considerados socios colectivos y como 
jonderán solidariamente de las obligaciones contrai- 
ir de terceros. 

1." de este articulo establece que la omisión de la 
social ó la de su publicación é inscripción produce 
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nulidad. A fin de alejar en lo posible los temores de los ene- 
migos del régimen de la libertad para las sociedades anóni- 
mas, nos parecería oportuno hacer extensiva esa severa san- 
ción, de una manera expresa, no ya sólo á la omisión en el 
cumplimiento de esas obligaciones, sino también á su cumpli- 
miento imperfecto, á la publicación é inscripción trunca 6 
maliciosamente alterada de las escrituras sociales. 
En tal caso, el inc. 1.® del presente artículo podría decir: 
La omisión de la escritura social ó la de cualquiera de las 
solemnidades establecidas en el articulo 440, incluso la publica- 
don trunca ó alterada de las escritaraSy produce nulidad. 

Art. 444. 

Cuando un accionista no pagare en las épocas convenidas su 
cuota ó alguna fracción de ella, la sociedad podrá vender por 
conducto de un corredor de número, de cuenta y riesgo del 
socio moroso, las acciones que le correspondan ; ó apropiarse 
las cantidades que éste hubiere entregado, rectificándole el 
titulo que tenga ; ó emplear cualquier otro arbitrio de indem- 
nización que acordaren los estatutos. 

Si según el artículo 442 « el capital social debe ser fijado 
de una manera precisa é invariable y no podrá ser disminuido 
durante la sociedad », no puede ser más ilógico el presente 
articulo, confiriendo á esta la facultad de retirar el título de la 
acción al socio moroso en el pago de su cuota, y apropiarse las 
cantidades que éste hubiere entregado ; tal facultad, en efeo- 
to, importa la supresión de una ó más acciones y, por consi- 
guiente, la disminución del capital social durante la sociedad. 

Suprimiríamos, pues, del presente artículo la írase :... «ó 
apropiarse las cantidades que éste hubiere entregado, rectifi- 
cándole el título que tenga ». Y también convendría decir sim- 
plemente: de un corredor... y suprimiendo la frase « de nú- 
mero »• 

Art. 449. 

ínterin no sea cubierto el valor de las acciones, los títulos 
que justifiquen el interés de los suscriptores no importarán 
sino una merdi. promesa de acción. 

Como lo observa el señor Amunátegui, la división de las ac- 
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en definitivas y en promesas de acción es meramente 
, pues el Código no ha sefiaiado á la una ningún efecto 
haya señalado á la otra. El mismo Código las con- 
lespués (i56) y el comercio tampoco las distingue, 
i mejor, de consiguiente, suprimir el presente artículo 
alabras definitivas, ó de una promesa de acción, ó prome- 
icción de ios artículos 450, 451, 452 y 453. 

Arr. -161. 

idministradores presentarán á la asamblea general, en 
cas en que se reúna, una memoria razonada acerca de 
,ción de la sociedad, acompañada de un balance dú ha- 
deudas y de un inventario detallado y preciso de las 
cías, y remitirán una copia de ella á la intendencia res- 
y otra al juzgado de comercio del domicilio social, 
sociedades que emitan acciones al portador publicarán 
iezas en uno de los periódicos del enunciado domicilio, 
lance, inventario, actas, libros y demás piezas justifi- 
de la memoria serán depositados en la' oflcina de la ad- 
jtración ocho dias antes del señalado para la reunión 
jamblea general. 

legislador dictó este artículo porque comprendió que 
iplia publicidad de las operaciones sociales y su fisca- 
i directa y personal por los mismos accionistas, eran 
s que debían ocupar un lugar preeminente entre las 
clones destinadas é evitar los abusos á que se prestan 

graciadamente, esas precauciones apenas si tienen im- 
;ia hoy día, á causa de no haber afianzado su estricto 
miento con la eficaz sanción que merecían, 
iendo el propósito que manifestamos al proponer la 
MÓn de la sanción contenida en el inc. 1." del artículo 
3 encontraríamos excesivo imponer, á los administra- 
imisos en el cumplimiento de las obligaciones que les 
el presente artículo, la responsabilidad solidaria de los 
ocíales ejecutados durante el período á que se refiera 
ion. 

j la supresión del régimen actual de las sociedades 
as sólo haría más necesaria esta precaución, propone- 
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mos, en todo caso, que se agregue al fin del articule 
siguiente inciso. ; 

La omisión en el cumplhnieuto de las precedentes ob 
nes sujeta á ítw administradores á resppnder solidarianti 
los contratos celebrados por la sociedad durante el períod 
se refiera la omisión. , 

Art. 463. 

Se prohibe la repartición de dividendos antea do comí 
e! fondo de reserva. 
« Si o! fondo de reserva fuere insuficiente para cubrir 
ctt dol capital, se aplicarán á este solo objeto todos los 
cios sociales. 

Los dividendos se deducirán e:íclusivamente de ios 
cios líquidos justificados por los inventarios y balance: 
bados por la asamblea general de accionistas. 

Aunque el Código hubiese delernainado la manera 
el monto total ó máximum del fondo de reserva, que i 
hecho, oí presente artículo habría dispuesto un absurd 

En primer lugar, no se concibe qué significado pued 
el ordenar « la fijación de la cuota de los beneficios qu 
destinarse para la formación del fondo de reserva « (a: 
núm. 8 y 433, inc. 2."), si por otro lado se manda a] 
este solo objeto todos los beneficios sociales, hasta que i 
pleíe dicho fondo; pues es de suponer que tal fijació: 
hace para comenzar á aplicarse justamente en el mora 
que deja de existir su objeto. 

En segundo lugar, y aun prescindiendo de la contra 
apuntada, ia prohibición de repartir dividendos antes t 
pletarse el fondo de reserva es una disposición per] 
Muy pocos serian aquellos que se atrevieran á tomar f 
un negocio en que sus capitales no hubieran de pro( 
nada durante algunos años, sí nó indefinidamente, i 
nunca. La acumulación de esos beneficios para obtene 
trega por junto, después de varios años, durante los 
puede haber fallecido el accionista, no puede satis: 
éste. Con semejante disposición no tememos afirmar 
menos que el monto del fondo de reserva íuese ínflm 
sorío, las sociedades anónimas apenas si existirían. 
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aemos que el legislador haya querido ordenar en el 
Í63 que todos los beneficios sociales se destinen á for- 
indo de reserva mientras éste no haya sido comple- 
po es el hecho que eso es lo que se desprende de su 
!ral. Es urgente, pues, enmendar el presente artículo 
ixclarecer que lo que se prohibe (y no otra cosa habrá 
el Legislador) es que se repartan dividendos á los 
.as preferentemente á las cuotas que deben destinarse 
■ el fondo de reserva; cuotas que no consisten en un 
r ciento de los beneficios obtenidos, sino en un tanto 
to del capital social. Así, si esa cuota es de un dos 
to del capital y los beneficios obtenidos representan 
porción igual, todos ellos deberían ser aplicados al 
3 reserva y no habría lugar á repartir dividendo al- 
iso 1." diría r 

hibe la repartición de dividendos si los heneados del 
•espeetivo no alcanzaren á completar el tanto por ciento 
al social que deba destinarse á foumar el fondo de re- 

Art. 485. 

landitarío que violare la prohibición del articulo pre- 
quedará solidaria.mente responsable con los JQStores 
: las pérdidas y obligaciones de la sociedad, sean ante- 
posteriores á la contravención. 

or concedido á los terceros ha sido llevado en el pre- 
ticulo más allá de lo justo y equitativo, 
mprende que el socio comanditario sea solidariamente 
able con los gestores de los actos de administración 
a ejecutado con conocimiento ó intervención de estos 
; pero ninguna razón aconsejaba extender esa respon- 
d á los gestores cuando no han tenido ni conocimiento 
;¡pación en este acto. No se puede, en efecto, imponer 
obligaciones á una persona por actos ajenos, que ni 
. ha estado en su mano impedir. 
iste motivo convendría redactar el artículo 485 de la 
siguiente : 
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El comanditario que violare la prohibición del a 
dente quedará personalmente responsable de todat 
y obligaciones de ¡a sociedad, sean anteriores ó pi 
contravención, y solidariamente con los gestores 
hayan tenido conocimiento ó participación en esos 

Art. 506. 

Los accionistas que tuvieren que sostener co 
como demandantes ó demandados, un pleito cont 
tes ó los miembros de la junta de vigilancia, será 
dos por apoderados elegidos por la asamblea gen 

No pudiendo verificarse el nombramiento por 
general, por un obstáculo cualquiera, será hech 
gado de comercio á petición de la parte más dilig 

Si el pleito versare sobre objetos de interés 
algunos accionistas, los apoderados serán nomt 
unión de los interesados en la causa. 

En cualquiera de los dos casos propuestos, lo 
podrán intervenir personalmente en la causa, á 
portar los gastos de su intervención. 

Ate índ I gnifieado gramatical del incií 
articul ib a atenderse que los apoderadt 
repre n parte de los accionistas, en g 

miemb d 1 j ta de vigilancia, tendrían tan 
nombrados en asemblea general, comprensiva 
accionistas que no tienen interés en el juicio. Pt 
inteligencia, que es maniHestamente contraría al 
mismo artículo, convendría decir : Los acción! 
tuvieren... etc. 

TITULO VIII 
DEL SEGURO EN GENERAL Y DE LOS SEGUROS T 
EN PARTIGUUR. 

Art. 522. 

Pueden ser aseguradas todas las cosas corporal 
rales, con tal que existan al tiempo del contrato 
en que principien A correr los riesgos por cuenta 
dor, tengan un valor estimable en dinero, puedan 
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ilación lícita, y se hallen e^cpuestas á perdeise por el 
tome aobre si el asegurador, 
iguiente no pueden ser materia de seguro ; 
anancias ó beneficios esperados ; 
bjetos de ¡lícito comercio; 

osas integramente aseguradas, á no ser que el ülti- 
se refiera á un tiempo diverso ó á riesgos de dis- 
aleza que los que comprenda el anterior ; 
osas 'que han corrido ya el riesgo, hayanse salvado 
en él. 

•o de cosas que no reúnan todas las condiciones 
I en el inciso primero de e^te artículo es nulo de 
cho. 

1 núm. 4/ de este articulo, no pueden ser objeto del 
las cosas que han corrido ya el riesgo, hayanse sal- 
ecido en él » ; y como se eslá tratando de las dispo- 
omunes á toda clase de seguros, resulta que esta 
mbién aplicable á los marítimos, siendo que después 
ce io contrario; esto es, quedes válido el seguro 
contratado con posterioridad á la cesación de los 
ílvo que el asegurado tuviera conocimiento de la 
3 los objetos ó el asegurador de su feliz arribo 

var esta contradicción, creemos que debería supri- 
número, consignando la disposición que él contiene 
1." del art. 566, que forma parte del párrafo de las 
(es especiales relativas á los seguros terrestres. Éste 
ices: Si se celebrare un seguro sobre cosas que han 
el riesgo, hayanse salvado ó perecido en él, el seguro 
tor no celebrado, etc. 

Art. 525. 

muchos seguros sucesivos celebrados de buena fe 
les fechas, solo valdrá el primero, siempre que cu- 
r integro del objeto asegurado. 

iéndolo, los aseguradores posteriores responderán 

nsoluto según el orden de las fechas de sus respec- 

atos, 

guradores cuyos contratos quedaren anulados por 

1 valor asegurable, restituirán la prima, salvo su de- 
indemnización á que hubiere lugar. 
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El inc. 2° de este articulo contiene una palabra emp' 
impropiamente : llama valor insoluto á la parte del \ 
cosa asegurada no cubierta por el seguro, siendo qu 
en el lenguaje común y también íorense, significa tf 
no pagado, eslo es, aquella parte de un crédito en 
ha verificado la solución ó pago efectivo, como dice 
Civil. Debe, pues, sustituirse dicha expresión por es 
bierío, restante, ú otra análoga. 

Art. 531. 

En caso de trasmisión por titulo singular, el asegu 
drá exigir que el adquirente declare en el acto de. 
miento judicial si quiere ó no aprovecharse del seguí 

Si to rehusare y el asegurado conservare algún int 
cosa, et seguro continuará por cuenta de éste hasta c 
cía de su interés. 

Si ningún interés conservare, se tendrá por exti 
seguro desde el momento de la enajenación; y el a: 
podrá reclamar del asegurado el pago de toda la pri 
indemnización, según la naturaleza del seguro. 

El inc. 3." de este artículo es muy oscuro á causa 
fecto de redacción. En efecto, tal como eslá redactat 
ra creerse que se deberá toda la prima cuando el si 
de cierta naturaleza (marítimo), y una indemnizació 
sea de otra (terrestre) ; mientras que el Código sólo hí 
evidentemente, decir que se podrá reclamar toda la pr 
indemnización, en todo caso y sea cual fuere la natu! 
seguro, pero que esta indemnización, que debe consii 
tanto por ciento fijado por la ley ó por la costumbre 
minará según la naíurafóaa del seguro, porque pued 
yor ó menor según que él sea maritimo ó terrestre. 

Si no se quiere alterar considerablemente la red: 
Código, bastaría pone una coma (,) después de li 
prima y suprimir la que hay después de indemníz 
sentido gramatical seria claramente el que hemos in 

Art. 544. 

El no pago de la prima al vencimiento del plazo c 
nal ó legal, autoriza al asegurador para demandar 1; 
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de ella ó la rescisión ddi seguro con indemnización de daños y 
perjuicios. 

La demanda de la prima deja subsistente el seguro. 

Instaurada la acción rescisoria, los riesgos cesan de correr 
por cuenta del asegurador, y el asegurado no podrá exigir el 
resarcimiento de un siniestro ulterior, ni aun ofreciendo el 
pago de la prima. 

En la crítica al artículo i53 manifestamos que el Código 
frecuentemente confunde la resolución con la rescisión y las - 
razones que aconsejaban subsanar tal defecto. En el presente 
articulo convendría, por iguales motivos, sustituir la palabra 
resolución en lugar de rescisióii/y renolutoria en lugar de res- 
cisoria. 

Art. 557. 

El seguro se rescinde : 

1.° Por las declaraciones falsas ó erróneas ó por las reticen- 
cias del asegurado acerca de aquellas circunstancias que, cono- 
cidas por el asegurador, pudieran retraerle de la celebración 
del contrato ó producir alguna modificación sustancial en sus 

2.» Por inobservancia de las obligaciones contraídas ; 
3.° Por falta absoluta ó extinción de los riesgos. 
Si la falta ó extinción de los riesgos fuere parcial, el seguro 
se rescindirá parcialmente. 

La misma observación precedente tenemos que hacer res- 
pecto del artículo 557. Los casos enumerados en este artículo 
■ son unos de rescisión y otros de resolución, y sin embargo el 
Código los encabeza á todos con el nombre de la primera. 
Convendría, pues, decir ai principio del artículo : El seguro 
se rescinde ó resuelve : 

Art. 566. 

En el caso previsto en el número 4." del artículo 522 el se- 
guro se tendrá como no celebrado, aunque el asegurador y 
asegurado hayan procedido con ignorancia' de la pérdida ó sal- 
vación del objeto asegurado. 

Pero si alguno de ellos hubiere obrado con conocimiento da 
la pérdida ó salvación de la cosa, será obligado á indemnizar 
competentemente al otro, sin perjuicio de la aplicación de la 
pena que le imponga la ley. 
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Conociendo ambas partes el suceso que ha puesto fin á los 
riesgos, el seguro se tendrá para todos sus efectos como una 
mera apuesta. 

Al hablar del número 4.** del artículo 522 indicamos la re- 
forma que convendría hacer en este artículo. 

Art. 575. 

El seguro de vida se rescinde : 

!.*> Si el que ha hecho asegurar su vida la perdiere por sui- 
cidio ó por condenación capital, ó si la perdiere en duelo ó en 
otra empresa criminal, ó si fuere muerto por sus herederos. 

Esta disposición es. inaplicable al caso de seguro contratada 
por un tercero. 

2.° Si el que reclama la cantidad asegurada fuere autor 6 
cómplice de la muerte de la persona cuya vida ha sido ase- 
gurada. 

Por las razones apuntadas al criticar el artículo 153, debe 
decirse en la primera parte de este artículo resíielve y no res- 
cinde. 

§ 5. — Del seguro contra incendio. 

Las reglas sobre los seguros establecidas por nuestro Có- 
digo están, como las de todos los Códigos extranjeros que co- 
nocemos, muy lejos de consultar los requisitos necesarios 
para evitar los fraudes que en ellos, y especialmente en los 
seguros contra incendio, pueden cometerse por el asegurado. 
Son tantos los incendios voluntariamente ocasionados por co- 
merciantes que tienen aseguradas sus mercaderías y cuyos 
negocios marchan mal, que la represión de tales abusos ha lle- 
gados á formar un verdadero é importante problema de legis- 
lación. En el estado actual de cosas, en efecto, el comerciante 
que tiene aseguradas sus mercaderías por un valor dado, 
puede muy fácilmente disminuir la cantidad y valor de ellas y 
sentirse, entonces, estimulado á incendiarlas ; tanto más, si se 
vé asediado por compromisos en su giro comercial y si cuenta 
con la impunidad, que le asegura la dificultad de probar el 
dolo que comete en fraude del asegurador. Pero éso no es lo 
más grave é importante : el incendio que tal individuo ha oca- 
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sionado sólo por ejecutar una ganancia ó salvf 
tico de sus negOGÍOE, casi nunca se iimitarÉ 
tienda, almacén, fábrica, ele, sino que general 
nicaráá los edificios vecinos, ocupados talvez 
blecimientos mercantiles más valiosos. No he 
ejemplos de lo que decimos ; es público y noK 
la mitad de los incendios de cierta importancia 
en nuetras principales ciudades (Santiago, Vi 
son ocasionados por viles comerciantes que e; 
ellos una ganancia y la reconstitución de su c 

El mal apuntado, como se vé, no sólo afecta los mtereses 
individuales, sino que reviste todos los caracteres de un mal 
público; que si así no fuese, no reclamaríamos medida alguna 
contra él, pues estamos convencidos de que los aseguradores 
(las compañías aseguradoras) son sus principales fomentado- 
res. Ellos, en efecto, son muy poco celosos en la apreciación 
del valor de las mercaderías ; sólo atienden á recibir una prima 
más ó menos valiosa. Sucede con frecuencia que mercaderías 
aseguradas en una compañía casi por la totalidad de su valor 
real, encuentran sin dificultad en otra la concesión de un nuevo 
seguro tan valioso como el primero. Pero, tratándose de un 
verdadero mal social, creemos urjenle corlarlo de raíz. Des- 
- graciadamente la cuestión ofrece no pocas dillcullades y el 
tiempo nos es insuficiente para emprender su detenido estudio, 
que de otra manera talvez habríamos encontrado algún re- 
medio eficaz y suficientemente madurado. A primera vista no 
se nos ocurre otro arbitrio que el de poner alguna restricción 
al valor asegurable de las mercaderías contenidas en tiendas, 
almacenes ú otros establecimientos comerciales en que, por la 
naturaleza de su giro, hayan de ser constantemente renovadas ; 
por ejemplo, no obligar á pagar el seguro de tales mercaderías 
sino hasta concurrencia de las 3/4 partes de su valor á la 
época del siniestro. 

Como se comprende, la medida tiene algunos inconvenien- 
tes, como el de obligar á los comerciantes honrados á soportar 
los riesgos de pérdida de una parte de sus mercaderías, con 
perjuicio evidente de la fijeza y seguridad de sus negocios; 
pero este es el caso de aplicar la máxima de que entre dos 
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males debemos optar por el menor. Otro arbitrio, más 
y menos perjudicial, á nuestra juicio, seria el de dejar 
latitud al juez en los juicios civiles _sobre seguros conl 
cendios; conierirle, en cierto ^ado, la facultad que ti 
juez en lo criminal de apreciar la prueba y faltar en conci 

Art. 579. 

Fuera de las enunciaciones que exige el articulo i 
póliza deberá expresar : 

1," La situación de los inmuebles asegurados y la de 
ción especifica de sus deslindes ; 

2." El destino y uso de los inmuebles asegurados ; 

3." El destino y uso de los ediñcios colindantes, en 
estas circunstancias puedan influir en la estimación 
riesgos ; 

4." Los lugares en que se encuentren colocados ó alm: 
dos los muebles objeto del seguro ; 

5.° La duración del seguro. 

El Código, siguiendo su norma de reglamentación deti 
ha repetido en este articulo disposiciones que estén 
mente comprendidas en los números S." y 9.° del artícu' 
que se refieren en general á toda clase de seguros, ten 
y marítimos. Considerando estas repetiones impropias 
majestad y concisión que exije la ley, no trepidamos e 
gar por la supresión total de este artículo. No probaí 
existencia de la dicha redundancia, porque creemos que 
confrontar el artículo que nos ocupa con los números y 
dos del artículo 516 para convencerse plenamente de el 

Art. 581. 

El asegurado contra el riesgo de vecino ó contra los i 
locativos no podrá reclamar la indemnización convenida 
tras no exhiba una sentencia ejecutoriada en la que se 1 
declarado responsable de la comunicación del fuego en 
mer caso, ó del incendio ocurrido en el ediñcio asegur 
el segundo. 

Los defectos de redacción de que adolece este artícu 
considerables, á nuestro juicio. En efecto, cualquiera, 
letrado, que lea la frase : « El asegurado contra el riesgo 
ciño... », creerá que se trata de asegurarse contra los 

10 
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que puedan sobrevenir á uno por 
sufrido por la casa' del vecino. Sin 
parte del artículo, se viene á com| 
referido al caso enteramente co 
daños que á causa del incendio de 
sionap al vecino y que estemos ol 
expresión trascrita no puede ser, 

Creemos que es algo muy dt 
leyes del signiflcado generalmen^ 
frases, y por ello nos permitimos 
dacción de este artículo. La frase 
es también un poco oscura. 

En resumen, propondríamos 
( El asegurado contra el daño i 
piedad pueda ocasionar á vecino, 
sea responsable en calidad de ar 
mar... etc. > 

Art. 58 

Independientemente de las enu 
articulo 516, la póliza deberá expn 

l.^La situación, cabida y dealii 
prados artificiales ó arboledas ci 
Fados; 

Z." La clase de siembras ó plant 
dos los terrenos, y si están hedía. 

3." El lugar del depósito, si el : 
gidos; 

4." El valor medio de los frutos 

Aunque estos seguros contra 
puestos los productos de la agrie 
otros aplicación, no estará demás 1 
incurre el número 3." de este artí( 

En efecto, este inciso habla de c 
del depósito, si el seguro es de 
que el párrafo 6, no trata sino de 
lentes, como se deduce sin gene 
de cosas muebles que adquieren I 
y de ios artículos 588, 589 y 590. 
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respecto de los frutos recogidos un se- 
lel de todas las cosas muebles. Esa es, 
i dada generalmente al Código. En vir- 
íiones, creemos que debería suprimirse 
ulo 587. 



TITULO IX 

^TO DB CUENTA CORRIENTE. 

Art. 604, 

mes entre comerciantes 'domiciliados 6 
, ó entre un comerciante y otro que no 
es trasmiaibles en propied&d, pueden ser 

orriente. 

se redactó el Código probablemente el 
ndado la marcada diferencia que existe 
mUir y transferir. De ahí ha nacido que 
lente esas palabras, siendo que la pri- 
la adquisición de los bienes y derechos 
tusa de muerte, y la segunda al mismo 
1 entre vivos, que es lo que pasa en el 
5. El defecto no es de grande importan- 
iviene dar á Jas palabras su significado 
pues así se contribuye á la claridad y 
Debe, pues, sustituirse la palabra tram- 



isigna nada nuevo ni nada especial á las 
contrario, sólo establece una regla gene- 
contrataciones mercantiles. Por esta 
[Veniente alguna en suprimirlo. 
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TITULO X 

DEL CONTRATO Y DE L.\8 LETRj 



Art. 622. 

Las personas que pueden obligarse pi 
trato de cambio por su propia cuenta ó 
que iaa haya autorizado especialmente al 

Las personas á quienes está prohibida 
de la edad, la naturaleza de su profesíó 
pueden celebrar el contrato de cambio, y 
tar, pagar ó cobrar una letra, siempre q 
talmente, sin ánimo de especular y violar 

La impropiedad de la frase « las per 
prohibido comerciar por razón de la edao 
ciso 2.° de este artículo, ha inducido á mi 
menores incapaces de contratar pueder 
mente el contrato de cambio. La aberració 
tal opinión, á saber, que un incapaz, de ii 
relativa, pueda obligarse válidamente p{ 
termedio de su representante legal, nos 
consecuencias gravísimas que de ella * 
exacta. 

En efecto, no se concibe cómo la ley hi 
caso, referirse á los menores incapaces, 
prohibición de comerciar, sino que tiei 
pueden celebrar por sí solos contrato 
efectos civiles. Confirma esta interpr 
que el Código se haya valido en otro 
siones de! todo análogas para indicar 
quienes, sin embarfio de ser capaces, les 
cicio del comercio en atención á las i 
conveniencia pública que concurren en 
culos podemos citar el 19, que establee 
celebrados por personas á quienes eí 
leyes el ejercicio- del comercio, no pr 
el contratante capaz ;- pero conñereo á 
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mandar á su elección la nulidad ó cumplimientos de ellos, á 
menos que se pruebe que ha procedido de mala fe » ; y es 
evidente que el legislador no ha comprendido en este artículo 
á los incapaces de contratar. Pero corta toda duda el artículo 
1342, que, después de ordenar en su inciso 1.° la declaración 
de quiebra de todo comerciante que se encuentre en estado 
de cesación de pagos, « aunque sea de las personas á quienes 
la ley prohibe comerciar » dice en su inciso 2.® que « Los inca- 
paces no pueden ser declarados en quiebra^ aun cuando se hayan 
entregado babitualmente al ejercicio del comercio. "^ La dis- 
tinción que el Código ha hecho entre prohibición é incapaci- 
dad para comerciar es, pues, clara y absoluta; de manera que 
es absurdo atribuirle el pi opósito de conceder á los menores 
incapaces la facultad de celebrar el contrato de cambio y 
girar, aceptar ó endosar una letra, por más que hable de pro- 
.hibiciones de comerciar por razón de la edad. Para explicar 
el absurdo aparente que hay en los términos del presente ar- 
tículo observaremos, por fin, que ello se debe al hecho de 
haber sido redactado en la inteligencia de existir el artícu- 
lo 80, suprimido del proyecto primitivo, que contenía la enu- 
meración de la prohibiciones de comerciar por razón de la 
dignidad, profesión ó estado. 

De lo expuesto se deduce sin lugar á duda que el Código no 
ha tenido ni la más remota intención de referirse en la frase 
comentada á los incapaces para contratar por razón de la 
edad, como lo son los menores de 21 años ; y como no hay 
tampoco otras personas á quienes pudiera referirse, puesto 
que no hei^ prohibición alguna de comerciar por razón de 
haber alcanzado una edad mas ó menos avanzada, y sería 
absurdo establecerla, llegamos á la conclusión de que tal 
frase, si no es perjudicial en la práctica, es á lo menos com- 
pletamente inútil. 
Debe, pues, suprimirse del artículo 622 la frase « la edad. » 
Hemos abogado por la restitución del articulo 30 supri- 
mido del Proyecto ; por esa razón no decimos nada respecto 
de las demás prohibiciones á que se refiere este artículo, que 
hoy son vacias de significado, aunque, como lo hemos demos- 
trado, no debiera ser así. 
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Art. Í 



El librador puede entregar al tomador ui 
girada por él ó por un tercero con endose 
mera.segunda ó más vias, salvq el caso de < 
trario. 

Este es un articulo ilógico y contrario á 
contrato de cambio. En efecto, si yo oontre 
el giro de una letra de cambio, es indudab 
por el gusto de obtenerla, sino porque tenj 
crédito y en i[ue la letra será pagada en e 
tino, Ei librador, como sabemos, respondí 
letra, y siendo así no se concibe cómo él < 
tarlo, tan ligera y absolumente, para entrega 
letra de cambio jirada por un tercero con 
Puede suceder muy bien que ese tercert 
ella, no merezca confianza alguna el ton; 
obligarlo á aceptar el giro hecho por él in" 
ro atropello de sus derechos. 

La razón indicada nos hace pensar que 
puede darse una inteligencia tan apegada á : 
la garanlización de! pago, obligación qi 
debe recaer, en último término, sobre el lil 
una letra girada por otro ; pues de otra mi 
un mero intermediario ó endosatario, á la ^ 
y en manera alguna librador, como lo dic 
letra no es pagada, la acción del tomadoi 
dirigirá contra el supuesto librador y nó 
realidad giró la letra, puesto que entre aml 
ciófi jurídica alguna. Contra este último sol 
dor tendría acción para repetir por lo que h 
embargo de tal inteligencia, que atenúa en ] 
artículo 624, somos partidarios de su modi 
glo á lo que dejamos dicho. Propondríamos 

El librador puede entregar al tomador ur 
girada por él ó por un tercero por primera, s 
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salvo el caso de convención en contrario. El librador qu 
gu£ uiui letra girada por un tercero queda reuponsttítle < 
de ella como ni la hubiera girado él mismo, salvo su 
para repetir contra dicho tercero. 



La letra de cambio debe n 

1.' £1 lugar, día, mes y año en que es girada; 

2." La época en que debe hacerse el pago; 

3.» El nombre y apellido de la persona á cuya orden se 
hacer el pago; 

4." La cantidad que el librador manda pagar; 

5." Si el precio de la letra ha sido entregado en diñe 
tivo ó en mercaderías, ó si es valor entendido ó en cuent 
tomador; 

6." Ei nombre y apellido de la persona de quien se r 
valor ó de la persona á cuya cuenta se carga; 

7." E! nombre, apellidoy domicilio de la personaácuj 
se libra y el lugar donde ha verificarse el pago, si fui 
tinto de aquél en que el librado se hallare domiciliado. 

La letra deberá llevar además la ñrma del librador 
persona que suscriba por él en virtud de un poder esp( 

Cualquiera que lea el número á." de este artículo, 
nado con su encabezamiento, creerá que la letra de 
que no enuncie la época en que debe hacerse el pago ( 
Tal es la fuerza de la disposición imperativa contei 
dicho encabezamiento, encarecida considerablemente 
adverbio necesariamente. 

Sin embargo nada de ello hay, sino que, al contrar 
no sólo es perfectamente válida, sino que la omisión i 
ni la más pequeña sanción : el Código, cambiando ac 
mente de criterio, prevé en el artículo 6í4 el caso, ii 
y sin consecuencias, de haberse omitido la designacií 
época en que debe hacerse el pago de la letra, dispi 
que se entiende que ella es pagadera á la vista. 

Entre dos dispsícíones contradictorias, debemos of 
la supresión de una y la conservación de la otra. En 
presente, la equidad y la lógica están en favor del artíci 
que lo contempla especialmente y que es más explicil 

Aunque actualmente la contradicción no produce ,íi 
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nientes, porque todos no trepidan en s( 
es siempre preierible suprimir semejan 
de la armonía que las prescripciones 
entre si. 
Proponemos, pues, la supresión del i 

Art. 655. 

El endoso es un escrito redactado co 
legales y puesto ai dorso de la letra de 
montos á la orden, por el que el dueño 
de ellos á una persona determinada mei 
ti do ó entregado. 

Más de una vez hemos expuesto ya 
de las cuales no debe decirse, en casos c 
trasmite sino transiere; inútil seria qui 
igual caso se encuentra el número 1.° i 

Art. 671. 

La aceptación debe ser pura y absolul 
' drá admitir una aceptación parcial por 
de la mitad del valor de la letra, protes 

No se divisa las razones que el Legis 
prohibir al tenedor de la letra la acep 
suma menor que la mitad de su valor 
perfecto de la letra, y sabemos que ca< 
lo suyo lo que quiera, no siendo contra 
Y justamente el perjuicio que en este 
terceros, sólo puede nacer de la no ac 
que el librado quiere pagar : el iibn 
como responsables del no pago dg la i 
en la aceptación de cualquiera parte 
pequeña, pues de esa manera quedan 
dad, á lo menos respecto de esa parte 
necesidad de optar por la disposición 
obligar al tomador á aceptar cualquiers 
ca el librado, estaríamos por lo último. 

En mérito de estas consideraciones, > 
lógico conceder al tenedor la i acuitad 
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parte dei valor de la letra, como la tiene todo aereedoi 
aceptar pagos parciales de sa crédito. El articulo 67i] 
redactarse asi : La aceptación debe ser pura y absoluta ; j 
tenedor podrá admitir una aceptación parcial, protestando 
el resto. 

Art. 678. 

Publicada la quiebra del librado il ordenador, el librí 
podrá aceptar ni pagar las letras giradas á su cargo, 
acreedores tendrán derecho para exigirle que declare sí 
aceptado ó nó. 

Contraviniendo 4 esta prohibición, la aceptación y pago 
de cuenta y riesgo det aceptante, y los fondos de provisid 
verán á la masa del concurso. 

En el inciso 1.° de este articulo hay un pequeño defe 
redacción, que convendría subsanar. En efecto, dice qu( 
blicada la quiebra del librador ú ordenador, el libra 
podrá aceptar ni pagar las letras giradas á su cargo... » 
sentido extrictamente literal la prohibición de pagar se 
dería aún á las letras que ya hubiesen sido aceptadas, ; 
que se oponen a ello el espíritu del. Código y, más clara 
aún, la disposición expresa del artícculo 679, que justa 
establece la obligación de pagar esas letras aceptada: 
riormente. 

Lo que el Código quiso decir es, sin género de dudí 
el librado no podrá aceptar las letras que hayan mencí 
este requisito, ni pagar las que para ello no necesitan de 
tación previa, como las de plazo lijo y determinado. 

Convendría, pues, redactar en otra forma el inciso 
cionado para evitar la contradicción apuntada ó, por lo ii 
la duda que él provoca. Podría decirse : Publicada ¡a q 
del librador ú ordenador, e¡ librado no podrá aceptar las 
giradas á su cargo, ni pagar lis que no necesiten de acep 
previa, y los acreedores tendrán derecho para exigirle q< 
clare si las ha aceptado ó nó, 

Art. 680. 
El aval es un acto escrito en virtud del que un tercero e. 
á la letra -de cambio 'afianza solidariamente el pago de i 
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términos y bajo las condiciones csti 
3 en que se haya obligado la persona 

jfl deñnición del aval, coatenida en e 
sa, por cuanto no compr^de geni 
lecies, sino únicamente al aval que I 
ido que también puede haber aval 
ie de responsabilidad, como lo reeoí 
culo 682, que faculta su limitación e 
o, cantidad ó persona determinada. > 
Cl defecto indicado importa el de con 
10 condición esencia del aval; tal es 
iones. No se podría alegar en favor 
abra soUdaTiamente que sirve para 
leral, é falta de extipulación ; porque 
argado de darla de una manera e» 
le, pues, suprimirse de la deílniciói 
üe. 

Art. 686. 

legada la aceptación, el portador deb 
el tiempo y forma prescritos en el pári 
ar aviso por el primer correo, ó á más 
1 cedente ó mandante ó á cualquier ot 
o de ella, á su elección, 
on el aviso deberá remitir también te! 

!ste articulo incurre en el grave defect( 
ción. Pero, antes que aconsejar que 
■emos observar que, siendo este caso 
leí protesto previsto en el inciso 2." < 
íio arbitrado por éste mucho más 
la naturaleza de la letra de cambio, 
■e á lo dicho en ese inciso y en el arti 
jI artículo podria quedar en esta forn 
i, el portador deberá protestar la letra 
scritos en el párrafo 10 « De ¡os prole 
que habla el incm 2." del articulo 69) 
sta por el ai-ticulo 701. 



J 
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Art. 102. 

La caducidad de la letra perjudicada por falta de presentación 
al pago y de protesto no tendrá efecto alguno respecto del libra- 
dor ó endosante que, después de trascurridos los términos seña- 
lados para la ejecución de estos actos, se hallare cubierto del 
importe de la letra en sus cuentas con el deudor, sea con efectos 
de comercio, sea con otros valores de la pertenencia de éste. 

Este artículo, que fué tomado del Código de Comercio 
francés, contiene una grave inconsecuencia, en cuanto com- 
prende á ios endosantes entre ias personas respecto de las 
cuales la caducidad de la letra perjudicada por falla de pre- 
sentación al pago y de piotesto no tiene efecto alguno. Se 
concibe sin dificultad que se quite al librador la excepción 
de pago que en circunstancias ordmarias puede oponer al 
dueño de la letra, por no haberla pi-esentado en tiempo 
oportuno á su aceptación o no haberla protestado, cuando des- 
pués de trascurridos los términos señalados para la ejecu- 
ción de estos actos, se hallase cubierto del importe de la letra 
en sus cuentas con el librado; ó, en otros términos y concre- 
tándonos al caso en que el artículo 702 puede tener aplica- 
ción, cuando la provisión hecha al librado vuelve en cualquira 
forma á manos del librador. 

Pero esta excepción á la caducidad de los derechos del 
Ijortador de las letras perjudicadas que ordena el inciso 1." 
del artículo 700, de perfectamente lógica que es en cuanto 
al librador, como que nadie puede enriquecerse á costas del 
bolsillo ajeno, se convierte en absurda respecto de los endo- 
santes, que nada, absolutamente, tienen que hacer con la pro- 
visión de fondos, ni mucho menos con su devolución. Respecto 
de ellos falta la base y causa eficiente de la disposición del 
articulo 702 : « hallarse cubiertos del importe de la letra en 
sus cuentas con el deudor (librado), sea con efectos de comer- 
cio, sea con otros valores de la pertenencia de éste. » 

Parece indudable que los endosantes fueron nombrados en 
este artículo inconscientemente, sin fijarse en que, por razón 
de su mismo rol jurídico de endosantes, no puede volver á 
ellos la provisión que habla sido hecha al librado para pagar 
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la letra. Por las razones expresadas, creemos que debería bo- 
rrarse de este artículo la frase « ó endosante ». 

Art, 706. 

El portador de una letra estraviada ó su mandatario está obli- 
gado á practicar las siguientes diligencias : 

1.* Poner en noticia del librado ó aceptante la pérdida de la 
letra y manifestarle su oposición á la aceptación ó pago. 

2.* Solicitar, del tribunal competente se prohiba al librado la 
aceptación. 

Si la letra hubiere sido aceptada antes de su pérdida, se soli- 
citará que se prohiba el pago sin el previo otorgamiento de una 
fianza. 

3.* Dar pronto aviso de la pérdida á su endosante y exigirle la 
expedición de un nuevo ejemplar. 

El Código siempre que trata de dar reglas relacionadas con 
la aceptación ha olvidado que hay ciertas letras que no la 
necesitan. Hemos visto ya un caso de tal olvido (678), y el del 
inciso 2.** del número 2.<* de este artículo es otro. Aun cuando 
el Código no incluyó en esta disposición las letras que no han 
menester de aceptación previa para su pago, es evidente que 
debe considerarse estensiva á ellas, ya que están en el mismí- 
simo caso que las letras eceptadas antes de su pérdida : ambas 
corren el peligro de perderse y, en consecuencia, de ser pa- 
gadas á persona distinta de su dueño, si no se concede el de- 
recho de pedir la suspensión del pago. 

No obstante que lo dicho disípalas dudas que pudiera ofre- 
cer la disposición que criticamos, sería mejor consignar ex- 
presamente en el mismo artículo la interpretación que hoy se 
le da, única racional y justa. El inciso de que hablamos po- 
dría redactarse en esta forma : Si la letra hubiese sido acepta- 
da antes de su pérdiday ó si es de aquellas que no necesitan 
aceptación previa para ser pagada, se solicitará que se prohiba 
el pago y ámenos que se otorgue fianza suficiente. 

Art.710. 

El propietario de la letra aceptada y extraviada que no tenga 

otro ejemplar para presentar al pago, podrá exigir al aceptante 

'.el depósito de la cantidad librada, y si éste lo resistiere, hará 
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constar su resistencia por medio de una protesta hecho ante un 
notario público. 
La protesta conservará al portador todos sus derechos contra 

las personas obligadas al pago de la letra. 

El razonamiento expuesto acerca del artículo 706 es per- 
fectamente aplicable al inciso 1." del artículo 710. Por i^al 
motivo aconsejamos en este artículo la inclusión expresa de 
las letras que no han menester de aceptación previa para el 
pago. El articulo podría decir; El propietario de una letra 
aceptada, ó de aquellas que para ser pagadas no necesitan de 
aceptación previa, que se le haya extraviado y que no tenga 
otro ejemplar para presentar al pago, etc. 

Art. 718. 

El aceptante á quien se exija el pago sobre otro ejemplar que 
el de su aceptación podrá verificarlo, siempre que el portador 
le afíaiice á satisfacción el valor de la letra. 

Si el aceptante se negare á hacer el pago á pesar de ofrecér- 
sele flanza por el portador, deberá éste protestar la letra. 

En caso de haberse aceptado la ñanza, ésta quedará cancelada 
de derecho en el momento en que prescriba la acción procedente 
de la aceptación, sin haberse dirigido al aceptante reclamación 



El inciso 1." es defectuoso en su redacción. En efecto, de la 
palabra jfodra que emplea el Código, se desprende que es fa- 
cultativo en el aceptante verificar ó nó el pago que se le exija 
sobre otro ejemplar que el de su aceptación ; y por otro lado, 
de la frase linal « siempre que ei portador le afiance á satis- 
facción el valor de la letra », se desprende que lo que ha que- 
rido el Código es obligar al aceptante á hacer el pago, con tal 
que se le otorgue esa fianza. 

El Código ha querido, como era lógico, poner deberá en 
lugar de podrá, y así lo prueba, sin dejar lugar á duda, el 
inciso siguiente, que ordena el protesto, en caso de negarse el 
pago, á pesar de ofrecerse fianza. Para restablecer la con- 
gruencia entre estos dos incisos, habremos de optar por la 
cousei-vación de la teoría más lógica, que indudablemente es 
la que se desprende del 2." de ellos. Para llevar á efecto lo 
dicho bastaría sustituir á la palabra « podrá » esta otra : deberá. 
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El protesto de una letra por falta de pago d< 
el día siguiente al de su vencimiento y cobroÉ 

El Código omitió en este articulo resolver e 
tivo el día siguiente al del protesto. Aunque 
Código y procediendo por analogía (art. 646) 
se que en este caso no obliga el protesto t 
mos que seria conveniente salvar toda duda < 
presamente que en tal caso el protesto se h 
día hábil. Bastaría redactar el articulo en esta 
to de una letra por falta de pago deberá ha 
guíente al de su vencimiento y cobro, salvo 
en cuyo caso se hará en el primer dia hábil. 

Art. 730. 

Terminada la diligencia con el librado ó ace 
notario requerirá á los recomendatarios señi 
en los términos que prescribe el artículo 728. 

El requerimiento, la aceptación ó pago y en 
testación que dieren los recomendatarios se h 
protesto. 

El inciso 2.° de este artículo está demás e 
contener una solemnidad repetida líteralrneutc cu ci uuiiici u 
2." del articuló 728- En este numero sólo se omitió hablar de 
la constatación de la aceptación ó pago, que menciona el 
inciso que criticamos; omisión que es natural, puesto que 
habiendo aceptación ó pago, no puede haber protesto por falta 
de aceptación ó de pago,' salvo el caso de aceptación parcial, 
previsto por otro articulo y por la naturaleza misma del pro- 
testo. 

Creemos, pues, que debería suprimirse el mencionado 
inciso, 2", que no sólo es reduntante, sino también defectuoso. 

Art. 736. 

Los protestos Serán hechos antes de las tres de la tarde, y 
los notarios retendrán las leti'as y no darán testimonio de aque- 
llos sino después de puesto el sol del día en que se hubieren 
verificado. 
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Indose el pagador en el tiempo medio & pagar la letra 
is del protesto, el notario admitirá el pago, entregará 
3ancelará el protesto. 

go omitió involuntaria mente en el inciso 2." de este 
imprender tambiéa e! caso de protesto por falta de 
1. El inciso 2." podría quedar así : Presentándose el 
teeptante en el tiempo medio con el (in de aceptar ó 
itra y los ga$tas del protesto, el notario hará constar 
ion ó admitirá el pago, entregará la letra y eaneela- 
sto. 

Art. 760. 

dor de una resaca protestada por falta de pago tiene 
interés corriente desde la fecha del protesto. 

go, olvidando que ya habla conferido en el inciso S." 
lio 754 el derecho á los intereses corrientes que 
levengado la letra protestada, volvió á consignarlo 
lulo 760. 
■ía, pues, inconveniente alguno en suprimirlo. 



TITULO XI 

AS LIBRANZAS Y DE LOS VALES O PAGARÉES 
LA ORDBN 

cho que se medite, no se podrá encontrar jamás la 
que el Código llenó al establecer las libranzas. El 
32 nos dice : > Letra de cambio es un mandato es- 
islido de las formas prescritas por la ley, por el cual 
■ ordena al librado pague una cantidad de dinero á la 
asignada ó á su orden ■ ; y el artículo 765 : « Libranza 
idato escrito con arreglo á las formas de la ley que 
na dirige á otra, encargándole el pago de cierta can- 
inero á la orden de otra persona determinada. ■ 
>e desprende de las deñnlciones trascritas, no hay 
lente ninguna diferencia de fondo entre las letras de 
las libranzas girados á otro lugar. Las diferencias 
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asten son de pura forma y deb 
ís, sino á la arbitrariedad del G* 
b y las libranzas á otro lugar i 
ite que el Código ha andado de¡ 
s caminos que lia tomado para . 
¡be sermejorque el otro, popseí 
mees ha debido adoptar aquél de 

se nos dirá que las libranz 
facilitar las transacciones mi 

evitando los rédeos inútiles qu( 
gos si ellas no existieran. La co 
ocemos la dicha utilidad de la 
lemos deducir que la circunstanc 

1 de letras contra una persona di 
I creación de una institución jur 
menle distintas de las dadas par 
diverso, 

el contrario, se comprende qi 
ases de giro solo una diferencia 
Listiendo, por lo demás, en abso 
las mismas reglas, salvo únican 
)mo caso especial requiera el gir 
mta es la analogía que existe en 
libranzas, que frecuentemente 
s otras. Guando, las libranzas so 
ligo ha necesidado mandar que i 
1 de libranzas (772) para que no ; 
nbio ; y cuando son giradas al 
con éstas es tan estrecha, que c 
)r una de cambio imperfecta p 
gar á que se girada, y que, en cor 
1 articulo 641, que la considera 
por el librador á favor del tomai 
hay, pues, entre las letras de car 
ncias de nombre, pero ninguna ( 
en su propia naturaleza. De est 
tvidencia que el Código, separan 
ino una porción de las letras de 
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con aquel nombre un titulo (.speokl, se Hi>arl6 de los princi 
pios más elementales de legislación. 

En todo caso, si el Legislador eslimaba que las letras gira 
das al mismo lugar no podían tener cabida en el titulo de la 
letras de cambio, á ellas solas debió limitar la excepción, y 
que ésta se funda precisa y únicamente en esa diferencia, í 
tal nombre merce. Pero ¿ por qué tomar un cierto número d 
las letras de cambio giradas á otro lugar para asimilarlaB 
aquéllas bajo el nombre común de libranzas? 

Sin embargo, nosotros vamos más lejos, y sostenemos qu 
es ilógico todo sistema qué tienda á separar bajo una organí 
zacíón diferente de la de las letras de cambio, aun aquellas qu 
son giradas á la misma plaza ; en otros términos, creemos qu 
las letras de cambio pueden, ti losóñca mente hablando, se 
pagadas en el lugar de su creación ó giro. En efecto, par 
llenar los dos capitales y únicos objetos de la letra de cambie 
evitar el transporte dispendioso, incómodo y peligroso dt 
numerario y servir de instrumento do crédito ó de pago, no e 
necesario, en modo alguno, que el giro tenga lugar entr 
plazas diferentes; ai contrario, ambos objetos se consiguen 
se encuentran satisfechos en las letras pagaderas en el mism 
lugar en que han sido giradas ; y tan es así, que esos dos, 
no otros, son los objetos que también dan nacimiento á esta 
últimas. Y si los apuntados son realmente los servicios qu 
presta la letra de cambio, sólo á ellos debemos atender par 
determinar su naturaleza y alcance, importándonos muy poc 
que su creación ú origen histórico se deba á los pagos entr 
dos ó más plazas de comercio, al. contrato de cambio extrictí 
mente considerado, y nó á las transacciones de una mism 
plaza. 

Por conservadores que sean los sostenedores de la opinió 
contraria, suponemos que no estimarán ofensivo para las letra 
giradas a otro lugar el hecho de aplicar los preceptos que la 
rigen á las pagaderas en el lugar de su creación. Todo otr 
argumento en contra de nuestra tesis debe descansar en I 
doble base de una diferencia de naturaleza entre los giros qu 
nos ocupan y de inaplicabiUdad á ellos de las mismas regla 
de organización ; cosas, ambas, que están fuera de discusión 
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Por otra parle, si se estimaba que la letra de cambio, debe 
forzosamente ser girada de plaza á plaza, lo natural era con- 
siderar los giros al mismo lugar como un simple mandato 
ó comisión mercantil que el librador confiere al librado, como 
sucede hoy en Francia, y no como un contrato que no es letra 
de cambio ni mandato, no obstante la ausencia de toda cir- 
cunstancia que de éste lo diferencie. Bajo de este respecto, 
pues, la institución del título de las Libi*anzas no aparece 
más fundada. 

p^; Como último argumento, permítasenos observar que la 

r|- condición de que la letra de cambio, para ser tal, necesita ser 

Ij^ girada de una plaza á otra, ha sido abolida en casi todos los 

1^ países : en Alemania, Inglaterra, Austria, Bélgica, Hungría, 

^ Italia, Suiza, etc. Está, pues, universalmente establecido que 

U las letras de cambio pueden ser giradas al mismo lugar de su 

1^ creación. 

^¿ "^ Con lo expuesto queda demostrado que el Código, al esta- 

la blecer el título de las Libranzas, no llenó ninguna necesidad, 

f¡\ sino que sólo dio margen á confusiones, cuando no incurrió 

¿ en inútiles repeticiones. 

r> En la imposibilidad de proponer en detalle las alteraciones 

^' que debieran hacerse en el párrafo De las letras de cambio^ 

^ . para asimilar con ellas las libranzas, que con este nombre ha- 

\¿ brían de desaparecer, y en el título De las libranzas y de los 

u vales ó pagarées á la órderij para separar de él las prime- 

fe ras, nos limitamos á la exposición que hemos hecho de las 

:' razones que aconsejan una reforma en ese sentido. Observa- 

■:' remos, sí, que en el párrafo De las letras de cambio, habría 

^^ que consultar algunas disposiciones que simplificaran ciertas 

solemnidades generales para el caso de ser pagaderas en el 
[ mismo lugar de su giro. La tarea indicada, por otra parte, 

apenas si va mas lejos que esta simplificación parcial. 

Antes de terminar las observaciones que se refieren de una 
manera general al título XI, es oportuno abogar por el esta- 
blecimiento de una disposición que venga á llenar uno de los 
; vacíos más considerables de nuestra actual legislación mer- 

cantil. Los grandes servicios que prestan los instrumentos 
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universalmente conocidos con el nombre áe cheques de banco, 
han hecho que el comercio les haya dado vida desde hace 
mucho tiempo, no obstante el absoluto silencio que sobre ellos 
guarda el Código de Comercio y nuestra legislación bancaria. 
Pero ese silencio está lejos de ser inocente, pues los tribuna- 
les, no teniendo regla fija á que atenerse, se han visto forza- 
das á pronunciar fallos disconformes y contradictorios acerca 
del valor y efectos de tales instrumentos. Tal incertidumbre 
importa un grave cercenamiento de los valiosos servicios que , >§ 

los cheques de banco prestan alas transacciones de la vida JÍJ 

civil y mercantil, en cuanto ahorran el uso difícil y dispon- ^ -^ 

dioso de la moneda circulante, á la vez que evitan la repeti- v 

ción inútil de operaciones encaminadas á un solo fin. Es, -j 

pues, necesario y urgente poner término á tal situación. -I 

Cuando el cheque de banco se otorga con el objeto de pagar 
por ese medio una cantidad de dinero, lo más natural parece 
someterlo á las reglas de la libranza, puesto que aquél y éstas ■ 

tienen unas mismas cualidades esenciales, lo que hace ilógica 
toda diferencia que se establezca en cuanto á su carácter ju- 
rídico. Ambos instrumentos, en efecto, son « un mandato 
escrito (con arreglo á las formas de la ley) que una persona 
dirige á otra, encargándole el pago de cierta cantidad de di- 
nero á la orden de otra persona determinada » (art. 765.) 
Otro tanto puede decirse del caso en que el cheque se otorga 
nada más que con el fin de conferir un mandato para cobrar 
la cantidad que en él se expresa. Se trata entonces de un 
mandato que versa sobre una operación comercial individual- 
mente determinada (art. 235), y debe, en consecuencia, quedar 
sometido á las reglas de la comisión mercantil. No trepida- 
mos, pues, en aconsejar la agregación de una disposición que 
reconozca el cheque de banco en ambos caracteres. 

Podría objetarse en contra de la proposición anterior que, 
aunque el cheque de banco no tenga diferencias capitales con 
la libranza, su mayor sencillez se acomoda mal con las solem- 
nidades y precauciones qué exige la última, y que convendría, 
por consiguiente, dedicarles una reglamentación especial é 
idependiente. Creemos que el mal apuntado quedaría sálva- 
lo con asimilar los cheques á las libranzas (letras de cambio) 
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pagaderas eri ei mismo lugar de su giro, que según lo hemos 
dicho, han menester de una que otra disposición especial que 
simpliñque ciertas reglas generales relativas á las giradas á 
otro lugar, para evitar asi solenmidades innecesarias. 

En el estado actual del Código, lo más lógico sería confun- 
dir los cheques con las libranzas, pero como éstas no tienen 
razón de existir como institución distinta de las letras de cam- 
bio, es en el título que las reúna donde tendría mes oportuna 
cabida una disposición encaminada á salvar el silencio que 
hoy guarda el Código de Comercio en lo relativo á los che- 
ques de banco. No creemos inútil dar la forma en que podría 
redactarse esa disposición : 

Los imli-umentas conocidos en el comercio con el nombre de 
cheques de banco se sujetarán á las mmnas reglas que las tetras 
de cambio giradas al mismo lugar, siempre que en ellos se es- 
prese la fórmula « valor recibido » tí otra análoga. En el caso 
contrario, el cheque constituye una simple comisión para ejecu- 
tar operaciones de banco y se sujetará á las reglas de la comisión 
mercantil. , 

Correspóndenos ahora entrai- á manifestar los defectos de 
que adolecen particularmente algunos artículos del presente 
título. 

Art. 765. 

Libranza es un mandato escrito con arreglo á las formas de 
la ley que una persona dirige á otra, encargándole el pago de 
cierta cantidad de díneroá la orden de otra persona determinada. 

Llámase librancista el que manda hacer el pago, librado aquél 
á quien sa dirige el mandato, y tomador el que debe recibir la 
cantidad librada. 

La definición de las libranzas dada por el inciso. 1.° de este 
articulo no corresponde á las reglas á que el Código las ha 
sujetado al detallarlas. En efecto, la definición exige como 
condición esencial que sean á la orden, siendo que de' varios 
de sus artículos posteriores se desprende que pueden también 
no serlo. Para no citar sino el más claro, llamaremos la aten- 
ción al articulo 767, que principia : « Las libranzas ó paga- 
rées, sean tí jití á la orden... x Hay, pue^ una verdadera con- 
tradicción acerca de este punto entre diversos artículos del 
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Código ; y convendría, en consecuencia, hacerla desaparecer, 
aun cuando no se hubiera de verificar la reforma que antes 
hemos deíendido. Bastaría para ello redactar el artículo en 
esta forma : 

Libranza es un mandato escrito con arreglo á las formas de 
la ley, qtie una persona dirige á otra, encargándole el pago de 
cierta cantitad de dinero á otra persona determinada, ó bien á 
su orden, 

Art. 766. 

Vale ó pagaré es un escrito por el que la persona que lo firma 
se confiesa deudora á otra de cierta cantidad de dinero y se 
obliga á pagarla á su orden dentro de un determinado plazo. 

Cuando el pago debe hacerse en distinto lugar de la residencia 
del deudor, el pagaré toma la denominación de pagaré á domicilio. 

Lo que hemos dicho sobre las libranzas en la crítica del ar- 
tículo anterior es perfectamente aplicable á los pagarées de 
que habla el inciso I.*» de este artículo. No hay, pues, nece- 
sidad de repetirlo. El inciso podría quedar en esta forma : 

Vale ó pagaré es un escrito por el cual la persona que lo firma 
se confiesa deudora á otra de cierta calididad de dinero y se 
obliga á pagarla á ella misma, ó bien á su orden. 

§ 9. — Reglas particulares relativas d las libranzas á la orden. 

El Código omitió, como era natural, hablar de la provisión 
de fondos en el párrafo de las Disposiciones comunes á las li- 
branza» y pagarées á la orden, porque en estos últimos la provi- 
sión no tiene razón de existencia ; pero se olvidó de hacerlo 
en este párrafo, que trata especialmente de las libranzas á la 
orden, que suponen necesariamente esa provisión. 

Sólo se refirió indirectamente á la provisión en el inciso 
S."" del artículo 774 ; pero eso no basta, y es preciso consignar 
una disposición que la establezca expresamente, como que 
toda libranza á la orden supone la existencia, legal por lo me- 
nos, de fondos del librador en poder del librado. 

Con tal objeto propondríamos que se agregara á este pá- 
rrafo un articulo, que llevaría el número 773, que dijera; 

La provisión de fondos en las libranzas á la orden se sujetará 
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á las mhmas reglas y producirá loa miamos efeel 
tras de cambio. 

Art. 774. 

El portador de una libranza protestada por f 
berá exigir au importe y gastos al librancista 
su elección, dentro de tres meses contados dt 
protesto, siempre que sea pagadera en el territ 
blica. 

Siendo pagadera en una plaza extranjera, la 
liará dentro del término necesario, sin perder 
ó marítimo, para que el protesto llegue al dom 
cista ó endosante á quien se exija el reembolsi 

Pasados los plazos expresados, cesará la re 
los endosantes en todo caso, y la del libranci 
que al vencimiento de la libranza tenia provis 
poder del librado. 

El inciso 2." de este articulo no ha exprés 
mente, lo que ha querido el Legislador. En efe 
extrictamente á la redacción de dicho inciso, 
que en el caso de ser la letra pagadera en pía; 
hay el plazo de tres meses para reclamar el i 
de la letra protestada, sino únicamente el « i 
rio, sin perder correo terrestre ó marilimo, j 
testo llegue al domicilio del librancista ó ende 
exija el reembolso ». 

Pero esta interpretación es contraria á todf 
ritu del Código y á la historia de la i'ormaci 
eontraria á la lógica, porque de ella resultaríi 
mente sería mucho menor el plazo en el caso 
la letra en plaza extranjera que en el de serli 
de la República. Y tanto menor cuanto que e 
realidad de verdad, sólo habría un plazo red 
el resto del tiempo se emplearía en el viaje 
contraria al espíritu del Código, porque dei 1 
señalado un plazo de tres meses para el cobi 
gastos de una letra protestada y pagadera en 
la República, se deduce que no puede el L 
querido reducir el plazo y casi anularlo cui 
mía letra pagadera en una plaza extranjera, ( 
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cia y las dificultades del cobro aconsejaban ampliarlo. Final- 
mente, es contrario á la historia de la formación de la ley, 
porque el Código Español, de donde se tomó el 774 del nues- 
tro, consigna una redacción en que claramente se establece 
el plazo do tres meses para los dos casos. 

Por estas consideraciones creemos que debería sustituirse 
este inciso por otro que dijera más ó menos : 

Siendo pagadera en una plaza extranjera, la reclamación se 
hará dentro del mismo término de tres meses, agregando el tiempo 
necesario para que el protesto llegue al domicilio del librancista 
ó endosante á quien se exije el reembolso, sin perder correo te- 
rrestre ó marítimo. 

TÍTULO XIII 

DEL PRÉSTAMO 

Art. 803. 

El recibo de los intereses correspondientes á los tres últimos 
períodos de pago, hace presumir que los anteriores han sido 
cubiertos, á no ser que el recibo contenga alguna cláusula pre- 
servativa del derecho del acreedoor. 

Más de una vez hemos dado las razones que aconsejan su- 
primir del Código de Comercio muchos artículos que no hacen 
otra cosa que repetir la3 disposiciones del Código Civil, vigentes, 
como se sabe, en materias-mercantiles, salvo las modificaciones 
establecidas por el primero. No las repetiremos nuevamente, 
y nos limitamos á observar que este artículo es copia del 
1570 del Código Civil. 

TÍTULO XVI 

DE LA FIANZA 

Art. 820. 

La. fianza deberá otorgarse por escrito, y sin esta circuns- 
tancia será de ningún valor ni efecto. 

El presente artículo innova en uno de los principios más 
importantes^del Derecho Civil. Según éste, en efecto, lasoblí- 
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s accesorias siguen la suerte de la obligación princi- 
le adhieren; y, do consiguiente, no estableciendo la 
onlrario, la ñanza se sujetará en su constitución á las 
reglas y formalidades que rigen las diversas especies 
ratos ü obligaciones en garantía de cuyo cumplimiento 
gadü. Así, la fianza destinada á garantir el pago del 
de un inmueble deberá constituirse por escritura pú- 
a destinada á asegurar el pago de más doscientos pe- 
los en mutuo deberá hacerse por escrito, y ella podrá 
plemente verbal sí la cantidad es inferior á la suma 
a. Tal es lo que pasa en el derecho común, 
í tanto, el artículo 820 del Código de Comercio echa 
Ta ese estado de cosas, y nos dice que e Toda fianza 
la obligación comercial) debe otorgarse par escrito, 
•sta circunstancia será de ningún valor ni efecto. » 
esto, si el comerciante por menor vende á plazo (al 
una mercadería de un valor de cinco pesos, por 
o, y quiere obtener una garantía del pago de esta pe- 
suma, se verá obligado á exigir que ella áfe haga por 
ra privada, 

sido lógico, preguntamos nosotros, abrogar uno de ios 
lios capitales del Derecho común á fin de crear seme- 
5Ítuación?-Es concebible que la misma mano que con- 
jue o La prueba de testigos es admisible en negocios 
itiles, cualquiera que sea la cantidad que importe la obU- 
que se trate de probar, salvo los casos en que la ley exija 
ra pública » y que « Los juzgados de comercio podrán, 
jas las circunstancias de la causa, admitir prueba tes- 
ai, aun cuando altere ó adictorw el contenido de las eseri- 
lüblicas (arts. 128 y 129) », es concebible, preguntamos, 
a misma mano diga poco después que no se admite 
eba testimonial en las fianzas destinadas á asegurar el 
imienlo de esas mismas obligaciones, ni aun de aquellas 
mo valor? 

1 Código Civil, que encerró en tan estrechos limites la 
z do la prueba de los testigos, no consideró lógico, sin 
go, excluirla respecto de la ñanza, no podrá menos de 
■se absurdo que lo haga el Código de Comercio, que no 
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encontró límites suficientemente extensos que poner á ese 
medio de prueba. 

Después de lo que precede, sería inoficioso entrar á demos- 
trar que, si alguna modificación délas reglas generales del 
Derecho común reclamaba la naturaleza especial de los nego- 
cios mercantiles, ella sería evidentemente en el sentido de 
restringir los casos y ensanchar el límite de las cantidades en 
que la fianza debe otorgarse por escrito. 

La derogación del artículo 820, que dejaría esta materia 
sometida á las reglas generales del Código Civil, vendría, 
pues, á estirpar uno de los defectos que más afean el presen- 
te Código. 

Art. 821. 

El fiador puede estipular con su afianzado una remuneración 
por la responsabilidad que contrae en su beneficio. 

Este artículo es enteramente inútil, por ser sólo una repe- 
tición de la regla general de Derecho que establece que las 
partes pueden agregar á los contratos, sin desnaturalizarlos, 
cualesquiera estipulaciones, con tal que no estén prohibidas 
por le ley ni sean opuestas á la esencia del mismo contrato. 
T si este principio general no fuese bastante para evitar toda 
duda, lo sería el art. 2341 del Código Civil, que dice : « El 
fiador puede estipular con el deudor una renumeración pecu- 
niaria por el servicio que le presta ». 

Proponemos, en consecuencia, la supresión del artículo 821, 
que, agregada á la del artículo precedente, da por resultado la 
del título XVI entero. 

TÍTULO XVII 

DE LA PRESCRIPCIÓN 

Art. 822. 

Las acciones que no tengan un plazo determinado por este 
Código para ser deducidas en juicio, prescribirán, según su 
naturaleza, con arreglo á las disposiciones del Código Civil. 

Este título, que sóo consta del artículo trascrito, es inútil 
por las razones que en varias ocasiones hemos dado para 
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aconsejar la supresión de los que repiten la disposición del 
artículo 2 del Código, que también son redundantes por for- 
mar parte de una ley especial, como el Código de Comercio, 
á la cual se aplican, sin necesidad de expresarlo, las reglas 
generales del Código Civil. 
Creemos, pues, que este título debe ser suprimido. 
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LIBRO III 



DEL COMERCIO MARÍTIMO 



TITULO I 

DE LAS NAVES MERCANTES Y DE LOS PROPIETARIOS 
Y COPROPIETARIOS DE ELLAS 

Antes de entrar á criticar particularmente algunos artículos, 
de este libro, es necesario que hagamos notar un defecto co- 
mún á todo él. Queremos referirnos al sistema excesivamente 
reglamentario que lo distingue. En efecto, en él se desciende 
amenudo á detalles taii minuciosos que llegan á ser impropios 
de la concisión y generalidad que deben tener las leyes. 

No entreremos en la discusión de los dos sistemas que se 
disputan el predominio en la redacción de las leyes : el de 
consignar sólo las disposiciones generales, y el de contemplar 
separadamente los diversos casos que puede ofrecer una cues- 
tión. Creemos que ambos adolecen de graves inconvenientes, y 
que debe preferirse un término medio adaptado é las circuns- 
tancias. 

Pero el sistema seguido por el Código en el Libro tercero^ 
no se conforma ni aun al de redacción detallada y reglamen- 
taria, pues él ha ido á los últimos extremos, principalmente 
en el título 11. Nadie creemos que sea partidario de tal minu- 
ciosidad; con tal sistema la ley se hace redundante, y con- 
vierte al juez en un magistrado ciego, obediente é irresponsa- 
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jor contemplar los casos se olvida de un gran número de 
y se omiten las reglas generales que podriao compren- 
■5, haciéndose imposible resolver, si no es por simples 
igias, los que no estén especialmente previstos, que ne- 
ríamente habrán de ser muchos. Por un lado se trata de 
r atajo á la arbitrariedad del juez, por otro se la fomenta 
;e más peligrosa. 

I entra en los límites de este trabajo proponer en detalle 
iformas que indudablemente ha menester el Libro III en 
ntido indicado. Para hacerlo, habría que redactarlo de 

casi en su totalidad, condensando sus disposiciones, 
mdo muchas especiales y consignando otras generales 
as suplan. Por esta razón, nos limitamos á exponer núes- 
pinión y á llamar, en general, la atención hacia tales de- 
5. Sin embargo, en el curso de nuestro trabajo propon- 
es la modificación de las disposiciones en que sean más 
3S los defectos á que nos hemos referido. 

Abt. 825. 

i naves son muebles. 

1 embargo, ellas responden de las deudas comunes y prí- 
iadas del propietario y pueden ser perseguidas en poder de 
ros por los respectivos acreedores. 

artículo 2418 del Código Civil dice : « La hipoteca no 
á tener lugar sino sobre bienes raíces que se posean en 
iedad ó usufructo, ó sobre naves. Las reglas particulares 
á la hipoteca de las naves pertenecen al Código de Co- 
Ahora bien ; no habiendo dado el Código de Comercio 
ma regla relativa á la hipoteca de las naves y, más que 
no habiendo aún nombrado una sola vez la tal hipoteca, 
preguntarse ¿ la hipoteca de las naves tiene ó no tiene 
3ncia legal en nuestro Derecha? 

artículo 2418 del Código Civil no tuvo otro objeto que 
■ al de Comercio la tarea de legislar en lo relativo á la h¡- 
« de las naves; y no habiendo este último hecho uso de 
jertad, debe entenderse que rechazó tal hipoteca. El mis- 
rticulo 2418 no ha mencionado la hipoteca sino de una 
tra referencial y en cierto modo hipotética, sin el propó- 
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sito de ordenar y establecer que las naves pueden hipote- 
carse, sino únicamente de decir que al Código de Comercio 
tocaba estatuir sobre la materia lo que mejor estimare; de 
manera que este último, al guardar absoluto y delil^rado si- 
lencio sobre la dicha hipoteca de naves, no obstante la expre- 
sada disposición del Código Civil, ha manifestado claramente 
su propósito de no darle existencia legal. El hecho mismo de 
que el articulo 825 diga de una manera absoluta : Las naves 
son mueblesy está demostrando el propósito del Legislador de 
negarles la calidad de hipotecables, propia solo de los bie- 
nes raíces; ya que no es lógico creer que el inciso 1.° tuvo por 
objeto consignar una verdad de derecho común que se caía 
de su peso, como es la de que las naves son bienes mue- 
bles. Si lo hizo fué porque pensó que ello bastaría á disipar la 
duda creada por el Código Civil : sentado, como regla general, 
el principio incontrovertible de que la hipoteca es propia sólo 
délos bienes raices, es claro, razonó el Legislador del Código 
de Comercio, que si junto con guardar absoluto silencio en 
cuanto á hipoteca de naves, digo : « las naves son muebles », 
digo, también que no son hipotecables. He ahí el razonamien- 
to negativo con que responderán algunos á la pregunta antes 
íorraulada. 

La hipoteca de las naves liene existencia legal,' porque la 
establece francamente la disposición del artículo 2418 del 
Código Civil, no derogada por ninguna posterior, ni expresa 
ni tácitamente. No vale decir que el silencio del Código de 
Comercio equivale á una derogación tácita de ese artículo; 
porque entonces ¿á qué quedaría reducida la disposición del 
artículo 3, que dice : « En los casos que no estén especial- 
mente resueltos por este Código, se aplicarán las disposiciones 
del Código Civil? » Es cierto que el artículo 2418 dejó al de 
Comercio el legisTar sobre la materia; pero no lo es menos 
que ello fué sólo en cuanto á las reglas particulares de la hi- 
poteca, como él lo dice, sin que ello toque en lo más mínimo 
á la constitución de ella, al hecho de existir la facultad de 
celebrarla. No se objete que no hay reglas que fijen las for- 
malidades con arreglo á las cuales pudiera celebrarse la hi- 
poteca de las naves. En el silencio del Código de Comer- 
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eío y respetando el articulo 2, esas formalidades serían, en 
cuanto lo permite la naturaleza de las naves, las prescritas 
por el Código civil para los bienes raíces, y en lo demás 
se procedería con arreglo al presente Código. La inscrí])- 
ción, por ejemplo, debería hacerse en el Registro de Comer- 
cío. He ahí la argumentación afirmativa con que responderán 
otros. 

Como se desprende de la precedente exposición, el Código 
ha incurrido en todo caso en una grave omisión. Si estimó que 
las naves no podían ser objeto de hipoteca, así debió decirlo 
claramente, derogando la frase final del artículo 2418 del Có- 
digo Civil. Si, por el contrario, estimó que ellas pueden ser 
objeto de la hipoteca, debió entonces reconocer el hecho y, 
más que eso, dar las reglas á que ella debería sujetarse. No 
habiendo hecho ni una ni otra cosa, resulta que no hay á qué 
atenerse sobre tan importante materia. 

Tócanos á nosotros pronunciarnos, sin entrar en el lato des- 
arrollo que ofrece la cuestión, sobre cuál de esas dos soluciones 
es preferible. • 

En general, todos los bienes pueden ser hipotecados ó da- 
dos en prenda. Pero respecto de las naves nos encontramos 
con que una razón de derecho no permite su hipoteca y una 
razón de hecho no permite darlas en prenda. La hipoteca de 
las naves, en efecto, contraría al principio del derecho moderno 
(le que sólo los inmuebles son susceptibles de hipoteca. Dentro 
del rigorismo del derecho, no cabe, pues, más que la consti- 
tución del derecho de prenda sobre las naves. Pero ¿ cómo 
podría el propietario de una nave recurrir á esta especie 
de crédito real? La prenda no tiene efecto respecto de terce- 
ros sino en virtud de la posesión de la cosa que es objeto de 
ella ; y el que necesita fondos para poner su nave en situación 
(lo expedirla y librarla al comercio, es bien seguro que no la 
condenará á la inmobilidad entregándola, en manos de su 
acreedor. 

Podría decirse que el hecho de que las naves no puedan 
ser ni hipotecadas ni dadas en prenda, no tiene graves conse- 
cuencias, por cuanto queda expedita la contratación de un prés- 
tamo á la gruesa ; pero este medio de crédito es insuficiente bajo 
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de muchos respectos. El prestador á la gruesa no tiene medio 
alguno de saber si la nave no está ya afecta á un préstamo 
anterior; su crédito está amenazadojpor todos los riesgos que 
pueden sufrir la nave ó la carga ; y finalmente, en razón de 
esos mismos inconvenientes (inseguridad y carácter aleatorio 
del contrato), el provecho marítimo será ordinariamente dema- 
siado elevado y los préstamos á la gruesa una causa de ruina 
para el que los solicita. 

Como se ve, en caso de no ser hipotecables las naves, ha- 
bría una situación verdaderamente insostenible para la indus- 
tria mercantil marítima, como que no tendría medio alguno 
eficaz de crédito; y la falta de un crédito real suficiente y 
seguro debe considerarse como una verdadera laguna en la 
legislación mercantil, y como un serio obstáculo al desarrollo 
de la marina mercante y, por lo tanto, del comercio. Es sa- 
bido, en efecto, que el capital es la condición primera del des- 
arrollo de las industrias; y como decir falta de crédito, que no 
se concibe sin la existencia de garantías seguras de pago, es 
decir escasez de capitales, puede afirmarse que negar á los 
propietarios de naves la facultad de constituir sobre ellas un 
derecho real como el de hipoteca, equivale á patrocinar el es- 
tancionamiento y languidez permanente del trasporte maríti- 
mo, ó sea, del agente más poderoso, por no decir único, del 
comercio de las naciones. 

Colocándonos, pues; más en el terreno del simple Legisla- 
dor que en el de escrupuloso jurisconsulto, nos pronunciamos 
francamente por el establecimiento claro y expreso de la hipo- 
teca de las naves en nuestro Código. Opinando así seguimos el 
ejemplo da casi todas las legislaciones modernas : Francia (ley 
de 10 de diciembre de 1874), Inglaterra, Holanda, Estados 
Unidos, Rusia, Bélgica, Portugal, etc. 

No terminaremos, sin embargo, sin dar las razones, que, 
aun dentro del terreno jurídico extricto, justifican en gran parte 
la solución á que hemos llegado. Teóricamente hablando, los 
principales motivos que han hecho excluir la hipoteca sobre 
los muebles no se aplican á las naves : los bienes muebles no 
son susceptibles de ser perseguidos en manos de terceros po- 
seedores, ni pernn'ten, por la falta de ubicación que es propia 
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de su naturaleza, las solemnidades de inscripción y publica- 
ción, circunstancias que hacen imposible toda hipoteca sobre 
ellos ; mientras que está establecido en Derecho que las naves 
son susceptibles de ser reclamadas del poder de terceros por 
los acreedores privilegiados y aun quirografarios (art. 825); 
por manera que no tendría nada de extraordinario el hacer 
extensivo ese derecho á otra clase más de acreedores, los 
hipotecarios. Por otra parte, si es verdad que las naves por 
su naturaleza misma cambian amenudo de lugar, no lo es me- 
nos que tienen una especie de domicilio legal en su puerto 
de matrícula (art. 827); hecho que hace posible las formali- 
dades de inscripción y publicidad de la hipoteca. 

Pero la diferencia que en el presente caso merece mayor 
insistencia nace del hecho de no ser aphcable á las naves, en 
razón de haber exigido la ley que su enagenación se haga por 
escritura pública, el principio común á todos los muebles, de 
que el poseedor se presume dueño. 

Gomo se ve, no son simples razones de conveniencia las 
que nos hicieron llegar á la solución afirmativa de la controver- 
tida cuestión de la hipoteca de las naves. 

Réstanos ahora, solamente, decir que estaría fuera de los 
límites del presente libro el entrar á redactar el título espe- 
cial que debería dedicarse á la hipoteca comercial ó marítima. 
Es sabido, en efecto, que la naturaleza misma de ésta exige 
preceptos diferentes que la hipoteca civil ó inmueble, en 
cuanto á su constitución, formalidades y efectos. 

El inciso 2.° del artículo 825 contiene otro defecto : está bien 
que se diga expresamente que, sin embargo d» la naturaleza 
mueble de las naves, ellas pueden ser perseguidas en poder 
de terceros por los respectivos acreedores, poi'que ello no 
seria lícito sin esa disposición, que establece sobre las naves 
y por el ministerio de la ley un derecho real suí géneris; 
pero es inconducente decir que, á pesar de ser muebles, 
ellas responden de las deudas comunes y privilegiadas del pro- 
pietario, porque es común á todos los muebles, cualesquiera 
que ellos sean y sin que preceda estipulación de ningún 
género. Convendría, pues, suprimir la frase subrayada del 
inciso 2.^ 
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La propiedad de las naves chilenas vendidas fuera del 
torio de la Repuljlica se transmite según las leyes ó us< 
jentes en el lugar del contrato. 

Este articulo es inútil, por repetir una regla de Dt 
Internacional que no era de su resorte y que estaba, ad 
consignada en nuestro Derecho Privado. (Art. 16 y 17 de 

Podría, pues, suprimirse sin inconveniente. 

Art. 8i0. 

Fuera de los modos generales de estinción de las obli 
nes, los privilegioa enumerados en el articulo 835 y el di 
que concede á ios acreedores en general el articulo 825 
tinguen : 

1.° Por la venta judicial de la nave, ejecutada en la fon 
prescribe el articulo 847 ; 

2.° Por la venta extrajudicial de la nave que se halle 
puerto, cuando después de veríñcada dicha venta fuere 
chada la nave á nombre y por cuenta y riesgo del conij 
y navegare por el espacio de sesenta días sin oposicióa 
testa de los acreedores. 

Se entiende que la nave viaja á nombre del nuevo propi 
siempre que éste hubiere hecho anotar la transferencii 
matricula y certificado de que trata la ley de navegado 

La redacción del número 2." de este articulo no es ( 
mente perfecta. Se dice, y navegare por el espacio de 
días; lo que lomado literalmente equivaldría á exigir 1í 
gación durante todo este plazo, no bastando que i 
hecho un viíye á nombre y por cuenta del compradoi 
sin demorar en él los sesenta dias, que los completaría 
da en el puerto del contrato. Tal exigencia Iría mas ali 
necesario para llenar el objeto de esta disposición : qm 
ducidad de los privilegios no se verifique sin que los 
dores hayan tenido conocimiento de la enajenación, c 
el cual ellos no habrían incurrido en la omisión ó dtsii 
autoriza esa sanción. Aunque lógicamente esa restrín) 
terpretación no debe tener lugar, sería mejor compl 
número 2.", agregándole al fia : d los completare en el 
después de su llegada. 
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Art. 845. 

Véase la critica al número 10 del i 



Las disposiciones del presente Hfc 
Davegación en las aguas interiores. 

Este arLlculo es enteramenle inúti 
no hay necesidad de consignar que < 
senté libro no son aplicables á la 
interiores » ó de ríos, si se principi 
cío marítimo ¿Acaso alguien reputa 
canales? Debe, pues, suprimirse. 



TITULO I 

LAS PERSONAS QUE 

EN EL COMERCIO I 



£1 naviero está obligado: 

3.' Á pagar las deudas que el cap 
litar y aprovisionar ia nave, aunqu( 
aprobación en los casos permitidos p 

5.» Á cumplir los contratos lícitos 
utilidad de la nave ó de la expedición 

7." Á indemnizar á los cargadores 
por haber contratado más carga de li 
pacidad de la nave. 



' de este articulo r 
comprendido totalmente en el núme 
culo. 

El número 7." es también iniílil ] 
título Del fletamenío, etc. (art. 1013 
es, por otra parte, la más lógica. 
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Ajustado el hombre de mar por tiempo ó viaje indeterminado, 
el naviero que le despida con causa ó sin ella antes que la 
nave se haga á la vela, deberá pagarle los sueldos devengados. 

En caso de despedirle sin causa deberá pagarle también una 
indemnización, si se hubiere estipulado por escrito. 

Despedido sin causa durante el viaje, el naviero deberá abo- 
nar al hombre de mar los sueldos vencidos y los que se venzan 
hasta su regreso al puerto de su ajuste ; pero si fuere retirado 
del servicio con causa, el naviero sólo estará obligado á pagarle 
los sueldos que hubiere ganado hasta el momento de la sepa- 
ración. 

En los dos casos previstos en el inciso anterior, el naviero 
costeará ^el trasporte del hombre de mar hasta el puerto donde 
hubiere celebrado su ajuste. 

El inciso 2.® de este artículo es enteramente inoñcioso. En 
efecto no tiene objeto decir que, si el naviero despide sin causa 
al hombre de mar, deberá pagarle una indemnización^ si se 
hubiese estipulado por escrito, porque todo el mundo sabe que 
se pueden celebrar cualesquiera estipulaciones con tal que no 
estén prohibidas expresa ó tácitamente por la ley. Así como el 
Código ha establecido esa disposición, ha podido en cada ar- 
tículo en que se habla de contratos ú obligaciones expresar la 
condición de que las partes sean capaces de obligarse. 

Pero hay más; tal como está concebido este inciso es ilógico 
é injusto, por cuanto exige que se estipule la referida obliga- 
ción del naviero, aun cuando se despida al hombre de mar sin 
causa ó por un mero capricho de aquél. No podríamos decir 
lo mismo si se le borrara la limitación contenida en la frase 
« si se hubiese estipulado por escrito. » De esa manera el 
hombre de mar no estaría sujeto á la voluntad del naviero 
hasta el punto de no poderse quejar por su separación inmoti- 
vada, y desaparecería en parte la injusticia que acabamos de 
mencionar y el defecto que importa la repetición de precep- 
tos generales, evidentes y conocidos. 

Art. 880. 

Perteneciendo el cargamento al naviero, éste no será obli- 
gado á abandonarlo ; pero deberá pagar á los acreedares el flete 
correspondiente, estimado por peritos. 
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Tampoco será obligado á hacer abandono 

ción que obtenga de los aseguradores de la 

El inciso 2." de este artículo está en con 
con el articulo 555 y 838, y lo está también, 
con los buenos principios. 

Es contrarío al artículo 555, porque él dis; 
.que es materia del seguro es subrogada po 
gurada, para el efecto de ejercitar sobre és 
hipotecas conli luidos sobre aquella » ; subrc 
duciria á la nada si el naviero tuviese el ái 
para si la indemnización que obtenga de lo; 
la nave. Y es contrario al articulo 838, popq 
preferencia de que gozan los acreedores p 
el precio de la nave, « se extenderá á las can 
ren los aseguradores ». Está también en 
los buenos principios; porque privar ó los a 
recho de pagarse privilegiadamente sobre 
dada por los aseguradores en razón de pérd 
ta cosa afecta preferentemente al pago de I 
nada menos que dar al deudor un medio fáci 
sin mayor perjuicio para él : asegurar la i 
destruirla. Y si la cosa ha sido asegurada ai 
la deuda, se fomenta el fraude, incitando al 
la, movido por el interés de percibir e! vale 
lugar de abandonar la nave en pago de sus 

Se dirá que el naviero al asegurar la navÉ 
propósito de precaver de su pérdida á suf 
en garantía propia; pero el hecho de que el 
de contratar haya tenido en cuenta más su 
que el de su prójimo no basta absolulamí 
razones que hemos expuesto. 

Por otra parte, prescindiendo de las dis 
nantes de los artículos 555 y 838 y de los i 
níencia¿qué cosa más racional y justa que h 
nización pagada por la pérdida de una cosa 
el efecto de pagarse aquellos que tenían sobi 
peal, que viene á ser como una parte de la 
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que tienen un privilegio ó hipoteca sobre una nave tienen algo 
más que una garantía de pago : tienen una propiedad parcial, 
sui genei'is, sobre ella. En manera alguna sería posible dar 
al deudor medios do eludir el pago de un crédito que no le 
habría sido concedido sin la seguridad en el pago que inspi- 
raba el derecho que conferia sobre la nave. La misma razón 
habría para privar á los acreedores hereditarios del derecho 
de cobrar á los herederos del deudor dilunto : ellos represen- 
tan la persona de éste, y la indemnización del seguro i-epre- 
senta á la cosa asegurada ; en el primer caso hay en realidad 
variación en la persona obligada; y en el segundo la obligación 
sólo ha cambiado de objeto. 

Por las razones expuestas, creemos que el inciso 2." del arti- 
culo 880 debería suprimirse, sustituyéndolo por otro que ten- 
dría más oportuna cabida como inciso 3." del artículo 879, 
concebido, más ó menos, en esta forma : £í abandono compren- 
derá ¡a indemnización que el naviero obtetiga de los asegura- 
dores de ¡a nave. 

Art. 894. 

Contratado pa^a un viaje, ol capitán eslá obligado á favor del 
naviero y de los cargadores á emprenderlo y acabarlo perso- 
nalmente, haciéndose á la vela on la primera ocasión favorable 
que ae le presente después de apai'ejada, pertrechada, aprovi- 
sionada, cargada y despachada la nave, salvo que el tiempo no 
sea favorable ó que sobrevenga peste, guerra ú otro accidente 
de fuerza mayor que se lo impida. 

Este artículo contiene una redundancia que convendría sub- 
sanar. Ed efecto, se ha puesto á la obligación que el naviero 
tiene de hacerse á la vela la limitación de « que el tiempo no 
sea favorable », siendo que ella está claramente comprendida 
en la frase « en la primera ocasión favorable », que contiene 
más arriba el mismo artículo. Si el tiempo no es favorable, es 
claro que tampoco lo es la ocasión. Debería, pues, suprimir- 
se la frase : < salvo que el tiempo no sea favorable, ó... ». 

Art. 898. 
Son atribuciones del capitán : 
S." Tomar dinero á la gruesa, en ausencia del naviero ó de 
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onsign alario, sobre el casco, quilla y aparejos de la nave 
costear la reparaciones y aprovisionamiento que sean de 
nte y absoluta necesidad, siempre que, euconlrdudose ago- 
3 los Tondos del naviero, no pueda obtenerlos de los co- 
Donsales de éste ó de los interesados en la carga. 
Girar letras de cambio contra el naviero, hallándose en las 
instancias previstas en el inciso primero del número ante- 
y no pudiendo obtener un préstamo á la gruesa, 
amándolas como mandatario del naviero, el capitán no 
personalmente responsable de la aceptación y pagos de las 

entiende haberlas girado en calidad de mandatario, aun- 
no se exprese, siempre que las letras contengan la cláusula 
■ recibido por cuanta de la nave ú otra equivalente. 

connprendenios por qué el Código concedió al capitán, en 
ímero 9.°, la íaeullad de girar letras de cambio contra el 
ero sólo en el caso de no serle posible obtener un pré&- 
3 á la gruesa. 

3S.afbitrÍos que otorga el Código al capitán con el objeto 
iroveer á las reparaciones y "aprovisionamiento de la nave 
lecen, corio era natural, en cuanto al orden en que debe ha- 
uso de ellos, á b« mayor ó menor sencillez y á la facilidad 
íu aplicación. No se ha apartado de esta norma orde- 
do que el capitán haga uso primeramente del capital del 
ero que tenga en su poder, y en su defecto que lo solicite 
os corresponsales de éste ó de los interesados en la carga. 
nismo podemos decir respecto de la facultad de vender en 
lica subasta )a parte necesaria de las mercaderías, que se 
otorgado al capitán sólo en último extremo, á falta de 
is los otros medios indicados. Pero no ha acontecido igual 
i respecto de la facultad de girar letras de cambio contra 
aviero y de contratar préstamos á la gruesa sobre la nave, 
el Código ha puesto en orden inverso á su gravedad y di- 
itad. 

1 giro de letras de cambio no ofrece' inconveniente alguno ; 
por el contrario, un medio sencillísimo de obtener con bre- 
ad y de quién está obligado á darlos, los fondos necesa- 

para la. reparación y aprovisionamiento de la nave. T" 
itamo á la gruesa, muy al contrario, ofrece dificultad 
nadie desconoce : requiere formalidades engorrosas, coj 
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promete la responsabilidad de la nave, es de resultados tar- 
díos, etc. ; y sin embargo el Código ordena al capitán valerse 
de este último arbitrio antes que del de girar letras de cambio. 

Por estas consideraciones, creemos que debería modificarse 
el número 9.° con arreglo é las ideas expresadas. Para hacerlo 
bastaría cambiar el número 8.° al lugar del 9.** y vice-versa, 
redactándolos en la forma siguiente, por ejemplo : 

8.° Girar letras de cambio contra el naviero^ en ausencia de 
éste 6 de su consignatario, para costear las reparaciones y apro- 
vmonamiento de la nave que sean de absoluta y^urgente necesi- 
dad , siempre que, ericontrándose agotados los fondos del naviero, 
no pueda obtenerlos de los corresponsales de éste ó de los intere- 
sados en la carga, 

(En seguida los incisos 2.° y 3.** del actual número 9.°) 

9.° Tomar dinero á la gruesa sobre la nave, hallándose en las 
circunstancias previstas en el inciso primero del número ante- 
rior y no pudiendo girar las letras de cambio de que en él se 
habla. 

Art. 901. 
Véase la crítica al número 3.° del articulo 905. 

Art. 905. 

Es obligación del capitán durante el viage : 

1.^ Mantener el orden en la nave, cuidar de la salud de la 
tripulación y de la conservación de la carga y dirigir las manio- 
bras. 

2.** Permanecer á bordo de la nave, desde el momento en que 
principie el viaje hasta que eche el ancla en puerto seguro. 

3.0 Llevar los libros mencionados en el artículo 901, y firmar 
diariamente con su segundo las anotaciones que haga en el 
diario de navegación. 

8.<» Extraer el dinero, libros y la parte más preciosa del car- 
gamento, siempre que, constituido en la imposibilidad de sal- 
var la nave, resuelva abandonarla. 

10. Solicitar la venta de la nave en el caso previsto en el ar- 
ticulo 845. 

Este artículo no sólo ha incurrido en el defecto de ser muy 
reglamentario, común á casi todo el Libro III, sino que repite 
disposiciones ya establecidas por el mismo Código. No otra 
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los números 1.°, 2.", 3." y 10. Veamos como 

te número eslá clara y completamente com- 
articulos 889 y 890. El primero de estos arti- 
capilánjefe superior de la nave y le encarga ol 
ción y servicio de la nave y la seguridad de 
larga que conduzca. El segundo lo hace « de- 
toridad públie^ para la conservación del orden 
vación de los pasajeros, gente de mar y carga, 
or del naviero y representante de los cargado- 
vo al interés de la nave y su carga y al resul- 
[lición. » 

mponerse del contenido de tales artículos, se 
dificultad que el número 1." del 905 es en- 
I y redundante, y que debe, por tanto, supri- 

« número repite algo establecido ya por el ar- 
ílecto, este artículo obliga al capitán á favor 
3 los cargadores a « emprender y acabar per- 
iaje. » Debe, pues, suprimirse, 
e número repite en su primera parte la obli- 
ir tales libros impuesta al capitán por el artí- 
i segunda parte hace mención de una circuns- 
ía tenido, lógicamente, mejor colocación en el 
rtioulo 901. Creemos, pues, que debe supri- 
do en el referido inciso del articulo 901, des- 
tira diariamete, la frase : bajo su firma y la de 

ibiéndose establecido anteriormente en el artí- 
ma disposición que en el presente número, pe- 
le sin inconveniente. Es verdad que el artículo 
en términos facultativos, ya que dice que el 
lolicitar su venta, etc ; pero, si es así ¿con qué 
rtar después una disposición que no significa 
lecir : « en el artículo 845, donde dice podrá, 
» No se comprende por qué no estableció una 
en el mismo artículo, la disposición imperati- 
lues, que seria cenveniente suprimir este nú- 
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mero y sustituir á la palabra podrá del artículo 845 esta 
otra : deberá. 

El número 8.° de este artículo sería más perfecto diciendo 
los libros, en lugar de libívs únicamente, puesto que se trata de 
determinados libros, de los que debe llevar el capitán según 
el art. 901, y nó de cualesquiera otros, á voluntad. 

Art. 907. 

Se prohibe al capitán : 

3.<* Sustituir con otra nave la designada en el contrato, sal- 
vos los casos previstos por la ley y el de consentimiento del 
cargador. 

4.° Recibir en la nave efectos de ilícito comercio. 

5.® Contratar más carga que la correspondiente á la cabida 
de la nave. 

8.® Recibir otra carga que la perteneciente al que hubiere 
fletado^ la nave por entero, salvo que éste lo consienta por 
escrito. 

10. Celebrar con los cargadores pactos públicos ó privados 
que cedan en su beneficio particular. 

13. Desamparar la nave en la entrada y salida de los puertos 
y ríos, y pernoctar fuera de la nave estando de viaje, á no ser 
que así lo exija alguna grave ocupación de su oficio. 

15. Contratar préstamos á la gruesa sobre el cargamento, 
aun cuando los necesite para reparar la nave ó aprovisionarla. 

El Código, obedeciendo talvez al deseo de acumular en una 
misma parte las disposiciones que debe conocer un capitán, 
un cargador, un oficial, etc., de nave mercante, incluyó en este 
título como en muchos otros casos, de los cuales hemos men- 
cionado algunos, disposiciones que lógicamente deben estar 
(y lo están, en efecto) colocadas en otros títulos del mismo 
Código. Es el propósito de servir á la comodidad material de 
esas personas la sola razón que puede haber movido al Legis- 
lador á repetir preceptos ya establecidos y á consignar detalles 
de pura reglamentación. El presente artículo, cuyas disposicio- 
nes, casi sin excepción, se contienen en el título Del fleta- 
mentOy suministra una buena confirmación de lo dicho. 

Núm. 3.° Basta leer el artículo 990 para comprender la 
completa inutilidad de este número. No necesitando de otra 
demostración para el eíecto de aconsejar la supresión de este 
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número, nos limitamos á reproducir eJ artículo citado. Dice 
así ^ « Salvo ios casos previstos en los artículo 998 y 1019, el 
fletante no podrá verificar el trasporte en otra nave que la 
designada en la póliza del fletamento. » No podría decirse que 
las obligaciones impuestas al fletante ó al naviero no son 
aplicables al capitán cuando no reúne también aquella cuali- 
dad, porque, como sabemos, el capitán para los efectos del 
fletamento sólo es un mandatario ó factor del naviero y debe 
estar, por tanto, sujeto á las obligaciones de éste. 

Número 4°. Análoga observación á la del número 3.** hay 
que hacer al número 4.°. Gomo comprobante de ello nos bas- 
tará remitirnos á lo dispuesto en el artículo 1016, que con- 
signa la misma prohibición respecto del capitán y del fletador 
é impone la sanción respectiva. 

Núm. 5.° Debe suprimirse por la misma razón que los 
dos números anteriores. Los artículos 983 y 985 resuelven el 
caso contemplado en este número. 

Núm. 8.** Por iguales motivos, es inútil el número 8.o 
Repite una prohibición contenida en el artículo 992, que con- 
templa el mismo caso. 

Núm. 10. Es inútil este número por ser una consecuencia 
inmediata de las reglas generales. Si el capitán es factor ó 
mandatario del naviero, nadie creerá que en ejecución de su 
mismo mandato pudiera celebrar contratos en su propio be- 
neficio, 

Núm. 13. Tampoco necesitó el Legislador consignar la 
disposición de este número, pues ya la había establecido en 
dos artículos anteriores : en el artículo 894, que obliga al capi- 
tán á emprender y concluir personalmente el viaje, y en el 
número 2.<* del artículo 905, que dice que es obligación del 
capitán : « ^.<* Permanecer á bordo de la nave desde el mo- 
mento en que principie el viaje hasta que eche el ancla en 
puerto seguro. » 

Núm. 15. Este número está en contradicción con el nú- 
mero 2.® del artículo 1146, que autoriza la contratación de 
un préstamo á la gruesa sobre las mercaderías. No es con- 
secuente tampoco con el número 10 del artículo 898, que auto- 
riza el capitán para vender las mercaderías en caso necesa- 
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autoriza para venderlas, que es lo más, es mani- 
lógico prohibirle la contralación de un prcstamo 
50bre ellas, que es lo menos. Por las razones 
iberia también suprimir^ic este oiimero. 

Art. 912. 

no es responsable de los daños que sufra la nave 
into por fuerza mayor ó caso fortuito, salvo que 
i hayan sido preparados por su culpa, ni de ios 
igan á las mercaderías por vicio propio de las 



íé, esta disposición es esteramente redundante, 
15 una regla general y conocida del Derecho Ci- 
ispondemos poí* la fuerza mayor ó caso forluilo, 
xcepcionales, ni tampoco del vicio propio de las 
nencia tenemos. Más de una vez hemos señalado 
lüe aconsejan suprimir de este Código las dispo- 
repiten las reglas generales del Código Civil, 

Art. 913. 

que venda la nave, tome dinero á la gruesa sobre 
illa, gire letras á cargo del naviero, venda merca- 
illas, ü tome provisiones pertenecienles á los pa- 
. de los casos y sin las solemnidades prevenidas 
ponga gastos ó exagere los que hubiere hecho, ó 
uiera otro fraude en sus cuentas, será castigado 
hurto, debiendo además indemnizar á los iniere- 
os daños y perjuicios. 

que, si uno que no conozca nuestra legislación 
a leyera esto artículo del Código, tendría motivos 
le en esas materias nos encontramos en un estado 
progreso. En efecto, no se comprende cómo un 
sólo tiene por objeto reglar las obligaciones 
ciertos individuos, se avance hasta imponer 
Q de sus disposiciones verdaderas penas corpo- 
s sólo de los delitos y, por tanto, del Derecho 
del Derecho Público, ¿Cómo ha podido el Legis- 
i confundir cosas tan fundamentalmente distintas 
sanción civil y la sanción penal ? 
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sos contemplados por este arliculo creyó ver el 
'daderos delitos, ello no autorizaría aún la dispo^' 
caso debió dejar su castigo al Código Penal, se- 
íza y debida calificación de ellos y nó convirtiendo 
le os fraude ú otro delito, como lo hace el pre- 

Pero no es eso sólo ¡ prescindiendo del defecto 
iníraeciones de que trata el articulo 913 están 
ener la gravedad que él les atribuye, y fuei-a del 
te, que el Código Penal se encarga de castigar, 

del DÚmero de las comunes que pueden co- 
laterías civiles, y no envuelven el más impor- 
irácteres esenciales á todo delito : la amenaza ó 
iel orden social, á más del mal causado al indi- 

izón, debería modificarse este articulo para es- 
una sanción propia de las obligaciones civiles y 
1 á la gravedad de la infracción. Tal sería la de 
jbre el capitán los perjuicios originados por ese 
osición de una multa. 

podría redactarse, en esta forma : £1 capitán que 
, tome dinero á ¡a gruesa sobre el casco y quilla, 
irgo del naciera, venda mercanderías ó vilualla-'i 
isos y sin las solemnidades prevenidas por la ley, 
do á indemnizar plenamente á los interesados de 
i y perjuicios resultantes de esos actos, y á pagar 
1000 á SOOO pesos. 



TITULO III 
S CONTRATOS DB LOS HOMBRES DE MAR 



.3 hombres de mar, gente de mar en su acepción 

den las mismas personas que las palabras Iñpu- 

ie. 

enden los marineros y grumetes de la nave y los 

la, excepto ei capitán. 
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lalidacles de la ley es indudablemente 
linos que emplea. La impropiedad cu 
ce dilicil su comprensión para lodos y 
;llos que, sin versación en ella, deben 
onlra. esta cualidad peca abiertamente 

ra cualquier diccionario de la Lengua, 
! mercantil marítimo, y aun el vuljjar, 
la palabra equipaje significando pcr- 
^ario, mercaderías que se trasportan. 
misma idea ha dado ya la ley cuatro 
ué viene á darnos otra todavía, que, 
) grado ambigua, sino del todo impre- 
mir tal palabra, tomada sin necesidad 

[[uedar en esta forma : La palabra n tri- 
marina-os y grumetes de la nave y los 
al capitán. La misma significación en- 
bres de mar » y « gente de mar. » 



TITULO IV 

CONOCIMIENTO Y DE LOS PASAJEROS 

Art. 975. 

es extra,njeraa celebrados en loa puer- 
Ln sujetos á las disposiciones de este 
.a sea también extranjero. 
República, se sujetarán á las mismas 
concerniente á la descarga ú á cual- 
L ser realizado en el territorio chileno. 

rlículo consigna una disposición com- 
ías reglas generales del Código Civil 
I."); y, en consecuencia, atendidas 
sos análogos hemos dado otras veces, 
cosa decimos respecto del inciso 2." 
el C. C.) Debemos observar también 
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que el artículo H3 de este Código ya hafc 
mismas disposiciones cuya supresión aconsí 

Art. 983. 

Declarándose en la póliza mayor porte det 
tenga la nave, el Hetador podrá rescindir el 
reducción del flete. 

En uno ú otro caso el fletante deberá indi 
los perjuicios que sufra, salvo que la difereí 
declarado y la verdadera cabida de la nave 
cuadragésima parte, ó que la designación . 
con el certificada de matricula. 

Excediendo la diferencia de una cuadra; 
será tomada en cuenta para determinar el in 
nización debida al fletador. 

Del texto literal del inciso 1." de este artí 
que el fletador podría hacer rescindir el con 
aun cuando el exceso del porte indicado 
cuadragésima parto de la cabida de la na\ 
el inc. 2.' 

Al hacer referencia el inc. 2.° al caso de n 
mayor que la cuadragésima parte, sólo se a 
la obligación de indemnizar perjuicios, s'.t 
7.6a había respecto de la rescisión; un erro 
efecto, sería siempre inocente é involuntar 
mala fe. De ahí nace que el fletante fuera ex 
so por el Legislador de pagar perjuicios, y pi 
te, no dübió tampoco permitir en el inisi 
roseisoria, que es mucho más grave. No oh 
rosas razones, reconocemos mayor fuerza i 
cuyo tenor, siendo claro y terminante, no 
derlo 8 pretexto de consultar su espíritu, á I 
cesario reformarlo en el sentido indicado. 

Por tanto, sería convenionte agregar al fi 
presente articulo esta frase : casos en que \ 
gar la acción rescisoria concedida al fleladO: 
cedenle. 

El inciso 3." de este articulo es enteran 
pues está comprendido claramente en el : 
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cauce de la inteligencia mññ 
ivoniente. 



•ocibir en pago de! flete mer- 
los cargadores podrán aban- 
lyas vasijas hubieren perdido 



.ículo se establece una excc]>- 
dida de más áe la milad del 
se ha ocasionado iicccsaria- 
i sin ella: si ha sucedido lo 
regla general : el iletantc es- 
L de perjuicios, porque cada 
segundo, no vemos cómo se 
sshilidad sí acredita su ino- 
jepenilientes ; si prueba, por 
sijas se ha perdido ó ha di5- 
de ellas. 

i á autarizar la supresión de 
na parle de este articulo. 

m. 

ilegiadamente al pago do los 
e deban los cargadores en ra- 

contados desde la conclusión 
'á solicitar dentro de ellos la 
s que basten para cubrir los 
d consignatario se haya cons- 

e aquel plazo pasaren á toi'- 
edan libres de toda responsa- 
los ocho días siguientes á la 

iréditos del fletante se consi- 



ia del privilegio de pago so- 
á tercera mano dentro de los 
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ocho días siguientes á la entrega hecha al tercero y 
aún el plazo de 30 que fija el inciso 2.°, no lo ha q 
tender el inciso 3." más allá diil vencimiento de e 
plazo, de manera que una vez completados los ti 
hubiera de contarse los que faltan para enterar los ( 
caso muy posible de que las mereoderias hayan pas 
cera mano cuando ya han trascurrido más de veiii 
contados desde la conclusión de la descarga (incif 
sería lógico suponer que el Legislador, en un caso i 
razones especiales restringió el plazo general que ha 
hubiera permitido que esta misma restricción vinie. 
de ampliación del mismo. No otra cosa significaría I 
tación que criticamos. Pero como la redacción at 
artículo 8." no corresponde á. la inteligencia que i 
damos, que creemos la única aceptable, sería conve 
dificarla en el sentido indicado. Bastaría para ello 
lin del inciso 3." la frase siguiente : ó por el vench 
dicho plazo. 

Art. 1049. 

El cargador presentará al capitán los conociraien 
de veinticuatro horas de concluida la carga de suí 
rias, y ambos deberán firmarlos on e! mismo téraiim 
ponsabilidad de daños y perjuicios, aun cuando no i 
extendido póliza de fletamento. 

El ejemplar destinado al cargador será escrito pi 
tan, ó llenado por él siendo impreso. 

Este articulo, además de la fijación del plazo dent 
deben otorgarse los conocimientos, no importa otr 
la obligación impuesta al cargador de confeecioi 
conocimientos con los datos que se mencionan i 
culo 1047. Gomo esos datos son perfectamente sí 
capitány como es él quien tiene la obligación de o 
conocimientos, á manera de justificativo de habe 
las mercaderías, creemos que habría sido más lógit 
al eapiláh la obligación de presentar y de confec 
conocimientos, en conformitad al artículo 1047 y s 
de los datos que al tiempo de convenir el fletara 
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dado el cargador, y de los apuntes que debe tomar en cum- 
plimiento de otros artículos del Código. 

Sería, pues, conveniente sustituir la frase « El cargador pre- 
sentará al capitán.., » por esta otra : El capitán presentará al 
cargador.,, 

TÍTULO V 

DE LOS RIESGOS Y DAÑOS DEL TRANSPORTE MARÍTIMO 

Art. 1090. 

Corresponden á la clase de averias comunes : 

l.<^ La entrega de cualquier cosa hecha á los enemigos ó 
piratas por composición y á titulo de rescate de la nave, del 
cargamento ó de ambas cosas á la vez ; 

2.^ Los sueldos y gastos de los rehenes durante su detención 
hasta su regreso á la nave ó á su domicilio ; 

3.** Los gastos hechos para reclamar conjuntamente la liber- 
tad de la nave y carga capturadas, y los costos de residencia 
del capitán, oficiales y tripulación durante la detención, inclu- 
sos los sueldos y manutención ; 

4.® Los daños que recibe la nave ó el cargamento defendién- 
dose contra enemigos ó piratas, la pérdida de municiones de 
guerra consumidas en el combate, y las recompensas prometi- 
das ó dadas á los hombres de mar para estimular su valor; 

5.° Los gastos de curacióir, manutención y asistencia de los 
hombres de mar y pasajeros, heridos, mutilados ó estropeados 
en defensa de la nave ó en el servicio de la maniobra durante 
el combate, y los sueldos que los primeros devenguen hasta su 
completo restablecimiento ; 

6.® Los salarios, manutención y rescate del hombre de mar 
que hubiere sido preso ó detenido hallándose ocupado en tie- 
rra ó en mar en servicio de la nave ; 

7.® Los salarios y manutención de los hombres de mar co- 
rrespondientes al tiempo en que la nave espere un convoy ó 
permanezca en un puerto neutral por temor fundado de enemi- 
gos ó piratas ó por hallarse bloqueado el puerto de su destino; 

8.® La pérdida de las cosas arrojadas á la mar para alijar la 
nave, sea que pertenezcan á ésta, al cargamento ó á la tripula- 
ción, y el daño que cause la echazón á las que quedaren á 
bordo ; 

9.° La cortadura ó inutilización deliberada de los masteleros, 
vergas, cables, amarras, velas ó cualquier otro objeto acceso- 
rio de la nave ; 

13 
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10. El abandona voluntario de las anclas, b 
demás aparejos para salvar la nave de un aboi 
quieP otro riesgo de mar; 

11. Los daños causados por el forzamiento de 
servar la nave ó la carga de un peligro inminer 

12. El daño intencionalraente causado á la n 
guir un incendio ó facilitar el desagüe, la echaz 
e:itracción de la carga, y el ocasionado por c 
estas operaciones ; 

13. Los gastos de alijo ó trasbordo de una p« 
con el designio de tomar un puerto que no se: 
de la nave y salvarla de la persecución de enen 
de una tempestad ó de cualquier otro riesgo dt 
dida de las mercaderías alijadas ó trasbordada 
que en ellas causare el alijo, trasbordo ó reeml 

14. Los salarios y manutención de la tripulaci 
de arribada forzosa en beneficio común, pero sol< 
dientes al tiempo estrictamente indispensable 
la necesidad que la hubiere causado ; los derec 
y salida del puerto, los gastos de descarga i 
'alquiler de los almacenes en que se depositen 1 
que no puedan permanecer á bordo durante la i 

15. El quebranto de valor de las mercaderías v 
arribada forzosa para reparar la nave de un dt 
un accidente que constituya averia común, el \ 
timo, la comisión de los préstamos & la gruese 
cubrir los gastos de reparación, y el premio del 
mismos gastos ; 

16. Los daños causados conjunta ó separadan 
ó carga por el varamiento voluntario, ejecutad 
salvarlas de un riesgo de mar, y ios gastos hec 
á flote la nave : 

17. Los gastos causados en el reconocimiento, 
distribución de una averia común ; 

18. En general, todas las pérdidas, daños y 
unan las circunstancias que enuncia el articulo 

Basla leer el número 18 de este artículo y ( 
teriores y el artículo 1089 para convencerse de 
y reglamentación demasiado minuciosa de quE 
chado. En efecto, la mayor parte de las pérdidaí 
tos contemplados especialmente como averias c 
muchos números de que consta el artículo Í090, 
cunstancias enunciadas en general en el artii 
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lanera que no era necesario t|ue la ley 
! expresarlos particularmente. No 1Í- 
> B observar el hecho apunlado, sin 
de poca importancia en este caso, 
itemente demostrada la conveniencia 
los menos de compendiar el articu- 
le muchos de sus números, por re- 



ste articulo adolece de un defecto de 
fecto, él incluye entre las averias co- 
lalquier cosa hecha á los enemigos ó 
y á titulo de rescate de la nave, del 
osas á la vez >, no obstante que en el 
S'^i y poi* 1^ naturaleza misma de la 
s, llega á ser un axioma que no puede 
in ningún gasto resultante de un acto 
ovecho de la nave ó en exclmivo pro- 
ino únicamente los ejecutados en be- 
:ha nave y cargamento. Es obvio que 
ó de la carga), no puede ser común 
I. Lo que decimos es tan claro que no 
3u corroboración los muchos artículos 
>ctrina, que es la base de la distinción 
imún y la particular. Nos limitamos á 
: artículo 1089, número 3.° del 1090, 
ti artículo 1125, etc. El número l."de- 
de la nave y del cargamento á la vez. 

Abt. 1139. 

> no legitima la arribada en los casos 

)s proviniere de au corrupción ó pér- 

1 ó descuido en su custodia y conser- 

hccho el aprovisionamiento necesario 

icias de la navegación ; 

iiigos ó piratas no fuere manifiesto y 

vos y justiñiL'ablea ; 

snfermedades de la tripulación proce- 

. do los víveres que formón el aprovi- 
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nhahi! ilación de la nave proviniere de no haberla 
ertrechado y equipado convenientemente para el 
;una disposición desacertada del capitán ó de no 
lo la que convenía para evitar el descalabro. 

I obró ligeramente insertando el número 2." de este 
10 excepción á ta legitimación de la arribada por 
e la causa. En efecto, es evidente que la justicia 
la no existe i si el riesgo de enemigos ó piratas 
iesto y fundado en hechos positivos y justitica- 
5to que el número 2." del artículo anterior dice 
a causa de arribada ; s 2." El temor fundado de 
piratas ». Y si en ese caso no existe la justicia 
por no ser fundado el temor que motivó la arri- 
ibjeto tiene el decir que en é! « la justicia de la 
3 no existe) no legitima la arribada? Convendría, 
Tiir el número 2.° del artículo 1139. 

Art. 1153. 

sin variar de rumbo y continuando el mismo viaje, 

descargar las mercaderías náufragas en el puerto 
n destinadas, el capitán podrá arribar con este 
Dre que lo consientan los cargadores ó sobrecargos 
"OS y oficiales de la nave, consultados en la forma 
je el articulo 1097, que el puerto no sea de pelt- 
j, y que no haya temor fundado de enemigos ó 

: y perjuicios que cause la arribada ejecutada sin 
liento de todas las personas enunciadas, serán de 
ilidad del capitán. 

le « sin el consentimiento de todas tas personas 
t pudiera deducirse una contradicción con el in- 
mísmo articulo, que se refiere al artículo 1097. 
d frase parecería signiñcar, si se la tomara aisla- 
e para efectuar la arribada es necesaria la una- 
opiniones entre todas las personas enunciadas en 
.¡culo 1097, siendo que, según et inciso primero, 
¡sita con ese fin el acuerdo de la mayoría abso- 
se vé, nadie sostendrá que se exige aquella una- 
ro es evidente que la redacción del inciso 2." no 
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corresponde exactamente al signiñcado que se le qi 
Por este motivo creemos que sería conveniente su] 
palabra todas de este inciso. 

Laa personas que tengan coiiocimienio de un naufra 
ramiento en las costas de la República, ó de la salid 
de los fragmentos de una nave ó de loa restos de u 
mentó, cumplirán las obligai^iones que impone el art 
del Código Civil, quedando sujetas á la acción y per 
establece siempre que se apropien objetos náurragos. 

En el caso de pillaje la conducta de los individuo 
denuncien el naufragio ó varamiento será examinad 
autoridad competente para investigar su complicidad 
delito. 

El inciso 1." de este artículo es enteramente ioúti 
nada más que una repetición, que no necesitamos dem 
fuerza de su claridad y evidencia, del articulo 635 de 
Civil, á que se refiere el mismo inciso. El inciso 2." 
es innecesario, por ser un caso que cae bajo la sai 
Código Penal, y que, por consiguiente, el Código d» 
ció no tuvo para qué contemplar. Por estas razones, 
que debería suprimirse este artículo. 

abt. neo. 

Fuera del caso propuesto en el articulo 1156, los ob 
vados serán vendidos en martillo, previo decreto, si 
posible conservarlos por estar averiados ó hallarse e 
á perderse ó deteriorarse por vicio propio. 

El producto de la venta será judicialmente deposi 
cuenta de á quien corresponda. 

Lo que acabamos de decir acerca del inciso 1." 
culo 1158 es perfectamente aplicable á este artículo : 
la disposición del artículo 634 del Código Civil. E 
lanío, suprimirse. 

Art. íim. 

El primer denunciante del naufragio ó varamiento 
recho & una prima de aviso, que será regulada por el 
rio que asista al salvamento, atendidas las circunsta 
caso. 
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Reuniéndose en una misma persona !a doble calidad de in- 
Teator y salvador, la gratificación de salvamento que otorgan 
los artículos 636 y 638 del Código Civil podrá extenderse hasta 
el tercio del valor de los objetos salvados, previa deducción 
del importe del salario de asistencia y salvamento. 

La redacción del inciso 2." de este articulo es obscura é in- 
comprensible ; dice que la gratificación que fija el Código 
Civil en sus artículos 636 y 638 para el caso de salvamento 
podrá extenderse hasta el tercio del valor de los objetos salva- 
dos, sí el salvador reúne también la calidad de inventor; y si 
leemos los articules citados del Código Civil, veremos que 
, según él la gratiflcación de salvamento puede llegar hasta la 
mitad del valor de las cosas salvadas, eslo es, ú ser mucho 
mayor que la cantidad hasta la cual permite extenderla el 
presente articulo. Más claro, en atención á que el salvador es 
también inventor, ordena que la gratificación de 1/2 del valor 
de la cosa, á que ordinariamente tiene derecho á titulo de 
salvamento, se eleve á 1/3 de ese mismo valor. Stn-embargo 
como semejante inteligencia, por más que se desprenda cla- 
ramente del sentido literal del inciso 2', es del todo absurda, 
parece más lógico suponer que lo que este inciso ha querido 
decir es que la gratiücación fijada por el Código Civil, cuyo 
máximum es de la mitad del valor de las cosas salvadas, puede 
aumentarse en un tercio más, si el salvador es también in- 
ventor. En la contradicción de la ley, esa es la más lógica 
interpretación; pero como el sentido claro, literal y extricto 
de las palabras es otro, se hace necesario modificar la redac- 
ciÓD empleada. 

Consideramos que la gratificación de la mitad del valor de 
las cosas más un tercio seria excesiva. Consecuentes con esta 
opinión y siendo de necesidad dar al -inventor algún interés 
en el salvamento y conservación de las cosas y al salvador 
algún interés en denunciar el hallazgo, aconsejaríamos se 
fijara como máximum los tres quintos. 

El inciso 2.° diria entonces : Iteutiiétulose en una misma per- 
sona la doble calidad de inventor y salvador, la grali(icaeión de 
salvamento que otorgan los arliculos 636 y 638 del Código Civil 
podrá extenderse prudencialmente por el juez hasta los tres quin- 
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ilvados, previa deduceián del impoi 
ilvametUo. 



ruLo VI 

}RURSA Ü Á RIBSGO MARlTIMU 

IRT. 1168. 

)S UD contr&to r«al, unilateral, ce 
LO, por el que una persona entre 
antida con objetos expuestos á ri 
or su cuenta, á otra que la reci 

os arriban felizmente á su destii 
Mía con el premio convenido ; 
nte ó ie deterioran, hará la devo 
valor que ellos tengan y 
r fortuna de mar, quedará libre 

1 se denomina preijiuíor ó dad.r; 
> tomador; y el premio convenit 
'.rilimo. 

artículo se olvidó el Legislador 
es como dables en préstamo á 
183 dice después textualmenle q 
no á la gruesa no solamente en ( 

en cosas fungibles... * ; lo que n 
el artículo 1168 es incompleta 
ífecto desaparecería con_sólo agí 
tes » después de la palabra dinero 

en el curso del rápido análisis q 
il presente libro del Código, bem 
icia que hay en emplear en la 1 

es cuyo significado legal no 

si no tienen éste, con el que 1 
I palabra equipage, que el Códií 
5, y tal es la palabra preslamu 
sinónima de tomador á la grues 
\ común es, al contrarío, sinóníi 
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de prestador. Incide aquí también la circunstancia de ser 
inútil el empleo de tal palabra, puesto que el Código dá el mis- 
mo significado á otra más clara y propia, cual es la de tomador. 
Por lo expuesto y lo dicho al criticar el inciso 1.** del artí- 
culo 933, opiniamos por la supresión de la palabra prestamista 
de este artículo. Por las mismas razones, sería conveniente 
decir tomador, en lugar de prestamista^ en los artículos 1203 
y 1210. 

Art. 1170. 

Los contratos á la gruesa deberán ser celebrados por escri- 
tura pública, oficial ó privada. 

Las pólizas oficiales ó priv&das harán fe en juicio, siendo 
certificadas ó reconocidas en la forma que expresan los incisos 
primeros de los artículos 980 y 981. 

Los préstamos celebrados de palabra son ineficaces en jui- 
cio ; y no se admitirá prueba sobre ellos, salvo que el capital 
prestado no llegue á doscientos pesos. 

El inciso 3.** de este artículo se habría conformado más con 
la armonía que deben guardar entre sí las leyes diciendo no 
exceda de doscientos pesos, en lugar de « no llegue á doscientos 
pesos », pues el Código Civil ya había establecido en su artí- 
culo 1709, inciso 1.°, que t deberán constar por escrito los actos 
ó contratos que contienen la entrega ó promesa de una cosa 
que valga más de 200 pesos » . No habiendo ninguna razón para 
separarse de la cantidad prudencial señalada por la ley común, 
creemos que convendría fijar en este artículo la misma suma, 
aunque ello tenga bien poca importancia práctica. 

Art. 1175. 

Las pólizas de préstamo á la gruesa pueden ser otorgadas y 
cedidas en~la misma foripa que los conocimientos. 

La cesión trasfiere al cesionario todos los derechos y obliga- 
ciones del cedente, y produce acción á favor de aquel para de- 
mandar á éste, en caso de insolvencia del tomador, el capital 
prestado, los intereses corrientes de tierra y los gastos. 

Esta acción no se extiende al provecho marítimo, á menos 
que las partes estipulen expresamente lo contrario. 

El inciso 2.** de este artículo contraría las reglas generales 
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que sobre responsabilidad del cedente de derechos ha fijado 
ei mismo Código para el caso de insolvencia del deudor. 

En electo, el inciso primero ~de esle arlíeulo, refiriéndose 
á.la forma de cesión de los conocimientos (articulo 1051), ha 
autorizado para las pólizas de préstamos á la gruesa, la cestón 
simple, la tratticciiín manual y el endoso. Ahora biéo :■ sabemos 
que la responsabilidad ñ que queda afecto el cedente en las 
dos primeras formas citadas es muy distinta que en la tercera. 
En las primeras el cedente no responde de la solvencia del 
deKdor, mientras que en la última respondo de ella. Y sin em- 
bargo el inciso 2.' establece esa responsabilidad para todos 
los casos, sin distinción, sin atender á que ella sólo debe tener 
cabida, por la naturaleza misma de las cosas, en el endoso. 
En los otros casos, es injusta y atentatoria contra las razones 
que antes sirvieron de base al mismo Código para establecer 
tan marcada distinción, ya que no hay ningún motivo especial 
que autorice el cambio de doctrina. 

Sin entrar en el anáhsis de los fundamentos fllosóHcos que 
exigían la mencionada diferencia de la cesión simple y la tra- 
(iieciótt manual con el endoso, puesto que el hecho de haberla 
establecido el Código como doctrina general y admitida nos 
releva de ello, insinuaremos solamente la conveniencia que 
habría en suprimir la injustificada excepción á esa diferencia 
establecida por el inciso 2.° de este articulo. Para ello bastaría 
suprimir ese inciso ; con lo que quedaría esta materia (inc. 1 .") 
sometida á las mismas reglas que la cesión de los conocimien- 
tos de trasporte (art. 1051), que en nada atacan la ftlosofia de 



El inciso 3.°, por deber su existencia sólo al inciso 2,°, de- 
bería también suprimirse. 

Art. 118G. 

Constituido el préstamo á la gruesa sobre el casco y quilla 
de la nave, quedan afectos privilegiadamente al pago del capi- 
tal y cambio maritimo de la misma nave los aparejos, el arma- 
mento, y en general todos los accesorios do aquélla. 

Contraído sobre la carga sin otra designación, quedan afec- 
tas en la forma enunciada todas las mercaderías que la com- 
ponen, siempre que la cantidad prestada sea equivalente al 
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nvencional ó estimativo que ellas tengan ; pero en el 
itrarío, el privilegio afectará taxalívamenle una pai^ 
determinada por la relación de la suma prestada con 
Integro <ie la carga. 

indo sobre un objeto determinado de la nave ó carga, 
igio solo afectará ese objeto en las proporciones que 
^ el inciso anterior, 

itexto del inciso 1." de este artículo está revelando de 
lera evidente que la preposición de que hay después 
ilabras cambio marilimo do ha debido ponerse, ya que 
mprende que una nave pueda tener cambio maritimo. 
: de ella debe sólo existir una coma (,), de la misma 
que después de la palabra nave. Asi la frase t la 
que forma actualmente el término de un complemento 
lifica á capital y cambio maritimo, pasai'ia á ser uno 
jjelos del verbo quedan aféelos, en unión de los apa- 
armamento, etc. ; única redacción conciliable con la 
ción que indudablemente se tuvo el propósito de dar 

ecto indicado desaparecería, pues, borrando la pre- 
de A que nos hemos referido, y poniendo los signos 
lación indicados. 



^ilégio del dador se extiende respectivamente á las 
is realizadas por el cargador y á los fletes devengados 
iviero, aun en el caso de haberlos recibido con antici- 

iste privilegio no podrá ser ejercitado sobre los fletes 
los con la calidad de que, en todo evento, serán adqui- 
r el prestamista. 

stro juicio el inciso 2" del presente articulo es ilógico, 
inciso anterior y por regla general el Legislador con- 
isto y equitativo conceder al dador privilegio para el 
ú capital prestado sobro el flete devengado, no se 
ide la razón en virtud de la cual le quila este privile- 
I más que por haberse estipulado entre el fletador y el 
al contratar el fletamenlo, que en todo evento él flete 
iirido por el primero, que ha pasado á ser tomador 



Art. 1194. 






V ' i 
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en el préstamo á la gruesa. La circunstancia apuntada no 
altera absolutamente la razón filosófica que sirve de base á 
la regla general. ¿Qué modificación, en efecto, ha podido in- 
troducir en ella un convenio en que el verdadero interesado 
(el dador) no ha tenido la más mínima parte? Es evidente que 
ninguna. Aquí no se trata, en efecto, de condiciones im- 
puestas por un donatario ó testador. Quítese en todo caso al 
deudor, si así se cree justo, el privilegio mencionado, y en- 
tonces habría más lógica en la ley ; pero no se la ponga en 
el caso de declarar malo lo que acaba de establecer como >* 

bueno. 
Opinamos, pues, por la supresión del inciso 2.* 



v^ 









£1 préstamo á la gruesa puede ser afianzado ; y el fiador se 
entenderá solidariamente obligado con el tomador, á menos 
que las partes acordaren otra cosa. 3 

La primera parte del presente artículo, diciendo que « el ^0 

préstamo á la gruesa puede ser afianzado », incurre en una . J 

[ repetición que es del todo inútil y redundante por no tener en | 

I su abono ni aun la consideración da servir á la claridad 6 al 'I 

! método en el contexto de la ley. En efecto, es un principio /| 

\ general y aplicable en toda la esfera de los negocios civiles, 

I que todas las obligaciones, aun las meramente naturales, ad- 

I miten fianza ú otra caución que asegure su cumplimiento ; de '1 

' manera que es innecesario conceder igual facultad cada vez | 

que la ley habla de un contrato ó de una obligación especial. % 

Pero la segunda parte del artículo que nos ocupa se presta ¿| 

á observaciones harto mas serias. ¿ Qué quiso ordenar el Le- 
gislador diciendo que por la fianza del préstamo á la gruesa 
[ « el fiador se entenderá solidariamente obligado con el toma- 

dor, é menos que las partes acordaren otra cosa »? Nada hay | 

que observar si la frase subrayada significa simplemente que 
I el fiador queda obligado solidariamente, esto es, al pago del 

valor total del capital y del premio marítimo, sin que pueda 
i excepcionarse alegando que sólo le corresponde el pago de .^ 

\ una parte ó cuota de ellos, en razón de bsiber otros obligados -^ 



i 
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amenté con él. Pero si eso y nada más quiso decir el 
dor, no se comprende con qué fin, después de expre- 
! el fiador quedará solidariamenle obligado, agregó : 
amador. Antes de suponer que esta última frase carece 
significado, que ella no agrega concepto ninguno á 
ídente, parece más lógico pensar que si se la incluyó 
el objeto de hacerla decir algo. Pues bien, si alguna 
ación tienen esas palabras, ella no puede ser otra que 
ue el fiador quedará obligado en la misma condición 
tomador, esto es, en calidad de codeudor solidario de 
imo; y entonces se habría caído en un extremo menos 
le que el primero : se habría incurrido en el contra- 
jurídico de llamar fianza á una obligación que no 
na de las cualidades esenciales de ese contrato, cual 
' ser subsidiaria de otra principal, 
fiador queda solidariamente obligado con el tomador y, 
'I artículo 1514 del Código Civil, « et acreedor (el da- 
drá dirigirse contra todos lo» deudores solidarios con- 
;nle ó contra cualquiera de ellos á su arbitrio » (contra 
.dor ó contra el fiador, á su voluntad), sin que por éste 
)ponérsele el beneficio de división », no comprendemos 
udiera decirse de esa obligación que « es una obfigación 
ia en virtud de la cuaijuna ó más personas respon- 
una obhgación ajena, comprometiéndose para con el 
tr á cumplirla en todo ó parte, si el deudor principal no 
le » (art. 2335 del Código Civil). 
( varios fiadores de una misma obligación cabe la co- 
id, si se ha estipulado ó la ley la ordena, y puede de- 
alonces que un fiador queda solidariamente obligado 
demás fiadores ; pero esa co-solaridad no puede exls- 
B un fiador y el deudor principal, pues si un individuo 
ra á pagar una deuda de otro aun en el caso de que 
1 solvente y quiera pagar, y sin otra condición que la 
sea exigible ; empleando términos más exactos, si 
ividuo se obliga de mancomún et imólidum al cumpli- 
de una obligación ajena, no es fiador solidario, sino 
codeudor solidario, aunque su obligación no haya tenido 
¡eto que el caucionar eficazmente el cumplimiento de 
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otra. En tal caso, la obligación del supuesto fiador i 
llamarse subsidiaria de otra, puesto que se ha ob 
pago lisa y llanamente y nó para el caso en que el d 
pague. Aun el carador accesorio de la Hnnzn habría 
recido, en fuerza de no diferenciacse en nada de la ol 
principal ; puesto que con igual propiedad podría dei 
ambas son reciprocamente accesorias entre sí, en e 
de que el cumplimiento de cualquiera de ellas produ 
tinción de la olra. 

Fundados en las consideraciones precedentes, cree 
si bien pudo decir el Legislador en el artículo 1194 
ñador quedará solidariamente obligado *, ó bien que 
dOF quedará solidariamente obligado con los demás fl 
no pudo decir : el fiador quedará solidariamente obliga 
tomador. Si sólo quiso preceptuar que el ñador se pr 
solidariamente obligado, no tuvo para que agregar 
tomador », y habría evitado asi las dudas que puedi 
el alcance y efectos del artículo 1194; si quiso precej: 
el fiador se presumiría obligado en calidad de codeu 
dario, as> debió decirlo claramente, dejando á un lad< 
za, y de ese modo habría evitado un contrasentido 
Como esta última bípólesis, además del estableciin 
una presunción absurda, importaría la institución de 
gación peculiar y desorganizadora de la clasiiicaeiór 
de los contratos, optamos por corregir el presente ar 
el primero de los sentidos indicados. Teniendo lar 
cuenta la observación hecha á la primera parte de 
lo 1194, podría dársele la redacción siguiente ; 

La fianza que se otorgare para garantir el cumpUn 
las obligaciones del tomador se entenderá solidaria, si 
les no estipularen otra coxa. 

Art. 1201. 

El dador tiene derecho al pago del interés maritímo 
momento en que comienza á correr loa riesgos, aui 
éstos cesen antes del tiempo convenido ó sobrevenga i 
miento del viaje, con tal que atgiin accidente de mar 
causado la pérdida de los objetos gravados. 
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La redacción de este articulo parece u 
En eFeclo, cualquiera que lea la frase * I 
recho al pago del itUerés marítimo desde el 
comienza á correr los riesgos... » y que no 
disposiciones del inciso 2." del articulo llf 
artículo 1203, creería que desde el raomenli 
exigible el pago del interés marítimo, y nó 
de los riesgos. 

Aunque, en vista de las disposiciones cil 
lo que se ha querido ordenar en esl« artlc 
solo hecho de principiar el dador á correr li 
re derecho al interés marítimo, convendria 
ticulo en una forma más clara; ya que nadie 
debe guardar armonía entre todas sus part 
una disposición tomada aisladamente no 
significado distinto del expresamente ordenai 
habrá motivo para preferir una redacíón d' 
y que no necesite para determinar su siguí 
de otros preceptos legales. 

En virtud de estas consideraciones, creem 
sustituirla frase transcrita por la siguiente :í 
voaü>lemente el interés marítimo desde el v 
mienza á correr los riesgo*... 

Art. 1206. 

Concurriendo un préstamo á la gruesa, 
viaje, y un seguro sobre la nave ó la carga, 
objetos salvados de un siniestro mayor, dei 
del salvamento y loa salarios del capitán y tr 
vidido sueldo á libra entre el prestador por's 
gurador por la cantidad asegurada, siempre 
al tiempo de celebrarse el seguro, en el valoi 
tos gravados. 

En el caso contrario el asegurador perci 
parte proporcional at resto del valor de la co 
Via la expresada deducción. 

Por razones de conveniencia fáciles de c( 
tamos en general la disposición de este ai 
conforma perfectamente á la equidad en el cí 
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tamo á la gruesa posterior al seguro. Pero creí 
sido deliciente no consultando el caso en que el 
sólo haya sido posterior al seguro, sino que hayí 
parle asegurada de los objetos. 

De esta omisión pueden resultar conflictos difí 
var, y se hace necesario darles en la misma ley 
equitativa. 

Conformándonos al espíritu del Código y tenieni 
cipalmente en cuenta la disposición del inciso 
culo 1190, que dice : > No puede tomarse un pi 
gruesa sobre los objetos siguientes:... «Los ol 
rados ó afectos al pago de un préstamo anterior, 
parte que no estuviere protegida ó gravada *, en 
lógico sería establecer en el caso aludido una exi 
regla del articulo que criticamos; lo que por oír 
sería establecer la sanción necesaria de la disj: 
hibitiva del citado inciso. 

En efecto, es muy injusto establecer que el pro 
objetos salvados se divida sueldo á libra entre 
por su capital y el asegurador por la cantidad a 
aquél celebró su préstamo después que éste su se 
vando las cosas en la parte ya protegida ó grava' 
guro, si asi puede decirse, para el efecto de que 1 
rías salvadas no se le cuenten como perdidas ; n 
considera que el préstamo no lo ha podido celebr 
dor en tfsa parte sino en violación flagrante de la 
del inciso 7.° del artículo 1190 citado. 

Creemos que el prorrateo respecto del prestac 
en el caso que contemplamos, limitarse solameni 
proporcional al resto del valor de la cosa afe 
tamo, esto es, á la parte no cubierta ya por el i 
guro. 

£1 defecto indicado podi-ia subsanarse agregandi 
culo otro inciso que dijera, mas ó menos : Sielf. 
gniesa hubiese recaído sobre nave ó carga que esluv 
á un seguro anterior, el dador concurrirá con el asegí 
términos del inciso 1." de este articulo, sólo en la ; 
cional al resto del valor de la cosa afecta al prestan 



^ 
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Art. 1211. 

Descargando el tomador durante la travesía parte de las 
mercaderías afectas al préstamo por haberse reservado expre- 
samente la facultad de hacerlo, el dador no podrá perseguir 
esas mercaderías, caso que después de su desembarque ocu- 
rriere algún siniestro mayor; pero tendrá derecho para exigir 
del tomador la justificación de que trata el artículo 1214. 

Si las mercaderías restantes fueren de un valor inferior á la 
cantidad prestada, el dador podrá demandar la rescisión. pro- 
porcional del préstamo. 

Aunque este artículo no lo dijo, es evidente que él quiso re- 
ferirse al caso de facultar el dador al tomador para descargar 
en ciertos puntos el todo ó parte de las mercaderías afectas al 
préstamo, á condición de reemplazarlas por otras que subro- 
guen á las primeras para los efectos del contrato. 

Nada más natural, pues, que una vez descargadas total ó 
parcialmente esas mercaderías, el dador no pudiera perseguir- 
tes, caso de que después de su desembarque ocurriere algún 
siniestro mayor respecto de las restantes ó de las nuevamente 
cargadas : á virtud do la estipulación que él celebró con el 
tomador convino en que ese derecho regiría con las restantes, 
y no siendo suficientes, con las que se tomaren en el puerto 
de la descarga, quedando exhoneradas las descargadas. 

La facultad de celebrar esa estipulación no podía ser nega- 
da, porque sin ella no se podría tjontratar préstamos á la gruesa, 
^ sino respecto de mercaderías que se cambian directamente de 
país á país y nó respecto de mercaderías que una nave lleva á 
un país en que ellas son muy apreciadas, obteniendo el retorno 
de otras que no lo son mucho en el suyo, pero que cambiadas 
nuevamente en un segundo lugar, en que tienen gran valor, 
le es fácil conseguir con ventaja otras que sean lasque le con- 
venga traer al lugar de su procedencia, como retorno de las 
que llevó. Y como no siempre es fácil y conveniente hacer el 
comercio marítimo de mercaderías sin la obtención de présta- 
mos á la gruesa,-debemos concluir que con esa facultad se hace 
un señalado servicio al intercambio de los productos, base ne- 
cesaria del comercio internacional. 

Pero el inciso 2.** de este artículo, confiriendo al dador la 
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facultad de resolver el préstamo proporcionalinente, en caso de 
(jue las mercaderías restantes fueren de un valor inferior á la 
cantidad prestada, anuló esas vantajas; porque obliga á no 
descargar sino las mercaderías excedentes al valor del prés- 
tamo y porque reduce á la nada la facultad de reemplazarlas 
por otras, ya que las mercaderías nuevamente cargadas no 
pueden llamarse restantes; de manera que el dador podrá re- 
solver el contrato aunque ellas sean en cantidad suficiente ó 
aún sobrada para reemplazar totalmente las antiguas. 

Según este inciso, el I.*" no tendría tampoco razón de ser, 
porque no siendo las mercaderías descargadas reemplazadas 
por las nuevas, es claro que respecto de las primeras el con- 
trato de préstamo habría terminado en el momento de la des- 
carga, pues habrían corrido todos los riesgos sin avería de 
ninguna especie, debiendo en consecuencia pagarse el capital 
y cambio marítimo en conformidad á las reglas de este Código 
(1201); y en cuanto alas restantes deberían, en caso de sinies- 
tro, aplicarse las prescripciones comunes á todas las mercadg- 
rías que aun están corriendo los riesgos. El inciso 2.° ha de- 
bido, pues, y así lo quiso probablemente el Legislador, decir 
que el dador podrá resolver proporcionalmente el préstamo si 
las mercaderías restantes ó nuevamente cargadas ensustitvición 
de las anteriores, para los efectos del contrato, fueren de un 
valor inferior á la cantidad prestada. 

Por estas consideraciones, propondríamos que el artículo 1211 
se redactara de la siguiente manera : Descargando el tomador 
durante la travesía parte ó el todo de las mercaderías afectas al 
préstamo por haberse reservado expresamente la facultad de ha- 
cerlo, el dador no podrá perseguir esas mercaderías^ caso que 
después de su desembarque ocurriere algún siniestro mayor en 
las restantes ó en las que hubieren sido nuevamente cargadas en 
subrogación de ellas; pero tendrá derecho para exigir del toma- 
líor la justificación de que trata el artículo 1214. 

Si las mercaderías restantes ó nuevamente cargadas fueren 
de un valor inferior á la cantidad prestada, el dador podrá de- 
mandarla resolución proporcional del préstamo. 



u 
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Art. 1212. 

Salvándose total ó parcialmente las cosas afectas al préstamo, 
el tomador pagará al dador el capital con el premio estipulado 
en la forma, lugar y tiempo que determinan los artículos 1168, 
1202 y 1203. 

En cuanto puede ser inútil una disposición legal, lo es la de 
este artículo. Y para convencerse de ello basta leer los artículos 
que en él se citan. 

En su parte principal repite un mandato que ya había con- 
signado en los artículos 1168 y 1101 ; y en lo demás se refiere 
expresamente á disposiciones ya establecidas. En una palabra, 
este artículo equivale á decir, en general : los artículos tales 
y tales de este Código forman parte de él y producen obliga- 
ciones. No insistiremos una vez masen los inconvenientes y 
defectos de la redundancia en las leyes; nos limitaremos á 
expresar nuestra opinión en el sentido de suprimir este artí- 
culo, como ya lo hemos hecho respecto de tantos otros que 
nos han merecido iguales consideraciones. 

Art. 1238. 

Fuera de las enunciaciones que exige el artículo 516, la pó- 
liza de seguro de la nave ó de su cargamento deberá expresar : 

1.® El nombre, apellido y domicilio del capitán : 

2.<* El nombre de la nave, su porte, pabellón, matricula^ 
armamento y tripulación, ya verse el seguro sobre la misma 
nave^ ya sobre las mercaderías que constituyen su cargamento. 

En el primer caso el asegurado indicará la madera de. que 
fuere construida la nave v si está ó no forrada en cobre, ó de- 

t/ 7 

clarará qui ignora estas circunstancias. 

3.*^ El lugar de la carga y de la descarga y los puertos de 
escala. 

4.** El puerto de donde ha salido ó debido salir la nave, y el 
de su destino. 

5.<» El lugar donde los riesgos principien á correr por cuenta 
del asegurado, con designación específica de los que fueren 
excluidos del seguro. 

6.0 El viaje asegurado, con expresión de si el seguro es por 
viaje redondo ó. sólo por el de ida ó vuelta. 

7.° La época, lugar y modo en que deba hacerse el pago de 
la pérdida, de los daños y de la prima. 
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8." La fecha y hora del contrato, auiujuc el viaje n 
principiado. 

9.° Todos los demás pactos y condiciones que acu 
interesados. 

No obstaote que este articulo principia por decir i 

liza de seguro contendrá las enunciacines que en seg 
mera, ademán de las del artículo 516, él ha, repetidí 
de éstas y expresado otras que estaban compreudidaf 

El número 5.° no ha necesitado insertarse, puest 
mismas disposiciones contienen los incisos 5.° y 6." 
culo 516 y el articulo 536. 

El número 7." también contiene una repetición inú 
ciso 7." del mencionado artículo, en cuanto se refiere i 
ciacióo de la época, lugar y forma en que debe p 
príina. 

Otro tanto podemos decir dol número 8." que rep 
posición que lleva el mismo número del artículo 516. 

Y todavía sucede igual cosa con el número Q." que 
repite una parle del mismo número del articulo citad 

En consecuencia, y resumiendo, creemos que deb 
primirse totalmente de este artículo los números 5.", 
y et 7.° en lo relativo é la prima, esto es, la última I 
dice : a y de la prima ». 

Art. 1240. 

Las pólizas de seguros son cesibles en la misma 
con los mismos efectos que los conocimientos y las [ 
préstamos á la gruesa. 



Al criticar el artículo 1175 expusimos las r 
sejan suprimir la responsabilidad del cedente resj 
cesionario de una póliza de préstamo á la gruesa, < 
blece el inciso 2." del citado artículo en el caso de in 
del tomador. Allí opinamos por la dicha supresión, 
ese caso sometido en todo á la regla general del incÍ! 
mismo articulo, que se remite á la forma de cesión 
en el artículo 1051 para los conocimientos de traspoi 
ticas razones aconsejan igual reforma en el artículo 
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cuanto á las pólizas de seguro. Como sería inútil repetirlas, nos 
limitanos á referimos á ellas y á proponer, en consecuencia, la 
supresión de la frase c y las pólizas de préstamos á la grue- 
sa » de este articulo, 'que á nada conduciría una vez hecha 
la reforma del artículo 1175 citado. / 

Art. 1254. 

La variación de rumbo ó viaje, ocasionada por fuerza mayor 
para salvar la nave ó su cargamento, no extingue la responsa- 
l r ^ bilidad de los aseguradores. 

1$. Lo dispuesto en este artículo estaba dicho en el 1226, y de- 

¡;/ be, por consiguiente, suprimirse. 






Art. 1202. 

Las cosas pérdidas y las vendidas durante el viaje por ha- 
llarse averiadas serán pagadas por el asegurador según el va- 
lor expresado en la póliza del seguro, ó en su defecto al precio 
de factura, aumentado con los costos causados hasta ponerlas 
á bordo. 

Si las mercaderías llegaren averiadas en todo ó en parte al 
puerto de la descarga, se fijará por peritos el precio en bruto 
que habrían tenido si hubiesen llegado ilesas, y el precio actual, 
también en bruto ; y el asegurador pagará al asegurado una 
cuota que guarde con la suma asegurada la proporción que 
exista entre los precios enunciados. 

El asegurador pagará además los costos de la regulación. 

La última parte del inciso 2.<* de este artículo es á nuestro 
juicio bastante defectuosa. 

El no ha contemplado en realidad el caso al cual ha querido 
referirse, que no es otro que el de haberse asegurado par- 
cialmente las cosas, único en que se concibe el prorrateo ó 
proporción de que habla este inciso, puesto que el otro es el 
de haberse asegurado el valor íntegro de la cosa, y sabemos 
que entonces la indemnización es igual á la diferencia entre el 
valor que habría tenido la cosa si hubiese llegado ilesa y el que 
tiene realmente después del siniestro, salvo que concurran las 
circunstancias que autorizan la dejación. 

Descartado este caso del seguro íntegro, no quqdaba, pues, 
sino el del seguro parcial. Y el Código ha andado harto des- 
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nciso 2.° de este articulo trató de ñjar las 
inap e! monto de la indemaización en el 
iOs, pues sólo á fuerza de inducciones y 
llegarse á vislumbrar que á él se quiso re- 

I inciso 2." no ha hecho mas que enredar 
Lra y magaifica disposición que el Código 
i del inciso 2." del articulo 532, que dice : 
segurado el integro valor de la cosa, el 
itará obligado á indemnizar el smiestro á 
ntidad asegurada y la que no lo esté. » A 
unto de mira del inciso que nos ocupa ao 
il contenido en su primera parte; esto es, 
íl valor de la cosa asegurada, al que ten- 
a al punto de su destino, á causa de lo di- 
jrse al que hubiese tenido en el puerto de 
lien seria fácil y exacta su determinación 
¡ue tenia antes del siniestro, y aun antes 
erto de la expedición, por estar expresado 
ra, sería en cambio imposible determinar 
■s de averiadas tendrían las mercaderías 
)oco podría tomarse el valor al tiempo del 
delerminable. 

in que acabamos de indicar, el inciso 2.° 
}s perjudicial á la claridad de la regla que 
lo para Ajar el monto de la indemnización. 
tarse á fijar el tiempo y lugar á que debía 
■ el precio de las mercaderías con arreglo 
cerse la regulación de las averias y de la 
la en razón de ellas. 

!, creemos que convendría redactar el in- 
1262 como sigue : Si las mercaderías ase- 
e llegaren averiadas en todo ó en parte al 
a, se fijará por peritos elprecio en bruto que 
ubiesen llegado ilesas , y el precio acíval, 
la cuota que debe pagar el asegurador, en 
inciso 2." del articulo 532, se determinará 
os precios. 
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Art. IST-l 

os aseguradores tienen derecho 
por ciento sobre la cantidad i 
mtes : 

• En todos los demás de rescisi 
ide el artículo 557. 

orno hemos vislo al criticar el a 
>s de rescisión y casos de i-esolu 
i de la primera. De ahi nace ti 
o de este inciso, que consiste 
tisión como á la resolución, 
eberia decirse : 
.'■ En todos ¡os demás de resci 
nde el articulo 557. 

Art. 127f 



a misma disposición que conti 
lialmenle repetida en el Código 
nento sólo recordaremos, adem 
) 1216 y la del mismo artículo 5 
B, que por estar comprendida 
ones comunes á los seguron te¡ 
ítos últimos, sin necesidad de ■v 
Is, pues, evidente la inutilidad 
veniencia en suprimirlo. 

Art. 127: 

ara obtener la tndemjiización di 

, el asegurado deberá justificar 

1 viaje de la nave ; 

\ embarque de los objetos asegí 

1 contrato de seguro ; 

a pérdida ó deterioro de las eos 

a justificación se hará, según 

uro, el conocimiento del capital 

la carta de aviso del cargador, L 
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itesta del capitán y las declara- 
lación, gil) perjuicio de los de- 
mite este Código. 

;ulo contiene uaa redundancia 

ustiñcación de los hechos ó Cir- 
ilo menciona en sus incisos an- 
I seguro y la póliza del seguro, 
una misma cosa el contrato de 
en que debe constar) y la pó- 
Código en una repetición que 

rimír del inciso úllimo de este 
de seguro ». 



estipulación en contrario : 
con rotura; 

^ue esle articulo hace, se pone 
1 indispensable para que tenga 
arainienlo sea con rotura, no 

i9, que detalla este caso parti- 
te que puede haber dejación 
ipie ó sin roturo {inciso, í.'*)y 
ura no autoriza siempre la de- 

., una verdadera inexactitud, ya 
' sin limitaciones, se desprende 
iner lugar cuando el varamiento 
ereemos que seria conveniente 
»inios la frase : » con rotura ». 



riza la dejación de la nave, sino 
ler puesta á flote, 
parcial autorizará la dejación 
i partas esenciales de la nave, 
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facilite la entrada de las aguas dei mar y ocasione graves da- 
nos, aunque éstos no pasen de los tres cuartos del valor de la 
nave. 

Este artículo contiene yna impropiedad ó ambigüedad en la 
redacción. 

Dice él en su ultima parte : « ...aunque éstos 710 pasen de 
los tres cuartos del valor de la nave », con lo que literal y evi- 
dentemente se pone una limitación oscura ó incorrecta, porque 
ella hace creer que ésta es una excepción al caso en que el 
valor de los daños pas^ de los tres cuartos del valor de la nave ; 
cuando en realidad es excepción al caso en que ese valor no 
llegue á los tres cuartos, en que por regla general no tiene lu- 
gar la dejación, al contrario de lo que sucede si excede de 
esa fracción. 

Aunque se vé claro que el Código ha querido significar lo 
que decimos, esto no destruye por completo el defecto del 
Código, y convendría por tanto, sustituir las palabras « pa- 
sen de »... por lleguen á... 

Art. 1305. 

Se presume pérdida la nave, si dentro de un año en los via- 
jes ordinarios, ó de dos en los extraordinarios ó de larga tra- 
vesía, no se hubieren recibido noticias de ella; y en tal caso el 
asegurado podrá hacer dejación y exigir á los aseguradores el 
pago de la indemnización estipulada, sin necesidad de probar 
la pérdida. 

El año ó los dos años se contarán desde la salida de la nave 
ó desde el día á que se refieran las últimas noticias. 

La dejación se hará dentro de los plazos designados en el 
artículo 1301. 

Estos plazos correrán desde el vencimiento del año ó de los 
dos años expresados ; y para determinar el que corresponda 
en un caso dado, se reputará acaecida la pérdida en la costa ó 
puerto de donde se hubieren recibido las últimas noticias, y 
según la situación de esos lugares, el plazo será de seis,^ ocho 
ó doce meses. 

Los plazos prescritos en este artículo son evidentemente 
muy largos. Aun al tiempo en que empezó á regir este Código 
esos plazos no estaban en armonía con la rapidez de los me- 
dios de comunicación; mucho menos lo están ahora que son 
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»s. Las naves ávnpor salvan en breve tiempo 
ítancias y fl Icléj^'rafo, ramillctuio ya entre 
uvilizados, puede decii-sc (¡iie las liaoe nulas, 
abras que preceden inanílle^lati que ímbría 
■educir diohos jilazos por lo menos á la mitad. 
;s, porque en lujjar de « un aíio » se diga 
ligar do a dos años », vn ario. 



BRO IV 



LS QUIEBRAS 



riTÜLO I 

lEBRA EN CENBRAL 

10 un principio inconlrovertible q 
j no pueden figurar otras dispo 
igan por objeto modificar las reg 
¡an inaplicables á las materias mi 
ecial naturaleza de éstas. Aplican 
del Código de Comercio, que tri 
nosotros á la conclusión de que 
«sidad reclamada por el comerc 
iirsos mercantiles requieren un pi 
lo do los concursos civiles en gei 
uc conozcamos. 

ecir que, siendo la rapidez una c( 
)s los actos del comercio, era nei 
i prodecimiento especial, más rápi 
e reglara los concursos mercantil 
en esta materia no pueden eslab 
; que si rápidos deben ser los p! 
¡n los derechos de los acreedores 
;rciante, dentro de los limites de 
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exclarcci miento completo, los que determinen los derechos de 
los acreedores de un deudor insolvente civil no tienen por qué 
serlo menos; por manera que, aun suponiendo que las reglas ^ 
actualmente establecidas en cuanto á estos últimos fuesen más 
engorrosas y lentas que las del presente Libro, la razón apun- 
tada no mercería por eso mayor respeto. 

En tal caso, lo que debía sostenerse no es el establecimiento 
de reglas especiales para los concursos mercantiles, sino la 
reforma da las que rigen los concursos civiles, ya que el he- 
cho de ser defectuosas las prescripciones del Derecho común, 
no autoriza ni puede servir de motivo para modificarlas en un 
Código especial, cuyo rol se denaturalizaría por completo junto 
con romper el círculo de las materias que le son privativas y 
que, dándole su nombre, son su base y razón de existencia. 

Pero si alguna duda pudiera abrigarse sobre nuestra tesis, 
ella no podría recaer, concediendo mucho, sino sobre los pro- 
cedimientos ó tramitación de las quiebras, que es lo único que 
puede afectar la pretendida rapidez de los actos del comercio ; 
pero jamás sobre las bases capitales que sirven de fundamento 
á la prelación y graduación de créditos. Y todos sabemos que 
las cuestiones de procedimiento en los juicios, sean los de con- 
curso ó cualesquiera otros, sólo pueden ser objeto de las leyes 
ó códigos que de ello traten especialmente. Llega aquí el 
caso de hacer efectiva la distinción entre las leyes llamadas 
sustantivas, que establecen los derechos y las obligaciones, y 
las meramente adjetivas, que sirven para deslindarlos y excla- 
recerlos. 

Nadie nos negará el carácter de ley adjetiva ó de proceduría 
que tiene evidentemente la sustanciación de un concurso mer- 
cantil ó quiebra; pero no faltará quién, reconociendo ese 
carácter, afirme que su inclusión en el Código de Comercio es 
conveniente, y que muchas leyes propiamente sustantivas con- 
tienen también disposiciones de puro procedimiento ; por 
ejemplo, el Código Civil algunas relativas á otorgación de 
testamentos y otros instrumentos públicos. 

Sostener la conveniencia ó aun negar la inconveniencia de 
que las leyes sobre procedimientos de quiebra figuren en el 
Código de Comercio, equivale, para nosotros, á combatir la 



UB. IV. TlT. !. — DE LA tiUlEIlBA ES CEXERAL. 
existencia de lus lej'es esiietialcs, de ia:í cualüs ese Ciiiüp 
una ; á negar el progreso moderno de la jurisprudenria, 
las ha establecido como indisiiensables á su claridad y 1"; 
dad de aplicación, á su armonía y á su metódica distribu 
y clasiRcaeión ; es, en menos palabras, sostener el caos i 
legislación y la vuelta á los tiempos en que la csCasez de li 
hacía posible su rennión en un solo cuerpo y en confusa r 
cía ; es condenar la obra de las Partidas y la práctica de t' 
las legislaciones que han seguido á esc monumental Cóil 

Siguiendo la doctrina que impugnamos, llegsriamos á 
siderar conveniente la amalgamación do las leyes civiles, 
nales, comerciales, mineras, etc., sin otro punto de cene: 
que el ser todas ellas la declaración de la voluntad soben 
esto es, su carácter mismo de leyes. Para sostener que n 
inconveniente la mezcla de las leyes que reglan los dcret 
y las obligaciones con aquellas qne establecen la manen 
determinarlas, ó sea, las reglas á que debe sujetarse su 
cusión entre las partes y su juzgamiento por el juez, hat 
en fin, que prescindir del hecho de que el establecimienti 
leyes especiales á ciertas materias es indispensable para 
ios preceptos legales se conformen á su objeto : las leyes 
masiado generales, en efecto, aparte de la dificultad que 
de encontrar hombres con la suficiente ciencia para rodac 
las, tienen forzosamente que adolecer de vaguedad, que c 
dar la consideración de muchos casos, en razón de su gran 
mero, y que sacrificar, en ocasiones, la equidad y la just 
de unos en beneficio de otros. 

La objeción de que el primero de nuestros Códigos haya c 
signado entre sus disposiciones algunas de procedimiento 
aún menos atendible. Si él lo hizo, fué sólo incidentalmenl 
con el objeto de proveer á su necesaria armonía y clarid 
cosa que será siempre permitida á todo Código, y cuya con 
niencia nadie negará. Por otra parte es sabido que, habie: 
sido el Código Civil el pi'imero en dictarse y estando destín 
ó ser la base de nuestra legislación, no podía haber entrad 
estatuir sobre los contratos, sobre los derechos de las peí 
ñas, sobre la sucesión y el derecho de testar, sin estable 
previamente la manera de probar el estado civil de las per 
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ñas, de liacer constar los contratos y de otorgar los testa- 
mentos. Puede agregarse aún que estas materias tienen estre- 
cha analogía con las leyes llamadas sustantivas, pues sólo en 
un sentido muy lato puede decirse que pertenecen á la proce- 
duría; en tanto que los juicios de quiebras se encuentran en 
situación muy diferente. 

En todo caso, pues, y aun dando por establecida la necesi- 
dad de estatuir reglas distintas en cuanto á la sustanciación de 
los concursos civiles y mercantiles, cosa que nos parece ab- 
surda, no era dado al presente Código ocuparse de semejante 
materia, así como el Código Civil tuvo el cuidado de no ha- 
cerlo. Esa tarea correspondía al Código de Enjuiciamiento 
ó á una ley general de concursos, ó especial de concursos mer- 
cantiles ó quiebras, si se quiere. 

El Código de Comercio debió, pues, limitarse, en todo caso, 
á establecer las preferencias ó privilegios de ciertos créditos 
mercantiles entre sí, ó respecto de los meramente civiles, re- 
clamadas, por su especial naturaleza y no consultadas por la 
ley común. 

Habiendo sido llenada esa necesidad en los tres primeros 
Libros del Código, hasta el punto de que el IV, del que nos 
ocupamos, no establezca una sola regla de prelación que no lo 
estuviese ya en ellos ó en el Título XLI del Libro IV del 
Código Civil, y teniendo presente las observaciones anterior- 
mente hechas, podemos concluir que debería suprimirse del 
Código de Comercio el Libro IV, y dejar á las leyes de proce- 
dimiento el establecer las reglas á que. debe sujetarse la sus- 
tanciación de los concursos; reglas que, teniendo presente 
tanto los asuntos civiles como los mercantiles, instituirían un 
sistema común para ambos. 

Apenas si habría que consignar en esa ley una que otra dis- 
posición que no fuera común á ambas clases de concursos, 
cosa que no tiene nada de extraño ni nada de perjudicial. 

Sólo restaría, en tal caso, agregar al Código de Comercio 
unas pocas disposiciones relativas á materias que, siendo co- 
merciales, son más bien del resorte de las leyes llamadas sus- 
tantivas, que determinan derechos y obligaciones, que de las 
de procedimiento. Del número de ellas serían las que se ocu- 
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; producidos por la declaración en concurso 
omerciantes. Esas materias tendrían cabida 
■rsos títulos del Código que con ellas se rela- 
UQO especial que tendría por epígrafe : De 
clarados en coneurso.y ipie podría tenercolo- 
tulo II y III, del Libro I del Código. Una lec- 
iro IV bastaría para determinar cuáles son 
que deberían conservarse en el Código y el 
lasaría á corresponderles ; cosa que en todo 
'dinada á la promulgación anlerior de una ley 
>5 de concurso, ó del Código de Enjuicia- 
se comprender éste los concursos mercan- 
;en elementales consideraciones. 
a que acabamos de apuntar y la obligación 
)mar las cosas más como son que como de- 
3, pues, en el caso de entrar á analizar los 
¡éramos llamar parciales de Libro IV, cuya 
10 más practicable, no sólo por su fácil ace|>- 
que ella no está sujeta á la promulgación 
de ajena naturaleza. 

Art. 1332. 

derecho que la quiebra es culpable cu los 

domésticos y personales del fallido hubieren 
Lbida consideración á su capital líquido, á su 
lúmero de personas de su familia; 
hubiere perdido fuertes sumas en cualquier 
!ii apuestas cuantiosas, ó en operaciones ficti- 

!Íón de retardar la quiebra, el fallido hubiere 
erías para venderlas por menor precio que el 
lo préstamos, puesto en circulación valores 
eado otros arbitrios ruinosos para hacerse de 



1 palabra perdido, emplada en el núm. S." del 
traicionó la intención del Legislador. En este 
consignar una presunción fundadísima de 
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culpabilidad en la quiebra del comerciante jugador, ó amigo 
de los negocios aleatorios. Esta presunción de derecho es 
también una justa sanción impuesta á comerciantes de esa 
clase. 

Pero, si tales son los fundamentos del número que analiza- 
mos ¿ por qué se puso la limitación de que el comerciante 
haya perdido fuertes sumas en el vicio del juego ó en las 
operaciones ficticias de bolsa ? ¿ Acaso el hecho de haber an- 
dado afortunado en dichas operaciones disminuye en algo la 
falta de prudencia y de juicio que manifiesta todo hombre 
(y más si es comerciante y deudor) por el simple hecho de 
arriesgar ó exponer considerables sumas de dinero en juegos 
de azar ó en peligrosas operaciones ? 

Creemos que nó ; que tanta imprudencia y culpabilidad hay 
en el que &n tales actos es afortunado y gana dinero, como en 
el que lo pierde. La ganancia ó pérdida es una circunstancia 
secundaria que en nada modifica la naturaleza intrínseca del 
hecho que se supone y que sirve de base y motivo á la sanción 
establecida por el presente número. Y si alguna diferencia 
hubiera, que no la hay, ella seria en favor del que ha arries- 
gado y perdido ; porque aunque su falta es igual á la del ga- 
nancioso, su misma desgracia le haría, en cierto modo,^ más 
digno de la indulgencia y de la atenuación del rigor de la ley. 
Y si la falta cometida ó culpabilidad en que han incurrido dos 
individuos es idéntica, claro es que la responsabilidad y la 
pena deben también ser iguales para ambos. 

En resumen, la razón de la ley es en ambos casos la misma, 
luego ella no ha debido distinguir, y mucho menos hacer una 
distinción com:) la establecida por el Código, que en un caso 
impone una severísima pena y en el otro ninguna ; ya que el 
hecho de arriesgar considerables sumas de dinero en el jue- 
go, cuando concurre el éxito, no es, según el Código, ni pre- 
sunción simplemente legal de fraude en la quiebra. 

Por estas consideraciones, creemos que hay razones pode- 
rosas de equidad y de lógica para modificar el número 2.**, di- 
ciendo arriesgado j en lugar de «perdido ». 
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Art. 133G. 

ludulenta la quiebra : 

hubiere otor^'ado escrituras públicas ó docu- 
en que se confiese deudor sin expresar causa 

determinado. 

í los seis meses anteriores á la declaración de 

tomado mercaderías fiadas ó dinero prestado 

ando el arresto ó gozando de salvoconducto, 
al juzgado de comercio, siempre que éste se 



del articulo 64 vimos que había razones de 
ica que aconsajaban suprimirlo del Titulo III 
traía de los corredores, é incluirlo en la enu- 
Bsente artículo, por ser en él donde el Legis- 
iveniente ocuparse de las presunciones de 
Qta, de las cuales el hecho de ser corredor el 

encia de lo dicho, habría (jue agregar un 
3 del artículo 1336, en la forma siguiente : . 
I fuere corredor. 

Aht. 1338. 
mujer j los ascendientes ó decendientes cen- 
íes del fallido que sin noticia de él hubieren 
;ado bienes pertenecientes á la quiebra, no son 
iiebrafraudulenta;pero serán castigados como 



'te de este artículo contiene una redundancia, 
teto, que según el Código Penal no hay com- 
tlito por actos que no han estado en conoci- 
, aun cuando ellos hayan cooperado al éxito 
iolito. La connivencia entre el cómplice y el 
encía de la complicidad, 
es que en este articulo se ha dicho inútil- 
slraccióh ú ocultación de bienes pertenecien- 
lechapor el cónyuge, ascendientes ó descen- 
), sin noticia de éslo, no importa complicidad 
idulenta. 
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La última frase del articulo, tal c 
poco tiene razón de ser. Parece < 
derado que la tal substracción de 
condiciones mencionadas, no fuera 
ser ejecutada por el cónyuge, asct 
del fallido. Tal es lo que se despren 
serán castigados como reos de hi^rt 
sustracción ¡jnporta siempre hurto ; 
declarada la quiebra, hay un delito i 
los acreedores ; si antes de declarac 
ó particular de hurto, por ser hecho 
diente ó descendiente del autor. 

En el primer caso el Código Penal 
le pena, y el de Comercio nada tenia 
segundo, como las reglas generales 
derablemente la responsabilidad del 
ó pariente cercano, y como con cu 
aconsejan no recetar tal exención 
debe presumirse que el hurto va er 
contra los acreedores y no contra el 
tima aparente, era natural que el Gó 
una excepción á las reglas del Gódig 

Pero si tal quiso hacer el LegislL„„. „.. .„ ^ ^^„ 

del presente articulo, en verdad que anduvo desgraciado en su 
propósito ; porque, al decir i serán castigados como reos de 
hurto », es evidente que debe entenderse que es con arreglo al 
Código Penal y éste restringe ó atenúa la pena del hurto á 
los parientes, no consiguiéndose, por tanto, el fin que indicá- 
bamos como perseguido por el Legislador. 

Habría sido necesario decir ; serán castigados como reos 
eomunes de hurto. 

Por estas consideraciones creemos que convendría redactar 
el articulo 1838 en la forma siguiente ; 

jEÍ cónyuge y los ascendientes ó descendientes consanguineos 
ó afines del fallido que sin noticia de él hubiesen sustraído bie- 
nes pertenecientes á la quiebra, serán castigados como reos co- 
munes de hurto. 
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TITULO II 

DE LA DECLARACIÓN DE QUIEBRA Y SUS EFECTOS ; 
DE LOS QUE PRODUCE LA CESASIÚX DE PAGOS Y DE LOS RECURSOS 
CONTRA EL AUTO DENEGATORIO Ü DECLARATORIO. 

Art. 1342. 

Todo comerciante, sea persona natural ó jurídica, que se 
halle en el caso del articulo 1325 será declarado en quiebra, 
aunque sea de las personas á quienes la ley prohibe comerciar 
y aunque tenga un solo acreedor. 

Los incapaces no pueden ser declarados en quiebra, aun 
cuando se hayan entregado habitualmente al ejercicio del co- 
mercio. 

La disposición del inciso 2.** de este artículo no se confor- 
ma, á nuestro juicio, ni con las reglas de la equidad, ni con 
las conveniencias sociales. 

Al decir incapaces el Código, en el inciso 2.°, es claro que 
no ha podido referirse sino á ciertos individuos que sin gozar 
de todos los derechos de los mayores de veinticinco años, es- 
tán sin embargo facultados para comerciar, como son las per- 
sonas á que se refieren los artículos 9, 10, 11 y 12 de este 
Código. Las obligaciones de los incapaces en absoluto se re- 
glan por las disposiciones generales del Código Civil, que 
los resguardan de una manera bien segura y eficaz de todo 
peligro, de todo perjuicio que por su inexperiencia é incapa- 
cidad puede sobrevenirles. Siendo nulos los actos que ejecu- 
tan y no produciendo efecto alguno en su contra, era escusa- 
do decir que no podrían ser declarados en quiebra, como que 
no podrá incurrir en ella el que nada debe. 

Establecido este hecho, es del caso decir que el Código de 
Comer jio, concediendo á tales personas el privilegio de no 
poder ser declaradas en quiebra, no obedeció á ninguna nece- 
sidad. 
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En efecto, el Código al otorgar á los menores habilitados y 
8 ciertos incapaces de incapacidad relativa la facultad de co- 
merciar, reconoció en tales individuos la suficiente capacidad 
y discernimiento para administrai' sus negocios en lo relativo 
á su giro comercial ; porque, á no haber sido así, no les habría 
conferido tal facultad. Y si ello fué asi, no hay lógica alguna 
en establecer después que estos in dividuos no pueden ser de- 
clarados en quiebra, en atención á su menor edad ó incapaci. 
dad relativa. Y esta falta de lógica no es ¡nocente ; al contra- 
rio, ella ataca directamente el derecho de todos aquellos que, 
confiados en un individuo á quien la ley permite contratar y 
ejercer el comercio, estipulan con él de la mejor buena fe. Y 
cuidado que el tal individuo no podrá ejercer el comercio sin 
celebrar diariamente numerosos contratos. Sin embargo, se le 
deja ancha la puerta y aun podemos decir que se le estimula 
á defraudar á todos aquellos con quienes negocia, asegurán- 
dole de antemano la impunidad y el éxito. Hay más todavía; 
este incapaz relativamente puede muchas veces no ser otra 
cosa que un lazo tendido á la buena fe por un padre, un cu- 
rador ó un marido que esconden malamente su responsabili- 
dad bajo el nombre de su hijo, pupilo ó mujer. 

No se necesita agregar nada para manifestar que lo anterior 
no sólo es inequitativo, sino que también afecta á la conve- 
niencia pública.- Son estos privilegios los que á menudo traen 
fracasos y desengaños en los negocios, retrayendo á los me- 
jores de seguir en ellos. De esa manera, al mismo tiempo que 
se comete una injusticia contra ciertos individuos en beneficio 
de otros, se contribuye á impedir el desarrollo comercial. 

Si el Legislador estimó que había un peligro en permitir la 
declaración en quiebra de ciertos individuos, en buena hora ; 
no les permita entonces el ejercicio del comercio, ya que no 
los considera con las condiciones necesarias para soportar sus 
consecuencias más ineludibles. 

Lo dicho no obsta á que reconozcamos un inconveniente en 
la declaración de quiebra de tales personas : en ella faltaría 
un requisito que casi es de su esencia, cual es la universah- 
dad : ella no podría recaer sino sobre los bienes que hayan en- 
trado en el giro comercial ó que, según las reglas del párrafo 1 
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del Libro I, estén arectos al cumplimiento de las 
mercantiles que contraigan. Pero este ínconve 
tan (fráve que llegue á supeditar los que hem 
obrnn en contra del sistema opuesto. 

Suprimida la institución de las quiebras en el ( 
mercio, el caso que examinamos seria uno de le 
que consei'var en él ó que contemplar especií 
dejar adaptados los concursos mercantiles á los i 
glado5 por el Código Civil. Subsistiendo la insti 
quiebras, opinamos porque el inciso 2." de esl 
redacle en la forma siguiente : 

Lan personas que no gozan de la plenitud de su> 
viles y que sin embargo están facultados para ejer, 
cío no podrán ser declaradas en quiebra sino basi 
eia de los bienes que estén afectos al cumplimient 
gaciones mercantiles. Las reglas dadas respecto de 
los demás comerciantes se aplicarán solamente á 
como si formasen la totalidad de los que les perte 

Art. 13^3. 

La sucesión de un comerciante podrá ser decía 
bra, siempre que éste haya fallecido en estado di 
pagos y que la declaración sea pedida por los 
dentro de un año contado desde el fallecimiento d 

Solicitada dentro del plazo enunciado, los juzgad 
cío podran liacer válidamente la declaración, aui 
espirado el año. 

La declaración de quiebra separa de derecho i 
del difunto del patrimonio de sus herederos. 

No se nos ocurre una sola razón que haya pod 
base para conferir al juez ó al ministerio públiC' 
de declarar de oñcio la quiebra de un comerc: 
muerto en estado de cesación de pagos. 

Si la ley no autorizó la declaración de oficio d 
de un comerciante que no ha muerto, pero que 1 
sus pagos ¿por qué la autoriza cuando éste ha 
representa su sucesión? Los dos casos son 
iguales, y de haber alguna diferencia ella seria p 
en el último caso la declaración de oficio, porque 
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írto el verdadero fallido, el verdadero culpable, el único 
el cual la ley, representando á la sociedad, podía pre- 
alguna sanción que no sea la meramente civil. Fuera 
t objeto, no es lógico dar al ministerio público, que sólo 
jnla los intereses 'generales de la sociedad, la facultad 
liscuirse en los actos, contratos ó intereses de los indi- 
. La sanción social ó vindicta pública, que es posible 
as el comerciante que ha cesado en sus pagos vive, es 
itamente imposible y absurda cuando él ha muerto, 
estas breves consideraciones opinamos que debería su- 
ie del inciso 1.° de este articulo la frase : a ó hecha de 

esta supresión se subsanaría también otro defecto del 
) : el artículo 1356 dice que t Los juzgados de co- 
I RÓlo podrán hacer de oficio la declaración de quiebra 
) el deudor se fugare ó se ocultare, etc. »; lo que sin 
cada supresión es, como se vé, completamente inexacto, 

que hay otro caso en que el juez tiene igual facultad, 
muerte de un comerciante en estado de cesación de 
Conla reforma propuesta desaparecerla esta inexactitud. 
i al mismo tiempo que sostenemos la conveniencia de 
iresión, sostenemos la de una agregación al mismo artí- 
ílla consiste en intercalar en lugar de la frase suprimida 
[Sarniento contenido en el inciso 2." del artículo 1345, 
niento que el Código no ha tenido para qué hacerlo for- 
irte de dos disposiciones, por bastar una sola. No hay 
. alguno en establecer dos ó más disposiciones iguales 
asos enteramente análogos y que sólo son variantes de 



:aría, para subsanar los defectos indicados, colocar en 
3e la mencionada frase esta otra ; ó por los herederos 
üdo. 

Art. 1345. 

> fallido está obligado á manifestar por escrito su estado 
de tres días, contados desde la cesación de pagos, é in- 
;n ellos el día en que ésta ocurriere. 
íl caso previsto en el articulo 1343 los herederos deberán 
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ción dentro del término que en él está seña- 
será presentada en la secretaria del juzgado 
nicilio del fallido, aunque este domicilio ha ja 
]ués de la cesación de pagos, 
mbre de una sociedad colectiva ó en coman- 
indicación del nombre y domicilio de cada 
olid arios. 

i sociedad fallida tenga su principal estable- 
nicilio social para los efectos del presente 



e la ley de H de Enero de 1879, era mate- 
roversias el saber si las sociedades anóni- 
ílaradas eu quiebra. En el Derecho francés 
cía talvez el nombre de tal; pero en nues- 
ro de los limites del Código, consideramos 
lO tuvo razón de ser. En efecto, el inc. 1." 
os dice : « Todo comerciante, sea persona 
que se halle en el caso del artículo 1325, 
quiebra... » 

la podido sostenerse jamás, dentro del Có- 
lades anónimas, que pertenecen á una de las 
ates, las personas jurídicas, no pueden ser 
)ra. El número 2." del artículo único de la 
3 de 1879 vino, por otra parte, á corlar de 
1 toda duda. 

lo dicho, la declarabilídad de quiebra de las 
as, correspondía al Código en el articulo 
1 la ley citada, determinar, á semejanza de 
e refiere á las colectivas, las personas na- 
ssentaeión do esas sociedades deben hacer 
la cesación de pagos, y cuyo nombre y do- 
se en ella. A falta do disposición legal, la 
únales ha establecido que tal obligación 
ibros del último consejo directivo. De esta 
liado con períectísíma razón y justicia la 
e la ley de 11 de Enero 1879. 
costumbre ni la interpretación doctrinaria 
^9 ó ministerial de los Jueces hacen ley 
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entre nosotros, sería muy conveniente llenar este vacío del 
Código. 

Qbmo se deduce de lo que dejamos expuesto, la reforma se 
reduciría únicamente á agregar antes del último inciso del 
artículo 1345 otro que dijera, más ó menos : 

Si la sociedad fuere anónima^ correspondería hacer la mani- 
festación de cesación de pagos á los miembros del último con- 
sejo directivo que hubiese tenido la sociedad, ó á las personas á 
quienes los accionistas, en la forma prescrita en los estatutos, 
hubiesen confiado su representación. La disposición del inciso 
anterior se extiende á las personas á que se refiere el presente, 

Art. 1348. ^ 

El secretario que reciba la manifestación de quiebra pondrá 
á su pié certificación del día y horade su presentación; y en el 
acto dará al portador, si lo pidiere, testimonio de esta diligencia. 

Este artículo ordena que el certificado que debe poner en 
la manifestación el secretario del juzgado exprese no sólo 
el día sino también la hora de su presentación. Lo primero 
es perfectamente fundado y conveniente, puesto que esta 
fecha sirve para determinar la duración de varios plazos, de 
manera que si no sé hiciera constar el día, no se les podría 
fijar, saber cuándo principian y cuándo expiran (inc. l.**de los 
art. 1345, 1349. y 1343). Pero la anotación de la hora, además 
del día de la presentación, es completamente inútil, puesto 
que no hay ningún plazo de horas que contar desde ella, y en 
los plazos de días se desprecian las de aquél en que ellos 
orincipian. 

Por esta razón, creemos que sería conveniente á la perfec- 
sión del Código suprimir de este artículo las palabras «y hora »• 



(.V . 



Art. 1350. 

Además de la fijación del día de la cesación de pagos ó re- 
serva enunciadas en el articulo precedente, el auto declaratorio 
de quiebra contendrá : 

1.0 La designación provisional de uno, dos ó tres síndicos, 
que tome la administración de los bienes del fallido ; 
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i articulo hay que hacer la modiñca- 
mero 1." de! articulo único de la ley 

)tener las ventajas de la codificación 
til agregar á este articulo los incisos 

2." de la ley citada, salvo el último, 
1 que propusimos acerca del artí- 
irlo á una mera referencia. Diria : Si 

sociedad anónima, loa notificaciones 
'■ fallido se karán á las personas á que 
artículo 13i5. 
3z que tenemos que ocuparnos de tas 

Código por la ley de íl de Enero 
e en adelante nos limitaremos a se- 
ódigo que han sido suprimidos, adi- 
)r dicha ley, á fin de que, llegada la 
de que tanto necesita este Código, 
, contribuyendo así, como acabamos 
infección de la ley mercantil. 

AiíT. 1355. 

.u padre, ni el padre acreedor de su 
a de su marido comerciante pueden 
la declaración de quiebra. 

1 simple olvido no se incluyó en este 
ido acreedor de su mujer comer- 
misma razón de convienencia social, 
le solicitar la declaración de quiebra, 
jer acreedora de su marido comer- 
, completar la frase, diciendo :.-. ni 
marido comerciante ó vice-versa, pue- 



Art. 1356. 

cío sólo podrán hacer de oficio la de- 
do el deudor Ee fugare ó se ocultare, 
itorios ó almacenes y sin haber nom- 
istre sus negocios y dé cumplimiento 
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En este caso el juzgado podrá ordenar de oficio ó á instan- 
cia del ministerio público 6 de alguno de los acreedores la apo- 
sición de sellos, postergando para más adelante la declaración 
de la quiebra si así lo creyere conveniente. 

Aceptada la supresión que aconsejamos al hablar del artí- 
culo 1343, nada tendríamos que decir del presente; pero, 
como lo dijimos allí, en el estado actual de ambos artículos, 
el 1356 es inexacto, por cuanto establece que el juez podrá 
declarar de oficio la quiebra en un sólo caso, el del deudor 
que se fugare ú ocultare, siendo que el 13i3 le confiere igual 
facultad respecto del deudor muerto en estado de c 
pagos. Conservando la otra disposición, sería,. en c 
cia, indispensable suprimir del artículo 1356 la palabra ídío. 

Art. 13C5. 

Declarada la quiebra, los acreedores comunes no podrán pro- 
mover ejecución contra los síndicos, ni continuarla que tuvie- 
ren iniciada contra la persona y bienes del fallido; pero los 
acreedores privilegiados, hipotecarios y prendarios de plazo 
vencido, podrán iniciarlaó llevar adelanto la que tuvieren pen- 
diente contra los bienes arectoa á la seguridad y pago de sus 
respectivos créditos. 

Sin embargo, durante los treinta días siguientes á la decla- 
ración de quiebra, el arrendador no podrá ejecutar por los 
arriendos vencidos los muebles destinados á la explotación de 
los negocios del fallido, aín perjuicio de su derecho para soli- 
citar las providencias conaervativaa que le convengan. 

Si el arrendamiento hubiere espirado por alguna causa legal, 
el arrendador podrá ocupar el fuiído arrendado, y entablar las 
ejecuciones á que haya lugar por derecho. 

De los términos del inciso 1.° de este artículo se desprende 
que el Código de Comercio ba sancionado el derecho que el 
Código Civil concede á los acreedores hipotecarios, en su ar- 
ticulo 2479, para ejercitar sus acciones contraías respectivas 
fincas hipotecadas sin aguardar las resultas del concurso ge- 
neral; y se desprende también que extendió ese privilegio á 
los otros créditos favorecidos por la ley, esto es, á los com- 
prendidos en la 1.*, 2.' y 4.* de las clases establecidas en el 
título XLI de ese Código. 

Esa ampliación merece, á nuestro juicio, severa crítica. 
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Ó afianzar una cantidad prudencial ; pero el Códl- 
mercio no exige, siquiera respecto de ellos, tan 
y acertada garantía. Pudiera pensarse lo contrarío 
)l ai'tículo 1502 ; pero este articulo á nuestro juicio, 
ia exigencia incidentalmente y sólo para el caso en 
idicos ejerzan la facultad de pagar sin el permiso 
con su permiso ó en virtud de su decreto podría 
se de la caución apuntada. El artículo citado deroga 
e el 2479 del Código Civil. 

to á los otros acreedores, los privilegiados, es evi- 
el Código no los ha obligado á rendir ninguna cau- 
ionde puede resullar que, después de pagado un 
¡rendarlo ó con derecho de retención, por ejemplo, 
m qué pagar á uno ó más acreedores de la primera 
á virtud del articulo 2476 del Código Civil y 1520 
de Comercio, tendrían derecho preferente á la cosa 
'enda; convirtieodo de esa manera un crédito que 
bos Códigos es de segunda clase uo sólo en de 1,% 
derecho preferente á éstos. En igual condición po- 
ir á encontrarse los acreedores de primera clase en- 
cado uno ó más de ellos, podrían presentarse otros 
L la ley tienen derecho á ser pagados á prorrata 

i demostrar la inconveniencia de tales alteraciones 
as en el sistema de prelación de créditos establecido 
igo Civil, sería embarcarse en analizar y defender 
iabias y fundamentales en que la ordenación ó gra- 
ese mismo sistema descansa, bases respetadas y 
;omo inamovibles por los jurisconsultos de este y 

JS. 

iceptos ó sistemas generales de derecho que no ad- 
aciones parciales y que en todas sus ramas deben 
ie ejtk'íctamente los mismos. El apuntado es uno de 
un Código especial pueden variarse sin dificultad 
s, pero nó las bases fundamentales de las institu- 
ablecidas por la ley común, porque aún suponiendo 
no sean las mejores que pudieron adoptarse, su 
ónacarrearó ordinariamente mayores males que ble- 
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nes á causa de las conlradiciones, vacíos y conl 
son su necesaria consecuencia. Si se estima qui 
ñas esas bases fundamentales, quiere decir que 
el caso de reformarlas en la ley común mismi 
apartarse de ellas en un Código de excepción. 

Si, por el contrario, atribuímos á la i)alabra p! 
otro significado que ya insinuamos, comprensivc 
dores hipotecarios, prendarios y con derecho 
según el cual la frase « hipotecarios y prend 
explicativa de acreedores privilegiados y nó er 
contradicción seria con el Código Civil, y gravis; 
digo, en efecto, en su articulo 2i70 dice que « ] 
preferencia son solamente el privilegio y la hipot 
articulo 2ill dice que « Gozan de privilegio los 
primera, segunda y cuarta clase. ■ 

Como se vé, aceptando esta segunda interpre 
taria, por un lado, que contra la distinción espre 
Civil se daria el nombre de privilegio á la hip. 
otro, se escluiría de entre los créditos privilegi 
los que lo son en realidad (las doce especies dii 
se componen la 1.» y 4° clases), menos los prendí 
confieren derecho de retención. 

Los artículos 1502 y 1503 de este Código excl 
claramente tal inteligencia. En ellos se vé que 
Comercio ha distinguido perfectamente los c] 
conservado la clasiñcación que de ellos hace el 
Habla de créditos privilegiados é kijtbtecarios 
éstos á los comunes, exactamente como lo hace t 
(art. 2470 y 2471). En esos artículos ha desapi 
dundancia en que el Código ha incurrido en i 
de que tratamos y el 1460, inciso 2.°, que d 
acreedores privilegiados, enumera como distinlí 
prendidos en ellos á los prendarios y con derechc 

Por lo dicho, y resumiendo, se comprende: 
ciso 1." de este artículo es absurdo por todos la 
privilegiados á los créditos que tal calidad liei 
Código Civil, lo único racional según lo que dt 
aparte del peligro injustísimo en que pone á un 
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de acreedores de no ser pagados á 
bienes que preferentemente deben si 
bria dado un ^olpe de muerte nadi 
institución de las quiebras, ya que I 

el pago de los créditos según el Omcu uc piciai-juu i^uc ci 
juez les dé con arreglo á las leyes. El peligro aludido resulta 
del mismo artículo 1365, que permite la ejecución y, por consi- 
guiente, el cobro y pago de todos tos créditos que no sean 
comunes, antes de saberse cuántos son y de qué calidad, 
antes de graduada su perferencia por el juez y¡ por añadidura, 
sin exigir al acreedor que ha sido pagado garantía de nin- 
guna especie en favor de los muchos otros acreedores que 
pueden resultar más tarde verdaderos dueños de la cosa pa- 
gada eu fraude legal de ellos. Tal peligro resulta también 
del artículo 1502, que sanciona y completa la teoría del arti- 
culo 1365, tal como la hemos expuesto, y del cual nos ocu- 
paremos más tarde. 

Si, por el contrario, el Código llRma privUetiiadon á los acree- 
dores hipotecarios, prendarios y con derecho de retención, y 
comunes á lodos los demás, nos encontramos al frente con el 
significado enteramente contrario que la ley común, legislando 
expresamente sobre materias generales que le son exclusivas 
y que la ley comercial no ha modificado, dá á tales términos, 
puede decirse que definiéndolos ¡ y con otros artículos del Có- 
digo de Comercio que también la rechazan. En consecuen- 
cia tampoco es posible aceptar esta última inteligencia. 

Consideramos inútil la institución de un procedimiento es- 
pecial de concursos mercanlÜes; pero, con defectos como el 
en que nos hemos ocupado, no trepidamos en calificar tal ins- 
titución no sólo de inútil, sino de temeraria y perniciosa, ya 
que, como lo hemos dicho, conceder el derecho de pagarse 
antes de la sentencia de grados á los acreedores privilegiados 
equivale á destruir el objeto mismo de esa institución : pagar 
á los acreedores con los bienes del deudor (fallido) según el 
grado de preferencia de sus créditos. 

Sin embargo, debiendo tomar las cosas tales como están, 
como no podemos dejar de hacerlo, habremos de proponer un 
remedio á tan graves y señalados defectos. 
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:ste articulo de una frase ó inciso que, de- 
is como están, exigiera, para permitir en 
la quiebra la ejecución y pago de los crédi- 
unes, la consignación ó constitución pre- 
itra caución por una cantidad equivalente 
ia indudablemente en gran parle los ma- 

consideramos que, si ias otras obeerva- 
íurso de esta critica á dicho pago antici- 

de prelación no fueran suficientes para 
ia de que no es lógico introducir la dis- 
er la armonía de las leyes sino en virtud 
izones. La de no demorar algunos días 
res privilegiados, con grave peligro de 
igiados, Qo alcanza, á nuestro juicio, á ser 
iai" y dejar á medias un procedimiento 
itoso como el de las quiebras, y para con- 
el sistema adoptado por el sabio Legisla- 

almente que, suprimido, respecto de los 
cho de retención, el privilegio do cjecu- 
irada la quiebra y antes de conocidas sus 
i." Y 3." de ese artículo, que á un caso de 
jn, no tendrian razón de ser y deberían 
la materia que ellos tratan sometida á 
ales de este Código y del Civil, 
s que redactar con arreglo á lo expuesto 
riamos ver en sustitución del 1365, si las 
1 el Código. 



ra, ningún acreedor podrá promover ejecu- 
os, ni continuar la que tuviere iniciada con- 
s hipotecarios de plazo vencido podrán ejer- 
' les confieren los articutos 2477 y 2479 del 
lo y con las limitaciones que en ellos se car- 
ie precede hemos resuelto en sentido añr- 
arca de los art. 1478, 1501 y 1502. 
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vo la cuestión amenudo -discutida de si los acreederes hi- 
carios tieuen en las quiebras el derecho de formar con- 
os especiales á los inmuebles hipotecados. Sin entrar á 

á averig;uar qué solución debe darse é la cuestióu indi- 
cn el estado actual de cosas, nos limitaremos á dejar 

tancia de que, á virtud del artículo 2.°, que manda que 
os casos que no hayan sido previstos por este Código se 
;aráo las disposiciones del Código Civil y en mérito de la 
osicion del articulo 1520, que incorpora especialmente 
3 las reglas aplicables ú las quiebras las del Titulo XLl 
Código Civil, entre las cuales se contiene el derecho de 
ar los concursos especiales de que tratamos, creemos que 
hoy mismo ellos son perfectamente procedentes, 
ir lo demás, aunque actualmente la solución debiera ser la 
rapia, juzgamos que la sola consideración de que la exis- 
ia de los concursos especiales hipotecarios tienen el mismo 
to y la misma razón de existencia en materia comercial 
en materia civil, basta á autorizar la solución que hemos 
\ á la cuestión. Si el Código Civil creyó conveniente, como 
; en efecto, autorizar el pago de los créditos hipotecarios 
3 de la sentencia de prclación, lo natural era que arbitra- 
n medio que permitiera tomar en consideración la prefe- 
ia que cada uno de los acreedores, cuando hay muchos, 
tener sobre los demás, en razón de la fecha ó de los requi- 
: que esas hipotecas han debido llenar. Siendo así, nada 
natural que respetar la ley común en materia mercanlil, 
[ue el hecho de ser comercial el concurso en nada altera 
irdad de las consideraciones que sirvieron de base á aqué- 
ara establecer el pago anticipado de los acreedores hipo- 
■ios y, como necesaria consecuencia, los mencionados 
ursos especiales. De esa manera se consigue también evi- 

1 choque de derechos otorgados por el Código Civil con 
i amparados por el de Comercio. 

Art. 1372. 
I cuanto al pago de los intereses debidos por el fallido, se 
•á á lo dispuesto por el articulo 2491 del Código Civil. 

ita disposición es enteramente inútil y redundante, por 
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cuanto repite un mandato consignado j 
más generales y comprensivos. El artícul 
que « en los casos que no estén especia 
este Código, se aplicarán las disposicione 
No había, por tanto, para qué decir espe 
caso contemplado se aplicará el articu 
Civil. 

La naturaleza especial y de excepción 
de Comercio respecto del Civil, hacía ta 
tal referencia ó repetición. 

Art. 1379. 

El auto que niegue lugar á la declaracií 
lable dentro de los cinco días de su notífii 

Art. 1380. 

El fallido podrá solicitar la reposición 
la quiebra, flje ó no la época de la cesac 
de ocho días contados desde el en que se 
publicaciones que prescribe el artículo 135 

Si la declaración de quiebra hubiere si 
fallido, no se dará curso á su solicitud de 
que en ella alegue error en la apreciaci( 
negocios. 

Si la' declaración se fundare en un conve 
ros, la solicitud será desechada de plano. 

Con motivo de los artículos transcritos, 
tivo del párrafo de que forman parte, se 1 
tión de saber si el Código ha autorizado i 
auto declaratorio de la quiebra. 

Don José Bernardo Lira, cuyos conocii 
necesitamos encomiar, opina por la negat: 
que el párr. 4 del Libro II del último Libt 
mercio, está, como su epígrafe lo indica, t 
los recursos contra el auto denegatorio ■ 
quiebra, ea él deben encontrarse necesi 
remedios ó recursos que contra uno y otrc 
le tal suerte que debe considerarse imp 
!sté ahí expresado. Pensar de otra mam 
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Legislador un olvido tanto más iiiexplicqjjle cuanto que se re- 
feria precisamente á lo sustancial de la materia de que trataba, 
y en realidad nada hay que nos autorice para sustentar tan 
extraña y grave suposición ». 

« Si, como lo creemos, es exacta esta doctrina, el simple 
silencio del Legislador en este punto nos basta para sostener 
que no es apelable el auto declaratorio de quiebra ». 
■ En corroboraeión del anterior' aserto, el mismo autor agrega 
todavía : « Asi el artículo 1379, que es el primero de este pá- 
rrafo, otorga expresamente el recurso de la apelación contra 
el auto denegatorio de la quiebra. Esta declaración expresa 
acerca de un caso, comparada con el silencio respecto del 
otro, está manifestando claramente la diversidad de intención 
del legislador, la voluntad de dar para uno una regla que no 
quería aplicar al olro... » 

< Por otra parte, el artículo 1389, que es el penúltimo del 
mismo párrafo, concede expresamente el remedio de la apela- 
ción contra el auto en que el juez se pronuncia sobre el artí- 
culo de reposición, cualquiera que sea el concepto en que lo 
haga; esto es, ora conceda la reforma, ora la deniegue. Esta 
consideración es para nosotros de importancia decisiva. En 
efecto, ni las leyes ni la práctica autorizan la apelación del 
auto en que el juez de primera instancia desecha el-artículo 
de reposición, y por eso, lo que se acostumbra es introducir- 
subsidiariamente, con el artículo mismo de reposición, el re- 
cucso de alzada. La ley ha dispuesto aqui otra cosa, conce- 
diendo expresamente el remedio de la apelación contra el auto 
mismo pronunciado en el artículo de reposición ; lo cual, en 
nuestro concepto, no tiene otro origen que la denegación de 
aquel remedio respecto del auto cuya reforma^ se reclama- 
ba (1). » 

El distinguido profesor de Código de Comercio en la Uni- 
versidad, por otra parte, rechaza este razonamiento y dice en 
eu apoyo que el recurso de apelación es, como todos lo sa- 
ben, ordinario, de derecho común, y procedente, por tanto, 
en to los aquellos casos en que la ley no lo haya prohibido 

(l) Üra. — Prontuario de ¡os Juieíot. Lib. VI, tít. I, cap. IV, Noia X. 
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siendo el Código do Comercio ni nin- 
I la inlerposición del recurso de ape- 
e declara la quiebra de un comerciante, 
procedencia no puede ser negada. Do 
ado numerosos miembros de nuestra 
ista de diversas senteacias que í>er¡a 

de tan autorizadas y contradictorias 
rueba que podíamos dar de que el pre- 
un vacío que deja sometida á lo arbi- 
ntradictorias resoluciones una impor- 
la concesión ó denegación del recurso 
lo de mas considerables efectos que 
de las quiebras. La fuerza misma de 
yo de sus respectivas opiniones dan 
ibrados, hace todavía más fundada la 
uar ai{juiia solución clara y exprosa á esa duda. 
Esa es la tarea que á nosotros corresponde, importándonos 
poco el saber cuál es, según el Código, la solución que hoy 
debe-darse a la cuestión indica'la, sino únicamente la que con- 
vendría que la ley le diera. Creemos que esta solución debe 
ser en el sentido de conceder dicha apelación, no obstante que 
nos- inclinamos á pensar que el Código quiso negarla. 

Descartando los argumentos de Derecho positivo que hoy 
se hacen en contra de esa solución, no encontramos otra razón 
filosófica en corroboración de la doctrina contraria que la de 
que era conveniente negar la apelación del auto mismo declara 
torio do la quiebra, y obhgar al fallido á pedir ante el mismo 
juez de 1.' instancia la reposición por contrario imperio de 
ese auto, con el fln de hacer posible la investigación y prueba 
minuciosa que por su naturaleza exigen las causales que pu- 
dieran hacer admisible {á los ojos del mismo juez de primera 
instancia ó del de segunda) la revocación del auto primitivo 
declaratorio de quiebra. Para completar ese propósito se con- 
cedería apelación sólo del -auto que niega la reposición. 

Aunque esta razón se funda en un hecho exacto, cual es el 
de que la recepción de la prueba de que el comerciante no 
ha cesado en el pago de sus créditos y el análisis minucioso 
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illa exige son tareas más apropiadas á las funciones del 

de primera instancia y casi incompatible Tion las del 
lal colegiado de segunda, creemos que ella no autoriza 
iclusión apuntada. En efecto, la apelación del auto decla- 
de la quiebra no puede ser sino un recurso concedido 
elusivo provecho del comerciante declarado en quiebra; 
mde se deduce que es éste exclusivamente, también, 

debe calificar su conveniencia de producir ante el juez 
imera instancia nuevas pruebas que justifiquen la revo- 
a del auto que declara la quiebra. Pero si él no tiene 
cree tener nuevas pruebas que acreditar en sü favor, 

suce lera siempre que haya sido oído antes de darse el 
declaratorio ¿ por qué obligarlo sin objeto á promover, 

de acudir al tribunal superior, un trámite inútil, que no 
á otro resultado que alargar la tramitación y ocasionar 
s de dinero ? Al contrario, si et fallido cree contar con 
is pruebas que hagan infundada la declaración de quiebra, 
;ho de tener facultad de apelar directamente de ese aulO 

impide en nada producir esas pruebas ante el Juez de 
ira instancia, interponiendo la revocatoria por contrario 
•io. Si nadie está más interesado que el fallido en hacer 

esas pruebas, no hay para qué estrecharlo 4 emplear el 

■ medio que tiene de hacerlas llegar al tribunal de 2.* 
icia. Tampoco se comprende qué necesidad haya de ne- 
a facultad de apelar del auto mismo declaratorio de la 
ira para poderla conceder contra el artículo de reposi- 
cuando el fallido ha optado por este último recurso. Es 
mente para este solo efecto de introducir una excepción 
iráctica establecida de no conceder apelación de los autos 
ue se niega lugar á la reposición, que es oportuno 

■ mérito de la naturaleza especial de los hechos cuya prue- 
torízaria la revocación del fallo declaratorio de la quiebra 
mo se ve, la concesión del recurso de alzada respecto del 
mismo declaratorio de la quiebra, lejos de ser incompa- 
con el propósito de facilitar al tribunal superior el cono- 
into del asunto por medio de un esclarecimiento previo y 
cioso sobre la existencia ó inexistencia de! hecho de la 
liÓQ de pagos, se hermana perfectamente con él y evita 
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1 el caso, muy poco lógict 
uLilidad y falta de objeto, i 
de reconocer ella misma, 
leficiencia de que adolece 
I ocupado, y determinado 
mar esa deficiencia, termii 
n expresa en el articulo 1 
ipelar del auto declaratori< 
orma siguiente : 
■ ¡a quiebra ó que niegue U 
cinco dios siguientes á su hi 
do 1380, observaremos, ad 
efecto de redacción que se 
está carece absolutamente ■ 
L efecto, dice este inciso qu 

en un convenio con los a 
da de plano » ; y se compre 
1 de quiebra jamás puede 
■e verificado un convenio ei 
I en el hecho de haber el co 
j3 créditos. El íundamenti 
>r otra parle, nada tiene q 
posición. Lo que puede infi 

son los fundamentos más 
ase la solicitud de reposic 
sin duda alguna, en cense 
sición se fundare en un coc 
asecharse sin más antecede 
ue criticamos, 
bre de declaración á la solií 
irbítrario y absurdo, máxii 
sentido técnico que esta f 
la el auto en que el juez es 
1 comerciante, y que en el 
i, se le ha atribuido, concluí 
• el inciso 3.° de manera q 
le duda se ha querido signi 
do claramente. Podría decii 
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n soUcitiid de reposición ne fundare en un convenio con 

veedores, xerá desechada de plano. 

Art. 1392. 

rreato del fallido es una providencia preventiva, y nó un 
de coacción para obligarle al pago de sus deudas, 
consecuencia, las personas exentas de la prisión por deu~ 
> lo serán del arresto por quiebra. 

iñcado el arresto, queda suspendida de derecho la prisión 
iudas en que se encuentre el fallido al tiempo de la de- 
ión de quiebra, á no ser que el acreedor que la hubiere 
do forme oposición regular al auto declaratorio, 
será admitida ninguna oposición d la soltura del fallido 
casos en que la permita este Código, salvo que la prisión 
iere sido impuesta por vía de pena. 

3mo3 algo de este artículo, no para criticarlo, sino para 
ejar una declaración legislativa que lo sostenga contra 1^ 
m, que amenaza convertirse en jurisprudencia, de que la 
le abolió la prisión por deudas (ley de 23 de Junio 
}8) derogó lácit.amente el arresto por quiebra, 
conocemos razón alguna que autorice para sostener tal 
ación ; pero, cualesquiera que ellas sean, habrán de ser 
iiy poca ó ninguna entidad y significación. En efecto 
posible sostener que una ley que tuvo por único objeto 
la prisión como medio compulsivo de pago, ha derogado, 
cirio, la prisión respecto de la cual el Código de Comer- 
estatuido que es • una providencia preventiva y nó un 
de coacción para obligarle (al fallido) al pago de sus deu- 
El Código acentúa más todavía la diferencia radical que 
[itre ambas prisiones cuando dice : « En consecuencia, 
rsonas exentas de la prisión por deudas no lo serán del 

9 por quiebi'ü ». 

embargo, se confunde lastimosamente cosas tan diver- 
independientes, sin parar mientes en que el silencio de 
:y no basta para hacer una misma cosa de dos que otras 
antoriores distinguieron y separai'on cuidadosamente, 

10 hizo el inciso 2." del artículo que sostenemos, 

más que meditemos no descubriremos la paridad y mu 
lenos la identidad que se pretende sostener entre la pri- 



r 
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sión en que se pone á un individuo (para obligarlo á que pague 
lo que debe á virtud de una ley ó decreto tal ó cual) y la 
prisión en que se pone (al comerciante que se teme defrauda 
ó se sabe que ha defraudado á terceros á virtud de las dis- 
posiciones del Código de Comercio). En un caso se compele 
al pago de lo que se debe por medio del sufrimiento que pro- 
duce la privación de la libertad; en el otro se asegura la per- 
sona de un individuo á fin de que no se fugue y burle los de- 
rechos de terceros defraudados y la acción de la justicia 
púbhca, que necesita castigar el cometimiento de este delito. 

Sostenemos, como se ve, que la ley citada no ha derogado 
éste ni los otros artículos de este Código que hablan del 
arresto por quiebra ; y al sostenerlo creemos haber dado las 
razones que aconsejan solucionar de una manera expresa y en 
el sentido indicado la controversia que acerca de ello se sus- 
cita. 

Para ello, en nada habría que modificar este artículo ni 
ninguno otro del Código ; su redacción es clara y perfecta. La 
duda se extirparía con una resolución legislativa que declarase 
vigente y no derogado por la ley de 22 de Junio de 1868 el ar- 
tículo 1392 y los demás del Código de Comercio que se refie- 
ren al arresto por quiebra. 

En cuanto al inciso 3.**, carece hoy de objeto, por no existir 
ya la prisión por deudas, que es la sola circunstancia que le 
da vida. Convendría, pues, borrarlo del artículo 1392. 



TITULO IV 

DE LOS SÍNDICOS 

Art. 1412. 

Este artículo fiié sustituido por otro á virtud del inciso 3.° del 
artículo único de la ley de 11 de Enero de 1879. 

En otra parte hemos dado ya las razones que aconsejan la 
incorporación en el texto del Código de las modificaciones 
hechas por leyes adicionales. 
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Art. 1423. 

La viuda y herederos del comercianti 
después de su muerte, ó que fallezca d' 
el auto que la declare, podrán asistir peí 
dorado á la formación del balance, y á t 
ciones de la quiebra. 

Parece indudable que sólo por des] 
omitió el Legislador conferir al marid 
cíante declarada en quiebra después de 
■ de asistir a la formación del balance y £ 
raciones de la quiebra, derecho que ote 
mujer que se encuentra en esas circunf 
marido. Es de suponer que semejante 
con el propósito de crear un caso raro ; 
tro derecho, en el que, dada una sitúa 
los derechos de la mujer serían superi 
No estaría demás, pues, sustituir la f\ 
deros » que emplea este artículo, por ei 
herederos. . . 

Art. 1425. 

Deberán asimismo examinar escrupul 
los créditos que se presenten en la qui( 
de ellos al juzgado de comercio las obaí 
men los sugiera. 

La redacción vaga de la segunda parí 
ha dado lugar á la importante cuestión 
ha conferido ó nó á los síndicos la facu 
malmente ante el juzgado de eomerci 
quiebra. 

No faltan razones que hagan pensai 
tienen tal facultad. En primer lugar, el i 
digo del cual pudiera desprenderse tal 
este articulo, lejos de establecerla, fom 
particular, ya que él habla únicamente ( 
observaciones que el examen de los en 
que es muy distinto de hacer impugnacü 
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igar, si el arlíciilo 1495 deja alguna duda 
o, el aplioulo 1443 y el número 2." del ar- 
tículo 1447 la disipan por completo y resuelven la cuestión 

en sentido negativo. El primero de estos artículos, en efecto, 
detenniaandn quiénes pueden impuj^nar l&s créditos, mencio- 
na sólo á los fallidos y á los acreedores inscritos en el balance ; 
y el artículo 1447, hablando de las cnuciaciones que debe 
contener el acta de verificación, dice en su número 3.' que 
contendrá : « La indicación de si el crédito ha sido admitido 
llanamente ó con alguna reser\'a, hecha por los acreedores, 
por el fallido ó por el mismo interesado, a Como se ve, se 
silencia du nuevo a los síndicos. 

Todavía pueden agregarse otras razones en apoyo de la 
opinión de que nos venimos ocupando. Tal es la de que el (Con- 
greso haya suprimido del proyecto sometido á su aprobación 
la disposición que confería á ios síndicos la facultad de im- 
pugnar los créditos. Tal es también la de que siendo los. sín- 
dicos repri' sentantes de los acreedores, podría llegar el caso 
de que los síndicos impugnaran lodos los créditos y por con- 
siguiente á todos los acreedores, quedando así sin tener á 
quién representar. 

Poderosas razones son las expuestas. Sin embargo, no faltan 
oirás que con igual ó mayor fundamento hagan creer que los 
síndicos tienen según el Código la importante facultad de im- 
pugnar los' créditos. 

Si el articulo 1425, al decir que los síndicos deberán hacer 
al juügado de comercio las observaciones que el examen de 
Los créditos les sugiera, no quiso significar con ello que po- 
drían hacerlo de una manera formal y efectiva, impugnán- 
dolos, sino simplemente hacer una manifestación platónica del 
defecto descubierto ¿qué significaría, qué objeto, qué alean- 
ce tendría esle artículo? En efecto, no se divisa qué habría 
podido perseguir el Código si tal hubiera de ser su intebgen- 
cia, desde que si esas observaciones no son verdaderas im- 
pugnaciones siempre quedarán en meras observaciones, sin 
resultado práctico alguno. Como tales no autorizarían al juez 
para obrar en ningún sentido, ni para pronunciarse admitién- 
dolas ó desechándolas; porque desde ese momento dejarían 



REVISIÓN DEL CÓDIGO DE COMERaO. 

simples observaciones ó advertencias,- para convertirse 
pugnaciones verdaderas é iguales á todas las hechas 
s acreedores ; ó serían impugoaciones hechas por ol mis- 
ez de oficio, facultad que no le otorgó el Código, y que 
■A el carácter eminentemente pasivo de la justicia civil. 
■e dos interpretaciones de una disposición legal, de las 
. una la anula y la hace perder toda significación y ob- 
igico y otra que la sostiene y que manifiesta que ella 
I, prohibe ó permite algo razonable, debemos optar por 
Itima. 

lello de que los síndicos no tienen la facultad tantas ve- 
encionada porque el Gó ligo no los comprendió en los 
los 1443 y 1447, no vale gran cosa si se considera que 
artículos son posteriores al articulo 1425, de manera que 
1 último les dio tal facultad, nada importa que el Código, 
ferii-la á otras personas, no haya vuelto á hacerlo por 
da vez en una enumeración que está muy lejos de ser 
iiva ó taxativa. 

ibién es fácil refutar el argumento basado eá que el 
■eso haya suprimido del proyecto la disposición queco n- 
i los síndicos la facultad de impugnar los créditos; pues 
mpre, sino más bien rara vez la supresión de un artí- 

inciso en un proyecto de Código importa la supresión 
idea en ellos envuelta. Muy amenudo sucederé, y tal ha 
} pasar en el caso actual, que esas supresiones indiquen 
ente el deseo de evitar repeticiones ó preceptos dema- 
claros y elementales, que fluyen naturalmente del con- 
general del mismo Código y que es inoficioso consig- 
[presamente. 

IOS aceptable aún es aquello de que los síndicos, que 
lentan á los acreedores, podrian impugnar todoá los eré- 
f quedar así sin acreedores á quienes representar. Los 
os ejercen funciones muy complejas, y aunque es cierto 
enen la representación de los acreedores, no es menos 

que representan también los intereses de! fallido (ar- 

1419), cuya personalidad civil ha pasado casi totalmente 
i, y que al mismo tiempo desempeñan funciones ftscali- 
is, que el Código les ha encomendado para salvaguardiar 
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interesed que son generales y públicos más que c 
edores. Nada de extraño tiene, pues, que á los sínd 
ponda la facultad aludida, aunque fuese posible ai 
representación de acreedores que no lo son, ó que 
nos ellos así consideran. Llegado el caso dilicilís 
imagina, de que ellos impugnasen lodos los eré 
de perjudicial y extraordinario se seguiría. La ver 
ellos se tramitnria como siempre, y no por eso 
aparecido el carácter y personalidad de los síndi' 
que aun conservarían dos de los tres caracteres 
hemos manifestado serles propios. Si en realidaí 
créditos son falsos ó defectuosos, nada más juste 
sean impugnados. 

El hecho de que el artículo 1414 confiera á los 
representación activa y pasiva de los acreedores, 
fuera de él, es más bien un argumento en favor de 
discutida; porque ¿qué mejor uso pueden hacer de 
sentación activa que el de impedir que uno ó más 
dándose por acreedores, usurpen los derechos de 
deros acreedores, sus únicos representados? 

La disposición del inciso 2." del articulo 1452; 
cribe la audiencia de los síndicos como indisper 
practicar la verificación de los créditos presentad' 
terioridad á la terminación de ese procedimiento, t 
tivo para sostener que los síndicos pueden impugí 
ditos. 

Pero, cualquiera que sea la solución que haya d( 
cuestión que hemos analizado, queda demostrado 
mente, por la fuerza misma de los dos razonamien 
tos que ofrece esa controversia, que el Código ado 
de este punto de una grave deficiencia, que serí 
salvar. 

En el terreno del Derecho positivo podrá discut 
se quiera cuál es esta solución; pero en el terreno d 
abstracto y de la conveniencia, es evidente que ellt 
ser sino en favor de la facultad aludida y, más que 
vor de la obligación que debe pesar sobre los sind 
pugnar los créditos que lo merezcan. 
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Asi lo aconsejan, por otra parte, casi todas las razones que 
mos dado en favor de tal facultad en el estado actual de 
ías, y la naturaleza misma del cargo que los síndicos ejer- 
1. Nadie mejor que ellos está en situación de conocer los 
fectos é imperfecciones de los créditos que-se presentan á 
a quiebra. Ninguna impugnación, tampoco, estará mejor 
/estida de las condiciones de imparcialidad y buena fé que 
. que ellos hagan. 

3i á eso se agrega que de conferirles tal facultad no se si- 
e mal ni inconveniente alguno, no podrá menos de conve- 
le con nosotros en que esa debe ser la solución que en la 
ra oportuna debe dar el Legislador á la cuestión que nos 
ipa, haciendo más claros y definidos los términos del ar- 
ulo 1425. 

joncretando nuestro pensamiento, propondríamos que el ar- 
illo 1425 dijera : Deberán asimismo examinar escrupulosa- 
nle la verdad de los créditos que se presenten en la quiebra, 
laeer respecto de ellos ante el juzgado de comercio las impug- 
dones que dicho examen ¡es sugiera. 

AttT. 1420. 

3enlro de quince dias contados desde la echa en que prin- 
iien á ejercer el cargo, los síndicos presentarán al juzgado 
comercio una memoria acerca del estado aparente de la 
¡ebra, sus principales causas y circunstancias y el carácter 
e ella ofrezca. 

4o presentando la memoria en el plazo indicado, darán cuenta 
nediaUmente al juzgado de comercio de los motivos del re- 
do. 

n juzgado de comercio decretará la destitución de los sin- 
os si el retardo proviniere, á su parecer, de negligencia ó 
1 el fallido. 



Jabiendo destinado el Código un articulo posterior, el 1435, 
;eñalar de una manera general la forma de destitución ó 
noción de los síndicos y todos los casos en que ella podrá 
ler lugar, era del todo redundante é inoficioso ocuparse en 
presente de tal materia, como lo hace en su inciso final 
ipecto de uno de esos casos. Debería, pues, suprimirse el 
iso final del articulo 1426. 
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cupemos det arliculo 133i y 1335, se verá, por 
después do dictada la ley de 11 de Enero de 
ble conservar al juzgado de comercio la íacul- 
sde ese mismo inciso de remover por s¡ solo á 



Art. 1429. 

sra junta de los acreedores se autorizare á los 

intinuar el giro del fallido, se determinarán en 

lo loa objetos á que se extienda la autorización, 

1 suma que aquéllos deban conservar en su 

der á las necesidades del giro. 

ón no podrá ser conferida sino por el voto uná- 

íedores presentes. 

la unanimidad los acreedores que opinaren |:ior 

podrán excluir á ios disidentes, pagándoles la 

rresponda, atendido el importe del acti¥0 de la 



Imite duda, porque sobreponer el voto de los 
más sería absurdo, que el derecho conferido 
is acreedores que opinen por la continuación 
tido, debe entenderse que tiene la limitación 
■men la mayoría, mayoría que debe compu- 
al articulo 1412 reformado, no estaría demás 
5sle artículo sería entonces más perfecto, más 
taría cuestiones á que no por ser fáciles de 
IOS conveniente poner atajo, 
mes, completar el inciso 3." de este articulo 
frase : ... siempre qoeellos formen la mayoría 
irtículo 1412. 

Art. 1434. 

estado de la quiebra el juzgado podrá reducir 
i síndicos nombrados, ó aumentarlo hasta tres 
in la necesidades de la administración. 

de Enero de 1879 introdujo en el Código, 
'ias que reformó, no pocas contradicciones, 
dancia entre algunas disposiciones y, no va- 
¡ejos dicíéndolo, de unidad en el plan y en la 
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doctrina. El artículo 1434 nos suministra un buen ejemplo de 
ello. 

Según el artículo 1412 del Código, quedaba al arbitrio del 
juez la designación del número y personas de los síndicos, 
sin más restricción que la audiencia consultiva de los acree- 
dores, que en manera alguna coartaba su libertad sobre esos 
puntos. Dada esa situación, era perfectamente lógico que, lle- 
gado el caso de hacerse necesario ó conveniente aumentar ó 
disminuir el número de los síndicos, incumbiera también ex- 
clusivamente á la propia autoridad del juzgado de comercio 
resolver sobre esa necesidad ó conveniencia y verificar efecti- 
vamente el aumento ó reducción del número de los síndicos. 
Tal es lo que lógicamente dispuso el artículo 1434. 

Pero, vino después la ley de 11 Enero de 1879, que quita al 
juez la facultad á que nos hemos referido y la atribuye á los 
acreedores, sin tocar para nada el artículo 1431, y de un solo 
golpe produce y sanciona la curiosa anomalía de que la enti- 
dad jurídica que se llama mayoría legal de /acreedores tenga la 
facultad de señalar é imponner á la otra que se llama juez 
el número y personas de los síndicos que debe nombrar, sin 
que ello obste para que el juez, por su lado, pueda decir al día 
siguiente, en uso de la facultad que le otorga el artículo que 
criticamos y contra el deseo de la mayoría ó de la unanimidad 
de los acreedores : considerando que es innecesario el funcio- 
namiento de tantos síndicos, se reduce su número á uno ; 6 
bien : considerando que así lo exijen las necesidades de la ad- 
ministración, elévase á tres el número de los síndicos. 

No diremos que esto será frecuente, tal vez no sucederá ; 
pero la ley no puede ponerse en contradicción consigo misma 
y anular aquello que ella misma acaba de crear. Las cosas 
se deshacen de la misma manera que se hacen, decían los ro- 
manos : si á los acredores corresponde la determinación del 
número de los síndicos, á ellos debe corresponder también la 
facultad do alterar esa circunstancia. 

En mérito de lo expuesto, propondríamos que este artí* 
culo se sustituyera por el siguiente : 

En cualquier estado de la quiebra el juzgado podrá citar á 
junta de acreedores á fin de reducir el número de los síndicos 
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nombrados, ó aumentarlo hasta tres, si las nee 
ministración asi lo exigieren, sujetándose á h 
articulo 1412. 

Art. 1435. 

Los síndicos pueden ser removidos de oficÍ< 
juzgado de comercio notare ó preaumiere func 
administración se resiente de impericia ó ni 
se ha cometido fraude en ella, ó que ios sindi 
colusión con el fallido ó que existe cualquier 
la cual la remoción pueda ser conveniente á i( 

La remoción podrá también ser solicitada p 
los acreedores ó el fallido. 

Decretada la remoción, .el juzgado de comer 
síndicos que hayan de reemplazar á los remo' 

La crítica que hemos hecho al anterior 
digo, ó mós bien á la ley de 11 de Ecero 
haberlo modificado, es de! todo, y punto por pi 
artículo 1435. Lo que hemos dicho acerca de 
del número de síndicos lo decimos ahora de I 
la persona de los mismos. La facultad de deí 
de los síndicos con independencia del juez 
acreedores por el artículo 1412 reformado, si 
nula conservando este articulo tal como está 
verdad, tal facultad no habría sido quitada i 
siempre en él. La diferencia estaría únicaí 
lugar de designar, como antes, la persona 
desde el principio de la quiebra, necesitaría i 
nar primero la fórmula de nombrar á los fi 
voto de los acreedores, para nombrar despué; 
zo, y previa su remoción, á las personas que fi 
do, usando del derecho que le confiere el 
artículo. 

La improbabilidad de que el juez, haciend' 
tad que le concede la ley, burle así el voto d 
en nada afecta, como ya lo hemos dicho, el as 
. la cuestión. Lo único de nuevo que al respec 
var, es que la cosa es ahora tan clara que 
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sin esperar la reforma del Código, sostenga que hoy m¡smo,el 
juzgado de comercio no puede ejercer la Facultad de remover 
los síndicos que le confiere este artículo, siu observar las forma- 
lidades que para su nombramiento prescribe el artículo 1412 
reformado. Con mayor razón habrá quién lo sostenga, oo ya 
en cuanto á la facultad de removerlos, sino á la de nombrar 
nuevos síndicos, a que se refiere el inciso final de este articulo. 
Pero, aunque esa interpretación hubiera de prevalecer contra 
el texto espreso y no derogado del presente artículo, la contra- 
dicción indicada no sería por ello menos digna de reforma. 

Si se conserva el ástema establecido por la tantas veces 
citada ley de 11 de Enero de 1879, que consideramos bueno 
en este punto, es, pues, indispensable alterar el articulo 1435 
en todas sus partes y adaptarlo a ese mismo sistema. Podría 
quedar así : 

Siempre que el juzgado de comercio notare ^ premmiere que 
la administración se resiente de impericia ó negligencia, ó que 
se ha cometido fraude en ella, ó que los síndicos se hallan en 
colusión con el fallido, ó que existe cualquiera otra cama por la 
cual ¡a remoción de los síndicos puede ser conveniente á los 
intereses de la masa, debei'á citar á junta de acreedores para 
que deliberen y acuerden lo que crean oportuno en cnanío á la 
remoción y al mmbramiento de nuevos síndicos, con arreglo al 
artículo Úít. La remoción podrá también ser solicitada en los 
mismos casos por cualquiei-a de los acreedores ó por el fallido. 

Si se acordare la destitución de todos los síndicos, el juez po- . 
drá nombrar uno que desempeñe provisionalmente el cargo. 
Ínter tanto se procede al nombramiento de los definitivos. 

TÍTULO V 

DEL EXAMEN Y RBCONOGIMIENTO DE LOS CRÉDITOS 

CONTRA LA QUIEBRA 

Art. 1450. • 
Vencidos ocho días, contados desde la verificación respec- 
tiva, el juzgado de comercio declarará concluido el procedi- 
miento de verificación. 



— DEL EXAMEN Y RECONOCmiíENTO, 
fija irrevocablemente los derecho 

:idos y jurados respecto de la ma! 
ó dolo legalmente probado, y el de 



sa en el inciso 1." de este articulo 1 

ías, contarlos desde la veriñcaciór 

e el Código ha querido decir q 

ontarse no desde la fecha en que 

la veriticación de todos los créditos, sino desde cada 

aquellas en que tiene lugar la verificación individual 

crédito presentado á la quiebra. Tal es, en efecto, la a 

ción gramatical de la frase « verificación respectiva » 

Sin embai'go, no se necesita de grande esfuerzo pi 
prender que tal inteligencia es del todo absurda. No í 
traria articules anteriores y el espíritu manifiesto del 
titulo, sino que también hace perder todo significado 
al inciso de que forma parte la frase transcrita. £1 h 
contar ocho días desde la verificación de cada crédito 
taría la existencia de varios plazos, después de cada ui 
cuales el juez debería cumplir con el mandato que le 
la 2." parte del inciso : « declarar concluido el proee^ 
de la verificación. ^ Es inconciliable, como se ve, la 
ridad del auto que debe declarar « concluido el precei 
de la verificación » con la pluralidad de los plazos qi 
taría si los ocho días se hubieran de contar desde I 
cacíón (respectiva) de cada uno de los créditos. 

Tan sin objeto y absurdamente está colocada en e 
culo la palabra mencionada, que muchos pudieran ci 
ella se debe sólo á un error de copia ó impresión ; pe 
así, porque ella aparece desde el proyecto primitivo. 

Sin embargo, la intención del Legislador no ha po 
otra que la de señalar como día inicial del plazo de t 
fija, aquel en que se termina la verificación de todos 
uno de los créditos presentados. No necesitamos agr( 
palabra más á lo dicho para demostrar que eso es 
racional y posible. 

Propondríamos, pues, que el inciso 1." del artici 
dijera ; 
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Veiuidos ocho dios, eonlados desde la verificación del último 
crédito, el juzgada de comercio declarará concluido el proce- 
dimiento de la verificación. » 



TITULO VI 
DEL CONVENIO 

Art. 1457. 
Este artículo ha sido completado por el 
culo único de la ley de 11 de Etrero de 1879. 

Art. 1459. 

X-oa acreedores reunidos en la primera junta general de que 
trata el artílulo 1411, podrán proceder á la veriflcaciúo de sus 
créditos y á la discusión y aceptación de un convenio con el 
fallido; pero para ello será menester t¡ue intervenga el con- 
sentimiento unánime de loa acreedores concurrentes. 

Lii última frase de este articulo fué suprimida por el 
número 4.' del artículo único de la ley de 11 de Enero 
de 1879. (1). 

(1) Ya que anotamos esta modiücaciúa, para el efecto de que sea incor- 
porada en el Código, y ya que nosotros la oncontramos buena, permits- 
aenos rebatir la impugnación que contra ella haca una opinión respe- 
table. 

Doa Manuel Amunáli^gui considera que si defectuoso era este artículo 
antes de la ley de 11 de Enero de 1879, por prestarse al peligro de que 
no estando aún verificados los créditos, el fallido se forme con anticipa- 
ción unanimidad aá-twc de acreedores que lo otorguen un convenio ven- 
lajosü, harto más defectuoso es ahora, porque más fácil se le hace con- 
seguir ese Un necesitando sólo una mayoría y habiendo desaparecido la 
garantía de la nnanimidad. Nosotros no eslimnmos de la misma maners 
esB reforma. 

Eü efecto, el peligro de que el fallido se forme una mayoría ad-hoc, 
aprovechándose da que los créditos no han sido aún verificados, no me- 
rece ser tomado en cuenta, porque, aunque posible, es muy difícil que el 
fallido consiga formar la doble mayoría que se requiere con acreedores 
dispuestos al fraude y al engaño. Tampoco puede decirse que ellos po- , 
drán tener sólo aparentemente la calidad da acreedores por medio de con- 
tratos simulados para el efecto, porque tal falsificación tiene severa y 
eficaz sanción dentro de esto mismo Cddigo y del Penal. 

Pero suponiendo fácil la formación de tal mayoría ad-hoe, ella no ofre- 
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Art. 14G0. 

Este artículo fué consideraWemente motlificado por los 
números 5.° y 6.* de la ley de 11 de Enero de 1879. Según lo 
que hemos dicho antes, convendría incorporar en el Código 
estas modifícaciones. 



cería peligro alguno para nadie, á virtud de la previsora disposición 
eoatenida en el numero 5.« d« la citada ley de 1879 que dice : « Tendrán voto 
en la^doliberaciones relativas al convenio, todos los acreedores cuyos títu- 
los hayan sido verificados conforme á la ley ; pero si el convenio se presenta- 
re antes do ln verificación de créditos, tendrán voto en dichas deliberaciones 
los arceedorea que presetntaren el respectivo título de su acreencia y 
juraren la sinceridad de ella, si se les exigiere por algunos de los otros 
acreedores, d mentrn pte se deduzca impugnación motivada y circuniían- 
ciada contra el crédito. » 

¿ Que habría ganado entonces el fallido con haberse manchado y ex- 
puesto á la severidad de la ley en busca de compromisos o convenios 
particulares y secretos con algunos de los acreedores ? — Nada absolu- 
tamente, desde que con la presencia de un solo acreedor verdadero y 
honrado estaría desbaratado su intento de fraude. 

Supongamos aún que la unanimidad de los acreedores asistentes á la 
primera junta general estuviere completada con el fallido en perjuicio de 
los inasistentes, ó que los acreedores verdaderos y honrados fueran' 
ignorantes, por estar recién iniciado el procedimiento de la quiebra, 
de los vicios de los otros créditos. En taled casos se encargarían de 
salvarlos de todo peligro el artículo 1485, que abre ancho campo á ios 
acreedores inasistentes para anular ó rescindir el convenio viciado ; 
el 14bl, reformado por la ley mencionada, que sabia y previsoramente 
deja á la honradez y discreción del juez la facultad de entorpecer cual- 
quier convenio que le infunda sospechas, si es presentado antes de la 
verificación total do los créditos ; y, finalmente, el artículo 1463, reforma- 
do ^también, que exige para la aprobación del convenio la doble mayoría 
de la mitad y uno más de los acreedores presentes y las tres quintas 
partes del total de los que fueren susceptibles de ser afectados por la 
aprobación del convenio. Por último, si el fallido consigue complotarse 
con la mitad más uno de losacreedores presentes á la 1.* junta y, sobre 
lodo, con un número que représenle también los tres quintos del valor 
total -de los créditos que fueren susceptibles de ser afectados por la 
aprobación del convenio, vale más que la ley no se preocupe de poner 
atajo al mal antes de la verificación, sino puede ni aun pretende ponerlo 
después, ya que con tal mayoría él fallido podría perjudicar al resto de 
los acreedores en cualquier estado de la quiebra. 

Por salvar tan quiméricos peligros, que no negamos en absoluto, no 
vale la pena perder los beneficios de un convenio pronto, que evitaría el 
tiempo y el dinero que se gasta en la administración y tramitación de 
la quiebra. 
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Art. Uñí. 
lepetimos la observación anterior ¡ número 7." de la misma 

Art. H66. 

[o concurriendo la doble mayoría requerida para la celebra- 
1 del convenio, la deliberación será postergada por ocho 
i improrrogables. 

<a prostergaciún deja sin efecto las aceptaciones manifesta- 
en la primera junta, y restablece á los acreedores renun- 
ites en el goce de sus garantías. 

¡a redacción rte este articulo es equívoca y se presta á dudas 
f fundadas. Si la celebración del convenio no sólo no cuenta 
:u favor con la doble mayoría exigida, sino que ni aun cuenta 

mayoría simple ¿deberá observarse no obstante este artí- 
) y entenderse igualmente que la deliberación será poster- 
a por ocho días? 

.teniéndonos al sentido literal del artículo no podríamos 
testar sino afirmativamente; porque una de dos cosas tie- 

que suceder dentro de su letra : ó concurre la mayoría 
le, y entonces hay convenio, ó no concurre, y entonces hay 
tergación de la deliberación, por ser la no concurrencia de 
oble mayoría la única condición que para ello fija el in- 
' í." del presente articulo. No es posible, pues, dentro de 
términos generales é imperativos del primer inciso del ar- 
lo 1466, la distinción entre el caso de no concurrir la ma- 
a doble porque sólo hay la simple y el de no existir aque- 
porque no hay ninguna de las dos. 
in embargo, buscando el espíritu y origen de esa disposi- 

habráse necesariamente de convenir en que la negativa 
í respuesta más razonable á la pregunta formulada y que 
consiguiente, en caso de no haber ni mayoría doble ni sim- 
Etn favor del convenio, no hay postergación, 
uando el Código ordena el aplazamiento de la deliberación 
no haber concurrido la doble mayoría, no ha podido per- 
lir otra cosa que dar tiempo al acuerdo de opiniones divi- 
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; cuales a ninguna ha podido atríliuiv el triunfo 
¡ate, por cuanto de cada lado hay bajo un respecto 
e roerecen entre si iguales consideraciones. La ley, 
[do la necesidad de dur alguna solución, tienta lo- 
•,\o esfuerzo por el triunfo de una de las dos opi- 
dividen á los acreedores, y ordena una segunda 
notación. Si el acuerdo no llega, en la necesidad 
<ta prudencial mente por lo que estima más justo, 
y seguro, 

ido el convenio no sólo no cuenta en su favor con 
^oría sino que, a! contrario, él es rechazado por 
nayoría doble, que puede llegar á la unanimidad 
!S y á la totalidad del valor de los créditos, no se 
jé propósito, que no fuera el de retardar inútil- 
liazo del convenio, habría obedecido el Código or- 
L nueva discusión y votación. Ello estaría bueno 
i las quiebras, si se nos permite esta locución 
aquí no se trata de eso. ' 

arte, el articulo 509 del Código Francés, de donde 
le nos ocupa, está concebido en la forma que he- 
lo ; lo que prueba que el defecto de este último 
ite de un descuido que hace ambigua la redac- 

p es suñciento para demostrar que habría conve- 
lable en redactar el primer inciso de este artículo 
1 que corresponda más claramente á la idea que 
onsultar. 



xurriere una de las mayorías exigidas para la ce- 
convenio, la deliberación será postergada por ocho 
gabks. 



i de derecho que el fallido rechaza todo convenio 
le no asistir, por si ó apoderado, ¡I las juntas en 
le su formación, 

irnos que las prescripciones que establecen pre- 
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sunciones de derecho son siempre delicadas y exigen en el 
Legislador una atención seria, que lo ponga al abrigo de caer 
en ellas inconsultamente, sin motivos poderosos que las auto- 
ricen, como el interés general de la sociedad, por ejemplo, y 
sin que envuelvan un íondb tal de verdad que casi siempre 
sean le expresión de ella. 

¿Concurren las dos circunstancias apuntadas en la presun- 
ción de derecho que establece el presente artículo? — Ni la 
una ni la otra. ^ 

En efecto, ningún mal ó consecuencia grave se desprende 
de que, una vez hechas por el fallido las proposiones del con- 
venio, sean éstas discutidas y aceptadas ó rechazadas por los 
acreedores sin la audiencia ó presencia del primero. Al contra- 
rio, la razón nos dice claramente que el fallido con presentar 
las proposiciones de convenio ha hecho por su parte cuanto 
tenía que hacer. La deliberación y la aceptación ó rechazo de 
ellas son de la incumbencia exclusiva de los acreedores, quié- 
nes procederán al respecto según su conveniencia se los dicte 
y sin que el fallido tenga la menor influencia en la resolución 
(jue ellos tomen. Otro tanto pasa cuando las proposiciones ha- 
yan de ser hechas por los acreedores al fallido. Una vez dis- 
cutidas y acordadas por ellos y comunicadas al fallido, tocará 
á éste aceptarlas ó rechazarlas, y es innecesario y poco serio 
exigir que los acreedores se reúnan con el objeto de presenciar 
sus dudas, protestas ó cabilaciones, ó con el de aprehender de 
su propia voz el asentimiento que preste á las dichas propo- 
siciones. Sin embargo, se coiicibe un beneficio en la compa- 
recencia obligatoria del fallido á las deliberaciones de los acre- 
edores : llegado el caso de que cualquiera de las partes quiera 
aceptar las proposiciones de convenio con determinadas limi- 
taciones, se ahorraría tiempo y una nueva junta de acreedores ; 
pero este beneficio es de escasa importancia y no alcanza á ser 
fundamento bastante de la presunción que criticamos, como 
que no es posible imponer obligaciones y sanciones de esa 
especie en persecución de un simple y probleipático ahorro 
de tiempo. Si el fallido y los acreeáores están en disposición 
de ceder de sus exigencias y de hacerse concesiones, su con- 
veniencia recíproca es la mejor de todas las garantías que po- 
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se para acercarlos y hacerlos disc 

mejor el articulo 1468 el olro req 
ciones de derecho. Dar por sentí 
asiste á las deliberaciones en qi 
Jel convenio, rechaza lasproposici 
)i trabajo de hacer y la voluntad 

en el hecho mantiene no retirán 
o sólo no es casi siempre la verc 
ire no lo será, 
jes, conveniente suprimir este art 

Art. 1469. 

condenado por quiebra fraudule 

alo alguno con sus acreedores. 
m proceso por quiebra frauduler 
ración relativa al convenio ; y el j 
irá á los acreedores para que acui 
procedimientos de la quiebra, ó s 
% admisión de un convenio, caso q 

haya acuerdo se requiere la maye 
1463 ; y no habiéndola, se proct 
m los articules 1466 y 14fi7. 

ción del inc. 2.° de este articulo 

a. Está bien que no pueda suspeni 

creedores el procedimiento de la 

deliberar más tarde sobre la adn 

[ue tal supresión no está en la ma 

b1 concurso mercantil; pero exigir 

para is continuación de los procedimienlOs de 

denar la ejecución de actos cuya inocencia n 

rencia absoluta de objeto ; con igual fundam 

Mecerse un precepto que dijera que, una ve; 

mitación de la quiebra, se citará á los acreei 

neral para que acuerden ó dejar las cosas i 

sin ir más allá, ó que el j^ez dé sentencia de 

La suspensión de los procedimientos de la 

servarse deliberar más tarde sobre un con' 
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nuación de ella son cosas perfectamente opuestas y correla- 
tivas. Acordada la suspensión, rechazada de hecho está la 
continuacijón y rechazada la suspensión, acordada está la con- 
tinuación, si asi puede decirse á pesar de que la quiebra para 
tramitarse no necesite de acuerdo; la continuación se im- 
pone por sí misma en razón de la sola existencia de la quie- 
bra, mientras no haya un acuerdo legal en contrario. 

Para hacer más palpable el absurdo que envolvería este ar- 
tículo dándole una inteligencia extrictamente literal, según la 
cual se exige acuerdo especial de los acreedores para conti- 
nuar los procedimientos de la quiebra, supongamos que se 
rechazara por doble mayoría una proposición para suspender 
el procedimiento mientras se resuelve el proceso por quie- 
bra fraudulenta. Según los términos de este artículo, debería 
someterse en seguida á votación si se continúan ó nó los pro- 
cedimientos de la quiebra. Indudablemente se resolverá afir- 
mativamente por la misma mayoría que rechazó el acuerdo 
anterior; pero, para que semejante votación tenga algún fin y 
pueda sostenerse, es preciso que su resultado no haya de ser 
siempre necesariamente el mismo, es preciso que ella pueda 
también optar por el otro término de la alternativa, la suspen- 
sión de la quiebra; y ¿qué sucedería entonces? — Que habría 
continuación de los procedimientos á virtud del primer acuer- 
do y suspensión de ellos á virtud del segundo ; esto es, algo 
absurdo en absoluto. 

El significado de las palabras empleadas por el Código, no 
corresponde, pues, á lo que seguramente se ha querido esta- 
blecer. El Legislador es casi seguro que, al poner la frase 
a para que acuerden la continuación de los procedimientos de la 
quiebra », sólo tuvo la intención de hacer notar que esa era la 
consecuencia que resultaría de no acordar la suspensión para 
deliberar sobre la admisión de un convenio. Así lo demuestra 
el mero sentido común y la curiosa exigencia que sin ella ha- 
bría consignado el inciso siguiente, prescribiendo para conti- 
nuar la tramitación de la quiebra doble mayoría, y dejando 
en manos de una insignificante minoría la vida ó muerte del 
concurso. Pero aun así considerada y prescindiendo de la 
ambigüedad é incertidumbre á que se presta, la frase trans- 
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iibién enteramente sin objeto y valdría más supri- 

B parte del inciso 2." podría quedar asi :... y eljux- 
merck) convocará á lox acreedores para que, si lo 
enienle, acuerden suspender los procedimientos de 
nientras se falla dicho proceso, reservándose delibe- 
i admisión de un convenio en caso de ser absuelto el 



nio aprobado por el juzgado obliga á todos los acree- 
I si y á favor del fallido, excepto los enumerados en 
." del articulo 1460 que se hubieren abstenido de 

(cuencia, los acreedores no podrán demandar en 
fallido la cuota que le hubieren remitido ; pero éste 
jeto á todas las incapacidades que produce la quie- 
■as no obtenga rehabilitación con arreglo á las pros- 
de este Código. 

D sostenido é propósito del articulo 1465 la supre- 
i'or que él concede á los acreedores privilegiados, 
prendarios y con derecho de retención, para exigir 
sus créditos en cualquier estado de la quiebra y 
de pronunciada la sentencia de prelación, pudiera 
e hemos pretentido aplicar también esa teoría al 
rificarse un convenio entre los acreedores y el la- 
de que se ocupa el presente artículo. 
argo, ello está lejos de suceder y, por el contrario, 
ue es de toda necesidad establecer de una manera 
1 el Código que por el sólo hecho del convenio to- 
Lcreedores recobrarían el derecho de exigir el pago 
sectivos créditos. 

o, cuando nosotros sostuvimos que debía negai'se á 
idores el favor mencionado que les concede el artí- 
tuvimos en vista, como punto capital y decisivo en 
. la necesidad de no arrancar á las quiebras ó con- 
rcantiles su más esencial y casi puede decirse su 
ito : la determinación de la preferencia ú orden de 
;on que debían ser pagadas las deudas de un fallí- 
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Jl4. 



do, para no burlar así los privilegios que la misma ley con- 
cede á ciertos créditos, para el caso, seguro casi siempre, de 
que el haber del fallido no alcance á cubrirlos todos. 

Mientras la quiebra tenga por objeto, pues, el que acabamos 
de indicar, estamos en la lógica sosteniendo la trascendental 
reforma á que hemos hecho referencia ; pero sería absurdo y 
torpe sostenerla en el caso de aprobación de un convenio entre 
el deudor y los acreedores comunes; porque es fácil compren- 
der que este hecho viene á modificar por su base el objeto y 
carácter de la quiebra. Se concibe que se suspenda á un acree- 
dor el derecho de exigir el pago preferente de su crédito in- 
tertanto se determina si hay ó nó otros acreedores con mejor 
derecho aún, pero sería absurdo obligarlo á esperar para el 
pago de su crédito algo que no habría de llegar, la sentencia 
de prelación. Se sabe en efecto que el convenio paraliza la 
prosecución del procedimiento de quiebra, los síndicos cesan 
en el ejercicio de su cargo, el fallido recobra la administra- 
ción de sus bienes y ya no cabe, por un tiempo indefinido á 
lo menos, sentencia alguna que tenga por objeto fijar el or- 
den de prelación en que deben pagarse los acreedores. 

La situación de un acreedor que ni toma parte en el conve- 
nio ni puede cobrar por un término indefinido su crédito, es 
del todo insostenible ; y para proveer de una manera racional 
á los intereses de los acreedores privilegiados, incluso los 
prendarios y con derecho de retención, y evitar que se en- 
cuentren en tal situación, es forzoso apelar á uno de los cua- 
tro arbitrios siguientes : 1.**, obligarlos á tomar parte y some- 
terlos en unión con los demás acreedores al resultado que dé 
la votación que tiene por objeto la aceptación ó rechazo de un 
convenio; 2.**, suprimir la institución del convenio en las quie- 
bras, debiendo ellas terminar siempre por la sentencia de pre- 
lación que ordene el pago de los créditos y el orden en que debe 
hacerse; 3."*, permitirles, como lo hace actualmente el Códi- 
go, la persecución de sus créditos en cualquier estado de la 
quiebra, antes de la sentencia de prelación y aun antes de ce- 
lebrado un convenio; y 4.**, conceder á los acreedores privile- 
giados el derecho de tomar parte en el convenio, renunciando 
sus preferancias, ó de perseguir el pago inmediato de sus eré- 



LIB, [V. TÍT. VI. — DEL COS^ 
ditos, si aquél llega á celebrarse con los 
ó quirografarios. 

El primer arbitrio es del todo inaceptabl 
imponer á un acreedor la obligación de i 
chos y favores que la ley ha creído justo 
cióii á razones de alta equidad, para enti 
los acreedores que, no teniendo prefere 
el pago de sus ci'éditos, sólo pueden aspi 
rrata, con el sobrante de los bienes, si loí 

El segundo camino indicado, aunque m 
derechos de los acreedores favorecidos i 
el desconocimiento de los derechos y el ] 
reses de los acredores comunes. Sería i 
demoslrai' la inconveniencia y aun la imi: 
habría en suprimir de las quiebras la inst 

El tercer medio indicado, adoptado acl 
digo, se presta, como lo hemos dicho, á sei 
pero habiéndolas expuesto ya á proposito 
demostrado que tal sistema es insostenit 
clonarse contra él, habremos de abstene 
las nuevamente. 

No queda, pues, sino la adopción del c 
arbitrios indicados; ó sea, la concetjiÓn á 
legiados, incluso los prendarios y con di 
del derecho de perseguir el pago de sus c 
nes que respectivamente les estén afecto 
lo en que se veriiique Ja aprobación de 
fallido y los acreedores comunes, Felizn 
sólo os justo y razonable, sin ofrecer ii 
sino que él es también del todo filosófleo 
do á los acreedores de derecho preferente 
de sus créditos antes de celebrado un « 
conservar el objeto y base capital de la 
nación del orden ó pretación en el pago < 
deudor, para evitar que después de pag 
hay otro ú otros acreedores con mejor d 
orlogándoles esa faculdad desde el mome 
lebración de un convenio cesa el procedií 
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consigue conciliar el derecho que ellos tienen á ser pagados 
preferentemente y sin considerable demora, con el de los acree- 
dores comunes para proveer á sus intereses como mejor les 
convenga, 6 sea, en est« caso particular, con el derecho de los 
acreedores comunes para celebrar un convenio con el deudor. 

De lo expuesto se sigue que sería conveniente que el Código, 
en caso de llevarse á cabo la reforma que propusimos al artí- 
culo 1365, consignara de una manera expresa, no sólo que el 
convenio aprobado no obliga á los acreedores privilegiados é 
hipotecarios, como lo establece el inciso 1.® del artículo 1478, 
que dé ocasión á las presentes observaciones, sino también, 
completando ese artículo, que su derecho para iniciar ejecu- 
ción por el pago de sus créditos revive desde el momento de 
la aprobación del convenio. 

Los incisos 2.** y S.** del artículo 1460 y el 1.** del artículo 1478 
podría decirse que son suficientes, tales como están redacta- 
dos, para asegurar el derecho porque hemos abogado. Ellos 
sancionaií sin género de duda nuestra doctrina ; pero hay que 
fijarse en que ello sólo es debido á que el derecho de cobrar 
los créditos privilegiados existe, según el artículo 1365, en cual- 
quier estado de la quiebra, aun antes de aprobado un conve- 
nio. Modificado ese artículo, como lo hemos propuesto al ocu- 
uparnos de él, en el sentido de quitar á los acreedores citados 
tal derecho, obUgándolos á esperar el resultado final de la 
quiebra, la sentencia de prelación, sería forzoso consignar la 
excepción para el caso de verificarse un convenio antes de lle- 
gar á él. 

Con el objeto indicado, propondríamos la agregación si- 
guiente al inciso 1.® del presente artículo : quiénes podrán 
desde esa aprobación iniciar ó continuar contra el fallido y so- 
bre los bienes afectos especial ó privilegiadamente al pago de sus 
respectivos créditos^ las ejecuciones á que hubiere lugar. 
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§4. — De la anulación y rescisión del convenio. / 

Al ocuparnos del artículo 153 expusimos las diferencias con- 
siderables que existen entre las rescisión y la resolución y 
observamos que su confusión ó promiscuo empleo está muy 
lejos de ser inocente y sin resultados. Pues bien, el presente 
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Tafe y en el inciso 1,° del articulo Hi 
{89, incurre en el derecto de llamai 
)mo prueba de este aserto nos bast 
s casos se traía de poner ñn al cor 
osleriores ó supervinientes á su celí 
istitiiye la resolución, y no en hecl 
intes, que es lo que constituye la reí 
stos motivos, propondríamos el ca 
is artículos indicados, de la úliima 



itencia en que se pronuncie la nulid 
), ó en vista de la que condene al (s 
&, el juzgado nombrará uno ó más 

el número 11 del artículo único c 
i 1879. 

Art. 1494. 

nbrados en la sentencia de que habí 
án en el dia do su aceptación á ce 
dos los objetos descritos en el inve 
LStencia del juez de comercio, del a 
la formación de un balance adición 

Irán pedir al juez la aposición de s 
inventario supletorio, si las circuí 
ación de ambas diligencias. 

tículo 1489 por la ley de 11 de Enero 
de hacer notar, la referencia « él 
ilü ha quedado disconforme con ^ 
io 1." se refiere á lox síndicos nomh 
B habla el articulo 1489. Entre tanto, 
ley, el juez solo puede nombrar m 
■ provisional, y deberá ordenar se < 
general para el nombramiento del 
I. Las obligaciones impuestas por el : 
on, pues, aplicables sólo al sindico 
la sentencia de que habla el. artíc 
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reformado por la ley citada. Otro tanto decimos de la facultad 
conferida por el inciso 2.° Para cons«iHar la armonía del pre- 
sente artículo con el 1489, sería conveniente BMMiiñcar su re- 
dacción en los términos siguientes : 

El sindico provisional de que habla el articulo 1489 proceded 
en el dia de su aceptación^ etc. 

Podrá también pedir al juez la aposición de sellos, etc. 
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DEL SOBRESEIMIENTO EN LOS PROCEDIMIENTOS DE LA QUIEBRA - 
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Art. 1496. 

La resolución que ordena el sobreseimiento deja subsistente 
el estado de quiebra ; pero restituye á los acreedores el dere- 
cho de ejecutar individualmente la persona y bienes del fallido. 

EU juzgado, sin embargo, rio podrá despachar mandamiento 
de ejecución personal, sino en los casos de quiebra fraudulenta 
ó culpable. 

Suprimida por la ley de 23 de Junio de 1868 la ejecución 
sobre la persona del deudor, esto es, la prisión como medio 
compulsivo de pago, es ya impropio hablar de ejecutar indi- 
vidualmente la persona y bienes del fallidOy como dice el ar- 
X tí culo transcrito. 

Por esa razón, quedaría más exacto el inciso 1.** del artí- 
culo 1496 sustituyendo esa /rase por esta otra :... dentandar 
individual y ejecutivamente al fallido, 

Art. 1497. 

El fallido ó cualquier otro interesado podrá obtener en todo 
tiempo revocación del decreto de sobreseimiento, acreditando 
la existencia de valores suficientes en especie ó cantidad para 
atender á los gastos que exijan los procedimientos de la quie- 
bra, ó consignando á disposición del juzgado una suma de di- 
nero que baste para cubrirlos. 

La revocación repone las cosas en el estado que tenían antes 
de pronunciada la resolución de sobreseimiento. 

Encontraríamos más ajustado á la terminología de nues- 
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L Iras leyes decir en el inciso 2.» de este articul( 

f repone las cosas al estado que tenían antes de 

auío (ó decreto) de sobreseimiento. La palabn 
i efecto, que tiene un significado técnico det( 

I aviene con el de auto, decreto ó sentencia. 

TÍTULO VIH 
^ DE LA UQUIDACIÚN DEL ACTIVO Y PASIVO DI 

[■ 

: Art. 1501. 

[ En cualquiera época de la quiebra loa síndici 

r la devolución de las prendas constituidas po 

E gando la deuda en capital, intereses, costas y ; 
E Vendida ó adjudicada la prenda á solicitud i 

[ un precio que exceda el monto del principal y 

I deuda, el exceso será incorpurado al activo 

[ pero si el precio no alcanzare á cubrir Integra 

L el déficit seré pagado como crédito común. 

■ Art. 1502. 

l' Los síndicos podrán hacer pago en cualqui 

quiebra, con autorización previa del juzgado 

los acreedores privilegiados, y aun sin ella á 

I que hagan la consignación ó presten la ñanza 

• articulo 2479 del Código Civil, si hubiere lugar 

[ Al hablar del atículo 1365 expusimos las 

S que nos inducían á calíñcar de peligroso, de i 

titilosófíco el pago de los créditos privileg 

caliíicar su preferencia y de llegada la quieb 

\ natural, la sentencia de grados. Como conse 

observaciones, coocluímos entonces proponiei 

ción de ese articulo en el sentido de restring 

los acreedores hipotecarios el derecho de pror 

por sus respectivos créditos después de declai 

i Igual restricción y por idénticas razones, 

r repetir, sostenemos que convendría llevar á 

' culo 1501 y en el 1502. Allá se trata del dere 
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en cualquier estado de la quiebra, ó sea de cobrar sus crédi- 
tos, concedido é los acreedores que gozan de preferencia ; aquí 
se trata de la facultad concedida á los síndicos para pagar, 
también en cualquier estado de la quiebra, á los mismos acree- 
dores, sea que lo hayan solicitado en juicio ó nó, y no obstante 
la existencia de otros acreedores de igual ó mejor derecho, 
que no tendrían facultad de oponerse á ello. La cuestión de 
derecho es, pues, la misma. 

Pero si bien es inaceptable que los síndicos puedan, como 
lo dispone este artículo, proceder al pago de los créditos pri- 
vilegiados sin averiguar si hay otros acreedores con mejor de- 
recho á ello, ó sin hacer en seguridad de los mismos la sufi- 
ciente reserva de valores, no lo es menos que la doctrina que 
desarrollamos en el artículo 1365 contra el derecho de ejecu- 
tar en cualquier estado de la quiebra, concedido de una ma- 
nera general á los acreedores privilegiados, deja de ser apli- 
cable á la facultad que podría darse al juzgado de comercio 
para ordenar el pago de un crédito privilegiado, cuando no 
haya otros que también lo sean, ó cuando la sencillez de la 
quiebra permita determinar el monto de los valores que deben 
reservarse para pagar los otros créditos de igual ó mejor de- 
recho. En tal caso habrían desaparecido los peligros é incon- 
venientes de que allí hicimos mérito. 

En consecuencia, propondríamos la supresión del artí- 
culo 1501 y la modificación del artículo 1502 en la forma si- 
guiente : 

Los síndicos podrán hacer pago en cualquier estado de la quie- 
bra á los acreedores hipotecarios que hagan la consignación ó 
presten la fianza que prescribe el articulo 2479 del Código CiviL 

El inciso precedente es aplicable respecto de cualquier acree- 
dor privilegiadOy siempre que el juzgado de comercio asi lo de- 
crete en vista de no haber otros acreedores privilegiados j ó des- 
pués de reservar las cantidades debidas en razón de créditos de 
igual ó preferente derecho. 
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TÍTULO IX 

DE LA BErVINDICAClÚN. RESCISIÓN Y R 
EN CASO DE QUIEBRA 

Art. 1519. 

En los casos previstos en los apticulos 151' 

aindicos podrán usar de la facultad quo leí 

culo 1501, pagando el precio estipulado, int 

perjuicios, ó dando caución que asegure el pa 

Creemos haber dicho lo bastante acerca 
citado artieulo 1365 y ea contra üclpago ( 
créditos privilegiados permitido por el Códi 
entre los cuales se cuentan los de los acreedi 
de retención; y sí en lo que hemos dicho en 
de esos créditos privilegiados hemos tenido i 
mos sobrada refiriéndonos especialmente al d 
cjón, que aunque asimilado en todo al derech( 
no merece las consideraciones que éste, ya 
podría equipararlo á una prenda tácita, que dt 
puede ser de mejor condición que la expresa 
cosas retenidas puede también suceder que 
con mejor derecho á ellas que el que las reti 
crédito de éste es sólo de segunda clase y á I 
nes prefieren los de la primera. Su pago a 
en consecuencia, ser hecho en fraude de otrc 

Son, pues, aplicables á este caso, con igu 
servaciones hechas á los artículos 13(iií, 1501 
sideramoá incorporadas á esta critica. A vir 
tenemos la conveniencia de suprimir el artíci 

TÍTULO X 
DE LA GRADUAGIÚN DE Ld.S AÍIREE 



Las masas de los codeudores no tienen der 
larse entre si el reemlolso de los dividendo! 
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ellas hubiere dado, á no ser que los dividendos pagados exce- 
dan la cantidad á que monte el crédito por principal, intereses 
y costas. 

En este último caso la suma excedente se aplicará, según 
el orden y naturaleza de las obligaciones, á las masas de los 
codeudores garantidos por otros. 

A virtud del inciso 2.** de este artículo, el excedente que las 
masas de varios codeudores fallidos hubiesen pagado al 
acreedor común debe ser aplicado según el orden y naturale- 
za de las obligaciones á las masas de los codeudores garantidos 
por otros. La masa de un fiador solidario fallido que hubiese 
pagarlo el monto de la obligación caucionada, tendría, según 
eso, derecho para ser considerada con preferencia en la dis- 
tribución de este excedente, en razón del derecho que tiene de 
repetir contra la masa de los otros codeudores solidarios, fa- 
llidos también. Esa sería una masa de las que llama el Có- 
digo « de codeudores garantidos por otros. » 

Esta inieligencia, que todos convendrán en que es la ver- 
dadera después de meditar el inciso 2." relacionado con el 1.® 
y con el artículo anterior, no es, sin embargo, suficientemente 
clara. A primera vista quién lee « á las masas de los codeu- 
dores garantidos por otros », no podrá menos de inclinarse á 
creer que el Legislador se refiere á las masas de codeudores 
que estén afianzados ó caucionados por otra persona en el 
cumplimiento de la obligación que han contraído como co- 
deudores solidarios de un tercero, caso perfectamente posi- 
ble, aunque estos codeudores sean á su vez simples fiadores 
solidarios, pero enteramente ajeno al verdadero y único sen- 
tido aceptable del inciso 2.° de este artículo. 

Pero esta falta de claridad en la disposición del insico 2.® no 
es el único defecto del artículo 1523. 

Como acabamos de explicar, en él se contempló el caso de 
que, según la expresión del presente artículo, haya masas de 
codeudores garantidos por otros, ó, más claramente expre- 
sado, que haya masas de codeudores fallidos que tengan 
acción de repetición contra otra ú otras de esas masas, por re- 
presentar los derechos de un codeudor que, en razón del pa^ 
hecho por él, se había subrogado legalmente en los derech 
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del acreedor con relación á la parte correspondiei 
I codeudores ; pero se olvidó de delerminar la mai 

I bolsar ó distribuir lo pagado en exceso de lo del: 

[ contrario, en que la subrogación legal del codi 

\ pagado no existe ó, empleando la terminología ¿ 

I que no hay masas de codeudores^ garantidos p< 

tan probable como el anterior. 
El simple buen sentido nos indica la solución < 
digo debería darse al último de esos casos. El i 
beria ser repartido entonces entre las masas de I( 
j fallidos, á prorrata de los dividendos pagados po: 

I ellas; ó bien restituirse á las masas que lo hubi 

en orden inverso al en que hayan hecho los p 
¡ según el sistema eslablecido por el Código cada 

I en exceso constituiría pago de lo no debido. I 

último de esos caminos á fin de no apartamos d( 
inciso 1.°, qae ha juzgado conveniente negar á 
¡ codeudores fallidos la subrogación de derechos q 

t reglas generales, tendrían los mismos codeudo 

biesen caído en falencia. 
) Redactando el inciso 2." en la forma siguiente 

; rían los dos defectos indicados : 

En este último caso la suma excedente -se aplii 
i orden y naturaleza de las obligacumes, á tas niai 

i deuddi-es que, con arreglo al artículo 1522 del- 
' se hubieren subrogado en los derechos del acreei 

\ feclo, el excedente se restituirá á las masas que i 

1 currido á (armarlo, en orden inverso al de la 

pagos y hasta concurrencia de cada uno de ellos. 

Art. 1525. 

No podrá hacerse pago alguno sino en la for 

cribe el articulo 1506. 

r Este articulo es una repetición inútil del artici 

cita. Equivale a decir ; la disposición del articul 

I fuerza obligatoria'; lo que bien se comprende q' 

'. mente inoficioso. 

Debe, pues, suprimirse. 
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TITULO Xi 
DE LA REHABILITACIÚft" 

Art. 1528. 

ira obtoiier rehabilitación el rallido deberá justificar plena- 
te ol pajfo de sus deudas, en principal, intereses y costas, 
fallido cnl|>able deberá justificar, además del pago integro 
US deudas, que lia cumplido la pena á que hubiere sido 

inciso 1." de este arlículo fué derogado por el número Í2 
I ley de il de Enero de ,1879, que dice : « 12. Se suprimirá 
'imer Inciso del articulo 1528, que queda derogado. » 
ila reforma nos presenta el espectáculo curioso de ver á 
engañando á la ley. ¿Qué es, en efecto, la reliabiiílación? 
a más que la declaración de que un individuo falliilo y que 
a pagado lo que debe, ha dejudo de ser tal por haber pa- 
) íntegramente sus deudas. Enc estado de insolvencia de 
idividuo, ó lie no pago de sus deudas, es el que este Có- 

y otras leyes civiles y varias de Derecho público han 
lo y tendrán siempre presente, salvo el caso de quiebra 
tileuta, para csi'luirlo del goce de ciertos derechos ó de la 
Itadde ejercer ciertos cargos públicos ó de interés públi- 
Y sin embargo de esta circunstancia, viene la ley de 11 de 
ro de 1879 y dice : puede declararse rehabilitado, esto es, 
no es fallido, un individuo que habiendo sido declarado en 
bra no haya pagado sus deudas; y en consecuencia, de- 
I expresamente la disposición que consignaba tal exi- 
lia. Después dü tan radical alteración producida acerca del 
iíicado jurídico de la palabra /hííirfo, por la ley especial- 
tc llamada á fijar su alcance, es oportuno preguntarse si 
uez que so encuentre eu el caso de hacer electiva una de 
mmerosisiinas prohibiciones ó inhabilidades establecidas 
luestra legislación en contra de los fallidos, deberá atener- 
para determinará quiénes correspoiidc tal.cahflcativo, á la 
gua inteligencia de que lo es Lodo fallido inienli'as no ha 
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cubierto ú sus acreedores y ha sido rehabilitado, ó si, al contra- 
rio, sólo deberá aplicar esas prohibiciones ó inhabilidades á los 
fallidos que no han sido rehabilitados, dejando inmunes de 
ellas a los que lo hayan sido según la ley citada, sin haber sa- 
tisfecho á sus acreedores. La respuesta no corresponde á nos-. 
otros ; la duda expuesta basta por sí sola á manifestar la gra- 
vedad de los peligros que importa la brecha abierta incon- 
sultamente por la ley de 1879 en el sistema antes establecido 
por el Código de Comercio, 

El Legislador, al llevar á cabo esa reforma, parece que se 
olvidó hasta de la cosa misma sobre que legislaba. Es sabido, 
en efecto, que la institución de la rehabilitación sólo debe su 
existencia á la necesidad que habla de sancionar en la ley la 
diferencia real y considerable que existe entre un individuo 
que, habiendo sido declarado en quiebra, permanece sin pagar 
sus deudas y otro que las paga íntegramente. Justo es, se dijo, 
devolver á un individuo los derechos de que ha sido privado, 
una vez que han cesado las causas que motivaron esa priva- 
ción. He ahí el origen de la rehabilitación. Pero ¿cómo se ex- 
plica que los derechos de que es privado un individuo en ra- 
zón de una situación especial (de no pago de sus deudas), le 
sean restituidos sin embargo de continuar en la mismísima 
situación T 

Es en aplicación de la doctrina que sostenemos que el Có- 
digo Civil, en su artículo 497, dijo : « Son incapaces de toda 
tutela ó curaduría :... 4.° Los fallidos mientras no hayan satis- 
fecho á sus acreedores. » Las legislaciones extranjeras nos 
ofrecen unánimamente igual confirmación. El Código de Co- 
mercio francés, para no citar otro ejemplo, nos dice en su 
artículo 604 ; « El fallido qite ha pagado integramente, en ca- 
pital, intereses y costas, todas las sumas por él debidas, podrá 
obtener su rehabilitación. » 

Esa justidcación de haber pagado el fallido integramente 
sus deudas es la base fundamental, esencial y fllosófica de la 
rehabilitación; es, como lo hemos, dicho, su razón de ser. Sin 
ella, la rehabilitación producirá sus efectos positivos, porque 
asi lo dispone le ley; pero amenudo ella declarará une false- 
dad, creando al mismo tiempo embarazosos conflictos en la 
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aplicación de las diversas leyes civiles y políticas que hablan 
de los fallidos. 

Si á las observaciones precedentes, que son capitales, se 
agrega que todas las conveniencias están más bieii del lado res- 
trictivo de la rehabilitación que nó de su ampliación, se con- 
vendrá en que le ley de 11 de Enero no pudo andar más des- 
graciada en su reforma. 

En efecto, por poco que se conozca la historia de nuestro 
comercio, no se ignorará que día por día aumenta el número 
de comerciantes inescrupulosos, que, teniendo bastante astucia 
para no dejar huellas de su mala fe, explotan la demasiado 
buena de grandes y, lo que es peor, de pequeños ^creedores. 

A esos comerciantes, á veces fallidos en medio de la riqueza, 
y á menudo más acaudalados que muchos de sus acreedores, 
se les abre ancha puerta á la rehabilitación, se les borra de 
una plumada las poquísimas sanciones que podrían hacerlos 
trepidar antes de provocar su propia quiebra con el fin de de- 
fraudar á los acreedores. Y esto se hace en Chile, país nuevo 
en que por sus condiciones económicas puede establecerse 
como axioma que todo giro comercial, fuera de los esencial- 
mente aleatorios, cuando no da pingües resultados con relación 
al capital empleado, los da medianos á lo menos, salvo que 
el comerciante no posea ni aun aquella prudencia que única- 
mente le daría derecho al favor de la ley ; y en que, por consi- 
guiente, apenas si se presentan casos de fallidos que reúnan 
la buena fe en la quiebra y una mediana prudencia en sus ne- 
gocios. 

Las observaciones que acabamos de hacer las hemos hecho 
en general respecto de la rehabilitación de los fallidos, tanto 
culpables como fraudulentos, porque á pesar de que el inciso 
2.** del presente artículo, que la ley citada no derogó, impone 
al fallido culpable la obligación de justificar el pago íntegro de 
sus deudas para obtener su rehabilitación, es forzoso recono- 
cer que tal disposición, que figura en ese inciso de una manera 
puramente incidental y de referencia al precedente, no puede 
considerarse vigente ; porque ello importaría negar todo efec- 
to á la derogación expresa del principio general contenido en 
el inciso 1.**, ó bien sostener que la ley de 1879 sancionó el ab- 
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surdo de libertar de la justificación del pago ín logro de sus 
deudas al fallido fraudulento y, no obstante, dejar pesar esa 
obligación sobre el fallido meramente culpable. 

En mérito de esa observación, sostenemos que sería conve- 
niente derogar el número 12 del artículo único de la ley de 11 
de Enero de 1879 y restituir en todo su vigor el inciso 1.** del 
artículo 1528. 

Art. 1533. ^ 

La rehabilitación del fallido pone término á todas las inter- 
dicciones que produce la declaración de quiebra. 

El número 13 de la ley de 11 do Enero de 1879 dice : 

u Se agregará al articulo 1533 el siguiente inciso : 
« Las disposiciones de este título no comprenden al comer- 
ciante fallido cuya quiebra no hubiere sido declarada fraudu- 
lenta ó culpable, ó que no se hubiese hecho reo de loi simples 
delitos á que refiere el inciso 1.° del artículo 1527. Su rehabili- 
tación se producirá de derecho por el fallo ejecutariado que de- 
clare fortuita la quiebra y gozará del beneficio de competencia 
que el numeró 6.° del articulo 1626 del Código Civil acuerda al 
deudor insolvente, no obstante lo dispuesto en el articulo 1477 
de este Código. 

Como una consecuencia necesaria de la reforma llevada á 
cabo por el número 12 de la ley de 11 de Enero de 1879, ella 
hizo también al pi'esente artículo, en el número 13 transcrito, 
agregaciones de trascendental significado. 

Acabamos de dar las razones á virtud de las cuales conde- 
namos la reforma del artículo 1528. Las mismas nos sirven 
para sostener que deben suprimirse las agregaciones hechas 
al artículo 1533, que sólo son el complemento del propósito 
perseguido por el Legislador en aquella derogación. 

Sin embargo, no podemos dejar de reconocer que sólo en 
parte y de una manera limitada pueden aplicarse aquellas ob- 
servaciones al fafiido inculpable. No obstante, pues, conside- 
rar del todo necesaria la restitución en toda su fuerza del an- 
tiguo inciso 1.** del artículo 1528, creemos que la reforma 
llevada á cabo en el artículo 1533, según la cual la rehabili- 
tación en caso de quiebra fortuita se produce de derecho por 
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el fallo que así la declara, está muy lejos de ofrecer los peli- 
gros que manifestamos á propósito de la quiebra culpable ó 
fraudulenta. 

Pero á pesar de esta circunstancia, sacada de la menor cul- 
pabilidad ó de la inocencia de los fallidos por causas fortui- 
tas, optamos por la supresión del íavor que les ha concedido 
la ley citada, á fln de evitar las inconsecuencias que pusimos 
de relieve en la crítica hecha contra la derogación del inciso 
1.° del artículo 1528. 



FIN 
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